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CIVIL 


Corte Suprema de Justicia, Guatemala, 
treinta y uno de Enero de mil novecientos 
treinta y tres. 

Por recurso de casación se examina la 
sentencia que dictó la Sala la. de la Corte 
de Apelaciones el catorce de diciembre del 
año anterior en el juicio ordinario que 
sostuvo el Licenciado David E. Galicia con 
don Rafael Evaristo Moroy, en concepto 
de Gerente de “El Ahorro Mutuo”; y, en 
la que confirma la proferida por el Juez 
19 Departamental con fecha catorce de 
octubre de mil novecientos treinta y dos, 
en cuanto declara que no es nula la pó- 
liza a que se refiere la demanda, con las 
modificaciones siguientes: a) Que “El Aho- 
rro Mutuo” debe devolver al Licenciado 
David E. Galicia, dentro de tercero día la 
cantidad de seiscientos sesenta y nueve 
quetzales y veinte centavos, liquidación a 
que tiene derecho conforme la tabla de 
cancelaciones que figura impresa al re- 
verso de la póliza aludida; y b) Que no 
hay especial condenación en las costas. 

El fallo de primera Instancia absuelve 
de la demanda a “El Ahorro Mutuo”, y no 
hace condeña alguna en los gastos del 
juicio. í 

En los autos que se tienen a la vista, 
aparece de manifiesto lo que sigue: El 
quince de junio de mil novecientos trein- 
ta y dos, compareció el Abogado Galicia 
ante el Juez 19 Departamental, entablan- 
do su demanda contra la Compañía alu- 
dida, con el objeto de que, en sentencia 
firme, se declarara la nulidad del contra- 
to que celebró con- dicha Institución el 


quince de mayo de mil novecientos vien- 
te y nueve, por el cual suscribió a su fa- 
vor, una. póliza de bonos de ahorro con 
sorteo, por valor nominal de dos mil quet- 
zales o sean veinte bonos de cien quetzales 
cada uno, convención que consta en la 
póliza que figura en el juicio; así como 
también que se haga la declaración de que, 
“El Ahorro Mutuo”, debe devolver, dentro 
de tercero día, al Abogado Galicia, la su- 
ma de setecientos cincuenta pesos oro ame- 
ricano que había depositado en dicha Ins- 
titución, la que, además, debía pagar las 
costas, daños y perjuicios consiguientes. 

La acción, está fundada en que, debido 
a la situación económica ya no le es po- 
sible al demandante seguir pagando la su- 
ma mensual de veinticinco quetzales a 
que se comprometió y, por tal circunstan- 
cia pide que le sea devuelta la cantidad 
que tenía depositada desde la suscripción 
del contrato, de acuerdo con lo consigna- 
do en éste. 

Formalizado el juicio, en el que el Abo- 
gado Galicia presentó en apoyo de su ac- 
ción unas posiciones que articuló al Ge- 
rente de la empresa demandada, se con- 
tinuaron los trámites legales, hasta dic- 
tarse la sentencia que modificó la profe- 
rida por el Tribunal de 2% Grado, sin re- 
vocar la que causó la alzada, que era lo 
procedente, desde el momento en que, el 
primero de los fallos aludidos absuelve 
de la demanda a “El Ahorro Mutuo”, y el 
segundo condena a esta Institución. 

'Al sustanciarse la segunda Instancia, el 
Abogado Galicia presentó otras posiciones 
que absolvió el señor Monroy en su ca- 
rácter ya indicado, persona que, con la 
personería que tiene acreditada y, con el 
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auxilio del Abogado Carlos González Cal- 
vo, introdujo el recurso de casación que 
se examina. El recurrente señaló como 
violados por la Sala la. de la Corte de 
Apelaciones, los Artículos siguientes: 1325, 


1396, 1425, 1426, 1427, 1434, 1458, 2431 2433, 


2435, 2439, 2249, C. C., 10, 24, 26, 27, 28. 
29; D60. 921,603. P.-C 8, 105; «Dto.Lep, 
1406, 17, 20 Dto. 921, 663, 649, 712 P. C. y 
154 Dto. 273. 


CONSIDERANDO: Que de la lectura del 
contrato que contiene la póliza de bonos 
de ahorro con sorteo que suscribió el Abo- 
gado Galicia el quince de mayo de mil no- 
vecientos veinte y nueve, se deduce, con 
toda claridad: que el suscriptor aceptó li- 
bremente todas y cada una de las condi- 
ciones en él contenidas; y, como dicho 
contrato fué celebrado por una persona 
capaz con una entidad que está perfec- 
tamente autorizada para ello por las le- 
yes especiales que rigen a las instituciones 
de la índole de “El Ahorro Mutuo”, es in- 
cudable que debe de producir los efectos 
que indican los Artos. 1425, 1426 y 1427 del 
Código Civil. ] 


De la totalidad de la escritura se des- 
prende claramente y sin duda alguna, que 
no hay contradicción de ningún género 
entre sus clásulas: las que por otra parte, 
son bastante explícitas y comprensibles 
para dejar ver la naturaleza del aludido 
contrato. 


En ese caso, al estimar la Sala senten- 
ciadora que existe una contradicción apa- 
rente del contexto de la obligación con la 
tabla ilustrativa que figura impresa al re- 
verso de ella, tabla que, en manera algu- 
na forma parte integrante de la conven- 
ción, es incuestionable, que no sólo vio- 
16 los Artículos 24, 25 Dto. 921, 2431, 2433 
y 2435 C. C., sino también los que se de- 
jan citados antes, leyes todas, que fueron 
señaladas por el recurrente como infrin- 
gidas. 

Por tal motivo, es procedente la admi- 
sión del recurso, para casar y anular la 
ejecutoria recurrida, con el fin de resol- 
ver, en lo principal, lo que corresponda 
conforme a derecho. 


CONSIDERANDO: Que desde el momen- 
to en que el demandante no adujo prue- 
ba de ninguna clase para establecer el do- 
lo por parte de “El Ahorro Mutuo”, es 
improcedente la nulidad que pretende, ba- 
sado en esa causal, ya que con toda cla- 
ridad estatuye la ley, que el dolo no se 
presume y, qué por consiguiente, debe de 
justificarse, 
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Al no cumplir el Abogado Galicia con 
tal obligación jurídica, la acción que in- 
tentó contra la empresa demandada no la 
evidenció en manera alguna, por lo que 
procede la absolución de esta entidad, tan- 
to más que, como ya se dijo antes, el con- 


trato que dió márgen a este juicio, es 


bastante claro en todo sentido; y por en- 


de, aleja el menor asomo de dolo por par- 
te de una Empresa autorizada por la Ley, 
que celebra un contrato con una persona 
perfectamente capaz, Capacidad que en 
este caso la pone de relieve la condición 
de! Abogado del celebrante. Artos. 603, 604 


P. C., 1425, 1426, 1427, 1406, 1407, 1410 C. 


C. y 235 Dto. 272. 


POR: TANTO: El Tribunal de Casación, 
con apoyo en las leyes que deja citadas, y, 
en lo que disponen los Artos. 1887 P. C. y 
97 Dío. Leg. 1747, CASA Y ANULA la eje- 
cutoria recurrida, y resolviendo en lo prin- 
cipal, absuelve a “El Ahorro Mutuo” de la 
demanda que intentó el Abogado David E. 
Galicia. 

No hay especial condenación en las cos- 
tas. 


Notifíquese y devuélvanse, el depósito 
constituído en la Receptoría de Fondos Ju- 
diciales, y los autos como corresponden. 


Gmo. S. de Tejada. — Federico O. Sa- 
lazar. — Carlos Castellanos R. — Alberto 
Argueta S. — José Serrano Muñoz. — An- 
te mí, Juan Fernández C. 


CIVIL 


Corte Suprema de Justicia, Guatemala, 
diez. de Febrero de mil novecientos trein- 
vta y bres. 

Por recurso de casación se examina la 
sentencia proferida por la Sala 4a. de la 
Corte de Apelaciones, el seis de diciem- 
bre de mil novecientos treinta y dos, en el 
juicio ordinario sostenido por las señoras 
Andrea, Rodriga y Hermelinda Calderón, 
con los señores Celso. Teófila, Angela y 
Ester Calderón, y Cayetana Reyes viuda 
de Calderón, como tutriz natural de los 
menores Bartolo y Fabriciano Calderón 
Reyes; y en la que, sin hacer declaración 
alguna, se concreta a revocar la que dic- 
tó el Juez Departamental de Retalhuleu 
el veintiséis de Julio del año anterior. 

El fallo de primera Instancia declara: 
que es válido el testamento que otorgó el 
veintiuno de junio de mil novecientos 


AE a O AO 


veintiocho en la ciudad de Retalhuleu, y 


ante los oficios del Notario Antonio Cas- 
tillo Vega, quien fué don Fabriciano Cal- 
derón; con la advertencia de que, el ins- 
trumento autorizado por el mismo Cartu- 
lario, el diecinueve de abril de mil nove- 
cietos treinta y uno, es adicional del an- 
terior; y que las demandantes quedan con- 
denadas al pago de las costas del juicio, 
así como al de los daños y perjuicios con- 
siguientes. 

En los autos que se tienen a la vista, 
aparece de manifiesto lo que sigue: El 
veinte y siete de enero de mil novecien- 
tos treinta ' dos entablaron su acción 
las demandantes ante el Juez Departa- 
mental de Retalhuleu, con el fin de que, 
en sentencia firme y previos los trámites 
de ley, se declarara la nulidad del testamen- 
to que otorgó don Fabriciano Calderón, el 
veintiuno de ¿junio de mil novecientos 
veintiocho ante el Cartulario Castillo Ve- 
ga. así como la del que reforma parcial- 
mente la disposición testamentaria aludi- 
da, instrumento que asímismo legalizó el 
propio Notario, con fecha diecinueve de 
abril de mil novecientos treinta y uno. 

La acción de nulidad deducida contra 
los demandados, está basada en que, en 
los testamentos en cuestión, si bien se 
llenaron las formalidades que determinan 
los Artos. 153 del Decreto 272 y 772 del 
Codigo Civil, es el caso que el Escribano 


- autorizante no dió fé en ninguna de am- 


bas escrituras de conocer al testador, re- 
quisito que es indispensable por ser la 
identidad de los otorgantes la base funda- 
mental para la existencia de los documen- 
tos públicos, con cuanta mayor razón, al 
tratarse de testamentos. 


Después de tramitadas algunas excep- 
ciones propuestas por los demandados, 
quedó formalizado el juicio, con la nega- 
ción absoluta 'que de la demanda hizo 
la parte reo; juicio en el que se llevó a 
cabo una inspección ocular que se prac- 
ticó en el protocolo del Notario Castillo 
Vega, diligencia que puso de manifiesto la 
omisión en que incurrió el Cartulario alu- 
dido de no dar fé del conocimiento ante- 
rior del que fué don Fabriciano Calderón 
en el otorgamiento de la disposición tes- 
tamentaria de fecha veintiuno de junio 
de mil novecientos veintiocho, y que en 
la escritura de diecinueve de Abril de mil 
novecientos treinta y uno que modificó 
parcialment= dicho testamento, sí llenó 
esa formalided; todo lo que también cons- 
ta en los testimonios que de tales instru- 
mentos figuran en los autos. 


Ñ 
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En tales bases se fundamenta el fallo 
de 2a. Instancia, contra el que los señores 
Celso Calderón, Cayetana Reyes, Angela 
Calderón de Hidalgo y Teófila Calderón 
introdujeron el recurso de casación que se 
examina, auxiliadas por el Abogado Bue- 
naventura Echeverría S., quien citó como 
violados los Artículos 766, 767, 772, 931, 
832, 939. C:-C/, 152, Dto: :212, (197,158, 199, 
1634471, 668, 613-109, 1115 ULA: 114 72010: 
718, 874, P. C., 46 y 52 Dto. 273. 


CONSIDERANDO: Que al disponer el 
Artículo 46 del Decreto Gubernativo 273, 
que modifica el inciso 60. del Artículo 163 
P. C., que los notarios deben dar fé del 
conocimiento de los otorgantes, es eviden- 
te que se trata de una formalidad prescri- 
ta por el Código de Procedimientos Civi- 
les, cuyo quebrantamiento sanciona, de 
mancra clara y terminante, el Artículo 
019 E. (6: 

Como en el juicio que se tiene a la vis- 
ta se halla demostrado, que el Notario An- 
tonio Castillo Vega no dió fé de conocer 
a quien fué don Fabriciano Calderón, en 
el momento de autorizar el testamento que 
otorgó este señor el veintiuno de junio de 
mil novecientos veintiocho, es indudable 
que se incurrió en la falta que determina 
el Artículo 46 del Dto. 272, y no en las 
que castiga el Artículo 52 del mismo De- 
creto, omisión que desde luego, es motivo 
de nulidad, como de un modo categórico 
lo determina el Artículo 673 P. C. ya alu- 
dido, por tratarse, como ya se dijo, de 
una formalidad prescrita por nuestra Ley 
Procesiva. 


En ese caso, al considerar la Sala sen- 
tenciadora el asunto, en la forma en que 
lo hizo, no violó los Artículos 46, y 62 del 
Dto. 23, ni el 673 P. C. que cita como 
tales el recurrente, pues más bien hizo 
recta aplicación de dichas leyes; y como 
una consecuencia de ello, tampoco que- 
brantó el Artículo 163 P. C. 


CONSIDERANDO: Que por no tener 
aplicación alguna en el caso sub-júdice, 
el Artículo 152 del Decreto 272, ya que 
tal Ley deroga los Artículos 752, 753, 754, 
755, 756, 157 y 758 del Código Civil, que 
aludían a los herederos forzosos, es in- 
cuestionable, que la Sala sentenciadora 
no lesionó el Artículo 152 del Dto. 272 ya 
aludido; lo que tampoco pudo hacer con 
el Artículo 157 P. C., desde luego que, en 
doce incisos de los cuales están reforma- 
dos por el Artículo 39 Dto. 272, las frac- 
ciones la., 7a. y 10a. y, por el Artículo 
40 del mismo Decreto la número 12, tra- 
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ta de las obligaciones de los notarios y, 
como el recurrente no precisó cuál o cuá- 
les de las aludidas fracciones quebrantó 


el Tribunal sentenciador, no puede deter- : 


minarse si en realidad fúé violado o no el 
citado Artículo 157 P.*C., pues no debe 
admitirse que el Cartulario Castillo Vega 
haya faltado a todas las obligaciones que 
contiene la Ley indicada, al autorizar el 
testamento del señor Calderón; ni con los 
Artículos 158 y 159 P. C., por estar susti- 
tuíido el primero de ellos por el Artículo 
lo. del Decreto 693, y, el segundo por el 
Artículo 42 del Dto. 273; leyes que no ci- 
tó la parte recurrente, las que además, no 
son pertinentes al caso que se estudia. 


Como la reforma parcial que don Fa- 
briciano Calderón le hizo a su testamento 
de fecha veintiuno de junio de mil nove- 
cientos veintiocho está hecha en la forma 
que prescribe el Artículo 171 P. C., es in- 
negable que la Sala 42% de la Corte de Ape- 
laciones tampoco lesionó tal disposición 
legal, ya que en lo absoluto hizo mención 
alguna de esa doctrina. 


El Artículo 668 P. C., no puede conside- 
rarse como infringido, por ser tal ley la 
que clasifica los instrumentos en público, 
auténticos y privados, cita que desde lue- 
go es impertinente, así como la que se 
hace de los Artículos 709, 711, 712, 714 y 
716 P. C., ya que todos ellos se refieren 
a la prueba que pueden producir los ins- 
trumentos públicos, y, en el caso actual 


“no se están tomando las escrituras pú- 


blicas que contienen el testamento del se- 
ñor Calderón y su reforma parcial como 
medios justificativos porque la discusión 
judicial versa sobre la nulidad de tales 
disposiciones testamentarias. 


El artículo 718 P. C., es complementario 
del 717 del mismo Código, pues indica 
cuáles son las partes esenciales de un ins- 
trumento, para los efectos que fija esta 
segunda disposición legal; y, en el juicio 
que se tiene a la vista no se está atacan- 
do la eficacia probatoria del testamento y 
su modificación por hallarse roto, raído, 
abreviado o con borrones o testaduras en 
parte esencial. En ese concepto, asimismo 
no fué violado el indicado Artículo 718 P. 
(a; 


La demanda que sirvió de base al jui- 
cio que se tiene a la vista, no contiene 
más que un punto litigioso, como es la 
nulidad del referido testamento y su mo- 
dificación; y en ese caso no es aplicable 


la doctrina contenida en el Artículo 874 


P. C., por lo que tampoco pudo ser in- 
fringida tal Ley. 


Los Artículos 766, 767 y 772 del Código 
Civil no fueron quebrantados por el tri- 


bunai sentenciador, por que el primero de 


ellos define lo que es un testamento, el 


segundo hace la clasificación de él y el 
tercero establece las solemnidades de la 
disposición testamentaria en escritura pú- 
blica, leyes que no son pertinentes al caso 
sub-júdice, ya que la acción de nulidad 
está basada única y exclusivamente a la 
contravención de una disposición prescri- 
ta por el Código de Procedimientos Ci- 
viles. . 


Y finalmente, tampoco fueron violados 
los Artículos 931, 932 y 939 del Código 
Civil, desde el momento en que la Sala 
sentenciadora se fundamenta para esti- 
mar que el hecho de que en la disposición 


- testamentaria de diecinueve de abril de 


mil novecientos treinta y uno se haya 
cumplido con el requisito de dar fé del 
conocimiento del testador no le da vida 
al testamento de veintiuno de junio de mil 
novecientos veintiocho, en que, el Artículo 
937 del Código Civil, prescribe de manera 
terminante, que, en virtud de haber sido 
revocado parcialmente, se debió consignar 
con toda precisión en el instrumento en 
que se hizo la modificación, que se deja- 
ban vigentes las cláusulas no revocadas, 
mandato imperativo de la Ley con el que 
no se cumplió al autorizarse la escritura 
de abril de mil novecientos treinta y uno. 
De donde se infiere, que el Tribunal de 
2a. Instancia no se basó para hacer tal 
estimación en la doctrina contenida en 
los Artículos 931, 932 y 939 C. C. y, por 
consiguiente, que no fué lesionada la doc- 
trina contenida en estas leyes, en manera 
alguna. 


POR TANTO: El Tribunal de Casación, 
con apoyo en lo que disponen las leyes 
que deja citadas, y en los Artículos 97 Dto. 
1447 y 1887 P. C., DESESTIMA EL RECUR- 
SO de que se ha hecho mérito; y condena 
a los recurrentes. en la pérdida del depó- 
sito constituido y en las costas del inci- 
dente. 


Notifíquese y devuélvanse los autos. 


Gmo. S. de Tejada. — Federico O. Sala- 
zar. — Carlos Castellanos R. — Alberto 
Argueta S. — José Serrano Muños, — An- 
te mí, Juan Fernández C. 


> 
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- CIVIL 


Corte Suprema de Justicia, Guatemala, 
cinco de abril de mil novecientos treinta 
y cuatro. á 

En casación, se examina la sentencia 
proferida por la Sala 3a. de la Corte de 
Apelaciones, en el juicio ordinario que so- 
bre construcción de cercas, siguiera don 
David Paredes contra don Roberto Tho- 
mae. » 

As 

Ante el Juez de la. Instancia de Baja 
Verapaz, se presentó el señor Paredes ma- 
nifestando que en jurisdicción de Purul- 
há, poseía, destinado a la crianza de ga- 
nado, un tereno colindante por sus cua- 
tro rumbos con las propiedades del señor 
Thomae, que careciendo de cerco en las 
líneas divisorias, a excepción de uno de 
los lados, que se encontraba cercado, cu- 
ya construcción se había hecho por mitad 
entre dichos propietarios; que por la cir- 
cunstancia anterior, los animales del de- 
mandante se pasaban a los terrenos del 
señor Thomae, ocusionándole perjuicios, 
por lo que éste se los enviaba al poste. 
Que para evitarse recíprocas molestias, 
había invitado al señor Thomae para que 
cercaran la totalidad, de los linderos, ha- 
ciéndolo por mitad, pero que esta invita- 
ción le había sido rechazada; que en tal 
virtud demandaba en vía ordinaria al se- 
ñor Thomae, pidiendo que en definitiva se 
declara: que tanto el compareciente co- 
mo su demandado estaban en la obliga- 
ción de cercar por mitad los linderos de 
dichos terrenos, siendo por cuenta de ca- 
da uno los gastos de su respectiva mitad; 
y que las costas del juicio fueron a cargo 
del señor Thomae. 

Don Jacinto Estrada, como apoderado 
del señor Thomae contestó a la demanda 
en sentido negativo, exponiendo, que el 
terreno del señor Paredes se encontraba 
enclavado en el de su poderdante, así co- 
mo que el cerco que dividía una parte del 
tereno y de ésta la que correspondía al 
demandante se encontraba en muy malas 
condiciones, y que en el terreno del señor 
Thomae a pesar de estar dedicado a siem- 
bras y no crianza de ganado como el de 
Paredes, los animales no se encontraban 
sueltos; que no existiendo servidumbre ni 
obligación, renunciaba expresamente en 
favor del señor Paredes su derecho de me- 
dianería en las cercas que dividían am- 
bos predios, y en vista de tal renuncia se 
resolviera como punto de derecho que su 


A 


, 


poderdante no tenía obligación de cercar 
por mitad o que, en su caso se abriera el 
juicio a prueba, condenando al actor en 
las costas. 

Abierto el juicioza prueba, se rindieron 
por parte del señor Paredes: 

a) ratificación del memorial en que se 
contestó a su demanda; 

b) certificación de las diligencias volun- 
tarias seguidas por Paredes en ese mismo 
Tribunal para notificar al señor Thomae 
en el mismo asunto de cercas; 

c) constancia de que ese Tribunal no 
había ordenado el cierre de la cerca que 
divide uno de los rumbos de los terrenos 
mencionados; y 

d) legado de posiciones absueltas por 
don Juan Domingo Thomae a solicitud del 
actor; 


e) memorial en que el señor Paredes 
manifiesta no aceptar la medianería que 
a su favor renunciara el señor Thomae; y 


f) posiciones absueltas por el demanda- 
do en que manifestaba ser cierto que uno 
de los linderos en su propiedad con la del 
señor Paredes estaba cercado, correspon- 
diéndole la mitad a cada uno; que los 
otros tres linderos carecían de cercos; y 
que durante su viaje a Alemania había 
dejado a su hijo don Juan Domingo Tho- 
mae como apoderado general. Por parte 
de don Roberto Thomae la siguiente 
prueba: 


a) inspección ocular practicada por el 
Juez de Paz de Purulhá en los terrenos 
cuyos cercos en límites son objeto de jui- 
cio, en la que se estableció: que el lado 
Oeste que se encontraba cercado y cuya 
cerca corresponde por mitad a cada uno 
de los propietarios, se encontraba en pési- 
mas condiciones en la parte que corres- 
pondía al señor Paredes, cuyos animales 
se encontraban sueltos; que el señor Tho- 
mae tenía potrero especial para sus ani- 
males y que al salirse no molestarían a 
dicho señor Paredes, y que en consecuen- 
cia sólo los animales del demandante eran 
los que se introducían en los terrenos del 
señor Thomae, causándole perjuicios. En 
segunda instancia la parte demandada 
presentó una certificación extendida por 
el Alcalde Municipal de Purulhá. 

El Juez, con fecha veintinueve de abril 
de mil novecientos treinta y tres dictó 
sentencia en la que declaró: que tanto 
don David Paredes como don Roberto 
Thomae estaban obligados a cercar por 
mitad cada uno, a su costa los tres rum- 
bos no cercados de sus predios rústicos 
ubicados en Purulhá, en los cuales ambos 


SA RN 


e 


164 


tenían obligaciones y derechos mediane- 
ros, señalando para el cumplimiento de es- 
te mandato el término de tres meses, y 
por último, que las costas eran a cargo 
de la parte demandada. 


A, a JA 


La Sala 32 de la Corte de Apelaciones 
al confirmar el fallo, se basó en las si- 
guientes consideraciones: 

a) que iniciado, proseguido y fallado en 
la. Instancia las diligencias del caso sub- 
júdice bajo el imperio de la ley civil de 
1877, era el caso de hacer aplicación de 
tales disposiciones; 

b) que la propiedad y dominio tienen 
como consecuencia inmediata el derecho 
de disponer y gozar de la cosa, sin otras 
limitaciones que las legales; que este de- 
recho calificado por algunos tratadistas de 
“exclusión y defensa”, no puede ejercerse 
por otra persona, más que por el propie- 
tario; que por esta exclusión absoluta que 
implica la propiedad o dominio, la ley ha 
determinado de manera concluyente para 
garantizar tal derecho, que todo propieta- 
rio tiene obligación de cerrar (cercar) su 
propiedad en todo o en parte, a su costa, 
de la manera que estime conveniente, con 
la salvedad de las servidumbres; 

ec) que según las pruebas y lo expresa- 
do por cada parte, las colindancias de las 
propiedades de ambas partes eran ciertas 
y estaban reconocidas; que en consecuencia 
la obligación de cercar sus respectivos pre- 
dios, corresponde proporcionalmente a los 
dueños de éstos, en consonancia con lo 
dispuesto en las leyes; 

d) que no constando en autos que la 
renuncia de los derechos y obligaciones 
hecha por la parte reo, que como colin- 
dante y copropietario le corresponde, se 
haya hecho en la forma legal, no es el 
caso de apreciarla como eximente de la 
obligación que le corresponde como tal. 


— MI — 


Don Víctor Villagrán Ariza como apode- 
rado de don Roberto Thomae y auxiliado 
por el Licenciado Carlos Klussman, intro- 
dujo el presente recurso de casación por 
violación de ley, denunciando como in- 
fringidos los artículos siguientes: 393 Dto. 
1932; 250 en su inciso 40. Dto. 1928. Pe- 
didos los autos y hecho el depósito de la 
cantidad señalada, es el caso de resol- 
ver. 

CONSTDERANDO: que la Ley Constitu- 
tiva del Poder Judicial, al referirse a los 
conflictos en la aplicación de leyes dicta- 
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das en diferentes épocas, en su artículo 
250, inciso 4o., establece: que si una nue- 
va ley amplía o restringe las condiciones 
necesarias para ejecutar ciertos actos oO 
adquirir determinados derechos, dicha 
¡ey deve aplicarse inmediatamente a “$ 
das las personas que conmprende; y, el 
393 del Dto. 1932 determina que, todos los 
propietarios están obligados a fijar los lí- 
mites con los predios contiguos, y según 
la costumbre del lugar y Ja clase de pro- 
piedad, a construir y a mantener a pro- 
rrata las obras que los separen. 

CONSIDERANDO: que con la certifica- 
ción presentada en segunda instancia por 
el apoderado de Roberto Thomae, que es 
un documento auténtico por haberlo ex- 
tendido el Alcalde Municipal de Purultá 
en el ejercicio de sus funciones, se en- 
cuentra probado que en aquel lugar los 
finqueros productores de café y de toda 
clase de cereales, solamente acostumbran - 
señalar sus líneas divisorias con mojones 
de cal y canto o con árboles grandes o 
peñas, y que la finca “Pampa” y anexos 
de la propiedad del señor Thomae es so- 
lamente de café y de cereales. 

CONSIDERANDO: que de las disposi- 
ciones legales y de la constancia auténti- 
ca que se dejan relacionadas, se estable- 
ce que la Sala sentenciadora al resolver 
bajo el imperio de la ley civil de 1877 y 
de lo preceptuado en el artículo 250 in- 
ciso 13 del Dto. 1928, violó los artículos 
250 en su inciso 40. Dto. 1928, 393 Dto. 
1932 citados por el recurrente, por ser la 
única ley aplicable al caso recurrido y no 
el inciso 13 del Dto. 1928, que se refiere 
al conflicto en la aplicación de las leyes 
adjetivas, procediendo en consecuencia 
la casación interpuesta. 

POR TANTO: La Corte Suprema de Jus- 
ticia, de acuerdo con lo preceptuado en 
los artículos 1873 y 1889 Prs. Cvs., 96 y 
97 Dto. 1747, 228, 227, 233, 234 Dto. 1928, 
CASA Y ANULA la sentencia recurrida, y 
resolviendo sobre lo principal declara: 1o., 
absuelto de la demanda instaurada por 
don David Paredes, a don Roberto Tho- 
mae, por no estar obligado a cercar co- 
mo lo pretendió el señor Paredes; y 20., 
manda devolver el depósito constituído. 

Notifíquese y con certificación de lo re- 
suelto, devuélvanse los antecedentes a 
donde corresponde. 


J. M. Reina Andrade. — Federico O. Sa- 
lazar. — Carlos Castellanos R. — Alberto 
Argueta S. — José Serrano Muñoz. — Ante 
mí, Juan Fernández C., Secretario, 


CIVIL 


Corte Suprema de Justicia, Guatemala, 
veintiuno de Abril de mil novecientos 
treinta y cuatro. 


, 

Con auxilio del Abogado José María -Ba- 
rrios Rivera, y, citando como violados los 
Artículos 603, 639, 709, 245 y 248 del Có- 
digo de Procedimientos Civiles, introdujo 
doña Amanda Gohlitz viuda de López el 
recurso extraordinario de casación que se 
examina con el fin de resolverlo. Dicho 
recurso lo basa la recurrente en la creen- 
cia que tiene cerca de la violación de las 
leyes indicadas cometida por la” Sala 4a. 
de la Corte de Apelaciones, en la senten- 
cia ejecutoria proferida el ocho de febre- 
ro del año en curso en la contienda ordi- 
naria que, los señores Carlos Humberto, 
Esther y Olivia Castillo Tánchez sostuvie- 
ron con la señora viuda de López Casti- 
llo, ya aludida. 


En el juicio que se tiene a la vista, cons- 
ta lo que sigue: 


El seis de junio de mil novecientos trein- 
ta y dos comparecieron los tres hermanos 
Castillo Tánchez, ya nombrados, ante el 
Juez Primero de Primera Instancia del 


Departamento de Quezaltenango, deman- 


dando de doña Amanda Gohlitz viuda de 
López Castillo el pago de la suma de 
sesenta mil pesos, (moneda antigua) que 
dicha señora era en deberles en la forma 
que sigue: cuarenta mil pesos a la seño- 
rita Esther de los apellidos citados, y, diez 
mil pesos, a cada uno de los otros dos de- 
mandantes. > mo | 


Los hermanos Castillo Tánchez afirman 
en su libelo que, su colateral, don Luis 
Francisco López Castillo, le ordenó a su 
esposa — la demandada — que al morir 
él, les entregara a ellos las cantidades 
que se dejan relacionadas; pago que de- 
bía hacerles tan pronto como le fuera can- 
celada a la viuda de López Castillo la pó- 


- liza de quince mil dólares en que el cau- 


sante tenía asegurada su'vida, a lo que 
esta señora se negaba, no obstante que 
la Compañía aseguradora ya le había cu- 
bierto el valor del seguro indicado. Para 
fundar su acción, presentaron los docu- 


mentos siguientes: la partida de defun.: 


ción de quien fuera don Luis Francisco 
López Castillo; y una certificación del ac- 
ta de matrimonio de dicho señor con do- 
ña Amanda Gohlitz, 
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El juicio quedó formalizado con la con- 
testación negativa que diera la demanda- 
da a la acción intentada por los herma- 
nos Castillo, quien argumentó en el sen- 
tido de que, los demandantes debían pre- 


' sentar el testamento acreditante de que 


eran legatarios, por lo menos, de su es- 
poso; o bien, el documento en que cons- 
tara la obligación que exigían, debiéndo- 
se tener presente que la cantidad cobra- 
da excedía de quinientos quetzales. 


Durante la dilación probatoria, los de- 
mandantes presentaron. las justificacio- 
nes que siguen: a) Una carta que, con 
fecha dieciocho de enero de mil novecien- 
tos veintinueve dirigió don Luis Francisco 
López a su hermana Esther Castillo Tán- 
chez, en la cual le indicaba hacer jen- 
trega a su esposa — doña Amanda — de 
otra misiva que le incluía, tan pronto co- 
mo tuviera noticia de su muerte. Le de- 
cía, además, que en la carta dirigida a su 
mujer le daba instrucciones para que, del 
seguro de quince mil dólares que le tenían 
que pagar a ella en caso de que él mu- 
riera, le diera cuarenta mil pesos a su 
hermana Esther y diez mil a cada uno de 
sus hermanos Olivia y Carlos Humberto, 
como un recuerdo. Esta carta es un do- 
cumento simple que no fué reconocido ni 
cotejado en la forma permitida por la 
Ley; y b) Unos informes de la Compañía 
aseguradora “La Imperial del Canadá”, en 
los que, respectivamente, se hacen cons- 
tar: que don Luis Francisco López se ase- 
guró por quince mil dólares el cuatro de 
enero de mil novecientos veintinueve; que 
dicha póliza le fué pagada a doña Aman- 
da Gohlitz viuda de López el veintiuno 
de diciembre de mil novecientos treinta y 
uno, en virtud de Brden judicial, más 
trescientos dólares de intereses y costas; 
y que la señora viuda de López era la 
única persona que estaba instituida co- 
mo beneficiaria del seguro. Mas, estos 
documentos no fueron tomados en consi- 
deración, por haber sido declarado nulo 
todo lo actuado en la época en que se 
recibieron. 


Fuera de la dilación de pruebas los de- 
mandantes presentaron como tales las 
que siguen: 1o.—Posiciones absueltas por 
la señora Gohlitz viuda de López con las 
que los hermanos Castillo Tánchez trata- 
ban de establecer la obligación contraída 
por la demandada para entregarles las 
cantidades que cobraban judicialmente: y 
20.—Varios documentos auténticos ten- 
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dientes a demostrar que la señora viuda 
de López sí estaba en posibilidades de pa- 
gar las sumas indicadas. 

La demandada trató de establecer que 
no había recibido ninguna orden de su es- 
poso para entregarles a los hermanos Cas- 
tillo Tánchez las cantidades que éstos le 
cobraban, por medio de unas posiciones 
que articuló a la señorita Esther Casti- 
llo. Tales son los antecedentes que sir- 
vieron de base al fallo absolutorio de la 
demanda, que profirió el Juez lo. de la. 
Instancia del Departamento de Quezalte- 
nango, el treinta de noviembre de mil no- 
vecientos treinta y tres. 

En virtud de Apelación introducida por 
los hermanos Castillo Tánchez, conoció de 
ese asunto la Sala 4a. de la Corte de Ape- 
laciones, Tribunal que, con fecha ocho de 
febrero del año en curso revocó la reso- 
lución de primera instancia, y, al resol- 
ver, declaró: que la señora Amanda Goh- 
litz viuda de López debía de pagar den- 
tro de tercero día a los señores Castillo 
Tánchez, las cantidades que éstos deman- 
daban, más los intereses legales y Tas cos- 
tas del juicio. Para llegar a esta conclu- 
sión, el Tribunal de segundo grado se ba- 


só en las posiciones articuladas a la viu-' 


da de López, pues estima que la confe- 
sión prestada por esta señora es bastante 
para demostrar la acción intentada en su 
contra. Como ya se dijo al principio, este 
fallo de segundo grado, fué el que motivó 
el recurso extraordinario de casación que 
se examina. 

Y, como la vista se verificó en la au- 
diencia señalada -para el efecto con las 


formalidades de ley, es el caso de resolver ¿ 


lo que proceda en derecho. 


CONSIDERANDO: ¿Que entre las con- 
diciones requeridas para que la confesión 
expresa surta efectos legales contra quien 
la presta, se encuentran las de claridad y 
precisión con que tiene que ser dada; pues, 
en manera alguna podría estimarse como 
verdadera, la que se dé en forma ambigua 
O vaga, por la sencilla razón de que, en tal 
caso, no tendría una prueba completa el 
juez para basar su resolución; ya que, des- 
de luego, tiene que conjeturar acerca de 
lo que quiso manifestar el confesante. Por 
tal causa, es que el Artículo 639 P. C., exi- 
ge que tal medio de justificación se pres- 
te en forma clara y precisa, para que así 
pueda perjudicar a quien lo hace. 

En el caso que se examina, la confesión 
en que se apoya la sentencia ejecutoria 
que motivó el recurso de casación, no reune 


las condiciones indicadas. En efecto: la 
señora viuda de López no confesó cate- 
góricamente los hechos que se le pregun- 
taron; pues no pueden estimarse como con- 
testaciones clara y precisas las que dió a 
las posiciones quinta y sexta—que son las 
fundamentales de la acción por la que se 
le demandó — como puede verse. En la 
quinta pregunta se trata de que confiese 
haber recibido orden de su esposo para 
pagar las cantidades que se le cobran ju- 
dicialmente. A ello respondió: “que tiene 
una lejana idea de que así fué”. Y, cuan- 
do se le interroga para que conteste si la 
órden tenía que cumplirse cuando le fue- 
ra pagado el seguro de quince mil dólares: 
ella responde, literalmente: “que debería 
haberlo hecho si sus posibilidades se lo 
hubieran permitido, pues la póliza en re- 
ferencia fué cobrada tres años más tar- 
de de la muerte de su esposo, habiendo 
hecho grandes gastos con tal motivo, cir- 
cunstancia por la que no le quedó nada 
de la póliza”. 


Como se vé, la confesión no se encuen- 
tra debidamente prestada en el juicio, co- 
mo lo requiere la ley; y, por no haber adu- 
cido ninguna otra clase de prueba los de- 
mandantes, pues la carta de dieciocho de 
enero de mil novecientos veintinueve que 
se deja relacionada no fué reconocida ni 
cotejada en forma legal su firma para 
que pudiera utilizarse como medio de jus- 
tificación, es indudable que la Sala 4a. 
de la Corte de Apelaciones cometió un 
error de derecho al estimar como estable- 
cida la acción intentada por los hermanos 
Castillo Tánchez; y, con ello violó los Ar- 
tículos 603 y 639 P. C., citados como ta- 
les por la recurrente. 


En ese caso procede la admisión del 
recurso, para casar y anular la ejecutoria 
de que se viene haciendo mención, con 
el fin de resolver lo precedente conforme 
a la Ley. , 


Como ya se dijo antes, los hermanos 
Castillo Tánchez no evidenciaron en for- 
ma legal su acción, puesto que descartan- 
do la confesión judicial de que se ha he- 
cho referencia, no existen ningún otro 
medio justificativo que demuestre el de- 
recho reclamado por ellos, ni la obligación 
de la viuda de López Castillo. 


En efecto: la carta aludida es un do- 
cumento privado que no produce plena 
prueba, por las razones ya indicadas. Los 


informes de “La Imperial del Canadá” só- 


lo demuestran que la póliza le fué paga- 


da a la única beneficiaria instituída le- 
galmente en ella. 

Y los demás documentos auténticos que 
presentaron los hermanos Castillo Tán- 
chez, sólo ponen en evideneia que, la viu- 
da de López Castillo tiene algunas par- 
tidas de dinero colocadas a interés. 

En ese caso es indudable que procede 
la absolicción de la demanda 'intentada 
contra doña Amanda Gohlitz viuda de 


López. Artículos 603, 604, 618, 639, 649, 668, 


689 y 693 de P. C. 


POR TANTO: El Tribunal de Casación, 
con apoyo en las leyes que deja citadas 
y en lo que disponen los Artículos 1867, 
1870, 1889 P. C. y 97 Dto. 1747, CASA Y 
ANULA la ejecutoria recurrida y resol- 
viendo en lo principal, declara: absuelta 
a doña Amanda Gohlitz viuda de López 
Castillo de la demanda entablada en su 
contra por los hermanos Castillo Tánchez: 
que no hay especial condenación en las 
costas: y que se le devuelva a la recu- 
rrente el depósito hecho en la Receptoría 
de Fondos Judiciales. 

Notifíquese y devuélvanse los autos. 


J. M. Reina Andrade. — Federico O. Sa- 
lazar. — Carlos Castellanos R. — Alberto 
Argueta S. — José Serrano Muñoz. — Ante 
mí, Juan Fernández C., Secretario. 


CIVIL 


Corte Suprema de Justicia, Guatemala, 
veintiuno de Abril de mil novecientos trein- 
ta y cuatro. 

En casación, se examina la sentencia 
proferida por la Sala la. de la Corte de 
Apelaciones en el juicio ordinario seguido 
entre don Faustino González Sierra y la 
Sociedad “Stein y Meyer”. 


ES Ea 


Ante los oficios. del Notario Adán Man- 
rique Ríos, celebraron la sociedad deman- 
dada y los señores Faustino González Sie- 
rra e Ismael González Arévalo, un con- 
trato por el cual los últimos se obligaban 
a entregar determinada cantidad de ga- 
nado, que la sociedad a su vez se obligaba 
a comprar, determinándose para ello, la 
clase, precio, plazos y demás condiciones. 
Los vendedores no cumplieron con entre- 
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gar la totalidad del ganado y el que les fué 
recibido tampoco lo entregaron dentro del 
plazo fijado, lo que motivó que la Socie- 
dad se negara a pagar una parte del ga- 
nado que recibiera, siendo ésta la que Gon- 
zález S., le demandara; la Sociedad con- 
trademandó por los daños y perjuicios que 
se le habían causado con la falta de cum- 
plimiento del contrato por parte de los 
vendedores. La sentencia de primera Ins- 
tancia condena a los demandados al pago 
de cuarenta y ocho mil quinientos cin- 
cuenta y cuatro pesos, cuarenta y cuatro 
centavos billetes moneda nacional, y ab- 
suelve a González Sierra de la contrade- 
manda. De este fallo apeló la sociedad 
“Stein y Meyer”, 


A E 


La Sala la. de la Corte de Apelaciones 
confirmó la sentencia apelada, basándose 
en las siguientes consideraciones: que la 
acción del actor está probada con el tes- 
timonio de la escritura y la confesión del 
reo sobre haber recibido la cantidad de 
ganado con el peso que indica la deman- 
da; que el precio estipulado en el contra- 
to es el que debe aceptarse toda vez que 
el contrato es la ley de las partes; que las 
entregas de ganado se hicieron dentro de 
las estipulaciones del contrato, es decir, al 
ser requerido González, pues en caso con- 
trario no se las hubiera aceptado el reo, 
quien pudo haberse opuesto a su recibo, 
lo mismo que a la aceptación de diversa 
clase de ganado que el convenido; que lo 
apuntado en los libros prueba que lo reci- 
bido por el actor es cierto; respecto a los 
abonos que se le hicieron, pero no pueden 
aceptarse por no estar conformes a lo con- 
venido en el contrato; que el reo no pro- 
bó que se le hubieran irrogado perjuicios 
por la forma en que se le entregara el 
ganado; y que la cantidad demandada es 
la diferencia entre lo que recibió el actor 
y lo que en ganado entregó al precio fija- 
do en el contrato. ' 


— III — 


El Licenciado don Alberto C. Camey, co- 
mo apoderado especial de Nathan J. Me- 
yer interpuso recurso de casación, denun- 
ciando como violados los artículos: 603, 
618, 649, 766 y “74 del Código de Prs. 
lr 9 077407 91592, 1957.210j 21: 
y 223 del Código de Comercio. 

Previa tramitación legal y señalamien- 
to de día para la vista, es el caso de re- 
solver lo que en derecho proceda. 


IEA A EA 
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CONSIDERANDO: que al hacer el exa- 
men de las causas de incumplimiento de 
los contratos por voluntad de los contra- 
tantes, o sean: la mora, la culpa y el do- 
lo, que consisten la la. en no entregar 
la cosa debida después de que se exige, 
así como también el no entregarla el día 
señalado en el pacto si se expresó que 
se hiciese sin necesidad de pedirse! la 2a., 
en una acción u omisión perjudicial a 
otro en que se incurre por ignorancia, im- 
pericia o negligencia, pero sin propósito de 
dañar; y la 3a., en la intención astuta y 
maliciosa con que se ejecuta un acto o 
se celebra un contrato, se llega a la con- 
clusión de que el señor González Sierra 
no ha incurrido en ninguna de ellas, en 
el contrato de compra-venta celebrado en 
esta ciudad el día doce de Septiembre de 
mil novecientos veintinueve con don Na- 
than J. Meyer en su carácter de socio de 
la Sociedad Colectiva Comercial Stein Me- 
yer. En dicha escritura el señor González 
en unión de don Ismael González Arévalo 
se comprometieron a vender a la sociedad 
ya citada doscientos novillos (200) gor- 
dos, que serían entregados en diferentes 
partidas desde la fecha del contrato, al 
seis de Marzo del año siguiente, estable- 
ciéndose el precio del ganado, atendien- 
do a su peso. En las posiciones que ab- 


- solvió don Nathan J. Meyer confesó haber 


recibido las partidas de ganado a que se 
refiere la demanda del señor González, así 
como también ser cierto que él era quien 
ordenaba los pedidos. 


La ley al hablar del tiempo y del lugar 
en que debe entregarse la cosa vendida 
dice: que para que el vendedor cumpla 
con lo que está obligado, no basta que 
esté dispuesto a entregar la cosa vendida, 
sino que es necesario también que la en- 
trega se verifique en el tiempo y lugar se- 
ñalado, pero que si se ha pactado que la 
entrega deba hacerse en un plazo deter- 
minado, a ello 'debe atenerse, toda vez 
que los contratos se celebran para cum- 
plirse, siendo además creaciones de dere- 
cho, y como tales, nacen para obtener por 
virtud de la fuerza sancionadora del de- 
recho mismo, la más completa efectividad. 


Como se argumenta en el recurso, que 
el ganado no fué entregado por el señor 
González Sierra en el tiempo convenido 
sino fuera de lo estipulado en el contra- 
to, procede examinar el acto jurédico den- 
tro del contrato bilateral, o sea aquel que 
se refiere a los efectos que se han pro- 
puesto las partes, o lo que es lo mismo, 


al carácter obligatorio de la prestación en 
sentido recíproco para cada uno de ellos, 
desde el momento de su formación. Carac- 
terística esencial pues, de tal acto es el 
acuerdo de voluntades, y que hayan obli- 
gaciones recíprocas para cada una de las 
partes contratantes, pues de lo contrario 
se vulnerarían los derechos sociales y Co- 
lectivos que la ley trata de garantizar. El 
civilista español don José María [Manresa 
y Navarro, dice que quien se aprovecha 
de un contrato pidiendo la entrega de la 
cosa sin la menor protesta ni reserva, 
reconoce virtualmente su validez; que los 
actos llevados a cabo por ambos contra- 
tantes en tal caso deben reputarse como 
buenos y eficaces; que cuando una perso- 
na ejercita en juicio o fuera de él, las ac- 
ciones creadas a-su favor por virtud del 
mismo contrato lo ratifica; y por último, 
que cuando el precio se ha señalado en 
el contrato, tanto el comprador como el 
vendedor, no pueden aumentarlo ni dis- 
minuirlo. 


No estando demostrado en forma algu- 
na, la obligación contractual incumplida 
con la que se quiso fundamentar la acción 
por daños y perjuicios por parte del señor 
Meyer en su contrademanda, procede exa- 
minar el fallo de la Sala la. para ver si 
fueron infringidas las leyes que en él se 
citan, y si hubo interpretación errónea 
o aplicación indebida. Dicho Tribunal al 
confirmar la sentencia que profiriera el 
Juez lo. de la. Instancia, considera, “que 
el actor” probó su acción con el contrato 
que acompañó a su demanda y con la con- 
fesión del demandado de haber recibido 
la cantidad de ganado que se menciona en 
dicha demanda, del peso y precio que se 
estipularon en el contrato y que las en- 
tregas de ganado que hiciera en diferen- 
tes fechas el señor González Sierra, fueron 
en virtud de los pedidos que hizo el señor 
Meyer, pues de lo contrario no las hubie- 
ra recibido, ya que pudo oponerse a su re- 
cibo, lo mismo que a la aceptación del 
ganado que no hubiera sido de la calidad 
estipulada; y que la diferencia entre la 
cantidad que recibió el actor y la que 
arroja el ganado al precio fijado en el con=- 
trato y que fué entregado al señor Meyer, 
era la (que se demandaba, fundándose en 
los artículos 603 Prs. Cvs. 1425 y 1426 Có- 
digo Civil. Por consiguiente, no se in- 
fringieron por la Sala sentenciadora los 
artículos 618, 649, 766 y 774 Prs. Cvs., 10. 
20., 30., 60., 40, 51, 52, 195, 210, 211 y 223 
del Código de Comercio, pues ninguno de 
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dichos artículos se aplicaron al caso ac- 
tual discutido ni determinaron el fallo de 
la Sala, fuera de que no hay nada que 
demuestre la equivocación evidente del 
Tribunal juzgador, ni ley que autorice pa- 
ra poderse sustituir el criterio del recu- 
rrente al del Tribunal sentenciador en 
la apreciación de la prueba. 


CONSIDERANDO: que el fin esencial 
que se persigue en el cumplimiento de las 
obligaciones que tiene el vendedor, es la 
satisfacción del interés del comprador. 
Habiéndose prevefijado plazo como se de- 
muestra con la confesión del señor Me- 
yer, para la entrega del ganado, no hubo 
retardo imputable al señor González, pues 
en modo alguno podía lesionar los inte- 
reses del señor Meyer, ya que la fijación 
del tiempo en el contrato de compra- 
venta a petición, pendía de su voluntad, 
puesto que bastaba que pidiera ganado 
para que se le diera inmediatamente. Por 
estas razones, la ley al hablar de la com- 
pra-venta impone como obligación pri- 
mordial al vendedor la entrega de la cosa 
vendida, en el tiempo estipulado, enten- 
diéndose que no tendrá tal obligación 
cuando se haya convenido en un plazo 
que dependa del comprador. Las razones 
dadas por el señor Meyer no son ciertas, 
pues por su parte podía reclamar el pre- 
cio entregado si el señor González no 
cumplía exactamente lo que se había es- 
tipulado en el contrato; así como también 
podía reclamar si el señor González qui- 
siera entregarle la cosa vendida de es- 
pecie o calidad diversa de la convenida; y 
nada de ésto hizo al recibir el ganado. 
Pero aún suponiendo que lo confesado 
por el señor Meyer en las posiciones ar- 
ticuladas por el señor González estuvieran 
en contradicción con el espíritu del con- 
trato celebrado, para el efecto de la apli- 
cación de la ley al caso concreto, debe 
atenderse al contrato con preferencia y 
para conocer exactamente cuál es su ver- 
dadero sentido, deben tomarse en consi- 
deración todas las circunstancias que pue- 
den arrojar alguna luz, aclarando la duda 
a que dé lugar la contratación, tales co- 
mo la índole del contrato, hechos poste- 
riores de los contratantes con relación al 
punto cuestionable, así como también la 
misma causa de la obligación. El Juez y 
la Sala al resolver como lo hicieron, to- 
maron las dos voluntades de los contra- 
tantes como resultante del contrato y no 
la unilateral que perseguía el comprador, 
- para así producir en su ánimo de juzga- 


, 
dores, la impresión inequívoca de verdad 
jurídica, que produce el acuerdo de las 
dos voluntades y nada más. En conse- 
cuencia no se violó por el Tribunal senten- 
ciador, el artículo 603 de Prs. Cvs., sino 
por el contrario, se hizo recta aplicación 
de él. 

POR TANTO: la Corte Suprema de Jus- 
ticia, de acuerdo con lo preceptuado en 
los artículos 1867 y 1887 Prs. Cvs.; 96 y 
97 Dto. 1747; 227, 233 y 234 Dto. 1928, de- 
clara sin lugar el recurso de casación in- 
terpuesto, y por consiguiente, manda in- 
egresar a la Receptoría de Fondos de Jus- 
ticia la cantidad depositada, condenando 
además al recurrente a las costas del in- 
cidente. 

Notifíquese y con certificación, devuél- 
vanse los antecedentes a donde corres- 
ponde. 


J. M. Reina Andrade. — Federico O. Sa- 
lazar. — Carlos Castellanos R. — Alberto 
Argueta S. — José Serrano Muñoz. — Ante 
mí, Juan Fernández C., Secretario. 


CIVIL 


Corte Suprema de Justicia, Guatemala, 
veintisiete de Abril de mil novecientos 
treinta y cuatro. 

En casación, se examina la sentencia 
proferida por la Sala 3a. de la Corte de 
Apelaciones en el juicio ordinario que so- 
bre saneamiento por evicción de un cré- 
dito, siguiera la señora Elisabeth Chacón 
viuda de Franco contra la señora Josefina 
Pazos viuda de Chacón. 


LI, 


Del estudio de los autos se desprende: 
que el señor Manuel Antonio Castillo, 
mandatario de la señora Chacón viuda de 
Franco, se presentó al Juzgado 3o. de la. 
Instancia, manifestando: que su mandan- 
te, en carácter de tutriz natural de los 
menores Marco Antonio, Dalia Amada y 
Landelino, de apellido Franco Chacón, re- 
clamó en lo judicial de doña Josefina Pa- 
zos viuda de Chacón, la pensión alimen- 
ticia que correspondía a sus tres hijos, co- 
mo nietos del General Chacón, obtenien- 
do sentencia firme que obligaba a la viu- 
da de Chacón a pagar la pensión men- 
sual de doscientos quetzales; lo que mo- 
tivó un convenio que obtuvo aprobación 
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judicial, en el que la señora viuda de Cha- 
cón, en pago total de los alimentos fija- 
dos, entregó a la demandante el chalet 
“Villa Josefina”, parte alicuota de cuatro 
mil dólares de un crédito por valor de 
trece mil quinientos pesos oro americano 
contraído a su favor por don Pablo Víctor 
Classon Spies, garantizado con segunda 
hipoteca de la finca “El Tarral”, y la can- 
tidad de quinientos dólares. Que no ha- 
biéndose logrado hacer efectivo dicho cré- 
dito porque el “Pacific Bank and Trust 
Company”, primer acreedor hipotecario, 
había rematado la finca y el deudor que- 
dado en insolvencia, demandaba en vía or- 
dinaria a doña. Josefina Pazos viuda de 
Chacón, el saneamiento por evicción del 
crédito, pidiendo se le condenara al pago 
de cuatro mil dólares, más 'intereses y 
costas. Acompañó los siguientes documen- 
tos: testimonio de la escritura pública de 
protocolización de la minuta y diligencias 
relativas al convenio; certificación de la 
partida de defunción de don Pablo Clas- 
son; certificación de varios pasajes de los 
juicios ejecutivos seguidos respectivamen- 
te por la señora viuda de Chacón y el 
“Pacific Bank and Trust Company” con- 
tra la mortual de don Pablo Víctor Clas- 
son y Spies. 

La señora Josefina Pazos viuda de Cha- 
cón, negó la demanda e interpuso las ex- 
cepciones perentorias de pacto de no pe- 
dir, cosa juzgada y prescripción. Abierto 
el juicio a prueba, se rindió por la deman- 
dada: declaraciones de los testigos Licen- 
ciado Roberto Matos y señor Ricardo Engel 
y el testimonio de la escritura pública de 
fecha diez y ocho de abril del año de mil 
novecientos treinta y dos. 

Previos los trámites de ley, el Juez 
dictó sentencia, declarando: que la seño- 
ra viuda de Chacón no estaba obligada al 
saneamiento por evicción del crédito hipo- 
tecario que dió en pago a la demandante 
y que, las excepciones interpuestas eran 
improcedentes. Del fallo apeló el apo- 
derado de la señora viuda de Franco. 


Ll y UE 


La Sala jurisdiccional con apoyo en las 
siguientes consideraciones: que la deman- 
da de la señora viuda de Franco se halla 
fundada en lo que dispone el artículo 274 
del Dto. Gub. 272, según el cual quedan 
obligados al saneamiento por evicción los 
contratantes en las transacciones cuando 
una de las partes da a otra, cosa que no 
era objeto de la disputa y que pierde con- 
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forme a derecho el que la recibió; que la di 


parte actora al transigir con la parte reo 


un juicio de alimentos, recibió en con- 


cepto de compensación a su reclamo, par- 
te de un crédito garantizado con segunda 
hipoteca, es decir, una cosa que no era 
objeto de la disputa; que dicho crédito 


se extinguió totalmente al ser rematada 


la garantía por el primer acreedor hipo- 
tecario, perdiendo la actora la parte que 
sobre él tenía; que se habían caracteriza- 
do los extremos que el artículo citado de- 
termina para la procedencia del sanea- 
miento por evicción en transacciones, así 
como que la prueba documental rendida 
constituía plena prueba de los hechos; que 
por la naturaleza del litigio, la parte reo 
estaba obligada por razón de saneamiento 
al pago de cuatro mil pesos oro america- 
no, intereses y costas; que las apreciacio- 
nes del fallo de primera Instancia con 
respecto a la improcedencia de las excep- 
ciones perentorias de pacto de no pedir 
y prescripción, se conformaban en un to- 
do y que en lo relativo a la de cosa juz- 
gada, no considerada por el Juez, saltaba 
a la vista su improcedencia, toda vez que 
sólo tienen cabida en el caso determina- 
do por la ley; como se deja apuntado, con 
estas consideraciones el Tribunal de 20. 
Grado revocó la sentencia apelada-en lo 
que se refería a absolver de la demanda a 
la parte reo, haciendo al respecto estas 
declaraciones: a) que doña Josefina Pa- 
zos viuda de Chacón quedaba obligada al 
saneamiento por evicción de la parte que 
cedió en virtud de transacción a doña Eli- 
sabeth Chacón viuda de Franco, del cré- 
dito hipotecario por trece mil quinientos 
pesos oro americano, a cargo de don Pa- 
blo Víctor Classon y Spies; b) que en ese 
concepto debía pagar a la señora viuda 
de Franco, dentro de tercero día, la can- 
tidad de cuatro mil pesos oro americano, 
con sus intereses; c) que asímismo pa- 
garía las costas del juicio. Confirmar el 
fallo en lo relativo a declarar la impro- 
cedencia de las excepciones perentorias 
de no pedir, prescripción y cosa juzgada. 


El Licenciado J. M. Jiménez Pinto, co- 
mo apoderado de la señora Josefina Pazos 
viuda de Chacón, y ella por sí misma y con 
auxilio del Abogado Porfirio Barrios, inter- 
pusieron recurso de casación, denuncian- 
do como violados, el primero, los artícu- 
los: 278, 129, 261 y 263 del Decreto de 
Reformas número 272; 1583, inciso 1o. del 
1590, 1637, 1591, 1425, 1426, 1437, 1509, 1510, 
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1534, inciso lo. del 2298, 2300, 2303 y 2306 
del Código Civil del año 1877; 685 y 686 
del Código Civil nuevo; y el inciso lo. del 
Decreto Legislativo No. 1807; y la segun- 
da, los artículos: 1600, 1604, 1607, 1608, 
1609, 1637, 1638 y 1856 del Código Civil. 


En los alegatos presentados a este Tri- 
bunal, el Licenciado Jiménez Pinto hace 
un estudio detallado de la sentencia recu- 
rrida, niega: que el contrato celebrado sea 
de transacción, que la pérdida del crédito 
constituya una evicción y que ésta pueda 
dar lugar al saneamiento, y analiza los ele- 
mentos que integran cada uno de estos 
conceptos jurídicos, en nuestra legislación; 
y el apoderado de doña Elisabeth Chacón 
viuda de Franco, sostiene tesis contraria 
a la anterior. 


Habiéndose llenado los trámites de ley y 
señalándose día para la vista, es el caso 
de resolver lo que en derecho corresponda. 


CONSIDEDANDO: que el precepto legal 
sontenido en el artículo 274 del Dto. 272 
únicamente puede ser aplicable a los ca- 
sos en que se reclame el saneamiento por 
evicción, tratándose de un contrato de 
transacción, pero no en el caso que se 
discute, o sea en el convenio celebrado 
entre doña Elisabeth Chacón viuda de 
Franco, como madre de sus menores hi- 
jos. con doña Josefina Pazos viuda de 
Chacón, que nunca puede estimarse como 
una transacción, toda vez que no reune 
los requisitos que integran dicho contrato 
de conformidad con el artículo 1829 Códi- 
go Civil Antiguo. 


CONSIDERANDO: que la pérdida sufri- 
da por los menores Franco, del crédito de 
cuatro mil pesos oro (4,000) americano ga- 
rantizado con segunda hipoteca de la fin- 
ca “El Tarral” y que les había sido cedido 
por la señora viuda de Chacón, no debe 
ser considerada como una evicción, por 
no haberse probado en autos que tal pér- 
dida hubiese sido originada por una sen- 
tencia judicial, como lo exigen los artícu- 
los 129 y 261 del Dto. 272; fuera de que 
analizando las palabras evicción y sanea- 
miento en su sentido jurídico, se llega a 
la conclusióA indefectible, de que siendo 


la evicción precisamente el acto de ven- 


cer a otro, esto es, el acto de quitarle ju- 
dicialmente una cosa que pertenece al 
vencedor en el juicio, y saneamiento no 
es sino la obligación que uno tiene de 
raparar los daños y perjuicios que se si- 
guieron al vencido por razón del despojo; 
la acción instaurada por doña Elisabeth 
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viuda de Franco, es completamente impro- 
cedente por no existir el vencimiento en 
juicio, que es el hecho que engendra la 
evicción. 


CONSIDERANDO: que siendo el “pago 
el cumplimiento ineludible de una obliga- 
ción por el deudor o por otro a su nom- 
bre”, en el caso sub-júdice, al satisfacerse 
la obligación de dar alimentos a los me- 
nores Franco-Chacón, que imponía la sen- 
tencia dictada por el Juzgado lo. de la. 
Instancia departamental en el juicio res- 
pectivo a la señora Pazos viuda de Chacón, 
se hizo un verdadero pago y se extinguió, 
en consecuencia, la obligación menciona- 
da; pues por haberse cubierto de una so- 
la vez, la prestación que debía haberse 
satisrfecho en mensualidades sucesivas, de 
conformidad con la sentencia menciona- 
da, no se desnaturalizó el pago hasta el 
erado de transformarlo en una transac- 
ción. Artículos 2300 y 2306 Código Civil 
Antiguo. 


CONSIDERANDO: que tampoco se lle- 
gó a probar en el juicio, que la actora 
hubiese cumplido con la obligación preci- 
sa de citar al referido juicio a la deman- 
dada antes de la apertura a prueba, de 
conformidad con lo dispuesto en los ar- 
tículos 263 del Dto. 272 y 1590 inciso lo. 
del Código Civil Antiguo; fuera de que 
aún en tal caso, tampoco estaría obliga- 
da la señora viuda de Chacón, al tenor 
de los artículos 685 y 686 del Dto. 1932, 
que establecen que la hipoteca es un gra- 
vámen que se constituye sobre bienes in- 
muebles para garantizar el cumplimiento 
de una obligación y su preferencia en el 
pago, que afecta directamente los bienes 
sobre que se impone, y por el cual no 
queda obligado el deudor, ni aún por 
pacto expreso. En consecuencia la Sala 
sentenciadora, al resolver como lo hizo, 
violó las disposiciones últimamente cita- 
das, así como también los artículos 1590 
inciso lo., 2300, 2306 y 1829 Código Civil 
Antiguo; 129, 261, 263 y 274 del Dto. 272, 
por lo que la casación es procedente. 


POR TANTO: la Corte Suprema de Jus- 
ticia, de conformidad con lo dispuesto en 
los artículos 1867, 1873 y 1889 Prs. Cvs.: 
SONY ADT ABDTO. 1141; 233, y 224 DtOo. 1928, 
CASA Y ANULA la ejecutoria respectiva 
y resolviendo sobre lo principal declara: 
lo., absuelta de la demanda a doña Jose- 
fina Pazos viuda de Chacón; y 20., manda 
devolver el depósito constituido. 
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Notifíquese y con certificación de lo re- 
suelto, devuélvanse los antecedentes a 
donde corresponde. 


J. M. Reina Andrade. — Federico O. Sa- 
lazar. — Carlos Castellanos R. — Alberto 
Arqgueta S. — José Serrano Muños. — Ante 
mí, Juan Fernández C., Secretario. 


CIVIL 


Corte Subrema de Justicia. Guatemala, 
nueve de Mayo de mil novecientos trein- 
ta y cuatro. 


En casación se examina la sentencia 
Que profiriera el Juez 20. de la. Instan- 
cia de este Departamento, el veinte de 
Enero del año en curso en revisión de la 
que dictó el Juez 40. de Paz en el juicio 
de tercería excluvente de dominio, segui- 
do vor Victoria Figueroa contra Dolores 
Aguilar de Mayén v Juan José Luna: en 
la cual revocando la del Juez 4o. de Paz, 
declara: a) la rescición del contrato de 
compra-venta celebrado entre Juan José 
Luna v Victoria Figueroa con fecha cua- 
tro de julio de mil novecientos treinta v 
tres. en esta ciudad, ante los oficics del 
notario don Humberto Carrillo Ramirez: 
b) absuelve a Dolores Aguilar de Mayén 
y a Juan José Luna de la demanda en 
su contra entablada por Victoria Figue- 
roa; y Cc) que no hay especial condenación 
en costas. Las partes son capaces civil- 
mente y de este vecindario. 


El veintinueve de Agosto de mil nove- 
cientos treinta y tres, se presentó Victo- 
ria Figueroa ante el Juez 40. de Paz de 
esta ciudad, exponiendo: que en ese Tri- 
bunal seguía la señora doña Dolores Agui- 
lar viuda de Mayén un juicio ejecutivo 
contra Juan José Luna, en cuya virtud se 
embargaron los bienes que se detallaban en 
acta resvectiva; que tales bienes eran de 
su propiedad, como lo acreditaba con la 
escritura pública de combra-venta que pa- 
só ante los oficios del Notario don Hum- 
herto Carrillo Ramírez, en esta ciudad a 
los cuatro días del mes de Julio del año 
pasado: ave en tal concepto interponía en 
dicho iuicio de la tercería excluyente de 
dominio y pedía que en definitiva, se le- 
vantara el embargo que pesaba sobre los 
bienes secuestrados. De esta demanda se 
dió la audiencia de ley al ejecutante y 
al ejecutado. La demanda fué contestada 
en sentido negativo por parte de la seño- 
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ra de Mayén, quien contrademandó a Vic- 
toria Figueroa y a Juan José Luna la res- 
cición del contrato de venta de los mue- 
bles. Don Juan José Luna estuvo de 
acuerdo con la tercería excluyente inter- 
puesta por Victoria Figueroa. La contra- 
demanda de la señora de Mayén fué ne- 
gada por las partes y abierto el juicio a 
prueba se rindieron las siguientes: por 
parte de la señora viuda de Mayén, de- 
claraciones de los testigos Benjamín Al- 
varado, Remigia Castillejo, Evaristo Ve- 
lásquez y Gilberto A. Gaitán; lo mismo 
que dos certificaciones, una expedida por 
el Registrador Civil de esta ciudad y la 
otra, por los señores Ramírez Hermanos. 
Por otra parte, sólo se repreguntaron a 
los testigos ya nombrados. Para mejor 
fallar el Juez 40. de Paz, mandó en auto 
de fecha veintiséis de Octubre del año pa- 
sado, que se tuviera a la vista el juicio 
ejecutivo seguido por doña Dolores Agui- 
lar de Mayén contra Juan José Luna. 


Con fecha quince de Noviembre de mil 
novecientos treinta y tres, el Juez 40. de 
Paz dictó sentencia, declarando: que Vic- 
toria Figueroa era propietaria de los bie- 
nes enumerados en la escritura que corre 
agregada a folio dos, mandando por con- 
siguiente excluir de la traba dichos bie- 
nes: y en cuanto a la contrademanda de 
la señora viuda de Mayén, absolvió a Vic- 
toria Figueroa y a Juan José Luna. 


Victoria Figueroa con auxilio del Abo- 
gado Francisco M. Rodas al serle notifi- 
cada dicha sentencia, interpuso el pre- 
sente recurso de casación por quebranta- 
miento de procedimiento, y por violación 
de ley, denunciando como infringidos los 
artículos: siguientes: 167 Dto. 273; 669, 
675, 1867 y 1870 Prs. Cvs. Pedidos los an- 
tecedentes, hecho el depósito y señalado 
día para la vista, es el caso de resolver 
lo que corresponde en derecho. 


CONSIDERANDO: que el recurso de ca- 
sación por quebrantamiento de forma ha 
de estar preparado oportunamente me- 
diante la petición de que se subsane la 
falta en la instancia en que se cometió y 
reproducida la petición en la segunda ins- 
tancia cuando la infracción procediera de 
la primera. En el juicio que se tiene a 
la vista no se impugnó la competencia del 
Juez de Paz, mucho menos haberse pedido 
que se subsanara tal falta ante el Juez 
de la. Instancia que conoció en revisión, 
por cuya razón es improcedente el recur- 
so de casación por tal motivo, como lo 
establece el artículo 1871 de Prs. Cvs. 
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CONSIDERANDO: que según lo dis- 
puesto en el artículo 1870 de Prs. Cvs., no 
se da recurso de casación por infracción 
de ley, en los juicios de menor cuantía, 
siendo este el motivo por el cual no se 
entra a analizar si se infringieron los ar- 
tículos 167 Dto. 273; 669 y 675 Prs. Cvs., 
citados por la recurrente. 


POR TANTO: La Corte Suprema de 
Justicia, de-acuerdo con lo establecido en 
los artículos 1867, 1869 y 1887 Prs. Cvs.; 


96 y 97 Dto. 1747; 233 y 234 Dto. Leg. 1928, 


DESESTIMA el recurso interpuesto por 
Victoria Figueroa con auxilio del Licen- 
ciado don Francisco M. Rodas, y la con- 
«ena a la pérdida del depósito constituido, 
el que deberá'ingresar a la Receptoría 
de Fondos de Justicia, así como también 
al pago de las costas que con motivo del 
recuerdo se hubieron originado. 


Notifíquese y con certificación, devuél- 
vanse los autos a donde corresponde. 


. J. M. Reina Andrade. — Federico O. Sa- 
lazar. — Carlos Castellanos R. — Alberto 
Argueta S. — José Serrano Muñoz. —- Ante 
mí, Juan Fernández C., Secretario. 


CIVIL 


Corte Suprema de Justicia, Guatemala, 
diez y nueve de mayo de mil novecientos 
treinta y cuatro. 


Vista para resolver la competencia sus- 
citada entre los Jueces lo. de la. Instan- 
cia de esta capital y el lo. de igual cate- 
goría del departamento de Quezaltenango, 
con motivo del juicio ejecutivo seguido por 
el Licencitdo Manuel Soto M., como apo- 
derado del Banco Central contra don 
Víctor Manuel Mérida y demás represen- 
tados por éste. 


RESULTANDO: que al serle notificada 
la acción ejecutiva entablada por el Li- 
cenciado Soto M., como apoderado del 
Banco Central a don Víctor Manuel Mé- 
rida como deudor en unión de doña 
Lupe O. viuda de Mérida. Carlos y José 
Mérida, Anita Mérida de Castillo y Marta 
Mérida de Molina, se presentó ante el 
Juez lo. de la. Instancia de Quezaltenan- 
go, diciendo entre otras cosas que todos 
ellos tenían su domicilio en aquella ciu- 
dad y por consiguiente tenían derecho de 
que se les demandara únicamente ante 
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los jueces de aquel departamento, por lo 
que promovía la cuestión de incompeten- 
cia por inhibitoria de jurisdicción, rogan- 
do al Juez librara exhorto al Juez lo. de 
la. Instancia de esta Capital, para que se 
inhibiera de seguir conociendo en el jui- 
cio ejecutivo iniciado por el Banco Cen- 
tral. 


RESULTANDO: que el veinticuatro de 
marzo del año en curso, el Juez lo. de la 
Instancia al recibir la requisitoria del 
Juez lo. de la. Instancia de Quezaltenan- 
go para que se inhibiera de conocer en el 
juicio ejecutivo y le remitiera lo actuado, 
aceptó la competencia y mandó elevar -los 
autos a esta Corte y ofició al Juez exhor- 
tante. 


CONSIDERANDO: que conforme a lo 
dispuesto por el artículo 87 inciso 20. de 
Prs. Cvs. es Juez competente para conocer 
de los pleitos a que dé origen el ejer- 
“cio de las acciones de toda clase, a aquél 
que los litigantes se hubieren sometido ex- 
presa o tácitamente; y apareciendo con 
claridad manifestado en la escritura de 
obligación en la cláusula 10a. que otor- 
gó el Notario Miguel T. Alvarado en la 
ciudad de Quezaltenango, el veinticinco 
de mayo de mil novecientos veintinueve, 
que los demandados para el inesperado 
caso de ejecución renunciaban al fuero de 
cualquier domicilio que tuvieran y se so- 
metían a los jueces del departamento de 
Quezaltenango o a los de la capital, a 
elección del acreedor, de tal manera que 
habiéndose sometido a los tribunales de 
esta capital, el conocimiento y prosecu- 
ción del juicio entablado por el Licencia- 
do Soto M., como apoderado del Banco 
Central contra Víctor Manuel Mérida y 
compañeros, corresponde al Juez lo. de 
la. Instancia, que previno a los deman- 
dados se constituyeran en esta ciudad por 
sí o por medio de apoderado, el veintitrés 
de Febrero del año en curso. 


POR TANTO: la Corte Suprema de Jus- 
ticia, de acuerdo con lo preceptuado en 
los artículos 324, Prs. Cvs.; 150, 154, 159 y 
164 Dto. 1928, declara: que el Juez lo. 
de la. Instancia de esta capital es el que 
debe seguir conociendo en el juicio eje- 
cutivo promovido por el Banco Central 
contra. los señores Víctor Manuel Mérida 
por sí y como apoderado de doña Lupe O. 
viuda de Mérida, Carlos y José Mérida, 
Anita Mérida de Castillo y doña Marta 
Mérida de Molina. 
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Notifíquese y con certificación de lo re- 
suelto, devuélvanse los antecedentes a 
donde corresponde. 


Reina Andrade. — Salazar. — Castella- 
nos R. — Argueta S. — Serrano Muñoz. 
Juan Fernández C., Secretario. 


CIVIL 


Corte Suprema de Justicia, Guatemala, 
veintisiete de Junio de mil movecientos 
treinta y cuatro. 

Para resolverlo se tiene a la vista el 
recurso extraordinario de casación intro- 
ducido por el Abogado Miguel Prado 
en concepto de mandatario legal de los 
señores Blanca Valenti viuda de Ger- 
lach y Federico Gerlach Valenti, con- 
tra la sentencia ejecutoria que profirió la 
Sala Tercera de la Corte de Apelaciones 
el veintiséis de abril del año en curso, en 
el juicio ordinario que sckre revisión de 
cuentas sostienen los poderdantes del Abo- 
gado Prado con don Juan Timcke. El re- 
3urso está fundado en violación de ley ex- 
presa y, para el efecto, el recurrente seña. 
la como infringidos por la Sala senten- 
ciadora los Artículos: 1368, 1380, 1385, 
ISE OO SOS IRMEISO SO. 12, IGs, 
272 Dto. 273, 392, 402 Dto. 921, 104, 105 
inciso 100., 113, 114, Dto. Leg. 1730, 406 
Dto. 921. 1417, 1517, 1957. Cód. Civil de 
1877 y 319 Dto. 272. 

En las actuaciones judiciales que sirven 
de base al recurso que se examina, apa- 
rece de manifiesto lo que sigue: 

El depositario e interventor de los bie- 
nes pertenecientes a la mortuoria de quien 
fue don Federico Gerlach, don Juan Tim- 
cke, se presentó el veintiséis de enero de 
mil novecientos treinta y tres ante el Juez 
30. Departamental, rindiendo cuentas de 
su administración, a solicitud del Abogado 
Prado. 

Al darse audiencia de ello al represen- 
tante legal de los herederos testamenta- 
rios. éste contradijo y rechazó las cuentas 
rendidas por el señor Timcke, negando 
en esa forma la demanda de rendición de 
las mismas, acerca de la cual se le man- 
dara a oír. A la vez contrademandó al re- 
petido señor Timcke, para que, previos los 
trámites de ley, se hiciera la declaración 
de los puntos siguientes: que son ilegales 
v no se aprueban las cuentas rendidas 
por el depositario e interventor don Juan 


_Timcke: que dicho señor debía pagar — 
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dentro de tercero día—el saldo de las im- 
dicadas cuentas, o sea, la cantidad de 
veintisiete mil ciento cuarenta y ocho dó- 
lares y sesenta centavos, más los intereses 
legales y los daños y perjuicios; y que 
sus poderdantes se reservan las acciones 
penales que tienen derecho a ejercitar con- 
tra el señor Timcke, porque sus cuent; 
resulten dolosas o culposas. 

Negada la contrademanda, quedó for- 
malizado el debate judicial y, durante la 
dilación de pruebas fueron rendidas las 
que siguen: » 

Por parte de don Juan Timcke: 

a) Los libros de las cuentas de la de- 
positaria: Caja, Gastos de Administra- 
cióny Cobros, pagos y ventas. 

b) Las actas originales de las juntas 
celebradas entre los acreedores de la mor- 
tuoria y los herederos del señor Gerlach. 

c) Informes detallados y explicativos 
que rindió el depositario interventor de 
los acreedores y herederos de don Federico 
Gerlach en las distintas juntas celebra- 
das. 

d) El juicio testamentario del indicado 
señor Gerlach. 

e) Las diligencias voluntarias que pro- 
movió “el depositario interventor con el 
fin de que se le diera autorización judi- 
cial para pagar parcialmente a los acree- 
dores, de acuerdo con lo que estos últimos 
pactaron con los herederos en la junta ce- 
lebrada el dieciséis de abril de mil nove- 
cientos treinta y uno. 

f) Testimonio de los inventarios de la 
mortual practicados por el notario Emilio 
Beltranena. 

ge) Todos los comprobantes de los egre- 
Sos. 

h) Comprobantes de caja relativos a 
negocios de café con la “Tropical Trading 
Company”. 

i) Comprobantes de caja correspondien- 
tes a negociaciones de café con “Fred 
Moller Sohne”. 

j) Diligencias voluntarias seguidas por 
los señor Carlos y Fernando Haeussler 
para que el depositario les hiciese entrega 
de una partida de café que les pertenecía. 

k) Certificación de la Sala 3a. de la 
Corte de Apelaciones, de la ejecutoria re- 
caida en las diligencias mencionadas en 
el punto anterior. 

1) Una carta con firma autenticada di- 
rigida por don Pedro Quezada al señor 
Timcke el ocho de abril de mil novecientos 
treinta y tres relacionada con negocios de 
café, así como los demás documentos re- 
lativos a la indicada negociación. 


m) Carta, también con firma legaliza- 
da, dirigida por don Juan Pastorio a don 
Juan Timcke. - 


n) Acta número dos de la junta de 
acreedores y herederos, la cual fué cele- 
brada el dieciséis de abril de mil novecien- 
tos treinta y uno, y, en cuyo documento 
aparece la firma del Abogado Miguel Pra- 
do, la que el Juez 30. Departamental tu- 
vo por reconocida en rebeldía del facul- 
tativo indicado. 


o) Un juicio pericial en el que actua- 
ron los expertos, doña Albertina Dubois 
de Henkel por parte del señor Timcke, y, 
don Alfredo Godoy por los herederos de 
Gerlach. Con dicha prueba trataba de 
establecer el proponente: que la contabi- 
lidad presentada al juicio cubría todos los 
requisitos legales y, llenaba mucho más de 
lo exigido por el Artículo 1365 P. C.: que 
todas y cada una de las partidas asenta- 
das en los libros estaban respaldadas por 
los comprobantes respectivos: y, que eran 
exactos los saldos de las cuentas rendidas. 


Los herederos de don Federico Gerlach 
rindieron las justificaciones que siguen: 

a) Una copia simple que el Abogado Pra- 
do dice sacó de las cuentas rendidas por 
el señor Timcke a los herederos. 


b) Declaraciones de los testigos, Licen- 
ciado Juan Mayorga Franco y Guillermo 
Martínez Gálvez, con las que trataba de 
establecer que estos señores declarantes, 
confrontaron la copia indicada con el 
original que dejara en la oficina del Abo- 
gado Prado, el señor Timcke. 


c) Deposiciones de los testigos Marcelo 
Aguilar y Santiago H. Hill, con cuyos di- 
chos deseaba justificar que, a dichos se- 
ñores, en concepto de acreedores de la 
mortual, sólo se les pagó en cancelación 
total de sus créditos respectivos, el cua- 
renta por ciento. 


d) Prueba testifical, a cargo de los se- 
fñores Franz Froese y Luis A. Da Costa 
Meyer, para establecer que, don Rafael 
Brol es empleado de la casa “Gerlach y 
Compañía Sucesores”. 


e) Una certificación notarial del testi- 
monio de la escritura de la sociedad “Ger- 
lach y Co. Sucesores”. Fuera de la dila- 
ción probatoria y, junto con su alegato de 
buena prueba, el Abogado Prado presentó 
una certificación del asiento que se hizo 
en el registro mercantil del Juzgado 2o. 
Departamental, de la escritura relaciona- 
da. 
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f) Una hoja impresa por la que la So- 
ciedad Gerlach y Compañía Sucesores, 
participa al público que, don Kurt Linde- 
ner es socio de la misma, y 

g) Dictamen pericial para establecer, 
que, la contabilidad presentada al juicio 
por el señor Timcke fué hecha, de una 
vez, antes de su presentación, y, que, en 
consecuencia, los libros no fueron abiertos 
en el mes de junio de mil novecientos 
treinta. Los expertos que intervinieron en 
este medio justificativo, fueron: por par- 
te del Abogado Prado, don Prudencio Dá- 
vila y, por el señor Timcke, don Ramiro 
Samayoa. Actuó como tercero dirimente, 
den Desiderio Menchú. El abogado Carlos 
Salazar hijo, director de don Juan Timcke, 
sujetó a los expertos nombrados, a un 
cuestionario especial. También repregun- 
tó a los testigos relacionados en los pun- 
tos anteriores. 

Concluído el período probatorio, el Abo- 
gado Prado, además de la certificación ya 
mencionada que presentó con su alegato, 
acompañó otra del Jugado 5o. Departa- 
mental, en la que aparece que don Desi- 
derio Menchú—que actuó como tercero di- 
rimente—fué enjuiciado en el año de mil 
novecientos veintiuno por el delito de fal- 
sificación de documentos y, absuelto de 
la Instancia, por sentencia ejecutoria pro- 
ferida por la Sala 3a. de la Corte de Ape- 
laciones el veintisiete de octubre de ese 
mismo año. 

El trece de junio de mil novecientos 
treinta y tres, cuando las partes estaban 
citadas para dictar sentencia, el Juez 30. 
Departamental ordenó, en auto para me- 
jor fallar, lo siguiente: que se presenta- 
ra la partida de nacimiento de Carlos Fe- 
derico Gerlach Valenti: que los expertos, 
señora de Henkel y don Alfredo Godoy 
ampliaran sus dictámenes sobre los pun- 
tos que siguen: lo.—Si los pagos efectua- 
dos por el depositario a los acreedores 
Sarg Yogau, Topke y Compañía, J. Brack- 
man y Van de Putte estaban debidamente 
comprobados; 20.—Que describieran deta- 
lladamente las Operaciones efectuadas 
respecto al crédito de doña Herlinda Pa- 
dilla viuda de Pivaral; 30.—Que se expre- 
sen las cantidades recibidas por Rafael y 
Pedro Brol y Gerlach y Compañía Su- 
cesores, en concepto de cesionarios de 
los créditos que figuran en los autos, 
enumerando dichos créditos. 40. — Que 
presenten ¡una lista de los acreedores 
que fueron pagados en su totalidad, con 
expresión de “sus respectivos créditos 
y de las cantidades que percibieron; 
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y 5o. — Que ampliamente dictaminen 
los peritos relacionados acerca de si, con 
independencia de su comprobación están 
justificados los gastos que aparecen he- 
chos por el depositario interventor don 
Juan Timcke, o si dichos gastos son exce- 
sivos, indicando en cada caso la diferen- 
cia. Recomienda el Juez a los expertos 
que para el efecto, tengan en cuenta las 
circunstancias existentes en la época en 
que los gastos se efectuaron, la necesidad 
que hubiere de hacerlos, el activo y pasi- 
vo de la mortual, el mayor o menor mo- 
vimiento que ésta haya tenido, así como 
las demás circunstancias que estimaran 
de influencia en la apreciación de tales 
gastos. 


Como los expertos nombrados discrepa- 
ron en la apreciación del punto cuarto de 
la providencia para mejor fallar, se oyó el 
parecer del tercero dirimente, para cuyo 
cargo fuera designado don Albino Gracias, 
quien concluye su dictámen indicando que 
debe ser restituída a la mortual la suma 
de trece mil ochocientos noventa y seis 
quetzales, catorce centavos, cantidad a 
que según él, ascendían los pagos inde- 
bidos, los excesivos, los que no correspon- 
dían a la mortuoria y los carentes de com- 
probante respectivo. 


Con base en todos los datos que se de- 
jan reseñados, el Juez 30. Departamen- 
tal profirió su fallo final el cinco de sep- 

=mbre de mil novecientos treinta y tres. 
En él resuelve: 10.—Que se aprueban en 
general las cuentas presentadas por el se- 
ñor Juan Timcke, depositario interventor 
de la mortual de don Federico Gerlach; 
20.—Que no se aprueban una parte de los 
gastos indebidos a que aludió el tercero 
Gracias en su dictámen, por cuyo con- 
cepto está obligado el señor Timcke a en- 
tregar a los representantes dae la mortual, 
dentro de tercero día, la cantidad de 
¿uuatro mil ochocientos setenta y seis quet- 
zales, cuarenta y un centavos; 30.—Que 
debe darse cuenta a la Administración 
Departamental de Rentas, para lo que ha- 
ya lugar, de la irregularidad observada en 
la cancelación de los timbres; 40.—Que 
deja a salvo los derechos de los represen- 
tantes de la mortual para discutir en la 
forma correspondiente la validez de los 
pagos hechos por el depositario interven- 
tor a “Gerlach y Compañía Sucesores” y 
”afael y Pedro Brol; y 50.—Que las costas 
del juicio son a cargo de ambas partes. 


Elevado el juicio a la Sala 3a. de la 
Corte de Apelaciones por recurso inter- 
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puesto por ambas partes, después de 
tramitarse la 2a. Instancia, en la que los 
interesados alegaron extensamente sobre 
los agravios que según ellos les causó con 
su fallo el Juez de primer grado, fué dic- 
tada la sentencia ejecutoria originante del 
recurso que se examina, el veintiséis de 
abril del año en curso. 


En dicha resolución se declara: que se 
confirma la de primera instancia, con las 
modificaciones siguientes:  10.— Que se 
aprueban las cuentas presentadas y lle- 
vadas por el depositario interventor don 
Juan Timcke con la reforma de que su 
aprobación es sin reserva alguna; 20.—En 
que se debe dar cuenta a la Administra- 
ción de Rentas Departamental para lo que 
haya lugar, de la irregularidad observa- 
da en la cancelación de los timbres; y 
30.—Que las costas del juicio son a Car- 
go de ambas partes. Y, que la revoca en 
lo demás, y rescolviendo, absuelve a don 
Juan Timcke de la contrademanda pre- 
sentada por los herederos del señor Ger- 
lach. También resuelve: que en vis- 
ta de la aprobación sin reservas de las 
cuentas del señor Timcke, esta persona 
no está obligada a devolver cantidad al- 
guna a los heredores de don Federico Ger- 
lach, por concepto de gastos ilimitados o 
superfluos que haya verificado; y, que no 
procede hacer declaración alguna con res- 
pecto a la salvedad de derechos de los re- 
presentantes de la mortuoria, para discu- 
tir en forma la validez de los pagos he- 
chos por el depositario interventor a Ger- 
lach y Compañía Sucesores y Rafael y Pe- 
dro Brol, por no haber sido punto contro- 
vertido en los juicios de que se trata. 


En forma bastante extensa alegó el re- 
currente en este Tribunal para demostrar 
que la Sala 3a. de la Corte de Apelaciones 
violó las leyes señaladas en el recurso, al 
resolver en la forma en que lo hizo. El 
señor Timcke también repiicó con ampli- 
tud todas las argumentaciones del Abo- 
gado Prado, tratando de justificar que el 
fallo de 20. grado, en manera alguna le. 
sionaba ninguna de las leyes citadas por 
el representante de los herederos del se- 
ñor Gerlach. 


Y, como la vista del recurso se efectuó 
con todas las formalidades legales en la 
audiencia señalada para el efecto,—cuyo 
resultado se detalla en el acta respectiva 
obrante en los autos,—es el caso de re- 
solver lo que sea procedente en derecho. 
Por tal motivo, el Tribunal de Casación, 


CONSIDERA: 
pde 


Que si el Artículo 1365 del Código de 
Procedimientos Civiles exige que los inter- 
ventores y albaceas lleven en debida for- 
ma los libros a que dicha Ley se refiere, 
es con el preciso objeto de garantizar la 
pureza en el manejo de caudales ajenos 
. y, con el de que haya constancia feha. 
ciente de la fecha en que se iniciaron las 
operaciones de las cuentas respectivas. En 
ese caso es un deber primordial de todo 
administrador de bienes de ajena perte- 
nencía, tanto para garantía de él, como 
para de las personas a quienes ha de ren- 
dir cuentas de su administración al con- 
cluir ésta—hacer que los libros aludidos 
sean habilitados por las oficinas fiscales 
y, autorizados por el Juez respectivo, para 
que puedan surtir efectos legales en jui- 
cio, en caso de necesidad. 


La tacha que el representante de los he. 
rederos testamentarios de quien fué don 
Federico Gerlach le ha hecho a los libros 
presentados por el depositario interventor, 
don Juan Timcke, está de manifiesto en 
ellos. Según las razones puestas por la 
Administración de Rentas, los indicados 
libros fueron autorizados en el mes de 
marzo de mil novecientos treinta y tres 
para llevar las cuentas a que estaba obli- 
gado el interventor Timcke, y, sin embar- 
go de tales razones, las cuentas aparecen 
iniciadas en el año de mil novecientos 
treinta. Eso por una parte, y, por la otra, 
falta la razón puesta por el Juez, así co- 
mo la autorización del mismo, con lo que, 
desde luego, habría la prueba auténtica 
de que la contabilidad no fué hecha a úl- 
tima hora, como asevera el Abogado Pra. 
do. 

Lo que se deja consignado, demuestra 
la ineficacia probatoria de los libros pre- 
sentados por el señor Timcke, ya que no 
es bastante para revalidarlos, el hecho de 
que en prueba pericial que propuso, se 
afirme que sí tienen las formalidades pres- 
critas por la ley mencionada al principio; 
ni la argumentación de quien los presen- 
tó, sobre que, por no tratarse de libros 
de comerciantes, sino de simple adminis- 
tración, no debían ser autorizados en la 
forma indicada; porque estando equipara. 
dos los interventores a los tutores—para 
los efectos de la cuenta que han de ren- 
dir—según lo dispone el Artículo 1368 P. 
C., sí están obligados a llevar sus libros 
perfectamente legalizados, como se des- 
prendía con toda claridad de las leyes sus- 
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tantivas civiles vigentes antes de que en- 
trara en vigor el actual Código Civil, el 
cual, es mucho más claro a ese respecto. 
Además de todo ello, ya se dijo que el 
Artículo 1365 P. C., exige la formalidad 
de que se viene tratando. 


Siendo ineficaces, pues, los libros para 
producir prueba plena por sí mismos, por 
los defectos apuntados, corresponde exa. 
minar con separación de ellos, las cuentas 
rendidas por el señor Timcke para los 
efectos consiguientes. 

Es un principio reconocido en todas las 
legislaciones que, al ser aprobadas las 
cuentas qué extrajudicialmente rinden los 
interventores y tutores al concluir su ad- 
ministración, por las personas a quienes 
corresponde, no se exige ninguna forma- 
lidad legal para presentarlas, como no sea 
la relativa a los timbres fiscales. Mas si 
la persona a quien se rinden las indicadas 
cuentas se muestra inconforme con ellas, 
y, por ende las impugna de cualquier ma- 
nera, surge un debate judicial y, por lo 
tanto, es al juez respectivo a quien com- 
pete aprobarlas o no. En es caso es in. 
dudable, que para hacer valer en juicio los 
documentos simples presentados a la con- 
tienda, deben observase las reglas pres- 
critas por el Código de Procedimientos Ci- 
viles, para que puedan ser tomados en 
consideración en el fallo que se dicte. 


Las cuentas rendidas por el interventor 
Timcke son documentos simples, que por 
sí solo no producen prueba, desde luego 
que les faltan las formalidades que or- 
denan los párrafos XV y XVI del título 
I, Libro 1I del Código Procesivo. 

Como la Sala 3a. de la Corte de Apela. 
ciones admite la eficacia probatoria de los 
libros y de las cuentas rendidas por el se- 
ñor Timcke, no obstante los defectos apun- 
tados, es indudable que, al aprobarlas sin 
reserva alguna, ha cometido un error de 
derecho que, desde luego es violatorio de 
los Artículos 733, 1365, 1368 y 1380 P. C., 
citados como infringidos por el recurren- 
te. En tal caso, procede la admisión del 
recurso, para casar y anular la ejecutoria 
recurrida y resolver en lo principal lo que 
proceda en derecho. 


Fuera de la protesta que hacen los he- 
rederos del señor Gerlach sobre reserva 
de las acciones penales que tienen dere- 
cho a ejercitar contra el señor Timcke 
porque sus cuentas resulten dolosas o cul- 
posas, la contra-demanda iniciada por di- 
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chos señores persigue la declaración de 
los puntos siguientes: lo. que son ilegales 
y no se aprueban las cuentas rendidas por 
el depositario e interventor don Juan 
Timcke: y 20. que este señor debía pagar. 
les dentro de tercero día, el saldo que 
arrojaban las indicadas cuentas, o sea la 
cantidad de veintisiete mil ciento cuaren- 
ta y ocho dólares y sesenta centavos, más 
los intereses legales, daños y perjuicios. 


Para obtener las declaraciones indica- 
das, el representante de los hereredos del 
señor Gerlach rechaza las cuentas rendi. 
das por don Juan Timcke, por ilegales y 
por inexactas. En ese caso contrajo la obli- 
gación jurídica de justificar tales afir- 
maciones, de acuerdo con lo que dispone 
el Artículo 603 P. C. 


Con respecto al primer extremo, ya se 
dijo en el punto anterior, que tanto los 
libros como las cuentas que rindió el se- 
ñor Timcke, son inaceptables en juicio, 
por no llenar las formalidades prescritas 
para su validez, por las leyes procesivas. 
Por tal razón no es posible analizar la do. 
cumentación presentada por el repetido 
señor Timcke, con el criterio informado 
por los Artículos 730, 731, 732 y 133 del Có- 
digo de Procedimientos Civiles. ) 


Es verdad que el depositario interven- 
tor trató de establecer con la prueba pe- 
ricial que propuso, que sus libros y cuen. 
tas estaban arreglados en forma legal y, 
por ende, que eran capaces de probar por 
sí mismos; mas, también lo es, que el dic- 
tamen de los peritos aludidos, de ninguna 
manera pueden suplir los formulismos que 
de un modo claro requiere la ley; tanto 
más que, en los propios libros y cuentas 
ya indicados, consta que carecen de di- 
chos requisitos. 


Con bastante claridad el Artículo 733 P. 
C. exige que, para que prueben las cuentas 
en favor del que las rinde, deben estar 
acreditadas con documentos fehacientes, 
y además deben llenar las otras condicio- 
nes que señala la ley indicada; pues de lo 
contrario prueban contra quien las rinde, 
según el Artículo 732 P. C. Pero, en todo 
caso, los documentos siniples únicamente 
pueden hacerse valer en juicio cuando han 
sido presentados en debida forma, lo que 
no ocurre en la controversia que se tiene 
a la vista. 


Luego, la afirmación del contra-deman- 
Gante sobre que las cuentas rendidas por 
el señor Timicke son ilegales y, por ese mo- 
tivo no deben aprobarse, está de mani- 
fiesto en el juicio que se examina. 
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Si las cuentas rendidas son ilegales y 
por tal razón no pueden ser aprobadas, es 
claro que, el otro punto demandado por 
los herederos del señor Gerlach sobre que 
se condene al señor Timcke a pagarles 
dentro de tercero día el saldo que deman- 
dan, es contradictorio con la primera de. 
claración que se persigue en la reconven- 
ción aludida, pues, de ninguna manera 
podrían arrojar saldo alguno, unas cuen- 
tas que se imprueban por carecer de las 
formalidades prescritas por la Ley para 
su presentación en juicio. 


Además de lo que se deja dicho a ese 
respecto, los contrademandantes no adu- 
jeron prueba aleuna para poner en evi 
dencia que existe la deuda que reclaman; 
y si bien es exacto, que en virtud de la 
diligencia para mejor fallar decretada por 
el Juez 30. Departamental, se desprendió 
la ampliación del dictámen que emitieran 
los expertos señora de Henkel y don Al- 
fredo Godoy, y la emisión del parecer del 
tercero dirimente, señor Gracias, quien 
llega a la conclusión de que debe ser res- 
tituída a la mortual por el depositario in- 
terventor, la suma de trece mil ochocien- 
tos noventa y seis quetzales y catorce cen- 
tavos, es el caso que, el juicio pericial alu- 
do, nace de unas cuentas que no pueden 
ser aprobadas, por ser ilegales. 


Lo dicho, pone de manifiesto, que tam.. 
poco puede ser hecha la segunda decla- 
ración que piden en su contra-demanda 
los herederos de don Federico Gerlach; de- 
claración improcedente, con respecto al 
tercer punto petitorio de la reconvención, 
desde luego que se trata, de una simple 
protesta que hiceran los contra-deman- 
dantes sobre la reservación de sus dere. 
chos para deducirle al señor Timcke las 
acciones criminales que creyeran pertinen- 
tes. Artículo 549, 553, 603, 604, 618, 668, 
686, 687, 688, 689, 730, 731, 732, 733, P. C., 
132 y 160 Dto. 273. 


— Ml — 


Como los comprobantes presentados al 
juicio para acreditar las cuentas rendidas 
por el señor Timcke, son demostrativas 
de que los timbres fiscales adheridos a 
ellos, no fueron cancelados en la forma 
prescrita por la Ley, es el caso de poner 
la infracción legal apuntada en cono- 
miento de la Administración Departamen- 
tal de Rentas para los efectos consiguien- 
tes. Artículo 17 inc. 4o., 20, 32 Dto. 1.153, 
77 y 82 Dto. 1389. 


o 
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Con base en todo lo que se deja con- 
siderado y, en lo que disponen las leyes 
ya citadas y en los Artículos 97, Dto. 1747 
y 1889 P., C., el Tribunal de Casación 


RESUELVE: 


19—Que se casa y anula la sentencia 
ejecutoria recurrida; 

2% —Que es el caso de decidir en lo prin. 
cipal lo que sigue: 

a) Que no se aprueban las cuentas ren- 
didas por el depositario interventor don 
Juan Timcke, por ilegales; 

b) Que se absuelve a este señor de la 
contra-demanda presentada en su contra, 
por los herederos de quien fué don Fe- 
derico Gerlach: 

c) Que no procede hacer ninguna de- 
claratoria con respecto a la salvedad de 
derechos para deducir acciones penales al 
señor Timcke; y 

d) Que no hay especial condenación en 
costas. 

30—Que se devuelva al recurrente el de- 
pósito que hizo en la Receptoría de Fon. 
dos de Justicia. 


Notifíquese y devuélvanse los autos co- 
mo corresponde, al Tribunal de su origen, 
y ofíciese a la Administración de Rentas 
Departamental. 


J. M. Reina Andrade. — Federico O. Sa- 
lazar. — Carlos Castellanos R. — Alberto 
Argueta S. — José Serrano Muñoz. — Ante 
mi, Juan Fernández C., Secretario. 


CRIMINAL 


Corte Suprema de Justicia, Guatemala, 
tres de abril de mil novecientos treinta y 
cuatro. 

Para resolverlo, se tiene a la vista el 
recurso extraordinario de casación que in- 
trodujo el procesado José Luis López con 
auxilio del Abogado Francisco H. de León, 
contra la sentencia ejecutoria que profi- 
rió la Sala 4a. de la-Corte de Apelaciones 
el veintidós de diciembre de mil novecien- 
tos treinta y tres, en la cual confirma la 
de Primera Instancia. 

En el escrito de introducción del recur- 
so, después de asegurarse que las presun- 
ciones apreciadas por los Tribunales de 
Instancia se hallan en desacuerdo con los 
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preceptos legales que norma la prueba 
indirecta, se concluye diciendo, literalmen. 
te: “Concreto la materia de este memo- 
rial en lo siguiente: interpongo el recurso 
de casación por infracción de ley, o sea 
inciso lo., del artículo 676 del Código de 
PP: 

En consecuencia, la Ley señalada como 
violada, es la que se deja aludida. 

El hecho que dió origen al proceso que 
se tiene a la vista, es el siguiente: 

El doce de octubre de mil novecientos 
veintiuno desapareció de su casa de ha- 
bitación, ubicada en jurisdicción de Santa 
Cruz Muluá del Departamento de Retal- 
huleu, Hermógenes Avila, por cuyo moti- 
vo, el día siguiente se presentó al Juzgado 
de Paz del municipio indicado la señora 
Josefina Camey de Avila, denunciando el 
hecho, a la vez que pedía se buscara a su 
esposo y, en caso de no encontrarlo, que 
se le tuviera como formal acusadora de 
los individuos José Luis López, Remigio, 
Lisandro, Roselia y Filadelfo Hidalgo Cal 
derón, Francisca Calderón viuda de Hi- 
dalgo, Clara Velásquez y Rufino Ovalle, por 
presumirlos culpables en el desapareci- 
miento de su referido consorte. 


Iniciado el proceso en la fecha mencio- 
nada al principio, pudo ponerse en evi- 
dencia: que Hermógenes Avila fué muer- 
to a puñaladas en la casa de la familia 
Hidalgo el doce de octubre, por los indi. 
viduos Lisandro y Remigio Hidalgo y 
José Luis López, quienes infirieron a 
Avila siete heridas causadas con ma- 
chetes y puñales y, después arrojaron el 
cadáver al río Samalá, a cuya ribera 
está cercana la casa de los Hidalgo, río, 
en donde la autoridad encontró al occiso 
al emprenderse su búsqueda en virtud de 
la denuncia hecha por la señora viuda de 
Avila. La muerte de Hermógenes Avila, 
se estableció: con el acta levantada por 
la autoridad competente: el informe mé- 
dico-legal que demuestra la causa del fa- 
llecimiento; y, con la partida del Registro 
Civil correspondiente. 

Como el procesado José Luis López se 
fugara el seis de marzo de mil novecientos 
veintidós, de la cárcel departamental de 
Retalhuleu, en donde guardaba prisión 
preventiva, el procedimiento hubo de con- 
tinuarse únicamente en contra de los otros 
enjuiciados, quedando pendientes las ór. 
denes libradas para lograr la captura del 
repetido López. 

El juicio criminal concluyó en lo que 
respecta a las otras personas enroladas 
en el hecho, con la sentencia ejecutoria 
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que condenó a los individuos Lisandro y 
Remigio Hidalgo por ser responsables co- 
mo co-autores del delito de asesinato co- 
metido en la persona de quien fuera Her- 
mógenes Avila, por ser la prueba militan- 
te contra tales sujetos, plena; y, por la 
misma razón, se dejó abierto el procedi. 
miento contra José Luis López para pro- 
seguirlo al ser lograda su captura. En el 
fallo en referencia,—que profirió la Sala 
4a. de la Corte de Apelaciones el quince 
de octubre de mil novecientos veinticua- 
tro—fueron absueltos del cargo los otros 
miembros de la familia Hidalgo enrolados 
en el crimen, por falta absoluta de prue- 
ba condenatoria para ellos. 


El seis de marzo de mil novecientos 
treinta y tres fué capturado José Luis Ló- 
pez y puesto a disposición del Juez com- 
petente. Y, como la prueba condenatoria 
para los Hidalgo también lo es para el ci 
tado López, según el criterio de los Tri- 
bunales de Instancia que han conocido del 
asunto, se le reputó responsable como co- 
autor del delito de asesinato que se deja 
aludido. 

En esa virtud fué, como el veinte de no- 
viembre de mil novecientos treinta y tres 
el juez departamental de Retalhuleu lo 
declaró así, en el fallo que dictó en esa 
fecha. En dicha resolución le impone a 
López la pena de diez años de prisión 
correctiva aumentada en una tercera par- 
te por militar una circunstancia agravan- 
te en su contra, pues, el Juez estima que 
el hecho no es asesinato sino homicidio, 
pena que con abono del tiempo padecido 
debe purgarse en la Penitenciaría Central 
con el carácter de inconmutable; y, ade. 
más, se hacen las otras declaraciones co- 
rrespondientes en derecho. 


La sentencia de la. Instancia está ba- 
sada en las presunciones siguientes: a) 
Haberse establecido plenamente que el de- 
lito fué cometido en la casa de los Hidal- 
go, lo que se deduce de las inspecciones 
oculares practicadas por el Juez menor en 
el lugar de los hechos y declaraciones de 
las que fueron a estas comisiones, con las 
cuales se comprueba que en dicha casa, 
fueron encontrados varios objetos de la 
propiedad del occiso, así como otros de la 
propiedad de los reos, manchados de san- 
gre y varias armas también de la propie. 
dad de éstos, todo lo cual estaba debida- 
mente oculto para eludir las responsabili- 
dades consiguientes; asímismo las huellas 
de sangre que quedaron en dicha casa 
para la vega del río Samalá, donde fueron 
encontrados otros objetos, que también 


arrojan indicio sobre el asunto, aparecien- 
do cortada recientemente la yerba, indu- 
dablemente para destruir las demás hue- 
llas que hubiesen quedado. De todo esto 
se desprende, que después de haberse co. 
metido el crimen, el cadáver fué arrojado 
al río Samalá, donde fué encontrado por 
la autoridad y no de la manera que ase- 
gura Remigio Hidalgo, que tuvo verifica- 
tivo. hb) Haberse comprobado con las in- 
dagatorias de los demás reos, aun con la 
del mismo procesado, que la tarde de au- 
tos, fué al encuentro de los Hidalgo, quie- 
nes venían en el camino acompañados de 
Hermógenes Avila, llevando éste en su ca. 
ballo a Rosalía Hidalgo, concubina de Ló- 
pez, por el cual López se disgustó, hasta el 
extremo de asegurar Clara Velásquez, que 
para no presenciar algo grave entre López 
y Avila se adelantó con Lisandro Hidalgo; 
el reo asegura que el disgusto fué con su 
concubina porque venía tomada de licor. 
c) Estar probado en autos con la propia 
indagatoria del procesado y demás decla- 
raciones, que ya no se separó de los demás 
sindicados, estando todo el tiempo juntos, 
yendo después a la casa de Domingo de 
León a velar el cadáver de Everilda Enrí- 
quez, quien había fallecido ese día, regre- 
sando también todos juntos a horas avan- 
zadas de la noche. d) Haber dicho los reos 
que llegaron a una hora muy temprana 
a la referida casa, entre siete y ocho de 
la noche, y estar establecido con varias 
declaraciones, que no llegaron sino hasta 
las once u once y media. e) Haberse en- 
contrado en la casa de los reos las armas 
ocultas juntamente con los objetos perte- 
necientes al occiso, un machete de pro- 
piedad del procesado. f) Las continuas 
contradiciones de los reos sobre hechos 
esenciales, de donde se deduce que siem- 
pre trataban de ocultar la verdad, y g) La 
confesión del reo Remigio Hidalgo, la cual 
no hizo prueba en toda su extensión le- 
gal, pero sí se infiere de ella que los reos 
fueron los autores del hecho que se pes- 
quisa. 

La Sala 4a. de la Corte de Apelaciones, 
al dictar la sentencia ejecutoria originan. 
te del recurso extraordinario que se exa- 
mina, confirma en todas sus partes la de 
Primera Instancia. 

Y, como la vista se verificó en la fe- 
cha señalada para el efecto, es el caso de 
resolver lo que proceda en derecho. 


CONSIDERANDO: Que en el caso que 
se examina, bajo ningún concepto puede 
estimarse que la Sala 4a. de la Corte de 
Apelaciones haya violado el inciso 1o. del 


GACETA DE LOS TRIBUNALES «+ 181 


Artículo 676 del Código de Procedimientos 
Penales al dictar el fallo de que se ha 
hecho referencia; por la sencilla razón de 
que la indicada ley, es un principio regu- 
lador del recurso extraordinario de casa- 
ción. Y, siendo así, está fuera de toda 
duda que el procepto legal aludido sólo 
puede surtir sus efectos jurídicos en el 
Tribunal de Casación, mas no en los de 
Instancia. 


Y, como el recurrente se concretó con 
exclusividad a señalar como infringido 
por el Tribunal de 20. Grado el inciso lo. 
del Artículo 676, y ninguna otra dispo- 
sición legal, es el caso de desestimar el 
recurso que se tiene a la vista. 


POR TANTO: El Tribunal de Casación, 
con apoyo en la ley citada y en lo que 
disponen los artículos 686 y 690 P. P., así 
lo declara, y, condena al recurrente a su 
sufrir quince días de arresto conmutables 
a razón de diez centavos diarios. 


Notifíquese y devuélvanse los autos. 


J. M. Reina Andrade. -- Federico O. Sa. 
lazar. — Carlos Castellanos R. — Alberto 
Argueta S. — José Serrano Muñoz. — Ante 
mí, Juan Fernández C., Secretario. 


CRIMINAL 


Corte Suprema de Justicia, Guatemala, 
tres de Abril de mil novecientos treinta 
y cuatro. 


En casación, se examina la sentencia 
proferida por la Sala 6a. de la Corte de 
Apelaciones en el proceso que por los de- 
litos de allanamiento de morada y doble 
robo y lesiones, se instruyera contra Emi- 
lio Pérez. 


e RA 


Dos son los procesos que se siguieran 
contra el enjuiciado: uno por lesiones in- 
feridas a Julián Urizar, y otro en que le 
aparecen como co-reos: Francisco y José 
Pérez, Mariano Urizar, Gaspar y Tomás 
Sen, por robo y lesiones cometidos con- 
tra Artenio García. El Tribunal Militar 
del Quiché, dictó sentencia absolutoria de 
la instancia en favor de Emilio Pérez Ro. 
sales, dejando abierto el procedimiento 
contra Julián Urizar por corrupción de 
menores. 


ES 


La Sala jurisdicional aprueba la sen- 
tencia consultada, a excepción de la parte 
en qu absuelve a Pérez Rosales de la ins- 
tancia con respecto al delito de lesiones 
cometido contra Julián Urizar y deja abier- 
to el procedimiento contra éste, “la cual 
imprueba y resolviendo declara que el 
mencionado Emilio Pérez es autor del de- 
lito de lesiones graves por el cual le im- 
pone la pena de cinco años de prisión co. 
reccional, que con abono de la sufrida 
desde el auto de bien preso purgará en la 
Penitenciaría Central, pudiendo conmu- 
tarla en sus dos terceras partes a razón 


_de diez centavos de quetzal diarios; lo 


obliga al pago de las responsabilidades ci- 
viles derivadas del delito, y al del papel 
empleado en su causa, por no constar que 
sea pobre en el sentido legal; lo suspende 
en el goce de sus derechos políticos du- 
rante la condena; y que no debe dejarse 
abierto el procedimiento contra Julián 
Urizar; la ENMIENDA en el sentido de que 
la absolución por el delito de robo a Ju- 
lián Urizar es ilimitada y la ADICIONA 
en el de que debe dejarse abierto el pro- 
cedimiento en cuanto del anterior consi. 
derando y deben reiterarse las órdenes de 
captura de las personas en él mencio- 
nadas”, 


Considera la Sala que en contra del 
reo aparecen probados los hechos siguien- 
tes: a) sindicación del ofendido Julián 
Urizar, en cuanto a las lesiones que le 
causó con una daga; b) haber desapare- 
cido a raíz del suceso, sin habérsele po- 
dido encontrar sino hasta cinco meses 
después; c) no haber visitado al ofendido 
no obstante que era su tío, porque éste 
decía que aquél había sido autor del de- 
lito; d) haberle encontrado a la medida 
de su cabeza el sombrero recogido en el 
lugar del suceso; e) haber reconocido co- 
mo suya la daga que le fué encontrada, 
diciendo que su tío, el herido, se la había 
regalado; f) no haber probado la coarta- 
da que propuso, pues la mayor parte de los 
testigos se produjeron en contra; g) ha- 
ber estado en compañía del repetido Uri- 
zar en el velorio de Pedro Macario según 
declararon los dos familiares del muerto: 
todos estos hechos unidos a la semiplena 
prueba que produce la declaración de la 
testigo presencial Josefina Urizar, dedu- 
ce la delincuencia del procesado en lo que 
respecta a las lesiones graves que sufrió 
Julián Urizar; que con respecto al delito 
de robo de una cartera y dinero al mismo 
Urizar no hay más prueba que la sindica.. 


b 
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ción del ofendido; que en lo relativo a 
los otros hechos por los que le acusó Ar- 
temio García, tampoco hay plena prueba 
por lo que estima procedente absolverlo, 
aunque únicamente de la instancia, por 
ser mayor de tres años la pena corres- 
pondiente a los indicados delitos y haber 
posibilidad de que la prueba se mejore; 
y, por último que el delito de Zoila Urizar. 
y de Ester Marroquín, ofendidas, no pue- 
den servir de base para dejar abierto el 
procedimiento contra Julián Urizar para 
averiguar si incurrió en los delitos de co- 
rrupción de menores y tentativa de vio- 
lación; pero en cambio sí hay mérito para 
dejar abierto el procedimiento contra los 
otros sindicados como autores de allana. 
miento, robo y lesiones denunciados por 
Artemio García, que son José y Francisco 
Pérez, Mariano Urizar, Gaspar y Tomás 
Sen, contra quienes deben reiterarse las 
órdenes de captura. 


— MI — 


El reo, con auxilio del abogado don Vir- 
gilio Alvarez Castro, introdujo el presente 
recurso de casación en que denuncia co- 
mo violados los artículos 186, 199, 200, 201, 
206 y 207 del Código Militar Segunda Par- 
te, afirmando además que en los autos no 
aparece la plena prueba requerida por la 
ley para dictar fallo condenatorio, pues 
las únicas personas que declararon en su 
contra, a excepción de sus acusadores, son 
Josefina Urizar y Ana Cuin, refiriéndose 
cada a una a hechos distintos; así como 
que no existe ninguna presunción huma- 
na ni legal que induzca al juzgador a 
creer que el recurrente sea responsable de 
los hechos pesquisados, siendo por todo 
ello por lo que estima que la sentencia 
de la Sala es injusta. 


CONSIDERANDO: la parte condenato- 
ria de la sentencia de segundo grado, se 
funda en la prueba indirecta de presun. 
ciones que suministran los hechos debi- 
damente establecidos que se dejan men- 
cionados; esta circunstancia sería sufi- 
ciente para desestimar el recurso porque la 
apreciación de presunciones es potestativa 
de los tribunales de instancia, a no ser 
porque también sólo citan leyes conteni- 
das en el Código Militar segunda parte, 
las cuales no pudieron ser violadas en 
ninguna manera porque el Tribunal no 
pudo haber fundado en ellas su fallo, ya 
que las leyes aplicables en el presente ca- 
so son precisamente las mencionadas por 
la Sala, pues los hechos imputados al reo 


constituyen delitos del orden común; 
siendo éstas las razones que impiden en. 
trar al estudio de los artículos que se de- 
nuncian como violados. 


POR TANTO: El Tribunal de Casación 
con apoyo en los artículos 601, 686 y 690 
Prs. Pns. DESESTIMA el recurso inter- 
puesto y condena al reo a la pena adi- 
cional de quince días de prisión simple, 
conmutables a diez centavos diarios. 


Notifíquese y con certificación, devuél- 
vanse los autos a donde corresponde. 


J. M. Feina Andrade. — Federico O. Sa- 
lazar. — Carlos Castellanos R. — Alberto 
Argueta S. — José Serrano Muñoz. — Ante 
mí, Juan Fernández C., Secretario. 


CRIMINAL 


Corte Suprema de Justicia, Guatemala, 
tres de Abril de mil novecientos treinta 
y cuatro. 


Visto en casación el auto proferido por 
la Sala 4a. de la Corte de Apelaciones el 
quince de noviembre del año próximo pa. 
sado, en que confirma el sobreseimiento 
definitivo decretado por el Juez de la. . 
Instancia de Retalhuleu en el proceso que 
se inició contra Tomás Smith por hurto 
de semovientes. 


RESULTA: Que José Luis L. Sánchez se 
presentó al Juzgado de la. Instancia de 
Retalhuleu, el diez y seis de octubre an- 
terior, con auxilio del abogado don Jorge 
Bocanegra Fuentes, y en concepto de apo- 
derado de don Juan Drumond, manifes- 
tando que el día anterior se dió cuenta de 
que de la finca “Buenos Aires”, de su po- 
derdante, ubicada en aquel departamento 
sacaban el ganado y lo conducían en uno 
de los carros del ferrocarril; trató de re- 
tener el carro y lo logró mediante la inter- 
vención del Comisario de Policía de Cu- 
yotenango, departamento de Suchitepéquez 
en donde había quedado el ganado a la 
intemperie y muriéndose por falta de cui- 
dado. Pidió la instrucción del sumario y 
el depósito de los semovientes, constitu- 
yéndose formal acusador de las personas 
responsables. Al ratificar la querella agre- 
gó que se constituía acusador de Tomás 
Smith padre, porque éste fué el remitente 
del ganado; y que además, ya con ante- 
rioridad venía dicho señor vendiendo ani. 


id 


males de la finca y trasladando otra par- 
te a los potreros de la finca “Agrícola”, 
colindante con “Buenos Aires”, 


Después de seguida la averiguación y 
de haberse comprobado el derecho que 
asistía al acusado para disponer del ga- 
nado en la forma en que lo hizo, el Tri- 
bunal de la. Instancia resolvió el veinti- 
trés de octubre siguiente, mandando so- 
breseer definitivamente, por no ser cons. 
titutivo de delito los hechos denunciados. 


Apelado el auto pasó el asunto al cono- 
cimiento de la Sala jurisdiccional, la que 
el quince de noviembre del mismo año pa- 
sado confirmó la resolución anterior. 


Con tal motivo, el señor Drumond in- 
trodujo el presente recurso de casación 
por quebrantamiento de procedimiento y 
por violación de ley. Funda el primero en 
que, según dice, no fueron atendidos los 
pedimientos de su representante señor 
Sánchez, para constatar y evidenciar to- 
dos y cada uno de los detalles de cómo 
procedió el señor Smith, quien dejó vacía 
de semovientes la finca “Buenos Aires””. 
Que se quebrantó el procedimiento no só- 
lo por no haberse depurado la pesquisa 
sino por haberse negado expresamente a 
darle curso a muchas solicitudes de su 
apoderado tendientes al esclarecimiento de 
los hechos conforme a los artículos 1o., 
20., 30., 13, 14, 46, 239 y 259 de Prs. Pns. 
y también se violaron los mismos artícu. 
los lo. y 3o., citados y el 512 de Prs. Pns.; 
y además porque el Juez para resolver la 
solicitud del apoderado de Smith, debió 
haberla tramitado con las formalidades 
expresadas en los artículos 520, 521 y 522 
de Prs. Pns., por ser artículo de previo y 
especial pronunciamiento del promovido 
por aquél; que asímismo fueron violados 
los artículos 566 y 567 primera parte de 
Prs. Pns. porque de manera prematura ca- 
lificó el Juez que el acusador no tenía 
medios de prueba. 


En autos obran los documentos siguien- 
tes: 


a) protocolización a diez y ocho de oc- 
tubre de mil novecientos treinta y tres 
por el Notario Antonio Cruz, de una car- 
ta de venta de veintitrés de agosto an- 
terior, en que consta que Tomás Jefferson 
Smith vendió a George Wallace, por el pre- 
cio de cuatro mil quetzales, quinientas 
(500) cabezas de ganado vacuno, marca- 
dos con el fierro de la hacienda “Buenos 
Aires”; 
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b) testimonio de la escritura pública 
celebrada en esta ciudad el diez y siete de 
agosto de mil novecientos veintisiete, en- 
tre Drumond y Smith, por medio de la 
cual el segundo se comprometió a prestar 
sus servicios al primero, como adminis- 
trador de la finca Buenos Aires por el tér- 
mino de cinco años, recibiendo en pago 
la mitad de los semovientes nacidos des- 
de el día en que tomara posesión de su 
cargo; 


c) acta notarial levantada por el No. 
tario Ernesto Viteri en que hace constar 
que en las diligencias judiciales de posi- 
ciones que Smith articuló a Drumond an- 
te el Juzgado 3o. de la. Instancia, se en- 
cuentra el acta de cinco de agosto de mil 
novecientos treinta y tres en que consta 
el reconocimiento que Drumond hizo de 
su firma puesta en una carta que dirigió 
a Smith el veintidós de diciembre de mil 
novecientos treinta, a la hacienda “Bue- 
nos Aires”, que en lo conducente dice: 
“Queda usted autorizado para disponer de 
suficiente ganado para pagar las planillas 
de esa hacienda”. 


CONSIDERANDO: El recurso de casa- 
ción por quebrantamiento de forma úni. 
camente procede en los casos que señala 
taxativamente el artículo 677 de Prs. Pns. 
y como el que se examina no se encuen- 
tra comprendido en ninguno de ellos, re- 
sulta inadmisible el recurso por tal mo- 
tivo. 


En cuanto a que el Juez debió haber 
sujetado sus procedimientos a los artícu- 
los 520, 521 y 522 de Prs. Pns. para resol- 
ver en cuanto a la suspensión del proceso, 
no es cierto, pues éste no llegó al estado 
de plenario que es el que se necesita para 
que aquellas disposiciones tengan aplica. 
ción. 


CONSIDERANDO: El Juez ajustó su pro- 
cedimiento a lo dispuesto en los artículos 
lo., 30., 239 y 259 de Prs. Pns. y basado en 
ellos y de lo que disponen los artículos 
512, 513 de Prs. Pns. y 80. Dto. 1728, de- 
cretó el sobreseimiento definitivo, de ma- 
nera que en vez de violarlos les dió efec- 
tivo cumplimiento, no pudiendo apreciar- 
se tampoco violación alguna de los artícu. 
los 20., 13, 14, 46, 566 y 567 de Prs. Pns., 
citados por el recurrente, pues estando 
plenamente establecido con las diligencias 
verificadas y los instrumentos públicos 


acompañados el derecho con que proce- 


día el acusado, estaba obligado el Juez a 
suspender sus procedimientos so pena de 
incurrir en responsabilidad. 


ñ 
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POR TANTO: El Tribunal de Casación, 
con apoyo además en los artículos 686 y 
690 Prs. Pns. DESESTIMA el recurso in- 
terpuesto y condena el recurrente a la 
pena de quince días de prisión simple con- 
mutable a cincuenta centavos diarios. 


Notifíquese y con certificación, devuél- 
vanse los antecedentes a donde corres- 


ponde . e 
J. M. Reina Andrade. — Federico O. Sa. 
lazar. — Carlos Castellanos R. — Alberto 


Argueta S. — José Serrano Muñoz. — Ante 
mí, Juan Fernández C., Secretario. 


CRIMINAL 


Corte Suprema de Justicia, Guatemala, 
doce de Mayo de mil novecientos treinta 
y cuatro. 


Vistos para resolver la aclaración y am- 
pliación de la sentencia de esta Corte, 
fecha diez y seis de febrero último, pro- 
puestas por Juan Drumond en el proceso 
que se siguió contra Tomás Jefferson 
Smith, por el delito de hurto de semo- 
vientes. 


El solicitante alega que el sobreseimien- 
to en caso de proceder, debe dictarse con 
carácter provisional, porque entre él y su 
acusado se ventila un juicio de rendición 
de cuentas y si llegare a establecerse que 
la administración de Smith ha sido frau- 
dulenta, ya no podría deducir las respon. 
sabilidades consiguientes por la resolución 
ejecutoria dictada en el procedimiento. 


CONSIDERANDO: Que el sobreseimien- 
to decretado por el Juez y aprobado por 
la Sala es relativo al delito de hurto de 
semovientes y dicho sobreseimiento de 
ninguna manera puede entorpecer cual- 
quiera otra acción criminal que proceda 
enderezar contra el acusado por otros he- 
chos delictuosos que le resulten, y en esa 
virtud el fundamento de la aclaración y 
ampliación pedida es improcedente; que 
por otra parte la resolución dictada es cla- 
ra y concreta, la parte resolutiva no es 
obscura ni ambigua ni contradictoria; así. 
mismo no se omitió resolver ningún punto 


“controvertido en juicio ni se omitió nin- 


guna declaración procedente en derecho; 


POR TANTO: el Tribunal de Casación, 
con apoyo en los artículos 648, 649 y 650 de 
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Prs. Pns. declara sin lugar la incidencia 
propuesta. 


Notifíquese y como está mandado, de- 
vuélvanse los autos. 


Reina Andrade. — Salazar. — Castella- 
nos R. — Argueta S. — Serrano Muñoz. — 
Juan Fernández C., Secretario. * 


CRIMINAL 


Corte Suprema de Justicia, Guatemala, 
cinco de Abril de mil novecientos treinta 
y cuatro. 


En casación, se examina la sentencia 
proferida por la Sala 4a. de la Corte de 
Apelaciones, en la causa que por el delito 
de estupro, se instruyera contra Benvenuto 
López Vargas. 


LN 


Estudiando los autos se comprueba: que 
María Lorenzo como madre de la menor 
Norberta Baltazar, se presentó ante el Juez 
de Paz de San Martín Zapotitlán, acusan- 
do a Benvenuto López de haber violado a 
su mencionada hija, la que habiendo que- 
dado en estado interesante a consecuencia 
de tal acto, había dado a luz a un niño; 
la ofendida en su examen corroboró lo ex. 
puesto por su madre. Indagado el reo 
confesó haber tenido acceso carnal con la 
ofendida, pero que había sido con la vo- 
luntad y anuencia de ésta; y que reco- 
nocía como suyo al hijo de la Baltazar; 
careados ofendido y ofensor no se pusie- 
ron de acuerdo en cuanto a la voluntarie- 
dad de los actos, pero sí en que habían si- 
do como diez las veces en que tuvieron có- 
pula carnal (ayuntamiento). 

El Juez de la. Instancia de Retalhuleu, 
finalizó el proceso dictando sentencia ab. 
solutoria, de cuya resolución apeló la acu- 
sadora, y la Sala jurisdicional, confirmó 
el fallo. 


o, y 


Contra la aprobación que se deja men- 
cionada, interpuso recurso de casación, el 
Fiscal de dicha Sala, Licenciado Oscar Ze- 
ceña, citando como infringidos los artícu- 
los 259 y 609 Cod. Prs. Pns. y 326 del Có- 
digo Penal. 

Previa tramitación legal y señalamiento 
de día para la vista, es el caso de resolver 
lo que en derecho corresponda. 
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CONSIDERANDO: Que la ley penal al 
referirse al estupro prevee y sanciona co.. 
mo tal: a) el de una doncella mayor de 
doce años y menor de veintiuno, cometido 
por autoridad pública, sacerdote, criado, 
doméstico, tutor, maestro o encargado por 
cualquier título de la educación o guarda 
de la estuprada; y cuando se trata de una 
hermana o descendiente, aunque fuere 
mayor de veintiún años; y b) el cometido 
por cualquiera otra persona con una mu- 
jer mayor de doce años y menor de vein- 
tiuno interviniendo engaño. 


El primer caso requiere límite de la edad 
doncellez y calidad y el segundo límite de 
edad y aunque no haya doncellez, que in- 
tervenga engaño. 


Analizando el delito investigado dentro 
del precepto legal, se llega a la conclusión, 
que el sindicado Benvenuto López Vargas 
es culpable del delito de estupro cometido 
en la persona de Norberta Baltazar como 
él mismo lo confiesa, quien hizo promesa 
de matrimonio, sin haberse demostrado lo 
contrario por el reo; causa eficiente, en 
la mayoría de los casos, del consentimien- 
to que presta la mujer solicitada para el 
concúbito. 


En tal virtud, la Sala sentenciadora al 
resolver como lo hizo, violó la disposición 
legal contenida en el artículo 326 dei Có- 
digo Penal en su párrafo 3o., que es una 
de las que cita el recurrente, por lo que 
la casación procede. Artos. 676 y 687 Prs. 
Pns. 


CONSIDERANDO: que la pena que co. 
rresponde al reo es la de un año de arres- 
to mayor, pero existiendo a su favor la 
circunstancia atenuante de su confesión, 
dicha pena debe quedar reducida a ocho 
meses de la misma clase de pena, artícu- 
los 21 inciso 10 y 326 Código Penal. 


POR TANTO: la Corte Suprema de Jus- 
ticia, de acuerdo con la ley citada y lo 
dispuesto en los artículos 11, 27, 33, 44, 58, 
63, 66, 94, 95 y 99 Código Penal; 201, 729, 
732 y 735 Prs. Pns.; 2 Dto. 1366, 2 y 4 Dto. 
1740; 22 Dto. 1728, CASA Y ANULA la sen- 
tencia proferida y resolviendo sobre lo 
principal, declara: 10.—Que Benvenuto Ló. 
pez Vargas es autor del delito de estupro, 
mediante engaño en la persona de Nor- 
berta Baltazar, por cuya infracción le im- 
pone la pena de un año de arresto mayor 
rebajada en una tercera parte por la cir- 
cunstancia atenuante de su confesión; 
20.—Le permite conmutar la totalidad de 
la pena a razón de diez centavos de quet- 


zal por dia; 30.—Le suspende en el ejer- 
cicio de sus derechos políticos durante el 
tiempo de la condena; 40.—Lo deja afecto 
al pago de las responsabilidades civiles 
provenientes del delito; 50.— Lo exone- 
ra de reponer el papel empleado en la 
causa por constar que es pobre en el sen- 
tido legal. 


Notifíquese y con certificación de lo re- 
suelto, devuélvanse los antecedentes al tri- 
bunal de su origen. 


J. M. Reina Andrade. — Federico O. Sa- 
lazar. — Carlos Castellanos R. — Alberto 
Argueta S. — José Serrano Muñoz. — Ante 
mí, Juan Fernández C., Secretario. 


CRIMINAL 


Corte Suprema de Justicia, Guatemala, 
cinco de Abril de mil novecientos treinta 
y cuatro. 


En casación se examina la sentencia pro- 
ferida por la Sala la. de la Corte de Ape. 
laciones, en la causa que por el delito de 
homicidio ejecutado por imprudencia te- 
meraria, se instruyó contra Manuel Ro- 
dríguez Hernández. 


Sos ap 


Del estudio de los autos se establece: que 
el veintidós de Abril de mil novecientos 
treinta, murió súbitamente el niño Gus- 
tavo Calderón, debido a que en el momen- 
to que caía al tropezar en unos rieles que 
se encontraban en la Ladrillería Nacional, 
le pasó sobre la cabeza una rueda de la 
carreta tirada por bueyes que estaban al 
cuidado del reo Rodríguez Hernández, 
quien venía un poco atrás de la carreta, 
como a seis pasos de distancia. Del mo. 
mento en que ocurrió el hecho no hubo 
más que dos testigos presenciales: los me- 
nore5 Rodrigo Ibáñez y Juan Alvarez; ha- 
biéndose examinado también a María Me- 
jía, Ricardo Ibáñez, Pedro Muñoz, Anto- 
nio Calderón, Manuel Echeverría y Carlos 
Rivera Paz, quienes declararon acerca de 
actos posteriores a la realización del he. 
cho. Agregados a los autos se encuentran 
la certificación del fallecimiento y el in- 
forme médico-legal, en que consta que 
“Gustavo Calderón sufrió un machaca- 
miento de cráneo que le produjo la muer- 
te instantánea por atrición cerebral, he. 
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morragia intra-craneal y fractura de la 
base del cráneo”. Rodríguez Hernández 
confesó el hecho, estimando que se debió 
a descuido por parte de la madre de Cal- 
derón. En el término probatorio se prac- 
ticó otra inspección ocular, en la cual es- 
tuvieron presentes además del reo, Ricar. 
do y Rodrigo Ibáñez, quienes indicaron 
que Calderón había salido de su casa has- 
ta llegar a colocarse sobre la rueda dere- 
cha de la carreta, asustando indudable- 
mente a los bueyes, que caminaron, arro- 
llando en ese momento al niño. El Juez 
60. de la. Instancia, dió fin a la causa ab. 
solviendo al procesado. 


ES y A 


La Sala la. de Apelaciones revocó la 
sentencia que se deja mencionada, basán- 
dose en las siguientes consideraciones: 

a) la confesión del enjuiciado, y las de- 
claraciones de Juan Alvarez y Rodrigo 
Ibáñez, que si bien no forman plena prue- 
ba, sí constituyen una presunción grave; y 

b) lo establecido con las declaraciones 
de Antonio Calderón y Manuel Echeverría, 
de haberse puesto en precipitada fuga el 
procesado, con lo que se prueba plena- 
mente que el hecho se originó por haber 
abandonado Manuel Rodríguez Hernández 
la carreta que guiaba, cometiendo con ello 
una imprudencia grave y una infracción 
al Reglamento de Tráfico, y cuyas conse. 
cuencias son constitutivas de un hecho 
que a mediar malicia sería constitutivo de 
homicidio. 


— Im — 


El reo, con auxilio del abogado Alejan- 
dro Ch. Suazo, introdujo recurso de casa- 
ción, denunciando como infringidos los 
artículos 566, 568, 572, 573, 574, 589, 593, 
595, 596, 599, 570 incisos lo. y 4o., 587, 595, 
97 y 601 Cód. Prs. Pns. y 15 y 20 del Có- 
digo Penal. 

Previo los trámites de ley y señalado 
día para la vista, es el caso de resolver 
lo que en derecho corresponde. 


CONSIDERANDO: que los delitos se co. 
meten por imprudencia temeraria, cuando 
hay en el sujeto sindicado como culpable 
de una acción que es determinante del 
daño, falta de cautela, cuidado, negli- 
gencia o abandono de la vigilancia y de la 
precaución que deben ponerse en la rea- 
lización de un acto que pueda tener con- 
secuencias dañosas, evitables con aquel 


186 GACETA DE LÓS TRIBUNALES 


cuidado, pues cuando el autor conoció, 
previó y quiso la consecuencia antisocial 
de su acto, el hecho es doloso. 

En el caso de autos está plenamente es- 
tablecido, que Manuel Rodríguez es res- 
ponsable de la muerte del niño Gustavo 
Calderón, toda vez, que si bien no hubo 
voluntariedad en el resultado, por no ha. 
ber querido el fin antijurídico, sí la hubo 
en la acción por falta de cuidado y de di- 
ligencia debidos, según la prueba directa 
e indirecta que arroja el proceso y que 
relaciona la Sala sentenciadora; en con- 
secuencia el Tribunal de segundo grado 
no infringió las disposiciones legales con- 
tenidas en los artículos 566, 568, 572, 573, 
574, 589, 593, 595, 596, 599, 570 incisos 1o., 
y 4o0., 587, 597 y 601 Prs. Pns.; 15 y 20 Có- 
digo Penal; los de Procedimientos Pena- 
les por haber sido rectamente aplicados 
dada la existencia del delito y la culpabili- 
lidad de Rodríguez; y los del Código Pe- 
nal por no ser aplicables. 


POR TANTO: La Corte Suprema de Jus- 
ticia, de acuerdo con lo preceptuado por 
los artículos 676, 684, 686 y 690 Prs. Pns., 
22 Dto. 1728, DESESTIMA el recurso in- 
terpuesto y condena al recurrente a quin- 
ce días de prisión simple conmutables a 
razón de diez centavos de quetzal diarios. 

Notifíquese y con certificación de lo re- 
suelto, devuélvanse los antecedentes a 
donde corresponde. 


J. M. Reina Andrade. — Federico O. Sa. 
lazar. — Carlos Castellanos R. — Alberto 
Argueta S. — José Serrano Muñoz. — Ante 
mi, Juan Fernández C., (Secretario). 


CRIMINAL 


Corte Suprema de Justicia, Guatemala, 
cinco de Abril de mil novecientos treinta 
y Cuatro. 


Vista por recurso extraordinario de ca- 
sación y con sus respectivos antecedentes, 
la sentencia proferida en segunda Instan- 
cia con motivo del proceso instruído con- 
tra Humberto Méndez Escobar por los de- 
litos de atentado y lesiones. 


La causa fué iniciada en el Juzgado Mu- 
nicipal de Joyabaj, a las veinticuatro ho. 
ras y cuarenta y cinco minutos del veinti- 
cinco d mayo de mil novecientos treinta 
El sargento Cupertino Argueta, soldado Je- 
sús Recinos, Mayor de alguaciles Gregorio 
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Barrera Teu, José Miguel Santizo, Lauro 
Argueta, Leopoldo Valdés, Agustín Lucas, 
Miguel Ralios Riquin, Gabriel Castro Toll, 
Diego Sión Ajsantacruz, Pedro Pérez Clis 
y Domingo Mendoza Millet dormían en el 
corredor de la Comandancia Local de aquel 
poblado, cuando Humberto Méndez Escobar 
llegó a dispararle al Sargento cinco bala- 
zos, uno de los cuales le causó a Mendoza 
Millet una lesión en el dedo pulgar de la 
mano derecha, que tardó en curarse quin- 
ce días. Proseguida la averiguación, el Juez 


de la. Instancia del Quinché puso fin al . 


proceso absolviendo a Méndez Escobar de 
los cargos de atentado y lesiones. 


La Sala 6a. de la Corte de Apelaciones, 
con fecha dieciocho de enero retropróxi- 
mo, desaprobó la sentencia que acaba de 
mencionarse, resolviendo que Humberto 
Méndez Escobar es autor de los delitos de 
atentado y lesiones, y le impuso por el 
primer hecho delictuoso, la pena de “ocho 
años” de prisión correccional, que con abo. 
no de la sufrida purgará en la penitencia- 
ría del centro; y por el segundo, la de 
seis meses de arresto mayor, que con abo- 
no del tiempo padecido extinguirá en la 
cárcel departamental; le permite conmu- 
tar la primera, en sus dos terceras partes 
a razón de diez centavos de quetzal dia- 
rios; y, la segunda en su totalidad, en la 
misma proporción; lo suspende en el ejer- 
cicio de sus derechos políticos durante la 
condena; lo obliga al pago de las respon. 
sabilidades civiles derivadas del delito; le 
condena al pago del papel empleado en la 
causa; y deja abierto el procedimiento 
contra las personas que se mencionan en 
el último “considerando” de su sentencia 


La Sala considera: que contra Humber- 
to Méndez Escobar se encuentran los in- 
dicios que siguen: a).haber desaparecido 
del lugar donde tuvo verificativo el delito 
por el cual se le procesó, a raíz de 'este, 
sin que se haya logrado su captura a pe- 
sar de haberse dictado las órdenes respec- 
tivas; b) no haber probado en dónde com- 
pró sus boletos de caminos y de ornato, 
y, dónde pasó lista de milicianos durante 
el tiempo que estuvo fugo; c) sindicación 
de Cupertino Argueta; d) haber propuesto 
para probar la coartada, el testimonio de 
Francisco, Rafael y “Gilberto” Gómez, 
quienes declararon que dicho reo estuvo 
en un baile que con motivo del cumplea. 
ños de Clara, hija del primero y hermana 
de los otros, se celebró el veinticuatro de 
Mayo de mil novecientos treinta, y, haber- 
se probado plenamente con la certificación 
de la partida de nacimiento de la mencio- 


E: a . 
A A A 


187 


nada Clara, que ésta cumple años el vein- 
tidós de Agosto; e) Haberse presentado 
por medio de apoderado casi al año de 
haberse cometido el delito, y, haberse pre- 
sentado voluntariamente después de ha- 
bérsele denegado su solicitud de que se 
levantaran las órdenes de captura dicta. 
das en su contra; y f) la declaración de 
Alfredo Girón hijo, quien expuso que la 
noche de autos se encontraba en Joyabaj 
el repetido reo. Que la pena que debe apli- 
cársele no obstante ser el mismo hecho 
que ejecutó constitutivo de dos delitos, es 
la de “dos” años de prisión correccional 
por el de atentado, y, por el de lesiones 
la de seis meses de arresto mayor, con 
fundamento en el informe del empírico 
Agustín Lucas, por ser más favorable a 
dicho reo, la aplicación de las menciona- 
das penas separadamente. Que existe 
mérito suficiente para dejar abierto el 
procedimiento con el objeto de averiguar 
si Francisco, Rafael y Filiberto Gómez, in- 
currieron en el delito de falso testimonio * 
al prestar sus referidas declaraciones, de- 
biéndose certificar lo conducente. 


Contra este último pronunciamiento, 
Francisco Méndez, apoderado del reo, con 
auxilio del Licenciado don Juan Tomás 
Delgadillo, introdujo el recurso de casación 
denunciando como violados los Artículos 
12, 65, 66, 67, 76, 80, 141, 149 y 150 del Có- 
digo Penal; 259, 566, 568, 571, 572, 573, 586. 
593, 595, 596, 597, 600 y 601 del Código de 
Procedimientos Penales. 


CONSIDERANDO: No está probado que 
Cupertino Argueta sea agente de la auto. 
ridad ni que se haya verificado el acome- 
timiento a que dicho sujeto alude, pues 
ninguna de las personas que se encontra- 
ban con él cuando acaeció el hecho, se 
dieron cuenta de la agresión; y si bien es 
verdad, que José María Santizo afirmó 
haber presenciado que un joven alto y del- 
gado desenfundó su revólver y alumbrán- 
dose con una linterna le disparó cinco ba- 
lazos a Cupertino, después que éste le ha. 
bía pegado con un machete, también lo 
es, que Santizo no pudo reconocer en rue- 
da de presos al mencionado individuo. En 
consecuencia al estimar la Sala senten- 
ciadora que existe atentado, y haber im- 
puesto pena por este delito a Humberto 
Méndez Escobar, infringió el Artículo 141 
del Código Penal. 


CONSIDERANDO: Respecto a la lesión 
que sufrió Domingo Mendoza Millet, exis- 
te prueba de que el enjuiciado se la infi- 
rió, ya que obran en el proceso las decla. 
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raciones de Cupertino Argueta y Alfredo 
Girón; el primero, que afirma haber vis- 
to cuando el reo hacía los disparos, y, el 
segundo, manifiesta que la noche de au- 
tos, estuvo conversando con Méndez Esco- 
bar, en el corredor de la cocina del te- 
légrafo; a los pocos momentos de haberse 
marchado Humberto sonaron los disparos, 
y a esa hora, y, en el lugar donde antes 
se encontraban no había persona alguna; 
a lo expuesto debe agregarse, que dicho 
sujeto a raíz del suceso, sin motivo jus- 
tificado para ello, se ausentó de Joyabaj. 
y, antes de presentarse al Juez de la. Ins. 
tancia del Quiché, por medio de apodera- 
do, procuró que fueran retiradas las ór- 
denes de captura vigentes, pidiendo que se 
tomara declaración a Francisco Gómez, Fi- 
liberto y Rafael Gómez Molina para pro- 
bar la coartada, la cual no debe estimarse 
establecida, por que estos testigos no son 
verídicos al afirmar que el festival, cele- 
brado en casa de la primera de las perso. 
nas que acaban de mencionarse, era para 
agasajar a Clara Molina, quien cumplió 
años le veinticuatro de Mayo; aseveración 
que está desvirtuada, ya que la señorita 
Molina, hija adoptiva de Gómez Z., cumple 
años el veintidós de Agosto por haber na- 
cido en esta fecha el año de mil novecien- 
tos ocho, según consta en la certificación 
expedida por el encargado del Registro Ci- 
vil de Antigua Guatemala, que obra al fo- 
lio ciento veintidós del proceso, y, prueba 
de una manera plena, el referido hecho. 
No existiendo la causa que pudo dar ori. 
gen al baile, es evidente que éste no tuvo 
efecto, tanto más, si se toma en cuenta 
que los Gómez son los únicos que aseguran 
lo contrario, y extraña que Méndez Es- 
cobar no recuerde de quién era el cum- 
pleaños que se celebraba, y, afirma que 
fué el veinticinco de Mayo como a las 
veinticuatro horas y media cuando estuvo 
en la reunión; por consiguiente hay dis- 
paridad en lo que dicen los testigos de 
descargo con respecto a la fecha en que 
se verificó la fiesta y lo manifestado por 
el propio reo. 

Es verdad que el procesado se presentó al 
Juez de Instrucción de una manera vo- 
luntaria, pero lo hizo ya que la causa te- 
nía más de un año de haber sido iniciada. 


Establecida como se encuentra la culpa- 
bilidad de Méndez Escobar, y, que Domin- 
go Mendoza Millet tardó en curarse las 
lesiones que recibiera, el tiempo que se ex- 
presa en el informe respectivo, debe im- 
ponerse al enjuiciado la pena correspon- 
diente. 


POR TANTO: la Corte Suprema de Jus- 
ticia, con fundamento en lo estatuído por 
los artículos 27, 33, 63, 66, 67, 76, 94, 306 
inciso 20. del Código Penal; 20. del Decre- 
to Legislativo No. 1740; 259, 568, 687, 729, 
731 y 733 de Procedimientos Penales; y 233 
del Decreto Legislativo número 1928, de- 
clara: que ha lugar al recurso interpues- 
to, y, en consecuencia CASA Y ANULA la 
ejecutoria recurrida, y fallando resuelve: 
lo. Que Humberto Méndez Escobar es au- 
tor de las lesiones que sufrió Domingo 
Mendoza Millet y por este delito le impo- 
ne seis meses de arresto mayor, que con 
abono de la prisión sufrida deberá extin- 
guir en las cárceles del Departamento del 
Quiché; pena que le permite conmutar en 
su totalidad a razón de quince centavos 
de quetzal por cada día; le suspende en el 
ejercicio de sus derechos políticos duran- 
te la condena; lo deja afecto al pago de 
las responsabilidades civiles provenientes 
del hecho delictuoso; y lo condena a la 
reposición del papel empleado en la cau- 
sa: 20. Absuelve a Humberto Méndez Es- 
cobar del cargo que se le formuló por el 
delito de atentado; y 30. Manda testimo- 
niar lo conducente con el fin de que se in- 
vestigue si Francisco, Rafael y Filiberto 
Gómez ncurrieron en falso testimonio, 
y en su Caso, se proceda también contra 
la persona que los propuso como testigos. 


Notifíquese y con certificación de lo re- 
suelto devuélvanse los autos al Tribunal 
de su origen. 


J. M. Reina Andrade. — Federico O. Sa- 
lazar. — Carlos Castellanos R. — Alberto 
Argueta S. — José Serrano Muñoz. — Ante 
mi, Juan Fernández C., Secretario. 


CRIMINAL 


Corte Suprema de Justicia, Guatemala, 
cinco de Abril de mil novecientos treinta 
y cuatro. 


Con auxilio del Abogado Raúl Alarcón 
introdujo Jesús Herrera, procesado por el 
delito de homicidio, el recurso extraordi- 
nario de casación que se examina, el cual 
funda en que la Sala 5a. de la Corte de 
Apelaciones, al proferir su sentencia eje- 
cutoria fechada el primero de febrero úl- 
timo, violó los incisos 40. y 50. del Artícu- 
lo 21, así como los Artos. 76 y 79, todos 
del Código Penal. 
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-El hecho originante del proceso que se 
instruyó a Jesús Herrera Bardales, indivi- 
duo de sesenta y seis años de edad, es el 
que sigue: A las diecinueve horas del 
quince de julio de mil novecientos treinta 
y tres se hallaba Santiago Degrut en la 
esquina de la casa comercial “Thiemer y 
Compañía” ubicada en la población de 
Livingston y, al momento llegó Jesús He- 
rrera Bardales a conversar con él. Cuan- 
do ésto hacían pasó Enrique Trapp y se 
quedó con ellos; mas, pronto se suscitó 
una dificultad entre éste y Herrera, a con- 
secuencia de reclamos que ambos se ha- 
cian con relación a un proceso criminal 
que se instruía al citado Trapp en el Juz- 
gado Departamental de Izabal. Los áni- 
mos se fueron agriando, hasta el extremo 
de que Trapp hizo ademán de pegarle una 
bofetada a Herrera, a quien sólo le botó 
el sombrero; y este último señor, al incli- 
narse a recogerlo, sacó un arma blanca y 
cuando se paró le causó una lesión muy 
grave en el brazo a Trapp, que le seccionó 


totalmente la arteria humeral profunda, 


así como los vasos sanguíneos menores de 
dicha región, según el informe médico le- 
gal que obra en los autos. 


El hechor una vez cometido el delito hu- 
yó y Trap, que se dirigía para una farma- 
cia, fué visto por el agente de policía Da- 
vid Medina, quien lo llevó a la comisaría, 
autoridad policiaca que ese mismo día pu- 
so lo sucedido en conocimiento del Juez 
municipal de Livingston, Tribunal en don- 
de inició el proceso a las veinte horas 
del día citado al principio, y en el que 
a las cinco horas del dieciséis de julio se 
tuvo noticia oficial del fallecimiento del 
ofendido, el que, según el Cirujano Depar- 
tamental fué debido a una hemorragia vio- 
lenta y abundantísima, hasta el grado de 
que al momento de ligar la arteria hume- 
ral seccionada, si ya no daba sangre fué 
porque la presión se habia vuelto tan ba- 
ja por la misma hemorragia que ya no 
daba impulso a la poca sangre que que- 
daba en el organismo del occiso. 

Acerca de este hecho criminoso, no apa- 
rece más testigo presencial de él que San- 
tiago Degrut, quien en las distintas oca- 
siones en qué examinado durante el curso 
del juicio, sostuvo su primitiva declara- 
ción, que es condenatoria para Herrera 
Bardales. 

También en el mismo sentido que el an- 
terior depuso Esteban Trapp, hijo de la 
víctima, quien aseveró haber presenciado 
lo ocurrido desde media calle, lugar en 
donde se quedó esperando a su padre 


M 
4 
- NA y” 


cuando fué a conversar con su agresor y 
Degrut. Mas, es el caso que tal declaran- 
te se constituyó formal acusador de He- 
rrera Bardales. 


En el juicio criminal, si bien es verdad 
que no existe más prueba directa que la 
que se deja mencionada, también lo es 
que hay ciertos hechos constatados, que 
unidos constituyen una justificación in- 
directa. 


El acusado, se concretó en todas sus de- 
posiciones, a negar el hecho de que se le 
acusa, afirmando que en el momento en 
que se dice se cometió el delito, él se ha- 
llaba de visita en la tienda de Camilo 
Dedett conversando con este señor: hecho 
que trató de justificar con las declaracio- 
nes de varias personas, quienes realmente 
lo vieron en dicho lugar; mas ello no qui- 
ta la posibilidad de que sea el autor del 
delito que se pesquisa, dado que la distan- 
cia que media entre la casa del señor De- 
dett y el teatro del suceso se pudo reco- 
rrer, al paso natural, en treinta segundos, 
según lo establece el acta de la inspección 
ocular que practicó el Juez menor de Li- 
vingston. 


Por haber quedado demostrado en los 
autos que Herrera Bardales es mayor de 
sesenta años, el Juez sentenciador ordenó 
que fuera reconocido por el médico de 
Puerto Barrios, con el fin de establecer si 
carecía del discernimiento necesario para 
conocer de toda la ilicitud de la infracción 
legal que cometió; pero el resultado de tal 
diligencia le fué desfavorable, desde el mo- 
mento que el facultativo informó que no 
le faltaba a Herrera Bardales dicho dis- 
cernimiento. 

El Juez Departamental de Puerto Ba- 
rrios declaró en definitiva, en el fallo que 
profirió el doce de diciembre de mil nove- 
cientos treinta y tres, que Jesús Herrera 
Bardales es responsable como autor del 
delito de homicidio cometido en la perso- 
na de quien fué Enrique Trap, por lo que 
le impuso diez años de prisión correctiva 
rebajados en una tercera parte en virtud 
de haber ejecutado el hecho en vindica- 
ción próxima de una ofensa grave, pena 
que con abono del tiempo padecido y con 
el carácter de inconmutable deberá pur- 
gar en la Penitenciaría Central. Y ade- 
más hace las otras declaraciones perti- 
nentes en derecho. 

El Juez sentenciador basó su fallo en 
las presunciones siguientes: 10.—El dicho 
del testigo idóneo presencial Santiago De- 
grut, cuya deposición que no tiene tacha 
legal alguna que la invalide, produce se- 
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miplena prueba; 20.—El rumor público 
desde un principio sindicó a Herrera co- 
mo autor del hecho y, hasta la fecha no 
aparece indicio de responsabilidad contra 
otra persona diferente del enjuiciado; 
30.—El occiso antes de su fallecimiento, en 
forma categórica dijo que su agresor ha- 
bía sido Herrera; 40.—El comisario de po- 
licía de Livingston, en el careo que se prac- 
ticó al efecto, sostuvo que Herrera después 
de haber sido capturado no dijo que ha- 
bía herido a Trapp sino que había estado 
en compañía de éste, quien le pegó una 
bofetada y él (Herrera lo había invitado 
que lo siguiera; 50.—Las palabras que sos- 
tiene Degrut haber oído de Trapp y He- 
rrera, tienen relación con el juicio segui- 
do en este Tribunal contra el referido 
Trapp por el delito de daños cometidos por 
imprudencia temeraria y en el cual pro- 
ceso dictaminó Herrera como experto; y 
60.—El defensor de Trapp en el aludido 
proceso al ratificar el escrito que presen- 
tó al Tribunal (que obra a folio 22), ma- 
nifestó: que su defendido le había indi- 
cado que Herrera era su enemigo por asun- 
tos de terreno. La Sala 5a. de Apelacio- 
nes, con fecha del primero de febrero del 
año en curso dictó la sentencia ejecuto- 
ria que dió origen al recurso de casación 
que se examina; fallo en el que, al encon- 
trar suficiente la prueba apreciada por el 
Juez aquo, confirmó la resolución de Pri- 
mera Instancia; pero, modificándola en 
el sentido de que la pena es la de diez años 
de prisión correccional, por no encontrar 
justificada la circunstancia de atenuación 
que estimara el Juez indicado. 


Y, como la vista se verificó con las for- 
malidades de ley en la fecha señalada pa- 
ra el efecto, es el caso de resolver lo que 
proceda en derecho. 


CONSIDERANDO: Que, si bien es exac- 
to que la prueba indirecta que sirvió de 
base a los jueces de Instancia para llegar 
a la conclusión de que Jesús Herrera Bar- 
dales es responsable como autor del delito 
de que se ha venido haciendo referencia 
es completa para ello, no acontece igual 
cosa con relación a la circunstancia ate- 
nuante definida en el inciso 50. del Ar- 
tícu 21 del Código Penal; desde luego que, 
para poder admitir un medio de atenua- 
ción cualaviera, éste ha de hallarse evi- 
denciado en el juicio criminal; y, en el 
caso sub-júdice, no existe más constancia 
de ello que lo aseverado por el testigo De- 
grut, lo cual, no es constitutivo de prue- 
ba plena, la que simplemente sirvió, unida 
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a los otros indicios con que fueron forma- 
das las presunciones, para demostrar la 
culpabilidad del enjuiciado. 


En ese concepto, la Sala sentenciadora 
no pudo haber violado el inciso 50. del Ar- 
tículo 21 P. P., que cita como infringido 
el recurrente; lo que tampoco ocurre en 
lo que respecta al inciso 40. de la misma 
disposición legal; no sólo por la misma ra- 
zón, como porque, la amenaza que el úni- 
co testigo presencial dice que el ofendido 
le hizo a Herrera Bardales no era propor- 
cionada al delito cometido por el último; 
esto, en el supuesto de que existiera prue- 
ba plena que pusiera de manifiesto el ori- 
gen de la circunstancia atenuante de que 
se trata. , 

Y, finalmente, como una consecuencia 
de todo lo que se deja relacionado, el Tri- 
bunal de 20. Grado tampoco cometió vio- 
lación de los Artículos 76 y 79 del Código 
Penal; porque no existiendo circunstancias 
atenuantes qué admitir, aplicó la pena co- 
rrespondiente al delito con entera suje- 
ción a lo que dispone el Artículo 76 cita- 
do en primer término. 


POR TANTO: El Tribunal de Casación, 
con apoyo en lo que disponen las leyes 
que deja citadas y en los Artículos 686 y 
690 P. P. DESESTIMA el recurso de que 
se ha hecho mérito e impone al recurren- 
te quince días de arresto conmutables a 
razón de diez centavos diarios. 


Notifíquese y devuélvanse los autos. 


J. M. Reina Andrade. — Federico O. Sa- 
lazar. — Carlos Castellanos R. — Alberto 
Argueta S. — José Serrano Muñoz. — Ante 
mi, Juan Fernández C., Secretario. 


CRIMINAL 


Corte Suprema de Justicia, Guatemala, 
cinco de Abril de mil novecientos treinta y 
cuatro. 


Con auxilio del Abogado Calixto de León, 
y citando como violados los Artículos 11, 
295, 306 C. P., 259, 269, y 676 P. P., intro- 
dujo el procesado Atiliano Castañón el 
recurso extraordinario de casación que 
ahora se examina contra el fallo ejecuto- 
rio que profirió la Sala 4a. de la Corte de 
Apelaciones el veinticinco de enero del año 
en curso, en el proceso que se instruyó al 
citado Castañón y a Toribio Gómez Ramí- 
rez por el delito de homicidio. 
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La resolución que dió origen al recurso 
confirma en todas sus partes la que pro- 
firió el Juez Departamental de San Mar- 
cos con fecha 16 de octubre de mil nove- 
cientos treinta y tres, pero modificándola 
en el sentido de que la pena de diez años 
impuesta al individuo Atiliano Castañón 
Gómez debe aumentarse en una tercera 
parte por militar en su contra la circuns- 
tancia agravante del sexo de la ofendida. 
En esa virtud queda en pie la sentencia de 
Primera Instancia, la cual condena al re- 
petido Castañón Gómez con diez años de 
prisión correctiva,.la que con el carácter de 
inconmutable y abono del tiempo padeci- 
do deberá purgar en la Penitenciaría Cen- 
tral, sufriendo además las penas acceso- 
rias que le corresponden; y absuelve a To- 
ribio Gómez Ramírez del cargo que se le 
formuló por el mismo hecho punible por 
falta absoluta de prueba de su delincuen- 
cia. 

Los hechos originantes del proceso que 
se tiene a la vista son los que siguen: A 
las quince horas del dieciocho de mayo de 
mil novecientos treinta y tres, se hallaba 
la señora Luciana Gómez en su casa de 
habitación ubicada en la aldea “Cancela”, 
municipio de Tejutla, del departamento de 
San Marcos, lugar a donde llegó la señora 
Higinia V. de Godínez a darle aviso de 
que en el camino que conduce a Concep- 
ción y en el punto llamado “Jualip”, los 
individuos Atiliano y Agustín Castañón le 
estaban pegando a su hijo Eusebio Gómez, 
quien regresaba a su domicilio con un po- 
co de cal que había ido a comprar a Con- 
cepción en la mañana de ese día. En vis- 


ta del aviso que se le diera, acudió al pun- . 


to indicado, y antes de llegar a él alcan- 
zÓ a ver que los hermanos Castañón te- 
nían botado en el suelo al hijo de ella y 
pudo notar que su referido hijo logró 
desasirse de sus agresores e internarse en 
el monte. 


Como ella desde el sitio en donde se ha- 
llaba les llamó la atención a los asaltan- 
tes, Atiliano Gómez, empuñando un ma- 
chete corrió hacia donde estaba y, sin de- 
cirle ni una sola palabra le infirió un ma- 
chetazo en el brazo izquierdo. 


Eusebio Gómez, al confirmar lo decla- 
rado por su señora madre, aclaró: que en 
el camino y cuando volvía para su domi- 
cilio, se juntó con los hermanos Castañón 
Gómez y con Nicolás Ramírez, quienes an- 
daban en estado de ebriedad. Al poco ra- 
to de caminar juntos, los Castañón empe- 
zaron a disputar con él, hasta el extremo 
de que Atiliano lo agrediera de hecho, 


» presenciar la reyerta que 
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echándolo al suelo de un golpe que con 
la mano le infirió en el pecho, y una vez 
caído le siguieron pegando bofetadas y 
punta pies entre los dos hermanos, hasta 
que pudo escapar. e 

La señora Higinia V. de Godínez, tam- 
bién confirma con su dicho lo expuesto 
por Gómez con relación al ataque de que 
fuera víctima; así como lo expuesto por 
la señora Luciana Gómez, con respecto al 
aviso que llegó a darle. 

Los Castañón indican que realmente se 
juntaron en el camino con Eusebio Gómez, 
y que fué este sujeto quien sin motivo al- 
guno los agredió a ellos; y además mani- 
fiestan que fué Toribio Gómez Ramírez 
quien hirió a la señora Luciana Gómez al 
tirarle un machetazo a Atiliano, el cual 
no lo alcanzó y la citada Gómez recibió 
el golpe. Mas, acerca de ese hecho, los 
mismos Castañón incurren en notorias 
contradiciones, las que desde luego le qui- 
tan visos de verdad a sus exposiciones. En 
efecto: Agustín Castañón refiere que la 
reyerta que provocó Eusebio Gómez con 
ellos ocurrió antes de que llegara la se- 
ñora Luciana Gómez, es decir, estando ella 
separada; mientras que Atiliano asevera 
que el pleito tuvo lugar, cuando la occisa 
acompañada de su hermano Toribio Gó- 
mez Ramírez se presentaron al lugar en 
donde se hallaban para agredirlo a él a 
machetazos y a garrotazos los Gómez, y 
como pudo esquivar un tajo que le tirara 
Toribio, la herida la sufrió Luciana Gómez 
en el brazo izquierdo. Además Agustín 
Castañón dice que, cuando se les fué Eu- 
sebio, Atiliano corrió hacia donde estaba 
la señora Luciana Gómez y, al pasar él 
cerca de dicha mujer, ella le dijo que viera 
lo que le había hecho su hermano Ati- 
liano. 

Toribio Gómez negó lo aseverado por los 
Castañón con respecto a él, afirmando 
que en su casa se hallaba cuando tuvo 
noticia de lo que le ocurría a su hermana 
Luciana, y por tal motivo corrió a verla, 
a quien halló ya herida del brazo izquier- 
do y en compañía de Eusebio y de Agus- 
tín. 

Lo aseverado por el repetido Toribio Gó- 
mez, está de acuerdo con lo que viera la 
señora Higinia V. de Godínez, ya que al 
los Castañón 
tenían con Eusebio, se dió cabal cuenta 
de que Toribio no se hallaba en ese sitio. 

Un día después de los hechos relacio- 
nados. o sea el diecinueve de mayo, hizo 
acto de presencia el Juez Municipal de Te- 
jutla en la casa en donde se hallaba la 
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ofendida, quien fué reconocida por el em- 
pírico, Juan S. Díaz, que acompañaba al 
Juez instructor. El citado empírico es un 
señor de oficio curtidor de pieles, y ha- 
biéndose concretado a reconocer la herl- 
da, dijo ser causada con arma blanca y 
haber interesado el brazo y antebrazo iz- 
quierdo, lesión que tenía ocho pulgadas de 
largo por dos de ancho y una y media de 
profundidad. Después de ésto, sólo se con- 
tentó con hacerle una sutura, dándole 
ocho puntadas sin cuidarse de los vasos in- 
ternos que había interesado la lesión. Y 
concluyó diciendo que según su leal sa- 
ber y entender, la herida curaría en un 
mes de asistencia médica. 

El veinte de mayo, y con motivo de la 
eravedad de la señora Luciana Gómez, fué 
trasladada por su hijo Eusebio, a Tejutla, 
con el objeto de que la siguiera curando 
el empírico, más a la una hora y cuaren- 
ta y cinco minutos del veintitrés, falleció 
a consecuencia de la herida según infor- 
me del repetido práctico. 


Ya las actuaciones en el Juzgado Depar- 
tamental y a solicitud de la defensa, fué 
oído el Cirujano Forense, Dr. Moisés Vi- 
llagrán M., quien llegó a la conclusión de 
que la herida que sufrió Lunciana Gómez, 
no era necesariamente mortal, pues con 
la asistencia debida hubiera curado en diez 
días sin dejar impedimento ni deformi- 
dad: y que la muerte fué ocasionada por 
la hemorragia continua que produjo la 
sección total o parcial de la arteria hu- 
meral profunda, la cual fué lo suficiente- 
mente lenta como para permitir que se 
hubiera ligado el vaso sanguíneo, con lo 
que la señora Gómez no hubiera muerto. 

En los hechos que se dejan reseñados 
fundó el Juez de Primera Instancia las 
presunciones humanas que sirvieron de 
base para condenar al individuo Atiliano 
Castañón Gómez como autor del delito 
ce homicidio, las cuales aceptó la sala 
sentenciadora y son, literalmente, las que 
siguen: Primera: declaración de la mis- 
ma víctima, quien de una manera clara y 
precisa, acusa al reo como autor de la 
lesión que sufrió, relatando los hechos y 
dice que sin causa justificada Atiliano co- 
rrió hacia ella y la hirió con un machete, 
cuando por aviso de doña Higinia V. de 
Godínez, iba a ver por qué golpeaba el 
reo y su hermano Agustín a su hijo Euse- 
bio de su apellido; Segundo: reforzando la 
anterior está la declaración de la citada 
V. de Godínez, quien afirma que el día y 
hora de autos y en ocasión que iba para 
su casa, de regreso de la plaza de Concep- 
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ción Tatuapa, vió que los Hermanos Cas- 
tañón (Atiliano y Agustín) pegaban a Eu- 
sebio Gómez y que ella pasó a avisar ésto 
a la occisa, madre del último citado, de- 
claración sostenida al reo en careos; Ter- 
cera: declaración de Valentín Gómez, quien 
afirma que vió cuando la V. de Godínez 
habló con la vítima y que ésta inmedia- 
tamente se fué hacia el camino indicado, 
siguiéndola él (Valentín), pero que al dar- 
le alcance ya estaba herida y ella le ma- 
nifestó que su heridor era Atiliano Casta- 
ñón; Cuarta: las diferentes contradiccio- 
nes en que incurre el reo en sus deposi- 
ciones, para defenderse, pues en la pri- 
mera dice no haber estado con la occisa 
en el momento de ser herida, porque él al 
pelear con Eusebio Gómez, le dió un ca- 
bezazo y se fué corriendo para su casa, 
sin que la Gómez tomara parte y en las 
posteriores ya afirma que ella había to- 
mado parte en la contienda pegándole con 
un palo y que dicha mujer llegó una vez 
y se retiró hacia su casa y luego volvió 
a llegar, lo que es falso según las cons- 
tancias de autos, mintiendo además cuan- 
do afirma que Raymunda Ramírez y Si- 
meón Gómez, vieron cuando la insultaba 
Eusebio Gómez, según se desprende de las 
declaraciones de estos últimos sostenidas 
al reo en careos, afirmando la primera ser 
falso, también que se haya querido llevar 
a su sobrino Nicolás Ramírez, toda vez 
que tomaron por otro rumbo; Quinta: el 
rumor público sindicaba al reo como au- 
tor del hecho según se desprende de los 


dichos de Valeriano Villagrán, Porfirio Mu- - 


ñoz y Florentín Gómez; y Sexta: declara- 
ción de Agustín Gómez, quien dice ser 
cierto que su hermano Atiliano peleó con 
Eusebio Gómez y también con la occisa si 
bien es cierto que no dá razón quién fué 
el heridor, y por último está la declaración 
del Alcalde Auxiliar Angel Gómez, quien 
afirma que al ser capturado el reo Atilia- 
no Castañón dijo que era cierto que él ha- 
bía pegado a Luciana Gómez, pero que 
había sido únicamente un rayón. Y co- 
mo la vista tuvo verificativo en la audien- 
cia señalada para el efecto es el caso de 
resolver lo que proceda en derecho. 


CONSIDERANDO: Que la prueba indi- 
recta de presunciones que apreciaron los 
tribunales de Instancia para fundamen- 
tar la conclusión a que llegaron, de que 
Atiliano Castañón Gómez es responsable 
como autor del delito de homicidio per- 
petrado en la persona de quien fué Lucia- 
na Gómez, hecho punible que se halla evi- 
denciado en los autos, pone de manifiesto 
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que la Sala sentenciadora no cometió vio- 
lación alguna de la doctrina contenida en 
el Artículo 11 del Código Penal, ya que co- 
mo se dijo está clara la comisión de un de- 
lito. Por las mismas razones es induda- 
ble que tampoco fué quebrantado el Ar- 
tículo 259 de Procedimientos Penales; des- 
de luego que lo actuado no podría ser 
nulo, por existir la base sustancial, como 
lo es la existencia de un hecho que la Ley 
reputa como delito. ' 


Es exacto que del informe del médico 
forense del Departamento de San Marcos, 
Doctor Moisés Villagrán, se desprende que, 
la lesión sufrida por la señora Gómez no 
era necesariamente mortal y que, con asis- 
tencia médica y no empírica, hubiera cu- 
rado en diez días sin dejar impedimento 
ni deformidad de ninguna clase; mas 
también lo es que en el caso que se exa- 
mina mediaron circunstancias y factores 
que de pronto imposibilitaron las curas 
científicas que se le pudieron haber hecho 
a la ofendida para evitar la hemorragia 
lenta que se produjo en virtud de la sec- 
ción total de la arteria humeral profun- 
da del brazo izquierdo, factores en los que, 
desde luego influyeron, en primer térmi- 
no la ausencia total de un facultativo en 
el lugar en donde se cometió el delito y 
en sus contornos; y en segundo término 
la distancia considerable que separa dichos 
poblados de la Cabecera Departamental. 
En consecuencia, y como el mismo Doctor 
Villagrán afirma que la muerte de la se- 
ñora Gómez fué debida a la hemorragia 
lenta, a que se ha hecho referencia, es in- 
durable que el procesado Castañón debe 
responder por el delito de homicidio y no 
del de lesiones como pretende la defensa, 
desde rl momento en que la doctrina 
contenida en el Artículo 12 del Código 
Penal establece que el responsable de un 
hecho punible lo es también de sus con- 
secuencias; y está fuera de toda duda que, 
si la señora Gómez no hubiera sido lesio- 
nada, no se le produce la hemorragia cau- 
sante de su muerte. Todo lo relacionado 
pone de manifiesto que la Sala 4a. de la 
Corte de Apelaciones tampoco violó los 
Artículos 295 y 306 del Código Penal. 


Dada la forma y condiciones—ya con 
sideradas— en que se cometió el crimen, 
los informes, tanto empíricos como cien- 
tíficos que figuran en las actuaciones, así 


_como la fé que dió el Juez Municipal de 


Tejutla de haber visto el cadáver de la oc- 
cisa, cuando fué a reconocerlo asociado del 
empírico Julián Díaz para levantar el ac- 
ta de rigor y la partida de defunción 
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obrante en el proceso, puede y debe esti- 
marse que tampoco fué violado el Artícu- 
lo 269 P .P., como asevera le recurrente. 

En cuanto al Artículo 676 P. P., que tam- 
bién está señalado como infringido. desde 
luego puede asegurarse que no existe tal 
infracción de Ley porque la Sala senten- 
ciadora no podía lesionar en manera al- 
guna dicho artículo, por ser regulador del 
recurso de casación. 


POR TANTO: El Tribunal de Casación, 
con apoyo en lo que disponen las leyes 
que deja citadas y en los Artículos 686 y 
690 P. P. DESESTIMA EL RECURSO de 
que se ha hecho mérito e impone al re- 
currente quince días de arresto conmuta- - 
bles a razón de diez centavos diarios. 


Notifíquese y devuélvanse los autos. 


J. M. Reina Andrade. — Federico O. Sa- 
lazar. — Carlos Castellanos R. — Alberto 
Argueta S. — José Serano Muñoz. — Ante 
mí, Juan Fernández C., Secretario. 


CRIMINAL 


Corte Suprema de Jucticia, Guatemala, 
siete de Abril de mil novecientos treinta y 
cuatro. : 

La resolución que dictó la Sala Segunda 
de la Corte de Apelaciones el veintidós 
de febrero del año en curso, en el proce- 
so instruido a Marcelino Paiz por los de- 
litos de doble homicidio y lesiones, motivó 
el recurso extraordinario de casación que 
dicho sujeto introdujo con auxilio del 
Abogado Rodrigo Anzueto; estimando que 
el Tribunal de Segundo Grado violó los Ar- 
tículos 16, 17, 36, 88, 89, 90, 91 C. de la 
R., 135, 136, 237 del Decreto Legislativo 
1928, y el inciso 20. del Artículo 22 del Có- 
digo de Procedimientos Penales. 

A la resolución que se daja aludida sirve 
de antecedente el hecho que sigue: 

El doce de agosto del año de mil nove- 
cientos veintitrés, como a las dieciséis ho- 
ras, ocurrió un hecho sangriento en la ca- 
lle real del municipio de Sanarate de este 
Departamento, a consecuencia del cual, 
resultaron heridos Angel, Francisco, Leo- 


.nardo y Cruz Ruano, por una parte; y, por 


la otra, María y Narciso Pineda y Anas- 
tasio y Marcelino Paiz. A los pocos días 
del suceso, fallecieron Francisco y Angel 
Ruano a consecuencia de las lesiones que 
sufrieron, causadas con revólver y con ar- 
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ma blanca. Cruz Ruano, recibió una heri- 
da con machete que le seccionó por com- 
pleto la mano izquierda, por lo que hubo 
necesidad de amputarle el antebrazo del 
mismo lado. Y, los otros sufriron lesio- 
nes de más o menos consideración, que cu- 
raron en pocos días de asistencia faculta- 
tiva, algunos casos de estos últimos fue- 
ron complicados, pero no hubo consecuen- 
cias fatales qué lamentar. : 
Depurado en el Juzgado Territorial de 
El Progreso el juicio criminal que se ini- 
ciara a raíz de los hechos en el Juzgado 
menor de Sanarate, se llegó a establecer: 
que los verdaderos culpables de la tragedia 
culminante de la riña tumultuaria que pro- 


-vocaron Anastasio y Marcelino Paiz, fue- 


ron estos últimos. También, desde el prin- 
cipio existieron indicios de culpabilidad 
contra Narciso Pineda y Leonardo y Cruz 
Ruano; pero, en el curso del juicio se des- 
vanecieron y quedó de manifiesto la ino- 
cencia de estas personas; la de Pineda, 
por no haber tomado ninguna participa- 
ción en el hecho; y, la de los Ruano, por 
haber procedido en legítima defensa de 
sus vidas. 

Al correr sus trámites el proceso, se fu- 
gó de la cárcel Marcelino Paiz, por lo que 
el juicio continuó sólo contra los otros en- 
rolados y, se libraron las órdenes de cap- 
tura correspondientes para el citado Mar- 
celino Paiz. 

Concluída la tramitación del asunto, el 
treinta de abril de mil novecientos veinti- 
cinco dictó sentencia el Juez Territorial de 
El Progreso, en la cual declaró: que Anas- 
tasio y Marcelino Paiz y Narciso Pineda 
son responsables como autores de los de- 
litos de doble homicidio y de lesiones en 
riña tumultuaria; así como que Leonardo 
y Cruz Ruano se les absolvía del cargo que 
se les formulara por lesiones, en virtud de 
estar excentos de responsabilidad crimi- 
nal. Pero al imponer las penas correspon- 
dientes, no lo hizo así con respecto a Mar- 
celino Paiz por ser prófugo, y se concretó 
a dejar abierto el procedimiento en su con- 
tra a fin de proseguirlo al ser lograda su 
captura. 

Con fecha diez de junio de mil novecien- 
tos veinticinco, la Sala Tercera de la Cor- 
te de Apelaciones, profirió su fallo ejecu- 
torio, en el cual aprobó el de la. Instan- 
cia, con la modificación de que a Narciso 
Pineda se le absuelve de los cargos que 
se le dedujeron, por estar manifestada su 
inocencia. También la modifica en el sen- 
tido de que las penas correspondientes a 
Anastasio Paiz, son las de cinco años de 


prisión corectiva por cada uno de los de- 
litos de homicidio en las personas de Fran-. 
cisco y Angel Ruano; y dos años, también 
de prisión correccional, por la lesión su- 
frida por Leonardo Ruano. En consecuen- 
cia de lo relacionado, la Sala Tercera de 
la Corte de Apelaciones, asímismo dejó 
abierto el procedimiento tontra Marcelino 
Paiz. 

Lograda la captura de este último suje- 
to el veintiocho de enero del año en cur- 
so, fué puesto a disposición del Juzgado 
40. Departamental, por existir allí los 
asuntos que pertenecían al Juzgado Te- 
rritorial de El Progreso. Después de ser 
indagado Paiz, dicho Tribunal dictó auto 
de prisión preventiva contra el acusado 
por los delitos de doble homicidio y lesio- 
nes y continuó la tramitación del asun- 
to. 

El nueve de febrero de este año, a soli- 
citud de Marcelino Paiz, el Juez 4o. De- 
partamental dictó un auto sobreseyendo 
definitivamente el juicio criminal instau- 
rado contra este sujeto, por estimar que 
ya había sido juzgado con relación a los 
mismos hechos, en las sentencias que se 
dejan relacionadas. 

Consultada dicha resolución a la Sala 
Segunda de la Corte de Apelaciones, este 
Tribunal, con fecha veintidos de febrero 
le negó su aprobación, fundada en que el 
citada Marcelino Paiz no había sido -juz- 
gado en los fallos anteriores, ya que en 
ellos mismos constaba que el procedimien- 
to se dejó abierto en su contra al fugarse 
de la cárcel de El Progreso, antes de ser 
concluída la la. Instancia del juicio ceri- 
minal. 

Esta última resolución, es — como ya se 
dijo — la originante del recurso de casa- 
ción que se examina, en la cual, sostiene 
el recurrente que sí existe en su favor la 
excepción de cosa juzgada que apreciara 
el Juez 40 de 12 Instancia. 

Y, como la vista tuvo verificativo en 
la audiencia señalada para el efecto, es el 
caso de resolver lo que sea procedente en 
derecho. 


CONSIDERANDO: Que en los fallos dic- 
tados por el Juzgado Territorial de El Pro- 
greso y la Sala Tercera de la Corte de Ape- 
laciones, se halla evidenciado, sin lugar a 
duda alguna, que Marcelino Paiz no ha si- 
do juzgado y condenado aún por los deli- 
tos que dieron orígen al proceso que se 
tiene a la vista, por la sencilla razón de 
que permanecía fugo cuando fué fallado 
el asunto. Por ello hubo necesidad de que 
el procedimiento quedara abierto en su 


contra, como de una manera clara consta 
en los fallos de que se viene haciendo re- 
ferencia. 3 

En ese concepto, es evidente que na 
existe la excepción de cosa juzgada a que 
aluden el recurrente y su Abogado auxi- 
liar, y por ende, la Sala Segunda de la 
Corte de Apelaciones, al negarle su apro- 
bación al auto de sobreseimiento que 
profiriera el juez 40. Departamental basa- 
do en dicha excepción, en manera alguna 
ha infringido ninguno de los Artículos 16, 
17, 36, 88, 89, 90, 91 C. de la R., 135, 136, 
237 L. C. del P. J. y el inciso 20. del ar- 
tículo 22 del Código de Procedimientos Pe- 
nales. 


POR TANTO: El Tribunal de Casación, 
con apoyo en lo que disponen los Artículos 
674, 675, 686, 690 P. P. y las leyes que se 
dejan citadas, DESESTIMA EL RECURSO 
de que se ha hecho mérito, e impone al 
recurrente un mes de arresto conmutables 
a razón de diez centavos diarios. 


Notifíquese y devuélvanse los autos. 


J. M. Reina Andrade. — Federico O. Sa- 
lazar. — Carlos Castellanos R. — Alberto 
Argueta S. — José Serrano Muñoz. — Ante 
mí, Juan Fernández C., Secretario, 


Razón: El licenciado Magistrado don Jo- 
sé Serrano Muñoz rasonó su voto. 


VOTO DEL MAGISTRADO DON 
JOSE SERRANO MUÑOZ 


Honorable Corte Suprema 
de Justicia: 


La Sala Segunda de la Corte de Apela- 
ciones, con fecha veintidós de febrero re- 
tropróximo, desaprobó el auto en que el 
Juez 40. de la. Instancia del Departamen- 
to de Guatemala, dispuso sobreseer defini- 
tivamente la causa instruída contra Mar- 
celino Paiz por los delitos de homicidio y 
lesiones. Esta resolución originó el recurso 
extraordinario interpuesto por el enjui- 
ciado. 


El Artículo 674 del Código de Procedi- 
mientos Penales, establece cuáles son las 
resoluciones en que cabe el recurso de ca- 
sación por violación de ley, y entre otras, 
enumera los sobreseimientos definitivos. 


Al declarar el Tribunal de 2a. Instancia 
sin lugar la excepción de cosa juzgada, ha 
dejado abierto el proceso; y por consiguien- 
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te su auto no se encuentra comprendido 
en la disposición legal que acaba de men- 
cionarse. 

Fundado en lo expuesto, estimo que es 
improcedente entrar al examen de los Ar- 
tículos que el reo denunció como infringi- 
dos, y que la casación debe desecharse. 


Guatemala, 5 de Abril de 1934. 
H. C. $S. de J. 


José Serrano Muñoz. 


CRIMINAL 


Corte Suprema de Justicia, Guatemala, 
doce da Abril de mil novecientos treinta 
y cuatro. á 

Vista por recurso extraordinario de ca- 
sación y con sus respectivos antecedentes, 
la sentencia proferida el veinticuatro de 
Enero del corriente año, en que la Sala 4a. 
de la Corte de Apelaciones “Revoca” el fa- 
llo consultado por el Juez de la. Instan- 
cia de Retalhuleu, y, declara: que Carlos 
Guevara Rivera es autor del delito de le- 
siones por imprudencia temeraria y por 
este acto punible le impone seis meses de 
aresto mayor conmutables en su totalidad 
a razón de quince centavos de quetzal dia- 
rios; le abona la prisión sufrida; le deja 
afecto a las responsabilidades civiles pro- 
venientes del delito y al pago del. papel 
empleado en la causa, por no constar que 
sea pobre en el sentido legal; le suspende 
en el ejercicio de sus derechos políticos 
durante el tiempo de la condena; y al no 
conmutar la pena impuesta deberá pur- 
garla en la cárcel local del Departamento 
mencionado anteriormente. 

El fallo de segunda Instancia se funda 
en los “Considerandos” que siguen: 10.— 
Que el procedimiento criminal se justificó 
con la denuncia hecha por el Alcalde de 
las cárceles de San Felipe (Retalhuleu). 
al Juez de Paz de aquel lugar, y, las ac- 
tuaciones preliminares practicadas; y 20— 
Que el hecho pesquisado es constitutivo de 
delito y aparece comprobado que el autor 
es Carlos Guevara Rivera, al lesionar al 
menor González con el disparo de revólver 
que verificó, quedando comprendida tal 
infracción dentro de los límites del Ar- 
tículo 434 del Código Penal, es decir por 
imprudencia temeraria, por estar estable- 
cido que no medió en él malicia al come- 
terlo; que por tal circunstancia y por tra- 
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tarse de que la infracción es menos grave, 
deberá imponérsele la mitad de la pena 
que le correspondería al estar en toda su 
plenitud de voluntariedad, cometióo al de- 
lito, es decir, seis meses de arresto mayor 
o sea la mitad de un año de prisión correc- 
cional, que le correspondería al delito de 
lesiones pesquisado al no haber sido por 
imprudencia temeraria. 

Contra este pronunciamiento, el reo, con 
auxilio del Abogado Don Jorge Bocanegra 
Fuentes, introdujo el recurso de casación 
denunciando como violados los Artículos 
11, 15. 20 inciso 80. del Código Penal; 614, 
434, 30., 40. 568, 131 y 729 de Procedimien- 
tos Penales. 

En el proceso se hizo constar, entre otras 
cosas, que Gustavo Galindo de León re- 
gidor 3o. de la Municipalidad de San Fe- 
lipe dijo al Alcalde Francisco S. Chirricoc 
que le dejaba colgado de un clavo su “mo- 
rral” con un objeto adentro. Chirrcoc co- 
rrobora lo manifestado por Galindo de 
León, agregando que no sabía qué contenía 
la bolsa que dicho sujeto le había dejado 
en su dormitorio; y al sonar el balazo se 
dió cuenta de que Guevara tenía en la 
mano un revólver, y, estaba herido Ma- 
nuel González, quien refiere que cuando 
Guevara examinaba la pistola, vió una yis- 
lumbre repentinamente, sintiendo acto 


continuo un dolor agudo en el brazo iz- 


quierdo. (González ingresó al Hospital el 
veintiséis de Septiembre de mil novecien- 
tos treinta y tres, a curarse una herida 
causada con arma de fuego; cuyo agujero 
de entrada estaba situado en la cara pos- 
terior y borde interno del brazo izquierdo, 
de medio centímetro de diámetro, sin hue- 
llas de fogonazo; el agujero de salida en la 
cara externa del brazo izquierdo. El pro- 
yectil interesó las partes blandas, piel, 
aponeurosis, músculos, vasos y periostio. 
Salió curado González el día doce de Oc- 
tubre de ese mismo año (1933), quedando 
sin impedimento físico ni deformidad y 
con una cicatriz no visible. 


CONSIDERANDO: Manifiesta Carlos 
Guevara Rivera que la bolsa se abrió al 
bajarla para cerciorarse de su contenido, 
y el revólver hubiera caído a tierra si no 
lo coge, pero asió mal el arma y se pro- 
dujo el disparo a consecuencia del cual 
resultó herido Manuel González. Es indu- 
bitable que el acto ejecutado por Gueva- 
ra Rivera se encuentra comprendido en el 
Artículo 434 del Código Penal, ya que si 
bien es cierto que no medió malicia, tam- 
bién lo es, que hubo por parte de aquel 
imprudencia temeraria, porque a sabien- 


—— 


das de que en la habitación estaban otras 
personas, debió tomar las precauciones in- 
dispensables a fin de impedir que el re- 
vólver se disparara; pues no es aceptable 
que Guevara Rivera ignorase que se usa 
el mencionado artefacto para guardar ar- 
mas de fuego, y, podía suceder, como efec- 
tivamente aconteció, que el revólver estu- 
viera con la carga correspondiente. 


La confesión del enjuiciado no debe ser 
admitida en la parte que pudiera favore- 


cerle, a virtud de que en su oportunidad 


no fueron establecidas las circunstancias 
señaladas por la ley en tales casos. 

Las cartas que presentó el defensor del 
reo para justificar los buenos anteceden- 
tes de éste, carecen de valor jurídico, to- 
da vez que no consta que hayan sido exa- 
minadas las personas que las subscribie- 
ron, sobre el hecho que se intentaba pro- 
bar, en la forma que la ley señala para 
esta clase de prueba. 


Se infiere de todo lo expuesto, que el 
Tribunal sentenciador no infringió los Ar- 
tículos 11, 15 e inciso octavo del Artículo 
20 del Código Penal; 568 y 514 de Procedi- 
mientos Penales. 


CONSIDERANDO: Que, como ya se di- 
jo, el hecho imputado a Guevara Rivera, 
sí es punible, y por este motivo se inició 
el proceso que ha dado origen a su encau- 
samiento, imponiéndole el Tribunal de Se- 
gunda Instancia la pena que la ley asig- 
na al delito cometido; y en ese concepto 
tampoco se infringieron los Artículos 3o., 
40., 129 y 731 del último de los Códigos que 
acaban de citarse; y menos pudo haber si- 
do violado el 434 de dicho Cuerpo Legal, 
pues fué suprimido, al ser reformada la 
Constitución de la República con fecha 
veinte de diciembre de mil novecientos 
veintisiete. 


POR TANTO: la Corte Suprema de Jus- 
ticia, con fundamento en lo estatuído por 
los Artículos 606 y 690 del Código de Pro- 
cedimientos Penales, desestima el recurso 
interpuesto y condena a la parte que lo 
introdujo a sufrir la pena de quince días 
de arresto, conmutables en su totalidad, a 
razón de diez centavos de quetzal por ca- 
da día. 

Notifíquese y devuélvanse los autos en la 
forma que corresponde al Tribunal de su 
origen. 


J. M. Reina Andrade. — Federico O. Sa- 
lazar. — Carlos Castellanos R. — Alberto 
Argueta S. — José Serrano Muñoz. — Ante 
mí, Juan Fernández C. Secretario. 
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CRIMINAL 


Corte Suprema de Justicia, Guatemala, 
doce de Abril de mil novecientos treinta 
y cuatro. 

Vista en casación, la sentencia proferi- 
da por la Sala 3a. de la Corte de Apela- 
ciones en el juicio que por falsificación 
de documentos públicos se instruyera con- 
tra Luis Alberto Baires Connoly. 


Se, 


El Director de la Penitenciaría Central 
recogió la cédula de vecindad del enjui- 
ciado Baires Connoly, la cual se encontra- 
ba alterada en lo relativo a la profesión 
u oficio, en donde se leía “Mecánico” so- 
bre la que antes estaba escrita, y además 
le faltaba la fotografía. Baires explicó que 
el retrato había sido arrancado por una 
pupila y que la alteración del nombre del 
oficio, él mismo lo había hecho porque 
efectivamente tenía el nuevo oficio de 
mecánico en lugar del de sastre que an- 
tes ejerciere. El Juez 50. de la. Instan- 
cia estimando que aunque el Dio. 1735, en 
su Arto. 60., establece que la alteración 
de cualesquiera de los datos exprseados en 
la cédula de vecindad constituye delito, 
aun cuando no tenga por objeto el lucro, 
la alteración en el caso de examen no era 
punible por no concurrir en él los requi- 
sitos determinados en el Arto. 194 del Có- 
digo Penal, pues indudablemente la cédu- 
la de vecindad constituye un documento 
público, y con base de tales consideracio- 
nes dictó sentencia absolutoria. 


A y 


La Sala jurisdicional al conocer en con- 
sulta. revocó el fallo, condenando a Baires 
Connoly a la pena de ocho años de prisión 
correccional, disminuida en una tercera 
parte, por ser autor de falsificación de do- 
cumentos oficiales; para lo cual se basó 
en que la cédula, el dictamen pericial emi- 
tido acerca de la alteración y la confesión 
del procesado, formaban plena prueba de 
la preexistencia del delito definido en el 
articulo 60. Dto. Leg. 1735, “mediante cu- 
ya disposición legal es justiciable tal he- 
cho sin necesidad de que concurran las 
circunstancias requeridas en general para 
que se considere consumado tal delito”; 
así como que la prueba eficiente para dic- 
tar sentencia condenatoria era la confe- 
sión del reo, sin la cual procedería absol- 
verlo y en consecuencia le rebajaba la 
tercera parte. 


| » 

" 
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Contra el fallo introdujeron recurso de 
casación el Procurador de la expresada Sa- 
la, abogado Eleazar Urmeneta, y el propio 
reo con auxilio del Licenciado Ramiro Fon- 
seca, por violación de ley, citando el pri- 
mero, los artículos: 194 del Código Penal 
y 732 de Prs. Pns. y el segundo, los artícu- 
los: 1lo., 3o., 11, 193 y 194 del Código Pe- 
nal 50. Dto. 1740 y 60. Dto. 1735. 


CONSIDERANDO: que el artículo 60. del 
Decreto Legislativo número 1735, en que 
la Sala se funda para condenar al enjui- 
ciado, entre otras disposiciones establece: 
“El uso de Ja cédula que no corresponda 
a la persona, así como la alteración de 
cualesquiera de los datos expresados en 
ella, constituye delito, aunque no tenga por 
objeto el lucro y será castigado conforme 
al Cód. Penal”; del texto de la disposición 
preinserta, dando a cada una de las pala- 
bras la acepción gramatical que por la for- 
ma en que están empleadas debe dárseles, 
se deduce que sólo es punible la alteración 
de los datos, cuando se haga en cédula que 
no pertenezca a la persona, y, por consi- 
guiente el hecho imputado a Baires Con- 
noly, que no se encuentra en este caso, 
no es constitutivo de delito. Arto. 1o. Cód. 
Penal. 


CONSIDERANDO: que aun en el caso 
de que el artículo 60. del Decreto Legisla- 
tivo No. 1735 declarara punible la altera- 
ción hecha en cédula propia o ajena, de su 
última parte, la que dice: “aunque no ten- 
ga por objeto el lucro y será castigado 
conforme al Código Penal” se desprende 
que para que tiviera vida el delito de fal- 
sificación de documentos aun no existien- 
do lucro, sería indispensable que concu- 
rrieran los otros requisitos o sean los que 
el artículo 194 del Código Penal taxativa- 
mente determina necesarios para que el 
delito de falsificación (en general: “de 
documentos públicos u oficiales o de co- 
mercio y despachos telegráficos”) sea pu- 
nible y son los siguientes: 


lo.—Que se cometa fraudulentamente: 

20.—Que el falsario se proponga sacar 
algún provecho para sí o para otro, o cau- 
sar perjuicio a alguno o a la sociedad; 

30.—Que resulte o pueda resultar per- 
juicio a la sociedad o a un particular ya 
en los bienes de éste, o ya en su persona, 
en su honra o en su reputación; 

40.—Que el falsario haga la falsifica- 
coión sin consentimiento de la persona a 
quien resulte o pueda resultar perjuicio 
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o sin el de aquella en cuyo nombre se 
hizo el documento”, toda vez que sin pro- 


* fundizar en el análisis de todos y cada 


uno de ellos, se encuentra plenamente es- 
tablecido que además del lucro faltan otros 
elementos, pues como afirma el Tribunal 
de Segundo Grado, la única prueba que 
existe contra el enjuiciado es su propia 
confesión, de la cual debe tomarse tanto 
lo que le es favorable como perjudicial, y 
de ella se comprueba que faltan los re- 
quisitos consignados en los incisos lo. y 
4o. del mencionado Arto. 194, ya que lo 
que impulsó al encausado fué el deseo de 
que su cédula estuviera ajustada a la ver- 
dad, lo que es incompatible con el concep- 
to del fraude, y el otro requisito es insub- 
sistente por su propia naturaleza, pues el 
consentimiento necesario en este caso no 
era más que el del reo; que en consecuen- 
cia la Sala sentenciadora violó los artícu- 
los 60. Dto. 1735, 193 y 194 Cód. Penal, ci- 
tados por los recurrentes, siendo proce- 


- dente casar y anular el fallo recurido. 


POR TANTO: El Tribunal de Casación, 
con apoyo en los artículos 686 y 687 Prs. 
Pns., CASA Y ANULA la sentencia recu- 
rrida y resolviendo sobre lo principal de- 
clara: absuelto a Luis Baires Connoly del 
cargo que por el delito de falsificación 
de documentos oficiales se le formuló, por 
no ser el hecho constitutivo de delito. 


Notifíquese, ordénese la inmediata 1li- 
bertad del reo y en la forma acostumbra- 
da, devuélvanse las antecedentes. 


J. M. Reina Andrade. — Federico O. Sa- 
lazar. — Carlos Castellanos R. — Alberto 
Argueta S. — José Serano Muñoz. — Ante 
mí, Juan Fernández C., Secretario. 


CRIMINAL 


Corte Suprema de Justicia, Guatemala, 
veintirés de Abril de mil novecientos trein- 
ta y cuatro. 


En casación, se examina la sentencia 
proferida por la Sala 3a. de la Corte de 
Apelaciones en el juicio que por el delito 
de falsificación de pasaporte se instruyera 
contra Arturo Fuentes Reina, y por los de 
uso del mismo, y público de nombre su- 


puesto, contra Matilde Flores Porras de - 


Aparicio. 


OS 


Por noticia que tuviera el Director de la 
Policía, de algunas irregularidades que se 
observaban al extender pasaportes, inves- 
tigó sobre el particular, estableciéndose 
que había sido extendido uno a favor de 
la señora Flores de Aparicio, bajo el nom- 
bre de Marta Gálvez. Indagados, el Jefe 
de la Sección de Pasaportes, Arturo Fuen- 
tes Reina, confesó haber extendido dicho 
docuniento sin llenar los requisitos de ley, 
tan solo por complacencia; Matilde de 
Aparicio, a su vez fué confesa de haber 
usado del pasaporte y obtenerlo por me- 
dio de Otto Rehmoldt, con nombre distin- 
to del suyo, con el de Marta Gálvez, que 
usara en su viaje y estancia en la Haba- 
na. En el término de prueba se rindió al 
guna que no modifica la existencia de los 


hechos que se dejan relacionados. El Juez 


5o. de la. Instancia, dió fin al proceso de- 
clarado: que Fuentes Feina era autor del 
delito de haber expedido un pasaporte ba- 
jo nombre supuesto, por el que le imponía, 
tomando en cuenta la atenuante de su 
confesion, la pena efectiva de ocho meses 
de arresto mayor; y que Flores Porras de 
Aparicio era autora de los delitos de uso 
público de nombre supuesto y también de 
uso de pasaporte falso, imponiéndole en 
virtud de la mencionada atenuante, la pe- 
na de diez meses veinte días de arresto 
mayor. Del fallo apelaron los reos y uno 
de los defensores. 


SS 


Con la modificación de que la pena im- 
puesta a Fuentes Reina era la de un año 
de arresto mayor, y de que se dejaba abier- 
to el procedimiento contra Otto Rhemoldt, 
la Sala jurisdicional confirmó la senten- 
cia apelada, basándose en las siguientes 
consideraciones: que con el parte rendido 
por la policía de investigación, así como 
con todos los documentos que figuraban en 
autos se había establecido la base del pro- 
cedimiento criminal incoado; que habien- 
do prueba independiente de la confesión 
del enjuiciado Fuentes Reina para infrin- 
girle pena, no se podía apreciar tal cir- 
cunstancia como atenuante en su favor; 
que contra la procesada Flores de Apari- 
cio, existía como prueba su confesión, la 
cual era congruente con las constancias 
del juicio, concurriendo los requisitos le- 
gales para tenerla por válida, por lo que 
era el caso de estimar ajustadas a la ley, 
las penas impuestas a dicha señora. 


E 


: Arturo Fuentes Reina y Matilde Flores 
de Aparicio, auxiliados por los abogados 
Carlos Pacheco Marroquín y J. Octavio Mar 
tínez, interpusieron recursos de casación 
contra el fallo de Segundo Grado, denun- 
ciando como violados los artículos: 11, 27, 
28, 44, 58, 63, 64, 66, 259, 568 y 609 Código 
de Procedimientos Penales, 194 y 201 del 
Código Penal, según el primero de los re- 
currentes; y en el criterio del segundo, los 
artículos: 1, 3, 21 inciso 3; 11, 79, 72, 202 
y 204 del Código Penal, 1, 2 y 3, del Dto. 
Gub. 1105, 3, 5, 731, 132, 135 incisos 3 y 
4 de Prs. Pns. y 130 del Dto. Leg. 1928. Ha- 
biéndose llenado los trámites de ley y se- 
ñalado día para la vista, es el caso de re- 
solver lo que en derecho proceda. 


CONSIDERANDO: que el Dto. 1105 en 
sus artículos lo. y 30. establece entre otras 
cosas que al formulario que se da para que 
se llene, con los datos que los mismos ar- 
tículos especifican, se acompañarán los do- 
cumentos que acrediten la identidad y na- 
cionalidad de la persona y que todos los 
pasaportes llevarán la impresión digital 
del dedo pulgar derecho, o en su defecto, 
de cualquier otro dedo, indicándose cuál. 
En la causa consta que el encargado de 
la oficina de pasaportes lo era don Arturo 
Fuentes Reina, quien llenó el formulario 
de folio siete (7) y en el que no consignó 
el número de la cédula de vecindad, po- 
niendo además en el lugar donde debía de 
ir la firma, la palabra ignora, circunstan- 
cia que él mismo confiesa y que la se- 
ñora Marta Gálvez no llegó a la oficina, 
así como tampoco doña Matilde Flores de 
Aparicio, asegurando que la señora Gálvez 
sí presentó la cédula de vecindad, pero 
que no consignó el número de ella por un 
olvido involuntario, reconociendo su error, 
así como también ser él el que entre- 
gó el pasaporte de folios once (11) corres- 
pondiente a Marta Gálvez, sin la impre- 
sión digital y sin la firma de dicha seño- 
ra, y que ésta al tener en su poder dicho 
pasaporte puso en él su impresión digital 
y su firma. En su ampliación indagatoria 
se excusó de no haber llenado los requi- 
sitos que la ley exige para expedir pasa- 
portes, por su buen corazón y por compla- 
cencia, y que el subsecretario, Licenciado 
don J. Eduardo Girón no tenía ninguna 
culpa, pues al preguntarle antes de firmar 
el pasaporte que si se habían llenado las 
formalidades de ley, el interrogado le con- 
testó que sí. 
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La ley al hablar de la falsedad cometi- 
tida en los pasaportes, dice que ésta no 
puede hacerse sin un objeto criminal; que 
la primera falsedad que un empleado de 
la oficina donde los pasaportes se expiden 
puede cometer, es la de expedir un pasa- 
porte que no corresponde en realidad a la 
persona, o a la de darlo en blanco; y agrega 
que si el pasaporte es una garantía de se- 
guridad, ésta desaparece cuando ño se dá 
a la persona que corresponde; que única- 
mente no es responsable el que ejecuta 
un acto obligado a ello por una violen- 
cia grave e injusta, que no ha podido 
eludir ni resistir de otra manera, pero que 
en dicho caso de excepción no entran las 
aciones voluntarias y queridas y por con- 
siguiente. dolosas, las cuales sí se repri- 
men por bien del público y por interés de 
los particulares. Por consiguiente el Tri- 
bunal sentenciador al determinar los he- 
chos que cometió el reo Arturo Fuentes 
Reina y declarar que con tal acción violó 
la fé pública y la verdad solemnemente 
consignada en el pasaporte que expedió 
con el nombre de Marta Gálvez, a doña 
Matilde Flores de Aparicio, no cometió 
error de derecho en la calificación del de- 
lito ya que la falsedad puede ser obra de 
un individuo, que no es funcionario, la cual 
se realiza por la creación del documento 
mismo, por la alteración del que existe, o 
por medio de declaraciones falsas hechas 
al funcionario que extiende el documento, 
artículo 201 del Código Penal. 


CONSIDERANDO: que la acción de do- 
ña Matilde Flores de Aparicio, evidente- 
mente no puede de ninguna manera que- 
dar comprendida dentro del círculo del 
párrafo VII del Código Penal, que se re- 
fiere a la falsificación de pasaportes y 
certificados, sino en el X por estar de- 
mostrado de una manera plena el delito 
de uso público de nombre supuesto, el cual 
se determina, no por el resultado del pro- 
pósito del agente, sino por el empleo y 
uso de nombre que no le corresponde, ha- 
biéndose cumplido además, la condición 
esencial de este delito en cuanto a la pu- 
blicidad y continuidad en el trato común 
con diversas personas y por el tiempo ne- 
cesario para ir y regresar a la Habana. 
Los más reputados tratadistas de derecho 
Penal, dicen que las palabras usar públi- 
camente un nombre supuesto, según su 
significado natural, sólo pueden ser apli- 
cables al que se cambia el legítimo y ver- 
dadero nombre, con el que se le conoce 
y se le distingue, que fué lo que hizo doña 
Matilde Flores de Aparicio, con interven- 


ción del individuo Otto Rehmoldt, al pre- 
sentarse a la oficina de pasaportes, con 
el nombre de Marta Gálvez. Al calificarlo 
de otra manera el Tribunal sentenciador, 
es decir, como constitutiva la acción de 
doña Matilde de dos delitos, el de uso pú- 
blico de nombre supuesto y el de uso de 
pasaporte falso, cometió :error de dere- 
cho, toda vez que sólo es responsable del 
primero, infringiéndose de esta manera 
el artículo 204 del Código Penal por lo 
que procede casar y anular la ejecutoria 
respectiva para dictar la que corresponde 
en derecho, artículo 687 Prs. Pns. 


CONSIDERANDO: que la pena que co- 


"rresponde aplicarle a doña Matilde Flores 


de Aparicio como autora del delito de uso 
público de nombre supuesto, es la de un 
año de aresto mayor, disminuida en una 
tercera parte por la circunstancia ya rela- 


- cionada, artículo 21 fracción 10a. 77 y 224 


Código Penal; 568 y 609 Prs. Pns. 


CONSIDERANDO: que la pena que co- 
rresponde infligir a Arturo Fuentes Reina 
como autor del delito de falsificación de 
documentos oficiales, por estar suficien- 
temente comprobada su responsabilidad, 
es la que señala el artículo 201 del Código 
Penal; de acuerdo con las razones expues- 
tas anteriormente, pero disminuída en una 
tercera parte por no existir más prueba 
que su confesión, artículos citados. 


POR TANTO: la Corte Suprema de Jus- 
ticia, de acuerdo con las leyes citadas y lo 
preceptuado en los artículos 11, 27, 29 in- 
ciso 3o., 33, 44, 58, 65, 94 y 925 Código Pe- 
nal; 2 Dto. 1366; 2 Dto. 1740; 201, 673, 674, 
676, 686, 687,132. y. 13D Prs. Pnos:, 22 Dto, 
1728, CASA Y ANULA la sentencia que 
motivó el recurso de casación y resolvien- 
do sobre lo principal, declara: lo., que Ar- 
turo Fuentes Reina es autor del delito de 
falsificación de documentos oficiales, por 
cuya infracción se le impone la pena de 
un año de arresto mayor, disminuída en 
una tercera parte, lo suspende en el ejer- 
cicio de sus derechos políticos durante el 
tiempo de la condena; lo deja afecto al 
pago de las responsabilidades civiles, pro- 
venientes del delito; le permite conmutar 
la totalidad de la pena a razón de diez 
centavos de quetzal diarios; por último, lo 
exonera de reponer el papel empleado en 
la causa; 20.—Que doña Matilde Flores de 
Aparicio es autora del delito de uso públi- 
co de nombre supuesto, por lo que le im- 
pone la pena de un año de arresto mayor 
disminuida en una tercera parte, que cum- 
plirá en la prisión de mujeres; le permite 
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conmutar la totalidad de la pena a razón 
de diez centavos de quetzal por día, la de- 
ja afecta al pago de las responsabilidades 
civiles y a la reposición del papel emplea- 
do en la causa por no estar demostrado 
que sea pobre en el sentido legal. 


Notifíquese y con certificación, devuél- 
vanse los antecedentes a donde corres- 
ponde. 


J. M. Reina Andrade. — Federico O. Sa- 
lazar — Carlos Castellanos R. — Alberto 
Argueta S. — José Serano Muñoz. — Ante 
mí, Juan Fernández C., Secretario. 


CRIMINAL 


Corte Suprema de Justicia, Guatemala, 
veinticuatro de Abril de mil novecientos 
treinta y cuatro. MN 

En casación, se examina la sentencia 
proferida por la Sala la. de la Corte de 


Apelaciones, en la causa que por el delito 


de defraudación a la Hacienda Pública en 
el Ramo de Tabacos, se instruyera contra 
Alberto Marves y Encarnación Abularach. 


coa 


En el interrogatorio que el Juez 20. de 
Paz de esta ciudad, hiciera a Alberto Mar- 
ves acerca de unos puros encontrados en 
la casa número sesentidós (62) de la Ave- 
nida Central, éste manifestó que le habían 
sido entregados por Encarnación Abula- 
rach para que los quemara o enterrara; 
con posterioridad declaró que no había si- 
do Abularach sino su apoderado Armando 
Anguiano, quien se los diera, mas como 
éstos lo negaran, se practicó careo en el 
cue Marves sostuvo que aquéllos le habían 
entregado los puros para que los guarda- 
ra, sin lograr que se pusieran de acuerdo 
en sus dichos; previa tramitación legal, el 
Juez 60. de la. Instancia dictó sentencia 
condenando a Marves a un año de arresto 
mayor y absolviendo a Abularach del car- 
go; la Sala jurisdiccional al conocer en 
apelación del fallo, anuló lo actuado por 
haberse asentado, sin llenar todos los re- 
quisitos legales .algeunas notificaciones; al 
reponerse las diligencias anuladas, Marves 
no ratificó sus anteriores declaraciones, 
afirmando que los puros que le fueron re- 
cogidos, eran de la propiedad de Encarna- 
ción Abularach, quien se los había entre- 
gado para que los llevara a casa de su 
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suegro, Antonio Abularach Sara, donde 
los había dejado, trasladándolos después 
a la ladrillera; que al embargarse la fá- 
brica, Antonio Abularach había tenido 
miedo y entonces con orden de éste y de 
Encarnación, los había pasado a la pie- 
za en que fueron haliados, y que sus de- 
claraciones anteriores obedecían a conse- 
jos que le dieran los Abularach y el Li- 
cenciado Arcadio Chévez; que aún más, 
en el momento de su captura, Encarnación 
Abularach le había propuesto que no lo 
culpara y que así haría que lo defendie- 
ran sin que le costara gasto alguno a Mar- 
ves, lo cual había sido escuchado por Fran- 
cisco Izquierdo, Francisca Acosta y Clara 
Juárez, ésta e Izquierdo confirman lo ex- 
puesto por Marves, agregando el último, es 
decir Izquierdo, que quien pagaba el cuar- 
to era Abularach. Fredy H. Godoy y Julio 
T. Arce declararon que las cajas halladas 
en el cuarto de Marves eran propiedad de 
Encarnación Abularach, y cuatro testigos 
más, que Marves era simple empleado de 
Abularach. El Juez dictó nuevamente sen- 
tencia y condenó a Marves como cómplice 
en el delito de defraudación a la Hacien- 
da Pública en el Ramo de Tabacos, de- 
jando abierto el procedimiento contra Abu 
larach; fallo que se declaró consentido y 
ejecutoriado. 


A 


No habiéndose logrado la captura de En- 
carnación Abularach se le nombró defen- 
sor al Licenciado Jorge del Valle Matheu, 
a quien se le tomó confesión con cargos y 
se continuó la secuela del proceso hasta 
dictarse sentencia condenando a Abula- 
rach como autor del delito de defrauda- 
ción a la Hacienda Pública en el Ramo 
de Tabacos, imponiéndole un año de arres- 
to mayor conmutable a razón de cincuen- 
ta centavos de quetzal diarios, una multa 
igual a veinte veces el valor de la canti- 
dad defraudada e hizo las demás decla- 
raciones respectivas; en apelación de la 
sentencia conoció la Sala la., la que con- 
sideró bien probada la culpabilidad de 
Abularach, pero estimando la gravedad del 
delito aumentó la conmuta a tres quetza- 
les diarios y la confirmó en todo lo demás. 


— II — 


El enjuiciado Abularach, con auxilio del 
Abogado don J. Arcadio Chévez, introdujo 
el presente recurso, denunciando como in- 
fringidos los artículos: 11, 27, 29, 67, Có- 
digo Penal; 30., 40., 162, 568, 570, 571, 572, 


o ds ' q. mn 


575, 580, 581, 583, 586, 588, 590, 598, 603, 
610 "126, 31 y T32 Código' de Prs. Pns.; 
951 y 953 Código de Prs. Cvs.; 204 del De- 
creto Gubernativo número 273; 1947, 1948, 
1949, 1950, 1957, 1960, 1979 y 1981 del Có- 
digo Civil. 

CONSIDERANDO: que el artículo 26 del 
Dto. Gubernativo número 1466 del 14 de 
Octubre de 1933, preceptúa, que el proce- 
dimiento en los procesos instruídos con 
motivo de las infracciones a la Ley de Ta- 
bacos, se ajustará a lo que sobre el par- 
ticular dispone el Código Fiscal y sus re- 
formas, y en defecto de éste, se aplicará 
al Código Penal y el de Procedimientos 
Penales. 

En la causa instruída por el delito de 
defraudación a la Hacienda Pública en el 
Ramo de Tabacos contra el reo prófugo 
Encarnación Abularach está suficiente- 
mente comprobado el delito y también su 
culpabilidad, como lo requiere el Procedi- 
miento de Hacienda en los delitos de con- 
trabando, defraudación, de aguardiente, 
licores, chichas, tabaco y demás efectos 
estancados en su artículo 210, pues está el 
dicho de los agentes de la Policía Nacional 
que aprehendieron los cigarros (puros), y 
lo manifestado por Fredy H. Godoy, Julio 
T. Arce, Francisco Izquierdo y Clara Juá- 
rez, sobre que los puros encontrados en el 
cuarto en donde vivía Alberto Marves, eran 
de la propiedad de Abularach, y de que 
éste pagaba el cuarto, por ser Marves un 
simple empleado de él; por consiguiente, 
al declarar el Juez 60. de la. Instancia 
que Abularach era culpable como autor 
del delito Fiscal ya relacionado e impo- 
nerle la pena de un año de arresto ma- 
yor, fundándose en la doctrina de los ar- 
tículos 20, 21 inciso 20., 24 y 26 Dto. 1584; 
214 Ley de Licores, fallo que fué confir- 


mado por la Sala la. de la Corte de Ape-' 


laciones que conoció en grado, con la única 
modificación de que la conmuta de la pe- 
na impuesta era a razón de tres quet- 
zales diarios, de acuerdo con el procedi- 
miento señalado por la ley especial de Ta- 
bacos. No se violaron por lo tanto, los 
artículos 11, 27, 29 y 67 del Código Penal; 
ni los de Procedimientos Penales, 3o0., 4o0., 
162, 568, 570, 571, 572, 575, 580, 581, 583, 
586, 588, 590, 598, 603, 610, 726, 731 y 732, 
que ninguna aplicación tienen por haber 
ley especial y suficiente para la investiga- 
ción del delito, su calificación y pena. 
CONSIDERANDO: que tanto el Dto. Le- 


gislativo No. 1584 que estaba en vigencia 
cuando el Juez dió fin a la causa, como el 


Dto. Gubernativo No. 1466 que reformó és- , 


A ES E A 


$ 


A ES 


te, establecen de manera precisa, que el 
procedimiento en los procesos de que 
tratan ambos en su artículo 26, se ajus- 
tará a lo que sobre el particular dispone 
el Código Fiscal y sus reformas, y que en 
defecto de éste, se aplicará el Código Pe- 
nal y de Procedimientos Penales. En tal 
virtud, nunca podían aplicarse los precep- 
tos consignados en ¡el Código Civil, así 
como tampoco los del Código de Procedi- 
mientos Civiles y sus reformas, siendo és- 
ta la razón porque no se infringieron los 
artículos 1947, 1948, 1950 1957, 1960 y 1981 
del Código Civil; 951 y 953 de Procedi- 
mientos Civiles y 204 del Dto. 273, que 
también citó el recurrente. 


POR TANTO: la Corte Suprema de Jus- 
ticia, de acuerdo con lo que preceptúan 
los artículos 193, 196, 209, 215, 214, 218 y 
227 Ley de Hacienda; 2 Dto. 1740; 22 Dto. 
1728 y 690 Prs. Pns., DESESTIMA el re- 
curso interpuesto por Encarnación Abula- 
rach, imponiéndole la pena adicional de 
quince días de prisión simple, conmuta- 
bles a razón de tres quetzales diarios. 

Notifíquese y como corresponde, devuél- 
vanse los autos. 


J. M. Reina Andrade. — Federico O. Sa- 
lazar. — Carlos Castellanos R. — Alberto 
Argueta S. — José Serano Muñoz. — Ante 
mí, Juan Fernández C., Secretario. 


CRIMINAL 


Corte Suprema de Jucticia, Guatemala, 
treinta de Abril de mil novecientos treinta 
y cuatro. 

Vista en casación, la sentencia proferi- 
da por la Sala 2a. de la Curte de Apela- 
ciones, en el proceso que por el delito de 
asesinato se instruyera contra Juan Tu- 
cubal, Cecilio Sánchez Rangel, Fulgencio 
Sánchez, Pablo Jerez Ruiz y Lucio Serech 
Bibi. 

A 


A las veintitrés horas del veintisiete de 
Octubre de mil novecientos treinta y dos, 
en un paraje de Parraxquín, fué muerto 
Juan Juárez, presentando cuatro lesiones 
en el cráneo, producidas al parecer por 
arma contundente. 

Lucio Serech Bibi en estado de ebriedad 
reveló a Pablo Jerez, que el día indicado 
como a las seis de la tarde, yendo para 
su casa, le habían hecho encuentro Ful- 
gencio Sánchesz y Juan Tucubal Sut, quie= 
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nes le amenazaron con darle muerte si no 
los acompañaba, reuniéndose después con 
Cecilio Sánchez, hijastro de Juan Juárez; 
que todos se encaminaron al rancho de 
Juárez, a quien Fulgencio Sánchez obse- 
quió cuatro tragos y a continuación le infi- 
rió cuatro tremendos golpes en el cráneo 
con el brazo de una piedra de moler y otros 
más con un garrote, con el cual también lo 
lesionó Juan Tucubal, conduciendo en se- 
guida los dos agresores el cadáver al río 
Grande, echándolo en la corriente, regre- 
sando al rancho, donde borraron las hue- 
llas de sangre y tomando los instrumentos 
del delito los arrojaron al río; Serech Bibi 
afirma haber presenciado los hechos pero 
sin tomar participación alguna. El Juez 
de la. Instancia de Chimaltenango dictó 
sentencia, absolviendo: de la instancia a 
Fulgencio Sánchez y Juan Tucubal, del 
cargo a Pablo Ruiz, y declarando autores 
del asesinato a Lucio Serech y Cecilio 
Sánchez, quienes deberían sufrir la pena 
de muerte. 


E y As 


En apelación de la sentencia, conoció 
del proceso la Sala 2a. de la Corte de Ape- 
laciones, fallando por mayoría, por ha- 
ber disentido el Magistrado Aguilar; fallo 
que descansa en las siguientes considera- 
ciones: 

a) La muerte violenta de Juan Juárez 
quedó plenamente evidenciada con el cer- 
tificado de defunción, inspeción ocular, 
dictamen empírico del reconocimiento del 
cadáver e informe del Doctor Catalán 
Prem, acerca de que las lesiones inferidas 
al interfecto eran de origen criminal y no 
por arrastramiento del río. 

b) La confesión de Lucio Serech Bibí, 
de haber concurrido al rancho de Juárez 
a darle muerte, pues la negativa de su 
participación en el crimen, la destruyen 
los hechos plenamente probados: hallazgo 
en Su propia casa de un cacho de pólvora 
y un machete de la pertenencia de Juárez; 
no haber Serech ocurido a la autoridad 
para denunciar el delito; haberse fugado 
cuando era conducido preso después de la 
revelación del delito; su disgusto tenido 
días antes de la muerte de Juárez con el 
mismo; su excitación nerviosa en el mo- 
mento de ser conducido ante el Encargado 
Militar de Paquip y demás personas que 
escucharon la primera relación del suce- 
so; sus malos antecedentes; hechos que 
enlazados a la presunción arrojada por la 
declaración del testigo Eulalio Serech, 
hermano de Lucio, que afirma que éste en 


compañía de Cecilio, Fulgencio Sánchez y 
Juan Tucubal, fueron “a la matanza de 
Juárez”, en la fecha que coincide con la 
del crimen y a los otros hechos confesados 


- ¡por Serech y que le perjudican, forman 


la presunción humana, grave, necesaria e 
indefectible, de que Lucio Serech Bibí 
es uno de los autores de la muerte de Juá- 
rez. k 

c) La competencia del Juzgado por no 
deducirse de las pruebas producidas que 
el crimen haya tenido por objeto el robo. 

d) Deducirse de los hechos confesados 


- por Serech, congruentes con las constan- 


cias procesales, de las lesiones presenta- 
das por el cadáver, y de otras circunstan- 
cias, que en la ejecución del acto concu- 
rrieron las características de alevosía y 
premeditación, y que en consecuencia el 
delito debe calificarse de asesinato. 

e) La circunstancia atenuante de la 
confesión del reo, sin la cual no habría 
prueba para condenarlo, debe asímismo 
apreciarse, equiparando la pena de muer- 
te a la de quince años de prisión y reba- 
jar de ésta la tercera parte, quedando 
reducida la pena a diez años. 

f) La falta de plena prueba para con- 
denar a Pablo Jerez, Fulgencio Sánchez, 
Cecilio Sánchez Rangel y Juan Tucubal 
Sut, mas, existiendo en su contra varios 
indicios de culpabilidad y la semiplena 
prueba que produce la declaración del, 
co-reo Serech, debe absolvérseles sólo de 
la instancia. 

En el fallo se declara: revocar la sen- 
tencia apelada en cuanto condena a Ceci- 
lio Sánchez, a quien absuelve de la ins- 
tancia; confirmarla en lo demás, con las 
modificaciones siguientes: a Pablo Jerez 


Ruiz lo absuelve únicamente de la instan- 


cia, y a Lucio Serech Bibí le impone diez 
años de prisión correcional inconmutables. 
El Magistrado que votó en contra, opina 
que también debió absolverse de la ins- 
tancia a Serech. 

! — III — 

El Procurador de la Sala introdujo el 
presente recurso de casación. únicamente 
en lo que toca a Serech, citando como vio- 
lados los artículos 568, 595, 596, 597 y 601 
Prs. Pns. y 60. Dto. 1366. 

Previa tramitación legal y señalamien- 
to de dia para la vista, es el caso de re- 
solver lo que en derecho proceda. 

CONSIDERANDO: que Serech no ha 
confesado haber cometido delito alguno, 
ni haber tomado parte directa ni indirec- 
ta en el asesinato de que fué víctima Juan 
Juárez, sino refiere el hecho como testigo 
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presencial sindicando como autores a Ful- 
gencio y Cecilio Sánchez, Juan Tucubal y 
Pablo Jerez, de suerte que carece de fun- 
damento la declaración de culpabilidad 
que hace la Sala, puesto que sin existir 
tal confesión la prueba se desvanece por 
completo y falta el antecedente necesario 
estimado por el Tribunal para relacionar- 
lo con los indicios que aprecia, de los cua- 
les deduce la culpabilidad del procesado. 
En tal virtud es manifiesta la violación 
de los artículos 568, 595 y 596 de Prs. Pns. 
y la nulidad del fallo recurido es proce- 
dente. 


CONSIDERANDO: que de los hechos que 
sin la llamada confesión quedan subsisten- 
tes no puede deducirse la culpabilidad de 
Serech como consecuencia necesaria e in- 
defectible, hechos que se reducen a ha- 
berse encontrado en su casa de habitación 
un cacho de pólvora y un machete del oc- 
ciso, no haber denunciado el crimen, ha.- 
berse fugado cuando era conducido preso, 
haber tenido un disgusto con el interfec- 
to días antes por razón de unos perros, 
su excitación nerviosa en el momento de 
declarar y sus malos antecedentes, los 
cuales de ninguna manera tienen el 
enlace que conduzca a la deducción del 
hecho que se pretende averiguar ni la úni- 
ca consecuencia es la culpabilidad del pro- 
cesado. Artos. 587 y 595 Prs. Pns. 


CONSIDERANDO: que fuera de la de- 
claración del testigo Serech no hay otra 
prueba para condenar a los prevenidos y 
aun esta declaración, tomada como tal, es 
imprecisa y contradictoria, prestada en 
diferentes ocasiones del sumario y del ple- 
nario con detalles distintos y rectifica- 
ciones de fondo que hacen dudar de la 
veracidad del deponente, pero concurrien- 
do en el caso para los reos Fulgencio y 
Cecilio Sánchez y Juan Tucubal los requi- 
sitos del Arto. 730 de Prs. Pns., la abso- 
lución debe limitarse a la instancia. 


POR TANTO: La Corte Suprema de Jus- 
tica, con apoyo en las leyes citadas y de 
lo dispuesto en el Arto. 687 Prs. Pns. CA- 
SA Y ANULA la ejecutoria recurrida y re- 
solviendo sobre lo principal declara ab- 
suelto de la instancia por falta de prue- 
ba plena a Lucio Serech Bibí. 

Notifíquese y con certificación de lo re- 
suelto, devuélvanse los antecedentes a don- 
de corresponde. 


J. M. Reina Andrade. — Federico O. Sa- 
lazar. — Carlos Castellanos R. — Alberto 
Argueta S. — José Serrano Muñoz. — Ante 
mí, Juan Fernández C., Secretario. 


SABRIA DARA 
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CRIMINAL 


Corte Suprema de Justicia, Guatemala, 
cinco de Mayo de mil novecientos treinta 
y cuatro. 

Visto por recurso de casación y con sus 
antecedentes respectivos, la sentencia pro- 
ferida por la Sala 5a. de la Corte de Ape- 
laciones, el veintiséis de Febrero de mil 
novecientos treinta y cuatro, en la que se 
confirma la que dictó el Juez de la. Ins- 
tancia de Chiquimula, en la causa instruí- 
da contra Manuel Guzmán Aguilar, por 
el delito de disparo de arma. 


En la causa que se tiene a la vista, apa- 
rece: que el diez de octubre de mil nove- 
cientos treinta y tres, se presentó ante 
el Juez de Paz de Chiquimula, Manuel Flo- 
res Cáceres, manifestando, que ese día co- 
mo a las dieciseis horas, yendo por la ca- 
lle donde vive María Carrera, para arriba, 
y en los precisos momentos en que pasa- 
ba frente a la casa de Margarita Barrien- 
tos, Manuel Guzmán le disparó por detrás 
un tiro con intención de ultimarlo, que 
por casualidad no lo acertó, incrustándose 
el proyectil en la pared de la casa de la 
señora Barrientos, pidiendo en resumen: 
que se practicara una inspección ocular en 
la pared de la casa de ésta, y que se exa- 
minaran a las personas que propuso. Ma- 
ría del Carmen Comapa, de quince años de 
edad, manifestó que el día del hecho, a 
las diez y seis horas, se dirigía de su casa 
a la fábrica donde muelen maíz, y que al 
pasar frente a la casa de Margarita Ba- 
rrientos vió que un señor que venía casi 
a la par de la declarante, sacó un revól- 
ver y por detrás le hizo un disparo a Ma- 
nuel Flores, describiendo al que hizo di- 
cho disparo, y reconociéndolo también en 
rueda de presos. La testigo Socorro Blás 
manifestó, que ese día en ocasión de que 
se dirigía de oriente a poniente, por la 
calle en donde vive Margarita Barrientos, 
oyó un disparo de revólver, pero que por 
no conocer a las personas de la localidad 
no podía indicar quién haya sido el que 
disparó, sin embargo, al reconocer en rue- 
da de presos a Manuel Guzmán, lo seña- 
ló como la misma persona que vió por 
detrás de su espalda en el momento que 
le dispararon a Manuel Flores Cáceres. La 
testigo Margarita Barrientos, dijo que el 
día del hecho se encontraba en su casa 
de habitación cuando oyó un disparo muy 
cerca de la puerta de su casa, al lado de 
la calle, levantándose al momento en que 
entraba asustado Manuel Flores Cáceres, 


diciéndole que lo querían matar, que en- 
tonces ella salió a la puerta y vió a Ma- 
nuel Guzmán que estaba parado en frente 
a su puerta en la medianía de la calle, con 
un revólver en la cintura y le dijo que 
le hiciera favor de sacarle al pícaro que 
se había entrado de huída, pues quería 
matarlo; que después de darle consejos lo- 
gró que Guzmán se retirara; que el refe- 
rido Guzmán andaba muy enojado. El Juez 
de Paz que instruyó las primeras diligen- 
cias, se constituyó en el lugar del hecho, 
haciendo constar que en la pared de la ca- 
sa de Margarita Barrientos, había una pe- 
queña perforación, ocasionada por un pro- 
yectil de arma de fuego, estando la seña 
del disparo a una vara de altura del pa- 
vimento, por lo que se presumía que éste 
fué dirigido a la altura de medio cuer- 
po de un hombre de regular estatura y 
por la disposición del agujero había sido 
hecho frente a la pared indicada. Manuel 
Guzmán al ser indagado negó el hecho di- 
diendo que ese día y a la hora que se le 
preguntaba se encontraba en casa de Me- 
dardo Girón y que probaba su honradez 
con Tebando Aquino y Belisario Díaz y 
su inocencia, con Medardo Girón. Estos 
testigos no fueron examinados, tampoco 
se probó que el día del suceso haya es- 
tado el sindicado en casa de Medardo Gi- 
rón. 

Con fecha dos de Febrero del año en 
curso, el Juez de la. Instancia de Chiqui- 
mula dió fin a la causa declarando, que 
Manuel Guzmán Aguilar era autor del de- 
lito de disparo de arma de fuego, por cuya 
infracción le impuso la pena de dos años 
de prisión correccional, conmutable en sus 
dos terceras partes a razón de diez centa- 
vos de quetzal por día; haciendo las de- 
más declaraciones correspondientes en 
derecho. Esta sentencia fué confirmada 
por la Sala 5a. de la Corte de Apelaciones 
al conocer en grado. 

Al serle notificada la ejecutoria al reo 
Manuel Guzmán, con auxilio del Licencia- 
do Juan Mayorga Franco, interpuso el pre- 
sente recurso de casación por violación 
de ley, citando como infringidos los ar- 
tículos siguientes: 11, 65, 309, 455 inciso 2 
del Código Penal; 259, 260, 262, 364, 573, 
575, 576, 581 inciso 80., 583, 586 inciso 1lo., 
589, 595 y 596 Prs. Pns. El recurso de ca- 
sación interpuesto por el Profesor don Pe- 
dro A. Zea, no se relaciona por haber vye- 
nido sin firma de Abogado. 

Pedidos los antecedentes y señalado día 
para la vista, es el caso de resolver lo que 
corresponde en derecho. 
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CONSIDERANDO: Que el artículo 309 
del Código Penal en su segunda parte es- 
tablece, que serán aplicables las disposi- 
ciones de este artículo y del 308, que se re- 
fiere a la agresión, siempre que no concu- 
rran las circunstancias necesarias para 
constituir delito frustrado o tentativa de 
delito, que tenga señalada una pena su- 
perior. En el caso de autos, el delito de 
disparo de arma de fuego cometido por 
Manuel Guzmán Aguilar, está bien pre- 
establecido, por cuya razón el tribunal 
sentenciador no violó el artículo 309 del 
Código Penal, sino que por el contrario, hi- 
zo recta aplicación de lo dispuesto en él. 


El tribunal sentenciador procedió con 
todo acierto al calificar y penar en la for- 
ma en que lo hizo, los hechos que en la 
sentencia se consignan, toda vez que exis- 
ten para comprobarlos, las declaraciones 
de la menor María del Carmen Comapa, 
la cual debe tomarse como una presunción 
y la de las testigos Socorro Blás y Mar- 
garita Barrientos, que de conformidad con 
el artículo 574 Prs. Pns. hacen plena prue- 
ba; fuera de las presunciones que se des- 
prenden del acta levantada por el Juez 
instructor de las primeras diligencias, en 
el lugar del suceso y de lo afirmado por el 
reo que se encontraba en casa de Medar- 
do Girón cuando el hecho se verificó. En 
consecuencia el tribunal sentenciador no 
incurrió en los errores e infracciones que 
le atribuye el recurrente y por consiguien- 
te no se violaron los artículos 11, 65 y 455 
inciso 20., del Código Penal. El primero, 
que define el delito, el segundo que los jue- 
ces no podrán aumentar, disminuir, agra- 
var ni atenuar las penas y el tercero, que 
serán castigados con cinco días de prisión 
simple los que sin hallarse comprendidos 
en otras disposiciones del Código Penal, 
amenazaren a otro con arma. Tampoco se 
infringieron las disposiciones legales con- 
tenidas en los artículos 259, 260, 262, 364, 
573, 575, 576, 581 inciso 80., 593, 586 inciso 
lo., 589, 595 y 596 de Prs. Pns., por estar 
probados la base del procedimiento crimi- 
nal, el delito mismo y existir plena prue- 
ba de la culpabilidad del procesado, por 
los medios que la ley establece en su ar- 
tículo 570 Prs. Pns. 


POR TANTO: la Corte Suprema de Jus- 
_ticia, de acuerdo con la ley citada y lo 


y que disponen los artículos 573, 574, 576, 


Y 
de 
HL, 


A 


y 


584, 586 y 690 Prs. Pns; 22 Dto. 1728, de- 
clara improcedente el recurso interpuesto 
y le impone al recurrente la pena adicio- 


nal de quince días de arresto, conmuta- 
bles a razón de diez centavos de quetzal 
diarios. 


Notifíquese y con certificación de lo re- 
suelto, devuélvanse los antecedentes a 
donde corresponde. 


J. M. Reina Andrade. — Federico O. Sa- 
lazar. — Carlos Castellanos R. — Alberto 
Argueta S. — José Serrano Muñoz. — Ante 
mí, Juan Fernández C., Secretario. 


CRIMINAL 


Corte Suprema de Justicia, Guatemala, 
ocho de mayo de mil novecientos treinta 
y cuatro. 


Visto por recurso extraordinario de ca- 
sación y con sus respectivos antecedentes, 
el fallo de Segunda Instancia proferido en 
la causa instruida contra Francisco Bas- 
terrechea Torrealdey y Jenaro Salvatierra 
Pineda por el delito de detención ilegal. 


En el mes de marzo del año de mil no- 
vecientos treinta y dos, Ramón García, 
empleado de Francisco Basterrechea To- 
rrealdey, condujo a la prisión al mozo A- 
nastasio Chancho, fugo de la finca Santo 
Domingo, perteneciente al señor Basterre- 
chea Torrealdey, dando parte al Juzgado de 
Paz de Patulul; despacho que impuso a 
Chancho por el motivo mencionado, quin- 
ce días de prisión simple. Cuando Anas- 
tasio cumplió su condena, el patrón orde- 
nó a Jerónimo Hernández que condujera 
al referido mozo a la finca, a efecto de 
que cumplise con el compromiso que había 
contraído de trabajar en la mencionada 
propiedad. El trece da abril del año cita- 
do, como a las trece horas que llegaron a 
la finca Hernández y Chancho, Basterre- 
chea ordenó a su mayordomo Jenaro Sal- 
vatierra “que detuviera al mozo prófugo 
Anastasio Chanco en un cuarto”, para re- 
mitirlo al día siguiente a San Juan Bautis- 
ta, con el objeto de inquirir si alguna per- 
sona lo aceptaba en calidad de mozo y 
le pagaba (a Basterechea) la cantidad que 
le adeudaba. Salvatierra entendió mal lo 
que se le ordenaba y le puso una cadena 
a Chancho en la creencia de que así di- 
cho sujeto estaría más seguro. Anastasio 
rompió la cadena y temiendo que lo apre- 
hendieran se fué a la finca “Palmira”; en 
seguida llegó a pedir agua a la casa de 
María Guarcas, y como le suplicó a esta 
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señora, que diera aviso a la autoridad de 
lo que sucedía, ella el quince del mes ci- 
tado anteriormente, así lo. hizo. 
El Juez de Paz de Patulul instruyó las 
primreas diligencias, y continuada la in- 
vestigación, 'el Juez de la. Instancia de 


Sololá dictó sentencia con fecha veinti- 


nueve de noviembre de mil novecientos 
treinta y dos, la cual fué declarada nula 
por la Sala jurisdiccional, así como todo 
lo gue se había actuado en el plenario, 
desde el auto en que este principió, in- 
clusive, ordenando que se depurase la 
pesquisa, y fueron subsanados los errores 
cometidos, dictándose en su oportunidad, 
el correspondiente fallo. 


Después de haber cumplido el Juez de 
la causa con lo mandado por el Tribunal 
Superior, pronunció de nuevo sentencia 
declarando: que Francisco Basterrechea y 
Jenaro Salvatierra son autores del delito 
de detención ilegal, hecho delictuoso por 
el que les impone, a cada uno, la pena de 
dos años de prisión correcional. hecha la 
rebaja de una tercera parte de la pena 
por militar en favor de los reos la circuns- 
tancia atenuante de su espontanea con- 
fesión, sin la cual procedería absolverlos; 
la pena deberán purgarla, en la Peniten- 
ciaría Central con abono de la prisión 
sufrida; los suspende en el ejercicio de 
sus derechos políticos durante el tiem- 
po de la condena; les permite con- 
mutar las dos terceras partes de la pena 
a razón de cincuenta centavos de quetzal 
diarios a Francisco Basterrechea, y a diez 
centavos de la misma moneda por cada 
día a Jenaro Salvatierra; los obliga al 
pago de las responsabilidades civiles deri- 
vadas del delito, y a la reposición del pa- 
pel empleado en el proceso. Ambos en- 
juiciados y su defensor apelaron de la 
sentencia. 


Al tramitarse la Segunda Instancia, el 
Procurador pidió la confirmatoria de aque- 
lla con la enmienda de que el delito co- 
metido es el de abusos contra particula- 
res, ya que está plenamente probado que 
uno de los enjuiciados ordenó al otro que 
encadenara al ofendido. Y según la ley, 
los dueños de fincas o sus representantes 
tienen el carácter de agentes de autori- 
dad, y al ordenar el señor Basterrechea a 
Salvatierra que castigara a Chancho, abu- 
só del carácter de agente de la autoridad. 

El señor Fiscal manifestó: estar de 
acuerdo con la sentencia de que se trata, 
por que se comprobó la preexistencia del 
delito y la responsabilidad de los enjui- 
ciados como autores del delito de deten- 


ción ilegal; que tal vez Salvatierra esté 
exento de pena, ya que como mayordomo 
de la finca de Basterrechea, obró en vir- 
tud de obediencia debida a su patrón; que 
la pena impuesta está de acuerdo con el 
delito cometido y la rebaja de una tercera 
parte de tres años a que aquella se refie- 
re es procedente, pues sin la confesión de 
los reos no podría condenárseles; que el 
Procurador Oficial arguye que el delito 
perpetrado por los prevenidos es de abusos 
contra particulares, estimando que los due- 
ños de fincas o sus representantes legales 
tienen el carácter de agentes de la au- 
toridad, pero tanto el Decreto Legislativo 


1721 como el de la misma especie número : 


1816 que subrogó al primero, al investir 
a los propietarios de fincas rústicas como 


' agentes de la autoridad, lo hizo con el pro- 


pósito de que se persiguiera y 'capturase a 
los delincuentes, poniéndoles a disposición 
de la autoridad más inmediata, para ga- 
rantizar la vida y propiedad de los mora- 
dores o dueños de las mencionadas fincas, 
y, no con el carácter de efectivos agentes 
con atribuciones provias, como sucede con 
los demás agentes de la autoridad reco- 
nocidos por la ley. Y concluyó pidiendo 
que se confirmara la sentencia en cuanto 
a Francisco Basterrechea y fuera revoca- 
da con respecto a Jenaro Salvatierra, quien 
debía ser absuelto del cargo que le había 
sido formulado, por estar exento de res- 
ponsabilidad criminal. 


El veintiséis de febrero retropróximo, la 
Sala 6a. de la Corte de Apelaciones, -con- 
firmó la sentencia apelada con la enmien- 


da de que la conmuta de la pena impues-. 


ta a Basterrechea, es a razón de un quet- 
zal y cincuenta centavos por cada día. 


Considera la Sala: lo., que con la con- 
fesión de los reos, la cual reune los requi- 
sitos que señala la ley. está probado el de- 
delito de detención ilegal; y 2o., que los 
reos deben sufrir la pena de tres años de 
prisión correccional rebajada en una ter- 
cera parte por concurrir la circunstancia 
atenuante de la referida confesión sin la 
cual procedería dictar un fallo absoluto- 
rio; 3o., que el Decreto Legislativo núme- 
ro 1816 equipara a los dueños de fincas 
rústicas, sus administradores o represen- 
tantes legales a la categoría de agentes 
de la autoridad, esto es para la persecu- 
ción y captura del delincuente, pero Chan- 
cho no lo era y ya había sido sentenciado 
por faltas al trabajo, en el Juzgado de Paz 
de Patulul; 3o., que la obediencia debida 
a que se refiere el señor Fiscal no es la que 
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la ley determina como circunstancia exi- 
mente de responsabilidades, puesto que 
aunque Salvatierra era empleado de Bas- 
terrechea no estaba bajo las órdenes de 
éste, hasta el grado de incurrir en delito 
- por obedecerle, y, que tampoco puede con- 
- Ceptuarse como coacción, el delito que mo- 
tivó la causa, por que no se ejerció sobre 
Chancho violencia o intimidación para 
que ejecutara o dejara de hacer algo jus- 
to o injusto, sino que se le privó de su li- 
bertad; y 50. que en la causa consta la 
diferencia de posibilidades pecuniarias 
que hay entre ambos reos, pues Salvatie- 
rra es empleado de Baterrechea; por lo 
que debe aumentarse la conmuta a Baste- 
rrechea, hasta la mitad del máximun se- 
ñalado por la ley o sea quetzal y medio por 
cada día. 


Contra este último pronunciamiento, 
Francisco Basterrechea Torrealdey con au- 
xilio del Licenciado José Barillas Fajardo, 
introdujo el recurso de casación citando 
como violados los artículo lo., 11, 12, 356 
y 389 del Código Penal; y 41 del Decre- 
to Legislativo número 243. 


CONSIDERANDO: Las confesiones de 
Francisco Basterrechea y Jenaro Salvatie- 
rra reunen todos los requisitos que la ley 
determina, y por consiguiente constituyen 
plena prueba de que Basterrechea ordenó 
la detención de su mozo Anastasio Chan- 
cho y Salvatierra ejecutó dicha orden. De- 
tención que debe reputarse ilegal, por que 
los enjuiciados sin orden de autoridad 
competente la llevaron a cabo, y no se 
trata de los casos en que las leyes facultan 
a los particulares para proceder a la apre- 
hensión de una persona. Además el Juez 
de Paz de Patulul con fecha treinta de 
Marzo de mil novecientos treinta y dos, 
había impuesto al mencinado mozo por ha- 
berse fugado de la finca Santo Domingo, 
quince días de prisión simple, inconmuta- 
bles, según consta en la certificación que 

obra al folio sesenta y nueve del proceso. 
_Basterrechea sabía lo relacionado, tan así 
es, que en su declaración prestada ante 
el Juez de Paz con fecha veinte de Marzo 
de mil novecientos treinta y tres, refiere 
circunstanciadamente la captura de Chan- 
cho, su condena, y que Jerónimo Hernán- 
dez obedeciendo órdenes suyas, le condujo 
a la finca para que continuara trabajan- 
do. Habiendo optado el propietario de 
Santo Domingo por volver a tomar el co- 
lono Anastasio Chancho ya no podía sin 
infringir preceptos del orden penal, dete- 
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ner a Chancho por el mismo motivo para 
ponerlo nuevamente a disposición de la 
autoridad. 


CONSIDERANDO: La pena aplicable en 
el presente caso es la señalada por el ar- 
tículo 356, fracción tercera del Código Pe- 
nal, pues el ofendido estuvo efectivamente 
privado, de su libertad durante un término 
que, no excedió de doce horas, poco más 
o menos. Y al estimar la Sala sentenciado- 
ra lo contrario, infringió la disposición le- 
gal que acaba de citarse. 


CONSIDERANDO: En el proceso no 
existe más prueba que la confesión de 
los enjuiciados, y tomando en cuenta esta 
circunstancia, coresponde disminuir la pe- 
na que se les debe infligir en una tercera 
parte. 


POR TANTO: la Corte Suprema de Jus- 
ticia, con fundamento de lo prescrito por 
los Artos. 21 inc. 10, 29, 33, 44, 58, 66, 77, 
94, del Código Penal; 386, 388, 391, 609, 
687, 729, 735, 736 del Cód. de P. P.; 233. 
Decreto Legislativo número 1928, 20. y 40. 
del Decreto Leg. número 1740; 41 y 45 De- 
creto Legislativo número 243 y Acuerdo 
Gubernativo de fecha tres de Noviembre 
de mil ochocientos noventa y ocho; CASA 
Y ANULA la ejecutoria recurrida y fallan- 
do sobre lo principal declara: que Fran- 
cisco Basterrechea Torrealdey y Jenaro 
Salvatierra Pineda son reos de detención 
ilegal, y, por este delito les impone a cada 
uno, diez y ocho meses de prisión correc- 
cional, pena que en virtud de la circuns- 
tancia atenuante mencionada anterior- 
mente, queda reducida a un año, conmu- 
table en sus dos terceras partes, a razón 
de un quetzal diario respecto a Basterre- 
chea, y de diez centavos de la misma mo- 
neda por cada día, en cuanto a Salvatie- 
rra, a quien suspende en el ejercicio de 
sus derechos políticos durante la condena; 
que con abono del tiempo padecido extin- 
guirán dicha pena en la Penitenciaría 
Central; y que se les obliga al pago de las 
responsabilidades civiles provenientes del 
delito, y a la reposición del papel em- 
pleado en la causa. 


Notififíquese y en la forma que corres- 
ponde remítanse los antecedentes al Tri- 
bunal de su origen. 


J. M. Reina Andrade. — Federico O. Sa- 
lazar. — Carlos Castellanos R. — Alberto 
Argueta S. — José Serrano Muñoz. — Ante 
mí, Juan Fernández C., Secretario, 
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CRIMINAL 


Corte Suprema de Justicia; Guatemala, 
ocho de mayo de mil novecientos treinta 
y cuatro. 

Vista por recurso de casación y con sus 
respectivos antecedentes, la sentencia de 
segunda Instancia pronunciada en la cau- 
sa instruida contra Victoria Cuyantes 
Orozco de Monterroso por el delito de ho- 
micidio perpetrado en la persona de Jeró- 
nimo Lara y substracción de la menor Ana 
Díaz. 

Fué iniciada la pesquisa el catorce de 
abril del año de mil novecientos treinta 
y dos, a las diez horas y cuarenta y cinco 
minutos, y, al constituirse el Juez Cuarto 
de Paz del municipio de Guatemala, en la 
casa número cuarenta y tres de la trece 
calle oriente de dicha ciudad, encontró el 
cadáver de Jerónimo Lara, en la puerta 
del lado poniente de la morada que aca- 
ba de mencionarse, boca abajo, teniendo 
fuera del umbral y sobre la acera las ro- 
dilas y los pies. El Juez hizo constar que 
el cuerpo de Lara, tenía los siguientes 
agujeros, producidos con arma de fuego: 
uno en la parte media y posterior del cue- 
llo, dos en la espalda, abajo de los omó- 
platos, ambos a la misma altura, y dis- 
tantes cada uno, como cinco centímetros 
de la columna vertebral, presentando en 
su derredor dos manchas negruzcas, y for- 
mando un triángulo casi equilátero con 
otro orificio situado sobre la misma co- 
lumna vertebral un poco más abajo; al 
cambiarle de posición al cadáver se le vie- 
ron varios orificios causados también con 
la misma clase de arma, situados así: uno 
al lado izquierdo del cuello debajo del 
maxilar inferior, otro en la axila dedecha, 
uno en el brazo del mismo lado, y otro 
sobre el costado derecho. En la pieza, en 
cuya puerta estaba el cadáver, y, cerca de 
la entrada que la comunica con el dormi- 
torio, se encontró hacia el Oriente una 
vitrina y sobre ésta una pistola Colt, ca- 
libre treinta y dos, con olor a pólvora y 
seis cápsulas; entre la vitrina y en la ca- 
beza del occiso estaba un biombo de cua- 
tro hojas, teniendo en la segunda, de 
Oriente a Poniente, y, en la parte supe- 
rior de la tela, un agujero producido por 
el proyectil de una arma de fuego. Den- 
tro del traje que vestía el interfecto fue- 
ron encontradas dos balas y una más en 
el piso. 

Victoria Cujantes Orozco de Monterroso 
refiere: que cuando habitaba con su es- 
poso y familia una casa situada en la vein- 


te calle de esta capital (Guatemala) y a 
donde llegó Jerónimo Lara a ocupar una 
pieza con su mujer, hacía ya como un año, 
Lara empezó a galantearla a sabiendas de 
que era casada; ella le hizo ver a dicho 
sujeto su mal proceder pues la compro- 
metía, lo mismo que a su esposo y a Ma- 
ría Luisa N., cónyuge de Jerónimo, pero 
éste en vez de abandonar sus pretensiones 
insistió, y por esta causa desocuparon la 
mencionada casa, trasladándose a la nú- 
mero cuarenta y tres de la trece calle 
oriente; Lara continuó en sus devaneos, 
pero ya en estas ocasiones se dirigía a 
ella en tono amenazante, y el catorce de 
Abril (1932) cuando regresaba de com- 
prar unos zapatos, Jerónimo la siguió por 
la esquina de la doce avenida y trece ca- 
lle, diciéndole: que lo escuchara, pues de 
lo contrario, iba a desarrollarse ese día 
una tragedia, porque estaba dispuesto a 
esperar en la esquina a Ramón Monterro- 
so (esposo de la reo) y romperle los “se- 
sos”; bastante afligida se dirigió a su mo- 
rada y deseando evitar una desgracia a su 
marido al encontrarse con aquel indiyi- 
duo, y que talvez fuera a culparla, buscó 
la llave de la mesita de noche para sacar 
la pistola de Ramón y suicidarse; como 
no encontraba la llave y con una que mi- 
dió no pudo abrir la cerradura, cogió un 
martillo y con este instrumento logró ha- 
cerlo, cargando en seguida el arma; pero 
al acordarse de sus hijos no tuvo valor 
para llevar a cabo su propósito; salió a 
ver si Lara se había retirado; éste per- 
manecía en la esquina, y, al verla asomar 
por la puerta, Jerónimo se dirigió a la 
casa en vez de irse; encontrándose sola, y, 
antes que su marido se enterara que el 
mencionado sujeto había penetrado a su 
morada, le disparó de frente un balazo y 
otros más al caer boca abajo; y salió en 
busca de la autoridad dejando la pistola 
sobre la vitrina que estaba en la sala, 
mueble tras el cual se había ocultado con 
anterioridad para observar si Lara seguía 
su marcha. Según consta en el informe 
emitido por el doctor Carlos Federico Mo- 
ra, la muerte de Jerónimo Lara fué debi- 
da a la hemorragia interna determinada 
por las heridas de arma de fuego que su- 
frió, y particularmente lá marcada con el 
número tres, en el protocolo gráfico, en 
que el proyectil que la produjo lesionó la 
arteria aorta, por lo que fué necesaria- 
mente mortal. 


A este proceso se acumularon las dili- 
gencias iniciadas ante el Juez cuarto de 
Paz en virtud del parte que dió el Coman- 


- dante Teodoro de León con fecha veinti- 
-— trés de abril de mil novecientos treinta y 
dos, y en el que manifiesta que Anita Díaz, 
de diez años de edad se había fugado de 
la casa de sus padres Pedro Hernández y 
Cirila Díaz, el tres de diciembre de mil 
” novecientos treinta y uno, y fué encontra- 
da por los mismos en la Panadería “La 
Unión” (décima avenida sur) en poder de 
doña Victoria de Monterroso, de donde fué 
extraída por el Juez ya mencionado, su 
secretario y el Comandante de León. 


- La menor refiere que cierto día que su 
mamá la regañó, dispuso trasladarse a la 
casa de doña Victoria de Monterroso, quien 
le había dicho que se fuera a vivir con 
ella. La señora de Monterroso asegura que 
Anita llegó a su casa y tenía un pie gol- 
peado y uno de los ojos amoratado, dicién- 
dole: que su padrastro le había pegado y 
por eso quería trabajar con ella; que al 
preguntarle por la dirección de la morada 
de su señora madre no se la quiso dar, 
manifestándole que mejor se iría a buscar 
alojamiento a otra parte; que compade- 
ciéndose de la menor la recogió, no con 
el carácter de sirvienta sino para prote- 
gerla, mientras aparecía su señora madre; 
que nunca tuvo oculta a la menor; y que 
para evitarse dificultades estaba dispues- 
ta a pagar a la madre de Anita una pen- 
sión justa, pero siempre que se le indem- 
nizara el valor de la ropa que le había 
dado a la niñita y los cuidados que le ha- 
bía prodigado. Benita Reyes Castañeda 
corrobora lo manifestado por la señora de 
Monterroso acerca de la llegada de Ani- 
ta y el estado en que se presentó. En 
la partida de nacimiento que obra al fo- 
lia setenta y tres de la causa, consta que 
el diez. y ocho de abril de mil novecientos 
veintisiete, nació en el Hospital General 
Ana Raquel hija ilegítima de Rosa Díaz, 
ladina, originaria y vecina de Guatemala 
y soltera. Cirila Díaz, que asegura ser ma- 
dre de la menor, es de treinta y cinco años 
de edad, casada, con Santos García, quien 
reside en Quezaltenango. 

El licenciado don Carlos Pacheco Marro- 
quín, como defensor de la enjuiciada, rin- 
dió las pruebas que siguen: 

la. Inspección ocular practicada en la 
casa número cuarenta y tres de la trece 
calle Oriente de esta ciudad, diligencia 
en la cual se hizo constar: a) el experto 
Bachiler Raúl Asturias procedió a medir 
la pieza en donde ocurrió el suceso, ha- 
biendo comprobado que tiene tres metros, 
- sesenta centímetros de anchura por cua- 
tro metros, setenta centímetros de largo; 
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su altura, en la parte que da a la trece 
calle, es de tres metros, cuarenta centí- 
metros, y de dos metros sesenta y siete 
centímetros por el rumbo Norte; en este 
cuarto hay tres puertas: la primera, da a 
la calle y tiene dos metros y medio de al- 
tura, y un metro siete centímetros de an- 
cho; la segunda, da al Oriente, está en 
comunicación con otra pieza contigua y 
mide noventa y un centímetros de ancho 
por dos metros seis centímetros de alto; 
la tercera puerta, da hacia el norte, co- 
munica con el interior del inmueble por 
medio desun pasadizo que llega hasta la 
cocina; esta puerta tiene una altura de 
dos metros y un metro veintisiete centí- 
metros de ancho; b) al estar abiertas las 
puertas de la habitación en donde se ve- 
rificó el hecho, penetra luz suficiente pa- 
ra poder percibir bien los objetos; y ce- 
rrando las puertas del interior y una de 
las bandas de la que da a la calle pueden 
ser distinguidas las personas o las cosas. 
Si se cierra la puerta que da a la calle y 
se abren las del interior, el cuarto queda 
a obscuras o con muy escasa luz. Estando 
la puerta de la calle entre abierta, y las 
otras completamente abiertas, entra bas- 
tante claridad; y si se cierran las puertas 
interiores, y se deja entre abierta la que 
da a la calle, hay claridad para la per- 
cepción; c) el biombo y la vitrina fueron 
colocados en los lugares que ocupaban el 
día del suceso, según manifestó la reo. El 
primero, es de madera, sus cuatro hojas 
estaban cubiertas con tela; tiene de al- 
tura un metro treinta y cinco centímetros, 
y de ancho, estando extendido, un metro, 
sesenta y ocho centímetros; la primera 
banda de género mide un metro de alto, 
la segunda y tercera, un metro ocho cen- 
tímetros cada una, y la cuarta, noventa 
y cinco centímetros; y cuarenta y dos cen- 
tímetros de ancho, cada una de ellas. En 
la parte superior tiene el biombo una ba- 
randilla por la cual se puede introducir 
el cañón de una pistola y disparar. En 
las bandas que cubren el referido artefac- 
to no se encontró agujero alguno produ- 
cido por bala; pero debe advertirse que 
siendo corredizos los lienzos del biombo, 
puede ser introducida, con facilidad, una 
pistola dentro de las bandas, a cualquier 
altura; d) fué reconstruído el hecho, y al 
verificarlo, manifestó la reo que no se ocul- 
tó para cometerlo, circunstancia que ya 
había rectificado al ser interrogada por 
segunda vez; e) la vitrina mencionada es 
de madera, con vidrios diamantinos opa- 
cos, y tiene treinta y cinco centímetros 
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de largo, noventa y nueve de altura y se- 
senta y ocho de ancho; y f) Ana García, 
de once años de edad, se presentó a de- 
clarar lo que sigue: encontrándose junto 
a un aparato de radio oyó que la señora 
de Monterroso le dijo a su hermanita Es- 
tela que fuera a llamar a Jerónimo Lara, 
quien estaba en la esquina, al llegar Lara 
al umbral de la puerta, dicha señora, a 
una distancia de cuatro y medio metros, 
le disparó un balazo, Jerónimo cayó a tie- 
rra y entontes doña Victoria colocándose 
en el centro del cuarto, pues el primer 
disparo lo había efectuado desde la puer- 
ta que comunica con una pieza situada 
hacia el Oriente de la casa, continuó dis- 
parando sobre el mencionado individluo; y 
el día del suceso se encontraba en aquel lu- 
gar, porque la enjuiciada le había aconse- 
jado que cada vez que su mamá la rega- 
ñara se fuera para la morada de ella; 2a. 
Informe en que el Director General de Po- 
licía, manifiesta que el señor Jerónimo 
Lara en ningún tiempo ha sido empleado 
de esa Dirección, jamás sirvió como agen- 
te de línea; y nunca tuvo plaza como po- 
licía de investigación; 3a. Dictamen pre- 
sentado por los expertos señores don Do- 
mingo F. Muñoz y don Desiderio Menchú, 
quienes opinaron: que la escritura que 
aparece en los documentos que obran a 
los folios diez y seis y diez y siete de los 
autos no pudo haberla hecho la enjuicia- 
da; 4a. Dictamen de la señorita Amanda 
Cruz, quien informó: que no podía deter- 
minar a quien pertenecen los tres pañue- 
los que le fueron remitidos para su exa- 
men; 5a. Declaraciones de Buenaventura 
Hernández e Isabel de Hernández, perso- 
nas que afirman que la señora de Monte- 
rroso no ha frecuentado el hotel denomi- 
nado Universal, y no la conocen. 6a. Ins- 
pección ocular practicada en la casa nú- 
mero veintirés de la veinte Calle Oriente 
de esta ciudad (Guatemala) por medio de 
la cual quedó establecido: que existe una 
pieza que da a la veinte calle y tiene dos 
ventanas con balcones, dos puertas, de 
las cuales una comunica con el corredor, 
cuyas dos bandas unidas a éste forman 
un cuarto, que está cubierto con madera y 
vidrios en la parte que da al patio. En 
ese acto los esposos Monterroso mostra- 
ron dos piezas que aseguran ser las que 
habitó Lara con su mujer, siendo la pri- 
mera, que destinaban para dormitorio, la 
contigua al cuarto mencionado anterior- 


mente y que da a la veinte calle; y la. 


puerta que pone en comunicación ambas 
piezas la mantenía cerrada doña Victo- 
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ria, y la llave la guardaba don Ramón 
Monterroso, especie que aseveran ambos 
esposos, lo mismo que haber estado colo- 
cado un armario de cada lado de la co- 
municación que se encuentra al lado nor- 
te del dormitorio; este cuarto tiene ade- 
más una puerta que da hacia el corredor * 
y otra la pieza donde comían Lara y su 
mujer y hay un metro de distancia en- 
tre las puertas del dormitorio de Lara 
y la pieza contigua de los esposos Monte- 
rroso; y el costurero y la Sala se usaban 
para entrar por el zaguán al interior de 
la casa; Ta. Declaración de Ramón Monte- 
rroso, quien afirma que la enjuiciada ha 
demostrado ser una esposa fiel y una ma- 
dre cariñosa, observando siempre una vi- 
da metódica, y está dispuesto a trabajar 
por que vuelva a su hogar; 8a. Dictamen 
que emitieron los expertos don Juan Pini- 
llos y don Emilio Marroquín, en el cual 
hace constar que el biombo que se les pu- 
so a la vista no tenía agujeros produci- 
dos con arma de fuego; 9a. Informe en 
que el señor J. H. Wilson manifiesta que 
don Ramón de León Monterroso trabaja 
en la oficina del Departamento de Mecá- 
nica de los Ferrocarriles Internacionales 
de Centro América, en la ciudad de Gua- 
temala, desde el día tres de enero de mil 
novecientos treinta; hasta el once de di- 
ciembre de mil novecientos treinta y uno 
sus horas de trabajo fueron de siete a. m. 
a once y treinta a. m. y doce y cuarenta 
y cinco a cinco p. m.; y del doce de di- 
ciembre de mil novecientos treinta y uno 
a la fecha en que fué remitido el informe 
(veintinueve de septiembre de mil nove- 
cientos treinta y dos) de siete a doce m., 
y de dos p. m. a cinco p. m.; y sin per- 
miso especial dicho señor no podía au- 
sentarse de la oficina durante las horas de 
trabajo. 10a. Informes emitidos por los 
Comandantes de las Demarcaciones de Po- 
licía de esta ciudad (Guatemala) en los 
cuales consta que doña Victoria Orozco 
de Monterroso no aparece filiada en los 
libros respectivos por otro hecho delictuo- 
so; lla. Declaraciones del doctor don Ni- 
colás Zúñiga, Carlos Alberto Dubón y J. 
Alberto Sarti con las cuales se establecen 
los buenos antecedentes de la reo. 12a. 
Partidas: del matrimonio celebrado entre 
Ramón León Monterroso Izaguirre y Vic- 
toria Cujantes Orozco, y de nacimiento de 
Victoria Cujantes y Ramón Monterroso 
Izaguirre y de los hijos de ambos, llama- 
dos Julio Horacio y Hilda Consuelo; 13a. 
Declaraciones de Leonarda Rodríguez v. 
de Valenzuela y Anastasio Valenzuela, 


- quienes manifestaron no haber visto nun- 
ca en casa de Octavia Flores viuda de 
Prado a Lara ni a Victoria de Monterroso. 
14a. Declaraciones de Nicolás Lazo y Cris- 
tina Alvarez, personas que aseguran que 
- Nunca llegó a bañarse a la finca El Admi- 


> 


A 
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nistrador la señora de Monterroso; 15a. 
Declaración de doña Octavia Morales de 
Prado, quien afirma que Lara no llegó 


acompañado de una mujer a la pieza que 


ella le había dado en arrendamiento ni 
doña Victoria lo visitaba; 16a. Informe en 
que don J. T. Wilson manifiesta que Ra- 
món de León Monterroso trabajó en el De- 
partamento de materiales de “Internatio- 
nal Railways of Central América” del diez 
y siete de octubre de mil novecientos vein- 
tinueve al dos de enero de mil novecientos 
treinta, y en el Departamento de Mecáni- 
ca, desde el tres de enero de mil novecien- 
tos treinta hasta el catorce de octubre de 
mil novecientos treinta y-dos; trabajó sin 
interrupción, asistiendo a su empleo a las 
horas reglamentarias; al señor Monterro- 
so se le extendió pase franco de Guate- 
mala a Retalhuleu, y regreso, válido para 
los días comprendidos del veinticuatro al 
veintisiete de marzo de mil novecientos 
treinta y dos; pero no podía asegurar si 
efectivamente hizo uso del pase ya men- 
cianado, y no faltó a su trabajo después 
del jueves, viernes, sábado y domingo de 
la Semana Mayor; 17a. Testimonio de Ro- 
sa Barreda y Luisa Caballeros, quienes 
afirman que el jueves y viernes de la Se- 
mana Mayor durmieron por la noche en 
casa de Ramón Monterroso, acompañan- 
do a doña Victoria su esposa, y dicha se- 
ñora no salió de la casa por la noche ni 
Lara llegó en esa ocasión; 18a. Ratifica- 
ción de las declaraciones de los agentes 
del orden público Prudencio Mayén y Na- 
talio Mejía, quienes se constituyeron en la 
casa número cuarenta y tres de la trece 
Calle Oriente de esta ciudad al oír los 
disparos; y Mejía detuvo a Victoria Mon- 
terroso en la esquina formada por la vía 
pública que acaba de mencionarse y la tre- 
ce avenida; 19a. Ratificación de las decla- 
raciones de Noel Illescas, Fernando del 
Cid, Antonio Samayoa, Clara Godoy y José 
Guillermo Barillas, quienes no pudieron 
dar una explicación satisfactoria de lo ex- 
presado en sus respectivas deposiciones; 
20a. Testimonios de las señoritas Enrique- 


- ta Siyeres y Romelia Rodas, quienes afir- 


man que el trece de abril de mil novecien- 
tos treinta y dos, como a las ocho horas 


al llegar a casa de doña Victoria a encar- 
- garle la confección de un traje que nece- 
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sitaba la primera de dichas personas, vie- 
ron desde la puerta que la señora de Mon- 
terroso tenía un biombo y detrás de éste 
una máquina en la que cosía, habiéndoles 
dicho que no se ocupaba en hacer costuras 
ajenas. 21a. Declaración de Asunción Paz 
acerca de que la señora de Monterroso es 
una persona honrada y en unión de su 
esposo don Ramón observaban una vida 
honesta y tranquila y nunca vió la testigo 
a Jerónimo Lara cerca de la casa de dicha 
señora ni que ésta hablara, dentro o fue- 
ra de las piezas donde ella vivía, con el 
mencionado individuo; 22a. Testimonios 
de Joaquín Melchor y Víctor Rodríguez, 
quienes aseguran haber oído la amenaza 
que Lara hizo a la señora de Monterroso, 
pero discrepan en las palabras que Jeró- 
nimo Lara dirigió a la enjuiciada, agre- 
gando Rodríguez que vió parado a dicho 
individuo en la esquina de la trece ave- 
nida; y que en la acera por donde iban 
Lara y la mencionada señora andaba otra 
persona delante de ellos, y en la banque- 
ta opuesta, dos más; 23a. Ampliación del 
inofrme médico-legal emitido por el Doc- 
tor Carlos Federico Mora en la que consta 
lo que sigue: la. Que el cuero cabelludo 
no tenía lesiones traumáticas; 2a. Ni en 
los ojos, cavidad bucal ni demás partes 
de la cara existían lesiones traumáticas; 
3a. No había fractura ni dislocaciones de 
las vértebras cervicales; y 4a. Ni en las 
válvulas signoideas ni en las arterias co- 
ronarias había lesiones patológicas que 
hubieran podido ser causa de muerte sú- 
bita. El miocardio presentaba una ligera 
degeneración grasosa; pero en un grado 
tal que no podía atribuírsele significación 
patológica alguna, tanto más, cuanto que 
no había infarto, ruptura, ancurisma, etc. 
que pudiera haber causado, como conse- 
cuencia de la degeneración grasosa, la 
muerte repentina; 24a. Declaraciones de 
Candelaria García y Benita Reyes. La 
primera asevera que oyó cuando Lara “re- 
quería de amores a la Orozco de Monte- 
rroso”, y las amenazas que le fueron diri- 
gidas a dicha señora por aquel individuo. 
La segunda, con diferentes palabras, re- 
fiere lo mismo que Candelaria, agregando 
que cuando doña Victoria entró a su casa, 
Lara se quedó en la esquina de la trece 
avenida y trece calle. Ninguna de ellas 
se contradijo en las repreguntas que les 
fueron hechas por el representante de la 
parte acusadora. 25a. Dictamen presenta- 
do por los Coroneles, ciudadanos Samuel 
Gálvez y Carlos Cóbar sobre los puntos que 
a continuación se expresan: lo. El revól- 
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ver que examinaron es sistema Colt, ca- 
ñón largo, calibre treinta y dos, en perfec- 
to estado de uso. Por lo tanto, el arma 
es de fácil manejo, de peso ligero, y de re- 
petición; 20. En el tambor del mencionado 
revólver encontraron seis vainas de cartu- 
cho ya disparadas que, por su apariencia 
han de haber estado cargados de pólvora 
sin humo y con balas de plomo; 3o. No 
pudieron externar opinión precisa y ca- 
tegórica acerca de las causas determinan- 
tes de la caída de Jerónimo Lara; y 40. 
Que un disparo de bala de revólver que 
toca el cuerpo de una persona, en lo ge- 
neral hiere al individuo por poca que sea 
la distancia a que se le haga. La bala 
podrá penetrar más o menos según las cir- 
cunstancias, Siempre que el cartucho esté 
en estado normal; pero si éste no tiene 
bala o está alterado de manera que pasa 
floja en el cañón sin ajustarse a las pare- 
des del mismo, o que la carga de pólvora 
sea deficiente o esté en mal estado, en- 
tonces la bala pierde su fuerza impulsiva, 
puede no herir ni penetrar en los tejidos 
cayendo al suelo al encontrar una peque- 
ña resistencia; 26a. Ampliación del infor- 
me médico emitido por el Doctor Carlos 
Federico Mora, la cual contiene los puntos 
que siguen: lo. Los gases de la explosión 
no dejaron huellas o rastro en el cadáver 
de Jerónimo Lara; 20. La llama que salió 
del cañón del arma junto con los proyec- 
tiles no produjo efecto. alguno sobre la 
piel, los pelos o el traje, sin duda porque 
los disparos fueron hechos a una distan- 
cia mayor de diez centímetros; 30. No ha- 
bía incrustaciones de pólvora en el con- 
torno de los orificios producidos por las 
balas en el cuerpo de Jerónimo Lara. El 
humo procedente de los disparos no dejó 
huella alguna sobre el cuerpo del occiso. 
No existía tatuaje. 4o. Se describen la for- 
ma y dimensiones de los orificios encon- 
trados en la espalda del cadáver, según el 
protocolo gráfico que en aquel servicio se 
conserva. No se encontraron esquirlas 
óseas en los distintos orificios. Se com- 
probó que los bordes de las heridas seis 
y nueve están invertidos hacia afuera. El 
proyectil correspondiente a la herida nú- 
mero tres no salió del cuerpo. Presenta- 
ban un anillo de contusión bien marca- 
do las heridas situadas en la parte poste- 
rior del cadáver. La número uno lo te- 
nía de forma circular; por esta circuns- 
tancia, así como por la posición del orifi- 
cio de salida, se estableció que el disparo 
había sido hecho de atrás a adelante y en 
direción horizontal. La herida número dos 


también tenía un anillo de contusión com- 
pleto: debe haber llevado una dirección de 
atrás a adelante, pero habiendo tropezado 
con la tercera costilla derecha, se desvió 
hacia fuera y fué a perforar el brazo, lue- 
go de salir por la axila. La herida núme- 
ro tres llevaba anillo de contusión casi 
completo: la bala que la ocasionó fué ex- 
traída de debajo de la piel del pecho en la 
región external, lo que demuestra que el 
disparo fué hecho también en dirección de 
atrás a adelante; la herida número cua- 
tro apenas tenía una delgada faja de con- 
tusión en su mitad interna: el proyectil 
que la causó siguió una dirección oblícua 
de atrás a adelante y de derecha a izquier- 
da, llevando asímismo cierta inclinación 
hacia abajo. En resumen puede decirse que 
tres de los disparos fueron hechos en di- 
rección perpenlicular, y uno sólo en direc- 
ción oblícua hacia adelante, abajo y afue- 
ra; 27a. Plano levantado por el experto 
Bachiller Raúl Asturias; 28a. Dictamen 
emitido por los Doctores Ricardo Chávez M. 
y Francisco Escobar P., en el cual se en- 
cuentran las conclusiones que siguen: la. 
La arquitectura esquelética de la señora 
Victoria Orozco de Monterroso es normal; 
2a. La constitución anatómica de los apa- 
ratos y sistemas es igualmente normal a 
excepción del uro-genital en que la matriz 
tiene una ligera ulceración del cuello, y 
los ovarios y las trompas están inflama- 
dos, dolencias que son de primordial im- 
portancia en la Psicopatología de la se- 
ñora, porque la afección uterina y anexial 
aumentando la exitabilidad nerviosa, tan- 
to por el factor dolor, como por la auto- 
intoxicación humoral y microbiana, con- 
tribuye con ¿el período catemenial a la 
exacerbación de las funciones psíquicas 
normales, y con mayor razón cuando en 
los sujetos se padece de cualquiera de las 
constituciones psicopáticas o tendencias 
mórbidas expresadas en el dictamen; 3a. 
La madre de la señora de Monterroso pa- * 
decía de una constitución hiperemotiva, 
no pudiendo establecerse si fuese epilép- 
tica o histérica; pero en estas afeciones las 
neuromas siempre están alteradas y es mo- 
tivo bastante con los actos y fenómenos 
nerviosos de dicha señora para establecer 
que doña Victoria hereda, por parte ma- 
terna esa psicopatía; y si el padre Doctor 
Orozco no ha presentado las carcaterísti- 
cas de tendencias hipertróficas de testa 
constitución, en cambio puede considerar- 
se por las referencias un emotivo hermé- 
tico, en cuyo caso la señora de Monterro- 
so presenta una herencia bilateral conver- 


- gente, y por lo tanto en grado superlati- 
yo con relación a sus progenitores; 4a. 
Que el crimen perpetrado está extricta- 
- mente unido a la psicopatía ya menciona- 
sá da, y que la señora de Monterroso no pudo 
en lo absoluto controlar sus actos; 29a. 
8 claraciones de Valentín Dávila Monte- 
el so, Guillermo Mendizábal y Daniel Sa- 
- mayoa Capella. Estos testigos declaran: 
los dos primeros, que Jerónimo Lara ca- 
recía de oficio y se dedicaba a la venta 


dicho sujeto vivía del timo y seducía a 
- "mujeres casadas. Samayoa Capella afirma 
- también, que Lara vendía opio a los chi- 
nos, cambiándoles paquetes “buenos por 
malos”; pero lo expuesto lo supo el testi- 
-go por referencias; y 304. Informes en que 
consta que Jerónimo Lara nunca fué so- 
metido a procedimientos criminales ni con- 
- denado por faltas. 


El Licenciado don Ernesto Pardo, como 
personero de doña María Leonor Solares 
Martínez, después que el Juez de la causa 
había tenido por renunciado el traslado 
concedido a la parte acusadora, se preser.- 
tó alegando entre otras cosas, lo que si- 
gue: que hubo alevosía en la consumación 
del hecho, pues Lara fué acometido por 
detrás. Ensañamiento y premeditación, lo 
primero, porque según consta en autos, 
temiendo la reo que Lara se pusiese de 
pie y le causara cualquier daño grave, en 
defensa de su persona, se vió en la ne- 
cesidad de seguir disparándole. Preme- 
ditación, pues por el encono que existía 
entre ambos, la señora de Monterroso se 
previno de antemano y atacó a su víctima 
con ventaja y seguridad parapetándose 
A para el efecto detrás de un mueble. A 
- la confesión de la reo le falta espontanei- 
dad, porque el cadáver yacía en su propia 
habitación y ahí fué sorprendida por la 

policía, por consiguiente se vió cohibida 

por la presencia de los agentes de la au- 
- toridad. Si por su constitución psicopática 

los actos de la enjuiciada pudieron haber 
sido involuntarios, irresistibles, impulsivos 
0 inevitables, todo esto cae por su base 
ante la premeditación que la movió con 
 Saña. A la reo se le clasifica como una 
-———hipermotiva por herencia bilateral con- 


1 


vergente, resultando de su constitución 


-——psicopática, pero esta morbidez del tem- 
- peramento que se le atribuye y que origi- 
na su tara, no está establecida de una ma- 
- nera categórica en sus progenitores, cuyo 
examen clínico y sintomático deberían 
- proceder para cimentar debidamente estas 
- apreciaciones. Y que no fueron desvir- 
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- de drogas heroicas, agregando Dávila que . 


GACETA DE LOS TRIBUNALES 213 


tuados los hechos que aparecen consig- 
nados en las primeras diligencias. El Li- 
cenciado Pardo acompañó a su escrito las 
cartas subscritas por los señores Arturo 
Batres Arzú, Carlos Batres Arzú, Guiller- 
mo Martínez y Licenciados Adalberto 
Aguilar Fuentes y Domingo de León, en 
las cuales dichas personas hacen referen- 
cia a los buenos antecedentes de Jeróni- 
mo Lara. El Notario don Emilio Beltra- 
nena legalizó las firmas de los señores 
Batres Arzú. 


El Licenciado don Carlos Pacheco Ma- 
rroquín, en el escrito que presentó, como 
defensor de la enjuiciada hace un estudio 
extenso del caso sub-júdice, analiza: los 
antecedentes personales de Victoria de 
Monterroso, los de Jerónimo Lara, la prue- 
ba testimonial, los dictámenes periciales, 
las inspecciones oculares; estima que la 
reo procedió en defensa:de su honor sin 
premeditación ni alevosía, porque Lara pé- 
netró imprudentemente a la casa de aque- 
lla con el objeto, sin duda, de mancillar 
su honor abusando de su persona, ya que el 
testigo Dávila Monterroso asegura que al 
occiso le gustaba desempeñar el papel de 
un Juan Tenorio. Y si la intención de 
Lara no era la de burlar el honor de don 
Ramón León Monterroso yaciendo con la 
esposa de este último, sin que ella presta- 
ra su consentimiento, entonces debe pre- 
sumirse que Lara se encaminó al interior 
de la pieza, en que se halló el cadáver 
con la intención de robar, dados los an- 
tecedentes a que aluden en sus declara- 
ciones Samayoa Capella y Mendizábal. Que 
no es posible aceptar que doña Victoria de 
Monterroso se ocultara tras la vitrina o 
el biombo que estaban en la pieza donde 
se perpetró el delito, pues la primera, es 
de reducidas dimensiones, y con el dicta- 
men pericial se estableció que los dispa- 
ros no fueron hechos protegiéndose la reo 
con el mueble ya mencionado. Consigna 
consideraciones acerca de las amenazas 
hechas por Lara a doña Victoria, del mie- 
do que ésta sufriera a consecuencia de ta- 
les amenazas, de la violencia moral que 
Jerónimo ejerciera sobre la reo, a causa 
de la pretensión irrevocable que aquel lle- 
vó al ánimo de ésta con la intención de 
hacerla suya para siempre, mediante la 
impresión dolorosa de asesinar a su espo- 
so para poderla llevar a 5u lado como 
vulgar concubina. De todo lo cual dedu- 
ce que la reo obró impulsada por una 
violencia moral irresistible e insuperable. 

Acerca del delito de sustracción de me- 
nores el defensor alega lo que sigue: que 
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la señora de Monterroso no está compren- 
dida dentro de las disposiciones que encie- 
rran los Artículos 362 y 363 del Código 
Penal, por que no era encargada de la 
menor, desde el momento que ni los pa- 
dres ni el guardador ni cualquier otra per- 
sona, con la capacidad civil correspondien- 
te, se la entregaron para su custodia; tam- 
poco existe prueba de que la reo hubiera 
inducido a Ana Raquel Díaz a que aban- 
donase la casa de sus padres, tutores oO 
guardadores encargados de su persona, 
fuera de que hasta hoy no se conoce la 
casa de los padres, tutores o encargados 
de la referida niña; y por otra parte, se- 
gún la partida de nacimiento de la me- 
nor, ella es hija ilegítima de Rosa Díaz, 
soltera, ladina, originaria y vecino de esta 
ciudad, y, sin embargo Pedro Hernández 
y Cirila Díaz, indígenas, se han presenta- 
do declarando ser ellos los padres de la 
menor. 


Como complemento de la defensa, el Li- 
cenciado Pecheco Marroquín presentó pa- 
ra que fuera agregado a sus anteceden- 
tes, el número dos mil setecientos noven- 
ta y siete del periódico “El Liberal Pro- 
eresista”, que demuestra, según el aludi- 
do profesional, de un modo inequívoco, 
la forma y condiciones en que se encon- 
tró el cadáver de Jerónimo Lara, dentro 
del apartamento de la enjuiciada, inme- 
diatamente después de su muerte; y pidió 
el defensor que la prueba gráfica mencio- 
nada se apreciara en toda su veracidad pa- 
ra poder determinar mejor la posición en 
que Lara recibió tanto los primeros tiros, 
como los últimos. “Que según el título del 
fotograbado”, Lara perdió la vida de ma- 
nera trágica cuando quería conquistar el 
amor de la señora de Monterroso; y la po- 
sición del cadáver indica que cayó boca 
abajo, horizontalmente, con las extremi- 
dades inferiores hacia la puerta y la ca- 
beza hacia adentro, como en estado de ace- 
cho para el ataque”. 


Entre las diligencias que mandó prac- 
ticar el Juez de la causa, para mejor re- 
solver, se encuentran las que siguen: a) 
Ampliación del informe de fecha veintiu- 
no de Abril de mil novecientos treinta y 
dos, en que el Doctor Carlos Federico Mo- 
ra, después de expresar las razones que 
tiene para ello, sienta la conclusión si- 
guiente: “La posición en que fué hallado 
el cadáver no permite establecer si los dis- 
paros fueron hechos por delante o por 
detrás; ni decir por qué cayó boca abajo; 


ni mucho menos establecer si fueron he- 
chos los disparos cuando Lara se encon- 
traba dentro o fuera de la habitación des- 
de donde se le hizo fuego; b) declara- 
ción del agente de policía Ismael Altan 
Valenzuela, quien afirma haber visto sas 
lir de la casa donde acaeció el hecho de 
lictuoso. solamente a Victoria Orozco 
Monterroso, y al ser capturada dicha 3er 
ñora, por el agente Prudencio Mayén, ma- 
nifestó ser la autora del crimen; y que en 
el apartamento ocupado por doña Victo: 
ria no había persona alguna; c) ampli 
ción de las declaraciones de la enjuiciada, 
quien repite que no se ocultó para dis- 
parar sobre Lara y lo hizo de frente; d) 
declaración de Juan de Dios Velásquez. 
Este testigo afirma haber visto a Lara y 
a doña Victoria paseando por el Callejón 
del Administrador, solos, una vez “del bra- 
zO y otra separados. Velásquez dió tam- 
bién la filiación de la señora de Monte- 
rroso y la de Lara; e) deposiciones de Jo- 
sé y Rufino Lara, hermanos de Jerónimo 
del mismo apellido, quienes entre otras 
cosas aseguran: el primero, que varias ve- 
ces vió entrar a doña Victoria a la casa 
que él (José) tiene en La Palmita; y que 
Jerónimo en compañía de doña Victoria 
frecuentaban uno de los cuartos del ho- 
tel “Welcome”, del cual es propietaria 
Amanda Martínez; y el segundo, manifes- 
tó: que le constaban las relaciones ilícitas 
que su hermano Jerónimo había tenido 
con la señora Monterroso, por que Lara se 
lo había referido, y por haberlos vistos 
juntos él (Lara Rufino) en una pieza, pe- 
ro ésto no podía probarlo; f) declaración 
de Amanda Martínez Benfelt, quien afir- 
ma ser cierto que le dió en alquiler a Je- 
rónimo Lara el cuarto número dos del ho- 
tel “Wellcome”, pero ignora qué personas 
entraban a esa pieza; g) el experto Bachi- 
ller don Carlos Teodoro Recinos E. dic- 
taminó: que de la línea de los Ferroca- 
rriles Internacionales de Centro América 
a la casa número cuarenta y tres de la 
trece calle oriente de esta ciudad hay una 
distancia de cincuenta y un metros; y h) 
ampliación de la declaración de Anita Díaz. 
Esta testigo en su primera declaración di- 
jo que al poner Lara el pié en el umbral 
de la casa recibió el primer tiro; y en la 
segunda, que Jerónimo entró a la Sala de 
doña Victoria, y al ser herido de frente 
por el primer balazo cayó exclamando: 
“ay Toyita, Toyita, ya basta con esto, ha- 
celo siquiera por mis hijos”; y después que 
la señora de Monterroso abandonó la ca- 
sa, salió la declarante. 


- El Juez Quinto de Primera Instancia del 
- Departamento de Guatemala dió fin a la 
- causa absolviendo a Victoria Orozco Cu- 
jantes de Monterroso del cargo que por el 
delito de sustracción de menores se le for- 
muló; y declara: que la expresada señora 
Orozco Cujantes de Monterroso es reo de 
homicidio perpetrado en la persona de Je- 
rónimo Lara, delito por el cual le impone 
la pena de diez años de prisión correccio- 
nal, disminuida en una tercera parte por 
militar en su favor la circunstancia de ate- 
nuación señalada en el inciso 7o. del Ar- 
tículo 21 del Código Penal, quedando en 
consecuencia reducida a seis años y ocho 
meses, con la calidad de inconmutable y 
E que deberá cumplir en el establecimiento 
F penal de su sexo; le abona el tiempo pa- 
decido; la deja afecta al pago de las res- 
ponsabilidades civiles provenientes del de- 
lito, y la condena a la reposición del pa- 
pel empleado en la causa por no haberse 
demostrado que sea pobre de solemnidad. 
El representante de la parte acusadora, 
la reo y su defensor, apelaron del fallo 
que acaba de relacionarse. 


El Procurador pidió que se confirmara 
la absolución de la reo, en cuanto al delito 
de sustracción de menores, y fuera decla- 
rada exenta de responsabilidad criminal 
respecto al delito de homicidio, porque es- 
tima que la reo le dió muerte a Lara im- 
pulsada por una violencia irresistible e 
insuperable, en cumplimiento de un deber 
(la fidelidad conyugal) y en el ejercicio 
legítimo de un derecho, la conservación 
de su existencia, de su honor, y de la in- 
violabilidad de su domicilio. 


El señor Fiscal opina que la sentencia 
debe ser confirmada, modificándola úni- 
camente, en el sentido de que la circuns- 

¡ tancia atenuante que corresponde apre- 
| ciar en favor de la reo, es su confesión 
—espontánea y no la de arrebato u obse- 
cación. 


La Sala Tercera de la Corte de Apela- 
(ciones, el ocho de febrero del corriente 
año, confirmó en todas sus partes el fallo 

- apelado; fundándose en las consideracio- 
nes que a continuación se expresan: la. 
Que la muerte violenta de Jerónimo Lara 
/- Se comprobó plenamente con los diferen- 
tes informes médicos relativos a la au- 
topsia del cadáver y el acta de reconoci- 
miento levantada por el Juez instructor; 
-  2a. Que la culpabilidad de la enjuiciada 
$ está establecida con su propia y espontá- 
nea confesión y la presunción humana, 
- grave y precisa que se deriva de los si- 


» 
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guientes hechos probados; a) haberse en- 
contrado el cadáver sobre el umbral del 
domicilio de la procesada; b) haberse ha- 
llado el arma homicida en el interior del 
domicilio de la reo; c) la falta de sindi- 
cación contra persona o personas distin- 
tas; y, d) la circunstancia, establecida con 
las declaraciones de Natalio Mayén, Pru- 
dencio Mejía e Ismael Altan Valenzuela, 
de que la encausada era la única per- 
sona que en los momentos del suceso se 
encontraba en el interior de la habitación 
en que aquel tuvo lugar. Y que la ca- 
racterización legal de la presunción hu- 
mana que se especifica excluye la posi- 
bilidad de estimar la confesión de la pro- 
cesada como circunstancia atenuante; 
3a. Que los dictámenes médicos relativos 
a la autopsia del cadáver de Lara; la con- 
fesión de la procesada; y la declaración de 
la menor Anita Díaz no establecen la exis- 
tencia de circunstancias calificativas del 
delito de asesinato, por consiguiente debe 
estimarse que se trata de un homicidio. 
4a. Que dada la heterogeneidad, contra- 
dicciones recíprocas y falta de concordan- 
cia entre las declaraciones de Fernando del 
Cid, Juan de Dios Velásquez, Clara Godoy, 
Noel Illescas, Julia García, José Guiller- 
mo Barillas, Víctor Rodríguez, Joaquín 
Melchor, Benita Reyes y Candelaria Gar- 
cía, ninguna de ellas produce efectos le- 
gales; y por consiguiente no hay prueba 
acerca de los hechos a que se refieren. La 
declaración de Antonio Samayoa única- 
mente constituye semi-plena prueba; y la 
de Anita Díaz (o García) no merece cré- 
dito, lo. por su falta de edad para que su 
declaración surta sus efectos como prue- 
ba testimonial; 20. en virtud de aparecer 
como ofendida en el otro proceso instruí- 
do contra la reo; y 3o. por la imposibili- 
dad de que haya presenciado los hechos 
que afirma, en vista de lo declarado por 
los agentes de policía Mayén, Mejía y Al- 
tan Valenzuela; 4a. Que teniendo en cuen- 
ta la falta de prueba acerca, de las cir- 
cunstancias calificativas de la confesión 
hecha por la reo; y la buena conducta que 
ha observado con anterioridad, sus ante- 
cedentes personales, su sexo, y lo que de- 
clararon tres testigos acerca del mal com- 
portamiento de Lara, el Tribunal acepta 
dicha confesión tanto en lo que perjudi- 
ca a la señora de Monterroso, como en la 
parte que le favorece; 5a. Que los térmi- 
nos de la confesión no pueden en modo 
alguno, justificar la existencia de una 
eximente de responsabilidad criminal, to- 
da vez que el hecho de haber amenazado 
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Lara a la señora de Monterroso con darle 
muerte a su esposo, no debe reputarse co- 
mo una violencia física o moral irresisti- 
ble e insuperable. La realización de una 
amenaza condicional más o menos lejana, 
que no se va a cumplir de un modo inme- 
diato y que va dirigida contra una perso- 
na distinta de aquella a quien se hace, 
puede evitarse empleando medios que no 
sean excesivos ni desproporcionados co- 
mo los que usó la delincuente. Para la ca- 
racterización de la eximente se requiere, 
por otra parte, la insuperabilidad de la 
violencia y que ésta sea ejercida por un 
tercero o por una causa material, fenóme- 
no o suceso exterior. Que tampoco es apre- 
ciable la eximente alegada por el señor 
Procurador acerca de que la delincuente 
obró en el cumplimiento de un deber, ya 
que no puede reputarse como tal el de 
darle muerte a la persona que amenaza 
condicionalmente al cónyuge; 6a. Que la 
confesión de la reo demuestra la concu- 
rrencia de elementos que motivaron en 
su constitución psicopática un estado vio- 
lento de arrebato u obsecación que la im- 
pulsó a cometer el delito, y que caracteriza 
la circunstancia atenuante a que se refie- 
re la fracción “a. del Artículo 21 del Có- 
digo Penal. Autorizan tal conclusión, tan- 
to las manifestaciones de la procesada, 
como los hechos consignados en el dicta- 
men pericial acerca del estado mental y 
constitución psicológica de la señora de 
Monterroso; “a. Que la pena de diez años 
de prisión correccional es la que debe im- 
ponerse a la reo, disminuída en una terce- 
ra parte; y 8a. Que la inocencia de aque- 
Ma, en cuanto al delito de sustracción de 
menores, se demostró plenamente con las 
declaraciones de Rosa Barrera y Benita Re- 
yes. 


Victoria Cujantes Orozco de Monterroso 
con auxilio del licenciado don Carlos Pa- 
checo Marroquín introdujo contra este úl- 
timo pronunciamiento recurso de casación, 
denunciando como infringidos los Artícu- 
los 20 incisos 9o. y 100., 21 incisos 1o., 7o., 
90. y 100., 65, 719 y 80 del Código Penal; 
566, 568, 614 y 732 de Procedimientos Pe- 
nales. 


CONSIDERANDO: La actitud asumida 
por la enjuiciada al cometer el crimen, en 
manera alguna revela que obró bajo la in- 
fluencia de pasiones tan poderosas que 
naturalmente produjeran arrebato u ob- 
secación. Y al estimar lo contrario el Tri- 
bunal sentenciador infringió la fracción 
a. del Artículo 21 del Código Penal. 


CONSIDERANDO: Concurrió a la perpe- 
tración del hecho delictuoso la primera 
circunstancia del artículo 60. Decreto Le- 
gislativo No. 1366, la cual se encuentra 
establecida: a) con la propia confesión de 
la reo, quien a raíz de cometido el to 
declaró: que al cerciorarse de que Lara 
se dirigía hacia donde estaba se ocultó 
tras un mueble, y observando que dicho 
sujeto entraba a su casa le hizo el primer 
disparo de frente y otros cuando cayó de 
bruces. Más tarde manifestó la procesa- 
da que no se había escondido, pero este 
hecho no aparece probado; b) con lo con- 
signado por el Juez de Paz en el acta le- 
vantada al practicarse una inspección ocu- 
lar, en la cual consta, entre otras cosas, 
que encontró un biombo, que tenía en la 
parte superior de la tela un orificio pro- 
ducido por el proyectil de una arma de 
fuego. Se trató de establecer lo contra- 
rio por medio de los expertos don Juan Pi- 
nilos y don Emilio Marroquín; pero esta 
prueba no debe tomarse en consideración 
por no haberse probado que el mueble que 
se examinaba era precisamente el mismo 
que existía en la pieza donde se perpetró 
el delito, siendo de advertir que la dili- 
gencia se llevó a cabo cinco meses y unos 
días después de acaecido el suceso; ec) con 
el informe de la autopsia que se practicó 
al cadáver de Jerónimo Lara, en el cual 
consta que las lesiones fueron causadas por 
detrás. En ampliaciones posteriores, el ci- 
rujanó que hizo la necropsia, manifestó: 
que no hubo tatuaje: que los bordes de las 
heridas números seis y nueve estaban in- 
vertidos hacia afuera; que todas las lesio- 
nes tenían anillo de contusión; que tres 
de los disparos fueron hechos en dirección 
perpendicular y uno sólo en dirección oblí- 
cua hacia adelante; que la herida núme- 
ro tres fué necesariamente mortal; y que 
los disparos se hicieron por la espalda a 
más de media vara de distancia. Las con- 
testaciones que dió el doctor Mora a las 
preguntas que el Juez de la causa le diri- 
giera, con motivo del auto para mejor fa- 
llar, no desvirtúan sus conclusiones an- 
teriores, toda vez que las últimas se refie- 
ren en primer lugar, a un aspecto distin- 
to de la primera cuestión planteada, esto 
es, si las lesiones que recibió el ofendido 
fueron causadas por detrás o por delante 
dada la posición y lugar en que fué encon- 
trado el cadáver, momentos después del 
suceso; y por que los otros puntos lencie- 
rran circunstancias diversas de aquellas 
de que se tratan en las anteriores con- 
clusiones a saber: por qué motivo cayó 


GACETA DE LOS TRIBUNALES 


Lara boca abajo y su cadáver fué encon- 
trado en esta posición; y si los balazos 
le fueron asestados a dicho sujeto cuando 
estaba en el interior del cuarto donde cayó 
o si fué antes que penetrara al umbral de 
la puerta; y d) con la circunstancia de que 
Lara iba desarmado, no se probó el moti- 
vo que le haya impelido a intentar la en- 
trada a casa de la reo, y el ataque fué 
repentino. 


CONSIDERANDO: La culpabilidad de la 
procesada como autora del hecho delic- 
tuoso se encuentra establecida no solamen- 
te con su confesión judicial, sino también 
con la que prestó ante los agentes del or- 
den público que acudieron al lugar donde 
fué perpetrado el delito, al oír los dispa- 
ros. Además esa confesión extrajudicial se 
completa con los hechos que siguen: a) no 
sindicarse a otra persona; b) haberse en- 
contrado el cadáver de Lara en el umbral 
de una de las habitaciones de la reo; c) 
lo manifestado por Anita Díaz, quien si 
bien es cierto que carece de la edad re- 
querida por la ley para ser testigo hábil, 
también lo es que su dicho puede servir 
de presunción humana, ya que no se jus- 
tificó que dicha menor fuese parte ofen- 
dida en el otro proceso seguido contra la 
reo; y si es posible que Anita haya estado 
a la hora del crimen en casa de aquella, 
pues lo expuesto por Mejía, Mayén y Altan 
no demuestra lo contrario; y d) lo decla- 
rado por los agentes del orden público que 
acaban de mencionarse, quienes afirmaron 
haber visto salir a la reo de la casa nú- 
mero cuarenta y tres de la trece calle 
Oriente. 


CONSIDERANDO: Se ha invocado en fa- 
vor de la enjuiciada la eximente de res- 
ponsabilidad criminal que consiste en ha- 
ber obrado el agente impulsado por una 
violencia física moral irresistible e in- 
superable. Dos son los elementos que in- 
tegran esta causa de inimputabilidad, de 
las cuales la primera, queda descartada, 
pues no se ha probado que otra persona 
usando de la fuerza obligara a la señora 
de Monterroso a disparar sobre Lara. En 
cuanto a la segunda circunstancia tampo- 
co debe ser admitida, porque el mal a que 
doña Victoria se refiere no era inminente 
en su realización, pues muy bien pudo 
impedirlo ora dando aviso a su esposo in- 
mediatamente o ya acudiendo a la autori- 
dad. Y a esto hay que agregar que Lara 
no era la primera vez que importunaba a 
doña Victoria con sus amenazas y galan- 
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teos, según ella misma lo manifiesta. Por 
otra parte, si bien es verdad, que los doc- 
tores Chávez y Escobar asientan en su dic- 
tamen la conclusción de que la reo no 
pudo en lo absoluto controlar sus actos, 
también lo es, que aquella no padece de 
enagenación mental, sino de una enfer- 
medad de su psiquismo, según afirman los 
mencionados facultativos. Y Jos hechos 
que precedieron a la comisión del crimen, 
los cuales se encuentran establecidos con 
la confesión de la enjuiciada, ponen de 
maniesto que la dolencia padecida por és- 
ta no le produjo desequilibrios mentales, 
que la hayan hecho perder completamente 
el dominio sobre sí misma o que engen- 
draran como ya dijo, un estado de arre- 
bato u obsecación, al atacar a Lara. 


CONSIDERANDO: El consejo que doña 
Victoria de Monterroso diera a la menor 
Anita Díaz con el objeto de que ésta aban- 
donara la casa de Pedro Hernández G. y 
Cirila Díaz, es un hecho que no aparece 
probado, pues esa especie la supieron di- 
chas personas, según afirman, por habér- 
selas referido Anita. Tampoco se justi- 
ficó que Hernández y Cirila Díaz sean los 
padres, tutores o encargados de la men- 
cionada menor. En consecuencia hace fal- 
ta prueba para fundar una sentencia con- 
denatoria por este delito imputado a la 
reo. * 


POR TANTO: La Corte Suprema de Jus- 
ticia, con fundamento de lo prescrito por 
los Artículos 33, 76, 93, 94 del Código Pe- 
nal, 60., 17 del Decreto Legislativo número 
1366, 201, 573, 576, 608, 609, 613, 687, 729, 
731, 733, 735 y 736 del Código de Procedi- 
mientos Penales y 233 del Decreto Legis- 
lativo número 1928, declara que ha lugar 
al recurso interpuesto y en consecuencia 
casa y anula la ejecutoria recurrida y re- 
suelve: 1o. Que Victoria Cujantes Orozco 
de Monterroso es responsable del delito de 
asesinato perpetrado en la persona de Je- 
rónimo Lara; 20. Que por ese hecho delic- 
tuoso le impone quince años de prisión co- 
rreccional inconmutables que con abono 
del tiempo padecido extinguirá en el es- 
tablecimiento penal de su sexo; y le con- 
dena al pago de las responsabilidades ci- 
viles provenientes del delito y a la repo- 
sición del papel empleado en la causa por 
no estar probado que sea pobre en el sen- 
tido legal; y 30. Que absuelve a la señora 
Cujantes Orozco de Monterroso del cargo 
que se le formuló por el delito de subs- 
tracción de menores, 
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Notifíquese y con certificación de lo re- 
suelto devuélvanse los antecedentes al 
Tribunal de su origen. 


J. M. Reina Andrade. — Federico O. Sa- 
lazar. — Carlos Castellanos R. — Alberto 
Argueta S. — José Serrano Muñoz. — Ante 
mí, Juan Fernández C., Secretario. 


CRIMINAL 


Corte Suprema de Justicia, Guatemala, 
diez de mayo de mil novecientes treinta y 
cuatro. 

En casación, se examina la sentencia 
proferida por la Sala 2a. de la Corte de 
Apelaciones en la causa que por el delito 
de amenazas condicionales, se instruyera 
contra Eduardo Goyzueta Valenzuela. 


A EA 


Marta Zebadúa se presentó al Juzgado 
40. de la. Instancia, acusando a Eduardo 
Goyzueta Valenzuela por los delitos de es- 
tupro, rapto y amenazas, habiéndose reci- 
bido declaración de varias personas en 
cuanto al último solamente. El tribunal 
dictó sentencia declarando que el enjui- 
ciado era autor de amenazas condiciona- 
les, imponiéndole por tal delito la pena 
de tres años cuatro meses, conmutables en 
sus dos terceras partes a razón de veinti- 
cinco centavos de quetzal diarios. 


CA 


La Sala jurisdiccional al conocer en ape- 
lación de la sentencia, la confirmó con la 
modificación de que la pena de tres años 
cuatro meses quedaba rebajada en una 
tercera parte o sea reducida a dos años, 
dos meses, veinte días, conmutables en sus 
dos terceras partes a quince centavos por 
cada día; basándose para ello en las con- 
sideraciones siguientes: 

“Que con las declaraciones de Felipa y 
Paulina Lemus, Werner Hamnnemann, 
Guillermo Arthus e Isabel Letona, se pro- 
bó plenamente que Goyzueta Valenzuela 
amenazó a Marta Zebadúa con darle muer- 
te, y aunque algunos de los testigos afir- 
maron que tales amenazas fueron condi- 
cionales, es decir: que Goyzueta amenazó 
a la Zabadúa con darle muerte si no con- 
tinuaba en sus relaciones amorosas con 
él o se casaba ¡con otro, (tal 'condición 
no llegó a cumplirse, porque de la certifi- 


cación agregada a los autos, extendida por 
el Registrador Civil de esta capital apa- 
rece que la amenazada contrajo matrimo- 
nio con Erwin Karman, por lo que la pe- 
na que correspondía imponerle era la de 
tres años y cuatro meses o sea la tercera 
parte de la pena señalada por la ley al 
delito con que se amenazó; - 


Que la prueba anteriormente relaciona- 


da, estaba corroborada con los hechos con- 
fesados por el reo, los cuales le perjudica- 
ban; que no obstante las tachas que se hi- 
cieron a los testigos, eran idóneos porque 
los hechos, a excepción del ocurrido en el 
restaurant “El Gallito”, concurrieron en 
el interior de una Casa, careciéndose de 
otros medios de prueba; 

Que en favor del reo concurría la ate- 
nuante de que al ejecutar el delito había 
procedido obcecado, tanto por las relacio- 
nes amorosas que cultivaba con la Zeba- 
dúa como por el temor de que esas rela- 
ciones terminaran y ella se casara con 
otro; que en tal virtud y no habiendo cir- 
cunstancias agravantes en contra del reo, 
procedía rebajarle una tercera parte de la 
pena impuesta”. 


A 


El reo con auxilio del Abogado Rodrigo 
Anzueto, introdujo recurso de casación, de- 
nunciando como violados los artículos: 
566, 568, 572, 573, 581 inciso 4o., 583 inciso 


-10., 586 inciso 40., 595, 596, 597, 601, 608 y 


732 del Código de Prs. Pns. y el 369 inciso 
lo. del Código Penal. 

Previa tramitación legal y señalamiento 
de día para la vista, es el caso de resolver 
lo que en derecho proceda. 


CONSIDERANDO: que la palabra ame- 
naza, analizada en principio, implica el 
anuncio de un mal, dependiente en su rea- 
lización de la voluntad del que la hace, 
sea con ánimo de lograr un determinado 
objeto por la impresión psicológica en la 
persona a quien se dirigiere o bien sin 
propósito alguno, tan solo como expresión 
de rencor o ira, y de allí que, no toda 
amenaza sea constitutiva de delito, y pa- 
ra que merezca esta calificación, precisa 
examinar el objetivo y fin que la ley se 
propone al castigar las amenazas como de- 
lito, para lo que exige ciertos y determi- 
nados requisitos, como que sean formales, 
serias ¡deliberadas y capaces de producir 
intimidación a quien se dirigen, es decir, 
que revelen sin lugar a duda el ánimo de 
ejecutar un mal, así como que afecten la 
seguridad de la persona amenazada, ejer- 


sd AS 


- ciendo sobre ella una coacción moral, y en 
- consecuencia no comprende a las amena- 
- zas de palabra que se ejecutaron sin frío 
ni deliberado propósito de realizarlas y que 
tampoco producen el temor y alarma con- 
siguiente, como son las vertidas por el en- 
juiciado a su acusadora, al encontrarla 
en galanteos con el que hoy es su esposo, 
pues las palabras que le dirigiera no en- 
cierran el firme propósito de suprimirle 
la vida, sino tan solo de evitar que le aban- 
donara al contraer matrimonio con otra 
persona; es así como el derecho al delimi- 
tar los fines de la ley penal, justicia y uti- 
lidad social, afirma: “que cuando la ame- 
naza sea producida por el arrebato y la 
obsecación, en la ira, se comete falta y no 
delito”, principio que se encuentra expre- 
samente establecido en nuestro Código Pe- 
nal, en su Libro III, al referirse a las fal- 
tas contra las personas, que en su artícu- 
lo 455 inciso 3o., precéptúa: “los que de 
palabra y en calor de la ira amenaza- 
ren a otro con causarle un mal que cons- 
tituya delito y por sus actos posteriores 
demostraren que persisten en la idea que 
significaron con su amenaza, siempre que 
por las circunstancias, el hecho no estu- 
viere comprendido en el Libro II de este 
Código, será castigado de conformidad con 
el inciso lo. del mismo artículo, con cinco 
días de prisión simple”. 


CONSIDERANDO: que la ley al referir- 
se a las amenazas que son constitutivas de 
delito, no menciona también a las que se 
hayan hecho en el calor de la ira, y por 
el contrario, cuando las considera como 
simple falta, entonces en forma expresa 
y categórica así lo estatuye, aun cuando el 
mal con que se amenaza sea generador de 
delito; que en el presente caso, se en- 
cuentra plenamente establecido con la mis- 
ma prueba de cargo, que las amenazas que 
hiciera Goyzueta Valenzuela a Marta Ze- 
badúa, fueron realizadas en el calor de la 
ira, y por consiguiente el hecho, no es cons- 
titutivo de delito sino de una falta contra 
las personas, y al estimar lo contrario el 
Tribunal sentenciador, violó el artículo 369 
del Código Penal, y en consecuencia es 
procedente casar y anular el fallo recu- 
rido, para dictar el que en justicia y de- 
recho corresponde. 


POR TANTO: El Tribunal de Casación, 
con apoyo en los artículos 674, 676, inciso 
lo.. 684, 686, 687, 728, 732 y 835 Prs. Pns. 
y 22 Dto. 1728, CASA Y ANULA el fallo 
recurrido y resolviendo sobre lo principal 
declara: lo. que el hecho por el cual se 
sentenció a Eduardo Goyzueta Valenzuela 
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no es constitutivo del delito de amenazas 
y en consecuencia se le absuelve del cargo 
que por el mencionado delito se le formu- 
lara; 20. Que es responsable de una falta 
contra las personas, por la que le impone 
cinco días de prisión simple, las cuales se 
declaran purgadas con la prisión sufrida, 
por lo que ordena su inmediata liebrtad. 

Notifíquese y devuélvanse los antece- 
dentes. 


J. M. Reina Andrade. — Federico O. Sa- 
lazar. — Carlos Castellanos R. — Alberto 
Argueta S. — José Serrano Muñoz. — Ante 
mí, Juan Fernández C., Secretario. / 


CRIMINAL 


Corte Suprema de Justicia, Guatemala, 
catorce de mayo de mil novecientos trein- 
ta y cuatro. 

En casación, se examina la sentencia 
proferida por la Sala 5a. de la Corte de 
Apelaciones, en el juicio que por el delito 
de homicidio se instruyera contra Juan 
Esteban e Irineo Enrique Ortiz. 


Se 


En una quebrada de “Vado Ancho”, San 
Agustín Acasaguastlán, se encontró el ca- 
dáver de Tránsito Esquivel, presentando 
dos heridas, siendo la del cuello, la que a 
juicio del experto, había causado la muer- 
te; Antonio Cruz y Hermenegildo Vargas 
aseveraron haber llegado cuando Esquivel 
aún vivía y de que éste les dijera que sus 
agresores eran Juan Esteban Ortiz e Iri- 
neo Enrícuez, a quienes en ese momento 
vieron brincar un cerco de alambre; ha- 
bido Juan Esteban Enriquez, negó su par- 
ticipación en el delito. El Juzgado de Ins- 
tancia de Zacapa dictó sentencia en la 
que declaraba a Juan Esteban Enriquez 
Ortiz, autor de homicidio, imponiéndole 
cinco años de prisión y dejando abierto 
el procedimiento contra Irineo Enriquez. 


La Sala jurisdiccional al conocer en ape- 
lación del fallo, lo confirmó basándose 
para ello en las siguientes consideraciones: 

“Que aun cuando Alberto Rivas, Fran- 
cisco Sagastume y Edilio Valdés, asegura- 
ron no haber visto junto al herido a Her- 
menegildo Vargas y Antonio Cruz, ello no 
invalidaba el que éstos, en el momento 
preciso del hecho, hubieren visto salir co- 
rriendo y saltar el cerco a Juan Esteban 


Er 
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e Irineo Enriquez, y escuchar de labios del 
ofendido que éstos eran sus victimarios; 
testigos a quienes podía reputárseles pre- 
senciales y contestes en sus dichos, sin que 
hubieran sido tachados, agregándose a sus 
deposiciones la sindicación inmediata del 
agredido; la ausencia inmotivada de los 
encausados, al extremo de que hasta en 
aquella fecha no hubiese sido posible cap- 
turar a Irineo; conjunto de presunciones 
que formaban plena prueba para dictar 
fallo condenatorio contra el enjuiciado; 

Que siendo imposible determinar quién 
de los dos agresores había causado a Trán- 
sito Esquivel la lesión que le ocasionara la 
muerte, debía imponerse a cada uno de 
ellos la pena de cinco años de prisión co- 
rreccional. 


— 11 — 


El reo, con auxilio del Abogado don Al- 
berto Paz y Paz, introdujo el presente re- 
curso, denunciando como violados los ar- 
tículos 3, 4, 568, 571, 575, 576, 580 inciso 
20., 581 inciso 20., 583 inciso lo, 584, 585, 
586 incisos lo., 20. y 4o., 587, 589, 615 y 731 
de Procedimientos Penales. 

Previa tramitación legal y señalamiento 
de día para la vista, es el caso de resolver 
lo que en derecho proceda. 


CONSIDERANDO: que el reo fué oido 
en forma legal por los tribunales ordina- 
rios; que la acción realizada, homicidio, es 
constitutiva de delito y se encuentra pe- 
nada por la ley, en consecuencia la Sala 
sentenciadora no pudo violar el artículo 
3o. de Prs. Pns. 


CONSIDERANDO: que en el presente ca- 
so, el procedimiento tuvo por objeto la 
averiguación del delito, el cual se esta- 
bleció, y mediante prueba indirecta, la 
plena de que el indiciado lo cometió; en 
tal virtud no pudieron infringirse los ar- 
tículos 4o., 568 y 571 Prs. Pns. 


CONSIDERANDO: que la sentencia que 
se examina no está basada en prueba tes- 
tifical, sino, como ya se dijo, en la indirec- 
ta, por consiguiente no pudieron ser vio- 
lados los artículos 575, 576, 580, 581, 584, 
585, 586 de Prs. Pns. 


CONSIDERANDO: que toda vez que se 
encuentran debidamente establecidos los 
hechos de los cuales se derivan las presun- 
ciones graves, precisas y concordantes, no 
es dable a este tribunal entrar a su exa- 
men, pues la apreciación jurídica de aque- 
llas, la deja ' la ley al prudente arbitrio 
de los jueces, y por ende no pudieron in- 
fringirse los artículos 587 y 589 Prs. Pns. 


CONSIDERANDO: que el artículo 615 
Prs. Pns., se refiere a la confesión extra- 
judicial, la, cual no aparece mencionada 
ni una sola vez en todos los pasajes del 
juicio, de tal suerte que no pudo ser vio- 
lado, ni tampoco el artículo 31 de aquel 
cuerpo legal, que se concreta a sentencias 
en las que debe absolverse del cargo. 


POR TANTO: El Tribunal de Casación, 
con apoyo en los artículos 686 y 690 Prs. 
Pns. y 20. Dto. 1740, DESESTIMA el recur- 
so interpuesto, e impone a Juan Esteban 
Enriquez Ortiz la pena de quince días de 
arresto, conmutables en su totalidad a ra- 
zón de diez centavos de quetzal diarios. 

Notifíquese y en la forma que corres- 
ponde, devuélvanse los antecedentes. 


J. M. Reina Andrade. — Federico O. Sa- 
lazar. — Carlos Castellanos R. — Alberto 
Argueta S. — José Serrano Muñoz. — Ante 
mí, Juan Fernández C., Secretario. 


CRIMINAL 


Corte Suprema de Justicia, Guatemala, 
veinticuatro de mayo de mil novecientos 
treinta y cuatro. 

En casación se (examina la sentencia 
proferida por la Sala 3a. de la Corte de 
Apelaciones, en la causa que por los deli- 
tos de homicidio y lesiones se instruyera 
en el Juzgado 5o. de la. Instancia, contra 
Florentín Garcia Mancilla. 


[dee et 


De los autos aparece, que el nueve de 
octubre del año pasado, Juan Alvarado en- 
vió a su sirvienta María Antonia Mora- 
taya, de siete años de edad, a comprar dos 
libras de azúcar a la tienda de Florentín 
García, habiéndose suscitado con mo- 
tivo de medio centavo que doña Jesús Dá- 
vila dejó de darle a la menor en el yuel- 
to con motivo de la compra del azúcar, 
un disgusto entre la menor y la señora 
Dávila, la que se dirigió a la tienda de An- 
tonia Pérez, suplicándole llamara la aten- 
ción de la Morataya que le estaba lanzan- 
do (chifletas), pero hallándose presente 
Simón Morataya, padre de la niña, le di- 
jo que se dirigiese a él; que en ese mo- 
mento llegó Florentín García, poniéndose 
a reñir con Morataya, quien a la vez fué 
agredido por Jesús Dávila con una pie- 
dra, golpeándole un ojo; que Paula Mora- 


taya se interpuso entre el occiso y García 
y que en seguida salió huyendo al ver que 
la perseguía con un puñal, pero no dán- 
dole alcance, regresó a dar muerte a Mo- 
rataya, introduciéndose después a su ca- 
sa, a la que penetraron el Regidor prime- 
ro del Guarda del Golfo Paulino López 
acompañado de los hijos del interfecto, 
José y Francisco Morataya, con el objeto 
“de capturar a Mancilla, quien con una da- 
ga los agredió causándole dos heridas a 
- José Morataya, que se describen en el in- 
forme de folios treinta y seis (36), y el 
que se practicó con motivo de la autopsia 
practicada en el cadáver de Simón Mora- 
taya, corre agregada a folios treinta y 
siete (37). El Juez 50. de la. Instancia, 
con fecha veintidós de Diciembre del año 
. pasado, dió fin a la causa, condenando a 
4 Florentín García Mancilla a sufrir la pe- 
na de diez años de prisión correccional in- 
| conmutables por el homicidio perpetrado 
en la persona de Simón Morataya y seis 
meses de arresto menor por las lesiones 
inferidas a José Morataya, por haber tar- 
dado éste ocho días en curarse con asis- 
tencia médica, haciendo las demás decla- 
raciones correspondientes en derecho. 


ca 


El Tribunal de Segundo Grado, con apo- 
yo en las siguientes consideraciones, con- 
firmó la sentencia que dictó el Juzgado: 


“Que la culpabilidad del encausado que- 
dó establecida con la propia confesión de 
- éste, con la semi-plena prueba que pro- 
| duce el dicho de Inocenta Ortiz de Arenas 
y con las presunciones cue se desprenden 
3 de los hechos: a) la sindicación inmediata 
] que existe contra el procesado desde el 
momento del hecho delictuoso y no sin- 
dicarse a ninguna otra persona; b) los di- 
chos de Antonia Pérez de Pineda y Anto- 
) nia Pérez de Galiano, cuyas presunciones 
¿ fundadas en hechos probados, graves y 
corcomitantes, entre sí, integran la prue- 
_ ba en contra del indiciado; 


Que en cuanto al delito de lesiones co- 
metido en la persona de José Moratava, 
también existe la propia confesión del en- 
causado de haberse defendido con una da- 
: ga, sin fijarse si hirió a alguien, cuya con- 
| -fesión que aunque es reticente, debe apre- 
4 ciarse en todo su valor legal, ya que no 
hay hechos que la modifiquen y por el 

contrario existen otros que contribuyen a 
completar la prueba, de que el procesado 
es el autor de las lesiones de que fué víc- 
-— tima el citado Morataya, como son: la se- 


ln rd 
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mi-plena prueba que aparece de lo aseve- 
rado por el Regidor Paulino López, las pre- 
sunciones que nacen de los dichos de Ju- 
lio Aguilar y las apreciadas en la anterior 
consideración, producen la plena prueba 
para considerar autor de tales lesiones al 
encausado Mancilla García; 


Que no existiendo circunstancias que 
puedan modificar las penas que correspon- 
den a los delitos cometidos, debe imponer- 
se al culpado las penas que a cada una de 
las infracciones punibles corresponde; con- 
firmó la sentencia de primera instancia, 
con la única reforma de que el reo queda 
afecto a pagar las estancias que haya cau- 
sado en el hospital el herido”. 


— IM — 


El reo, auxiliado por el Abogado Juan 
Mayorga Franco, interpuso el presente re- 
curso, denunciando como violados los ar- 
tículos 20 inciso 4o., 80, 85 Código Penal, 
589, 595, 596, 597, 600, 601 y 614 Prs. Pns. 
Previa tramitación legal y señalado día 
para la vista, es el caso de resolver lo que 
en derecho proceda. 


CONSIDERANDO: que para apreciar la 
eximente de la legítima defensa, deben los 
tribunales examinar y concordar con su- 
jeción a las reglas de la sana crítica, los 
actos y accidentes que hayan mediado en 
la ejecución del hecho, el modo y forma 
como se haya llevado a efecto, las causas 
que pudieron determinarlo y hasta las con- 
diciones personales de los que en él inter- 
vinieron. Esto fue lo que hizo- el tribunal 
sentenciador al examinar y declarar que 
no existían los elementos integrantes de la 
legítima defensa, toda vez que éstos deben 
constar de un modo cierto, sin dar lugar 
a dudas, de tal manera, que no baste su- 
ponerlos mi presumirlos. El recurrente 
afirma, que tuvo necesidad de ejecutar el 
hecho para evitar que Simón Morataya le 
diera muerte a él, pero en la causa no 
constan los requisitos indispensables que 
la ley exige, es decir, un riesgo efectivo que 
pueda comprometer la vida del que se de- 
fiende, que es el límite legal del derecho 
de defensa, y es por esto, que ésta desa- 
parece o no existe sin riesgo, siendo en tal 
caso inaplicables en general y en particu- 
lar las condiciones de agresión ilegítima, 
necesidad racional y falta de provocación 
suficiente, que requiere el inciso 4o. del ar- 
tículo 20 del Código Penal. Esta es la ra- 
zón de la improcedencia de la exención 
de responsabilidad invocada por el reo y 
porque no se violó dicha disposición legal. 


222 GACETA DE LOS TRIBUNALES 


Como la pena impuesta por el tribunal 
sentenciador, es la señalada para las infrac- 
ciones que constituyen los delitos de ho- 


«micidio y de lesiones, cometidas por el re- 


currente, no se violaron ninguno de los 
preceptos contenidos en los artículos 65 y 
80 del Código Penal; el primero, que pro- 
hibe a los jueces aumentar, disminuir, 
agravar y atenuar las penas y el segundo, 
en que casos se puede imponer hasta una 
cuarta o quinta parte de la pena señalada 
al delito. 


CONSIDERANDO: que estando los he- 
chos debidamente probados, de los cuales 
el Tribunal sentenciador hizo la inferencia 
del caso para llegar a la prueba indirecta 
de presunciones humanas, y correspon- 
diendo la apreciación de éstos a los jue- 
ces de instancia. es improcedente el recur- 
so de casación por este motivo, en conse- 
cuencia no se violaron los artículos 589, 
595, 596, 597, 600 y 601 de Prs. Pns. que se 
refieren a las presunciones. Tampoco pue- 
de estimarse como violado el artículo 614 
de Prs. Pns. toda vez que en la causa 
existe prueba suficiente para infringir pe- 
na al reo, sin necesidad de tomar su con- 
fesión. 


POR TANTO: la Corte Suprema de Jus- 
ticia, de acuerdo con la ley citada y lo pre- 
ceptuado por los artículos 673, 674, 676, 
686 y 690 Prs. Pns. 22 Dto. 1728, declara im- 
procedente el recurso interpuesto y le im- 
pone al recurrente la pena adicional de 
quince días de arresto, conmutables a ra- 
zón de diez centavos de quetzal por día. 


Notifíquese y con certificación de lo re- 
suelto, devuélvanse los antecedentes a don- 
de corresponde. 


J. M. Reina Andrade. — Federico O. Sa- 
lazar. — Carlos Castelalnos R. — Alberto 
Argueta S. — José Serrano Muñoz. — Ante 
mí, Juan Fernández C., Secretario. 


CRIMINAL 


Corte Suprema de Juticia, Guatemala, 
veintiocho de mayo de mil novecientos 
treinta y cuatro. 


Vista por recurso extraordinario de ca- 
sación y con sus respectivos antecedentes, 
la sentencia de segunda Instancia profe- 
rida en el proceso instruido contra So- 
fío Porras por allanamiento de morada. 


El domingo veintitrés de abril de mil 
novecientos treinta y tres, Sofío Porras, 
hijo de Sofío Porras y Francisca C. de Po- 
rras, llegó a tocar la puerta de calle de la 
casa de Julio Rodríguez G., donde viven 
las hijas de dicho señor; Hortensia, Eula- 
lia, Marta y Eloísa Rodríguez. Al cercio- 
rarse Porras que no le abrían, escaló la 
pared de la mencionada casa, de allí pa- 
só por el tejado, y descendió al interior. 


Iniciada la averiguación por el Juez de 
Paz de Antigua Guatemala, con fecha 
veinticuatro de abril del año que acaba 
de citarse, fué proseguida por el Juez de 
la. Instancia del Departamento de Saca- 
tepéquez, funcionario que le dió fin al pro- 
ceso condenando al enjuiciado a ocho me- 
ses de arresto mayor, conmutables en su 
totalidad, a razón de treinta centavos de 
quetzal diarios, pena que deberá purear 
en la cárcel de aquella cabecera, con abo- 
no del tiempo padecido; se le suspende en 
el ejercicio de sus derechos políticos du- 
rante la condena, queda obligado al pago 
de las responsabilidades civiles provenien- 
tes del hecho delictuoso, y a reponer el 
papel usado en la causa al del sello que 
corresponde. Estima el Juez que en el ca- 
so sub-júdice se demostró de una manera 
plena: lo. con las declaraciones de Anto- 
nio Ramírez, Arturo Velásquez, José Tri- 
nidad Galdamez y José Luis Villatoro, que 
el reo Sofío Porras estuvo ingiriendo 
aguardiente durante la tarde y principios 
de la noche del día veintitrés de abril del 
año retropróximo; 20. que como a las diez 
de la noche del expresado día, Porras lla- 
mó repetidas veces a la puerta de calle de 
las señoritas Rodríguez donde habita Hor- 
tensia del mismo apellido, con la cual cul- 
tivó el enjuiciado relaciones amorosas, y 
como no logró que le abrieran, escaló el 
muro del sitio contiguo a la citada casa, 
subió al tejado, descendió al zaguán y cau- 
só varias violencias en las puertas de las 
habitaciones interiores, hechos que están 
probados con las declaraciones de Elena 
Quiñónez y Domingo Marroquín, este úl- 
timo, hábil también por razón de su edad 
en virtud de haberse comprobado con la 
certificación de su partida de nacimiento 
pedida para mejor fallar, que tenía el día 
del hecho más de dieciseis años; y las pre- 
sunciones humanas graves, precisas y con- 
cordantes que se derivan de los siguientes 
hechos probados: a) inspección ocular 
practicada por el Juez instructor de las 
primeras diligencias en donde se compro- 
bó la existencia de piedras salientes que 
facilitan el escalamiento en la pared del 


sitio contiguo a la casa de las señoritas 
- Rodríguez; la presencia de tejas rotas que 
— señalan la dirección que tomó el reo a su 
paso por el techo del inmueble y la de un 
- ladrillo recién partido en el sitio que co- 
- rresponde a su descenso. y por último, la 
circunstancia de estar forzada la aldaba 
que corresponde a un dormitorio y rotas y 
desclavadas las tablas de la puerta que co- 
munica esta habitación con la siguiente; b) 
haber hecho alarde Sofío Porras de haber 
podido penetrar a pesar de las dificulta- 
des que tuvo que vencer, según afirman 
Emilio Rosales y las hermanas Rodríguez, 
Hortensia y Eulalia; c) el informe médico 
legal por medio del cual se comprobó que 
el enjuiciado tenía en la parte posterior 
de la cabeza una pequeña herida contusa 
y en la mano derecha varias escoriacio- 
nes que pueden haber sido causadas al dar 
un puñetazo contra cuerpos duros; y d) 
el hecho de haber acudido a casa de las 
señoritas Rodríguez en busca de su hijo, 
don Sofío Porras M. y doña Francisca C. 
de Porras, según se probó con las decla- 
raciones de las personas mencionadas, ha- 
biéndolo extraído de ese lugar con ayuda 
de Julio Rodríguez, padre de las ofendi- 
| das. Que carecen de valor probatorio las 
declaraciones de Juan Orellana, Guiller- 
mo Antillón y Nicolás Orizabal, por que 
al ser examinados por el Juez de la causa 
sobre hechos ajenos al interrogatorio pro- 
puesto por el defensor, con el objeto de 
cerciorarse de la veracidad de sus deposi- 
ciones, incurrieron en contradicciones que 
llevan al ánimo judicial el convencimien- 
to de la falsedad de sus dichos; además 
los tres testigos citados manifestaron que 
no se encontraban presentes Antonio Tru- 
jillo y Osberto Toledo, quienes figuran 
también como testigos de descargo y al 
tomarles declaración solamente contesta- 
ron en sentido afirmativo a las preguntas 
que les fueron dirigidas. 


3 


hr. 


Al tramitarse la segunda Instancia el se- 
for Procurador manifestó: que el fallo del 
Juez está arreglado a la Ley. 


El señor Fiscal pidió la confirmación de 
la sentencia agregando que dada la clase 
de delito y las circunstancias que lo ro- 
dearon, estima que la conmuta es bas- 

tante subida; es un caso en que debe fi- 
jarse el mínimun señalado por la ley, to- 
da vez que para su fijación, debe atender- 
sea la gravedad del delito y a las circuns- 
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tancias que lo rodean. Y por no constar 
en los autos no puede apreciarse la situa- 
ción del enjuiciado. 


El seis de marzo del corriente año, la 
Sala Primera de la Corte de Apelaciones 
confirmó el fallo ya mencionado, con la 
modificación de que el Juez de la. Instan- 
cia de Sacatepéquez, debe abrir procedi- 
miento con el fin de investigar si los tes- 
tigos de descargo declararon falsamente. 


El reo con auxilio del licenciado don Jo- 
sé L. Arenas, introdujo contra este último 
pronunciamiento el recurso extraordina- 
rio de casación denunciando como infrin- 
gidos los Artos. 366 del Código Penal; 568 
y 7131 de Procedimientos Penales. 


CONSIDERANDO: La delincuencia de 
Sofío Porras está probada con la presun- 
ción que se desprende de lo expuesto por 
Elena Quiñónez, Domingo Marroquín y las 
demás personas que se dieron cuenta del 
suceso, y lo manifestado por.el propio reo, 
quien confiesa haber entrado a la casa que 
habitan las señoritas Rodríguez, pero ase- 
gura que lo hizo porque su antigua aman- 
te le invitó para que llegara, y una perso- 
na que no pudo conocer le abrió la puer- 
ta, hecho que no aparece justificado, pues 
los testigos que fueron examinados con ese 
objeto son contradictorios en sus dichos, y 
por consiguiente estas declaraciones care- 
cen de verdad legal. En consecuencia es- 
tando comprobada la preexistencia del 
allanamiento de morada y la culpabilidad 
del enjuiciado procede infligirle la pena 
correspondiente. Y la Sala sentenciadora 
al estimarlo así, no infringió los Artículos 
36 del C. P. 568 y 731 de Prs. Penales. 


POR TANTO: La Corte Suprema de Jus- 
ticia, con fundamento en lo que prescri- 
ben los Artos. 690 del Código que acaba 
de citarse, y del 233 Decreto Leg. Número 
1928, declara: improcedente el recurso in- 
terpuesto e impone a la parte que lo in- 
trodujo, quince días de arresto, conmuta- 
bles en su totalidad, a razón de diez cen- 
tavos de quetzal diarios. 


Notifíquese y devuélvanse los autos en 
la forma que corresponde, al Tribunal de 
su origen. 


J. M. Reina Andrade. — Federico O. Sa- 
lazar. — Carlos Castellanos R. — Alberto 
Argueta S. — José Serrano Muñoz. — Ante 
mi, Juan Fernández C., Secretario. 
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CRIMINAL. 


Corte Suprema de Justicia, Guatemala, 
veintiocho de mayo de mil novecientos 
treinta y cuatro. 


Vista por recurso de casación y con sus 
respectivos antecedentes, la sentencia de 
segunda Instancia proferida en el proceso 
instruido contra Benito Ríos Castillo por 
el delito de falsificación de documentos 
oficiales. 


El Administrador de Rentas de San Mar- 
cos, don Luis Flores B., con fecha ocho de 
abril de mil novecientos treinta y tres, 
puso en conocimiento del Juez de Primera 
Instancia del Departamento que acaba de 
mencionarse, que la gnía número diez y 
siete mil trescientos noventa y cinco, ex- 


pedida según el codo respectivo, el diez y - 


siete de febrero de mil novecientos treinta 
y tres, a nombre de José Socorrc Puac, fi- 
gura en el duplicado a favor del mismo 
individuo con fecha diez de febrero: en la 
primera hoja aparecen cobrados tres quet- 
zales cincuenta y cinco centavos por va- 
lor de derechos de Aduana, y en la segun- 
da por la misma causa se cobraron seten- 
ta y cinco quetzales sesenta y cinco cen- 
tavos, habiendo por consiguieinte una di- 
ferencia de setenta y dos quetzales diez 
centavos, cantidad que ha dejado de in- 
-gresar al Fisco. 


En el proceso obran, entre otros, los do- 
cumentos que «siguen: a) copia literal del 
codo de importación terrestre, número diez 
y siete mil trescientos noventa y cinco de 
la Administración de Rentas de San Mar- 
cos; b) oficio dirigido por el Administra- 
dor de Rentas y Aduanas de San Marcos 
al Juez de Primera Instancia de este De- 
partamento, en que le manifiesta: que no 
existe en la Administración constancia de 
la entrega que Benito R. Castillo haya he- 
cho al Agente Contralor Artemio González, 
y que le remite copia literal del telegra- 
ma que le dirigió al ex-Receptor de la 
Aduana de Canjulá; c) copia certificada 
del telegrama que el señor Flores B. diri- 
gió el ocho de abril de mil novecientos 
treinta y tres, al Receptor de Canjulá Be- 
nito R. Castillo previniéndole que se pre- 
sentara inmediatamente a la Administra- 
ción, dejando encargada la oficina al Con- 
tralor y quedando sin efecto su salida a 
Huehuetenango; d) las guías de importa- 
ción terrestre números diez y seis mil se- 
tecientos trece, diez y seis mil setecientos 


setenta y ocho, diez y siete mil sesenta y 
dos, diez y siete mil quinientos cuarenta 
y siete, diez y siete mil novecientos trece 
y diez y siete mil novecientos sesenta y 
tres; y guías de reconstrucción de Adua- 
nas números veintitrés mil trescientos se- 
tenta y tres, diez mil quinientos noventa 
y uno, diez mil novecientos cincuenta y 
seis, veintitrés mil doscientos ftreinta y 
ocho y treinta y un mil noventa y uno. 
Las guías de importación números diez y 
siete mil quinientos cuarenta y siete, diez 
y seis mil setecientos setenta y ocho (du- 
plicado) diez y seis mil sesenta y dos, diez 
y siete mil novecientos trece, diez y siete 
mil novecientos sesenta y tres y diez mil 
quinientos noventa y seis fueron expedi- 
das: la primera a favor de Juan Morales, 
la segunda a nombre de Juan Pú, a favor 
de Agapito Puac la tercera, la cuarta a 
nombre de José Díaz y Nicolás Méndez y 
la quinta a favor de Santos Ordóñez; las 
números: diez y siete mil novecientos 
treinta y cinco, diez y seis mil setecientos 
setenta y ocho y diez y seis mil setecien- 
tos trece, se expidieron a nombre de José 
Socorro Puac, lo mismo que las números 
veintitrés mil trescientos setenta y tres 
(original) y diez mil quinientos noventa 
y uno (original y duplicado) que corres- 
ponden al impuesto establecido de Re- 
construcción de Aduanas. A favor de Jo- 
sé Socorro Puac, Agapito y Alberto Puac 
fué expedida la número diez mil quinien- 
tos noventa y seis correspondiente al im- 
puesto que acaba de mencionarse. El du- 
plicado de esta última guía se expidió a 
nombre de Juan Pú y las números vein- 
titrés mil doscientos treinta y ocho, vein- 
titrés mil doscientos treinta y ocho (du- 
plicado) y treinta y un mil noventa y uno 
aparecen expedidas a favor de Agapito 
Puac, Antonio Lantuj, José Díaz y Nicolás 
Menéndez, respectivamente. A excepción 
de la guía expedida a favor de Lantuj que - 
carece de firma; la número veintitrés mil 
doscientos treinta y ocho que fué firmada 
por Ismael López, así como la diez y siete 
mil sesenta y dos; y la diez y siete mil 
novecientos sesenta y tres que firmó A. 
González, todas las demás guías están 
subscritas por B. R. Castillo; e) copia cer- 
tificada del acuerdo de fecha veintiséis de 
Agosto de mil novecientos treinta y uno, 
en virtud del cual fué nombrado Receptor 
de Canjulá don Benito R. Castillo y f) Do- 
cumentos relativos a la manera cómo des- 
empeñaba el enjuiciado el referido cargo 
y las comisiones que cumplió estando al 
frente de aquella oficina. 


- 
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El Juez de Primera Instancia de San 
Marcos le dió fin a la causa dictando la 
sentencia de fecha cuatro de Agosto de 
mil novecientos treinta y tres, la cual de- 
claró nula la Sala Cuarta de la Corte de 
Apelaciones, así como todo lo actuado des- 
de la providencia del diez y siete de Junio, 
inclusive, recomendando al Juez, que re- 
pusiera a la mayor brevedad la parte anu- 
lada, teniendo cuidado de formularle car- 
go nuevamente a Benito Ríos Castillo por 
el delito de amenazas, y una vez llenado 
este requisito correr de nuevo traslado, 
tanto al acusador como a los defensores 
nombrados y seguir el asunto hasta sen- 
tencia. 


Cumplido lo mandado por la Sala juris- 
dicional el Juez profirió sentencia decla- 
rando: lo. que Benito R. Castillo es res- 
ponsable de los delitos de falsificación de 
documentos oficiales y abandono de em- 
pleo, y por dichas infracciones le impone 
las penas que siguen: seis años de prisión 
correccional por el primer hecho delictuo- 
so, y dos meses de arresto menor por el 
segundo, que con abono de la prisión su- 
frida, purgará en la Penitenciaría Central, 
la primera, y en la cárcel departamental 
de San Marcos la segunda, pudiendo con- 
mutar esta última en todo o en parte. La 
primera es inconmutable; 20. que le ab- 
suelve del cargo que por el delito de ame- 
nazas se le formuló; 3o. que le suspende 
en el ejercicio de sus derechos políticos 
durante la condena y le obliga al pago de 
las responsabilidades civiles derivadas del 
delito, así como a la reposición del papel 
empleado en la causa al del sello respec- 
tivo. 40. Que absuelve de la Instancia a 
J. Gabriel Valdés, y 50. Que deja abierto 
el procedimiento contra Ismael López y 
Artemio V. González, quienes firmaron las 
guías que obran a los folios sesenta y ocho 
y cientu doce del proceso, respectivamen- 
te. 

En segunda Instancia, el Procurador de 
la Sala Cuarta de Apelaciones evacuando 
el traslado que le fué conferido para que 
defendiera a José Gabriel Valdés, pidió 
que se modificara la absolución de Valdés 
en el sentido .de que debe ser del cargo. El 
Procurador de la Sala Sexta expuso: que 
ha habido error judicial al calificar de fal- 
sificación el hecho cometido por Benito 


_Ríos Castillo, pues éste abusando del pues- 


to que desempeñaba se apropiaba de los 
fondos del Fisco, cobrando la cantidad ín- 
tegra de los impuestos fiscales, lo cual ha- 
cía constar en el talón respectivo, pero 
consignaba otras cantidades en el compro- 
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bante que daba al interesado, y tomaba 
la diferencia entre la suma cobrada y la 
expresada en el referido recibo. El delito 
consumado por el reo es el de malversa- 
ción de caudales públicos penado con nue- 
ve meses de arresto menor. Tampoco con- 
curren todos los requisitos que determina 
el Artículo 194 del Código Penal, pues fal- 
tan los contenidos en los incisos 30. y 4o., 
ya que el hecho no acarreó perjuicio ni a 
un particular ni a la sociedad, y siendo 
Ríos Castillo, en el momento de la comi- 
sión del delito, representante legal del Fis- 
co, se presume que medió el consentimien- 
to de dicha entidad. Que el delito de aban- 
dono de empleo y de amenazas no se en- 
cuentran establecidos, por que en cuanto 
al primero, no se probó el daño causado 
al público, pues Ríos Castillo fué substi- 
tuído inmediatamnete, y en la forma le- 
gal por la persona que designó la Adminis- 
tración de Rentas; y respecto a las ame- 
nazas sólo concurre en su contra la decla- 
ración del ofendido. 

El Señor Fiscal manifestó: que la sen- 
tencia de Primera Instancia, excepto en 
lo que se refiere a la condena por abando- 
no de empleo, se encontraba arreglada a 
derecho por lo que pedía su confirmato- 
ria con la salvedad ya relacionada, esto 
es, que Benito R. Castillo debía ser absuel- 
to del cargo formulado por abandono de 
empleo. 

El diez y nueve de marzo del corriente 
año, la Sala Cuarta de la Corte de Apela- 
ciones, confrimó la sentencia del Juez 
a-quo, en cuanto condena a Benito Ríos 
Castillo por el delito de falsificación de 
documentos oficiales, y se le absuelve del 
cargo que por el de amenazas se le dedu- 
jo. Modifica dicho fallo en el sentido de 
que a Gabriel Valdés Villatoro se le ab- 
suelve del cargo; y lo revoca respecto a la 
condena de Ríos Castillo por el delito de 
abandono de empleo, y resolviendo decla- 
ra absuelto a Ríos Castillo del cargo que 
le fué formulado por el último de los he- 
chos delictuosos que acaba de mencionar- 
se. 

Considera la Sala: lo. que con la denun- 
cia y querella presentada por el Admi- 
nistrador de Rentas de San Marcos, basa- 
das en los partes rendidos por el Agente 
Artemio González y las demás diligencias 
preliminares de investigación se encuen- 
tra justificado el procedimiento criminal; 
20. que en el proceso aparece fehaciente- 
mente probado que Benito Ríos Castillo de 
manera fraudulenta con el propósito de 
aprovecharse del dinero recaudado, como 
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Receptor Fiscal de Canjulá, hizo cobros 
a varios comerciantes por impuestos adua- 
nales, en una cantidad determinada, ha- 
ciendo constar una suma en los compro- 


hantes expedidos a favor de los interesa- 


dos y otra menor en los codos de las guías 
que le quedaban como comprobantes, y 
aprovechándose la diferencia habida en- 
tre una y otra suma, daba cuenta sola- 
mente con lo que aparecía en los codos y 
que con tal operación no sólo perjudicó 
al Fisco sino que lo hizo faltando al cum- 
plimiento de sus atribuciones y desde lue- 
go sin el consentimiento de la Hacienda 
Pública, damnificada en el presente caso. 
Que con los comprobantes agregados a la 
investigación e inspecciones oculares prac- 
ticadas por el Juez de Primera Instancia 
de San Marcos, quedó establecido el delito 
cometido por el encausado, quien es el res- 
ponsable directamente y no otro, ya que 
no logró demostrar la responsabilidad cri- 
minal de otra persona ni desvanecer la 
suya que es la única que hasta ahora apa- 
rece. Que conceptuándose como funcio- 
nario al procesado, cometió el delito abu- 
sando de su cargo, y por lo tanto procede 
imponerle la pena que le infligió el Juez 
sentenciador, sin aumentarla ni dismi- 
nuirla por no haber en el caso que se exa- 
mina circunstancias que agraven o ate- 
núen la responsabilidad del enjuiciado; 
3o. que por no estar probada la delincuen- 
cia de Benito Ríos Castillo, como autor de 
los delitos de abandono de empleo y ame- 
nazas, procede absolverlo sin limitación al- 
guna; 40. y en el mismo sentido debe re- 
solverse acerca del cargo que le fué for- 
mulado a Gabriel Valdés Villatoro, ya que 
contra éste solamente aparecen las sindi- 
caciones de su co-reo Castillo y la de Ar- 
temio V. González ni hay motivos racio- 
nales deducidos de la misma causa, para 
esperar que se obtengan nuevas proban- 
zas, y establecer su plena culpabilidad; y 
So., que siendo probable justificar la de- 
lincuencia de Ismael López y Artemio V. 
González debe dejarse abierto el procedi- 
miento contra ambos sujetos. 


Raúl Rubén Molina, como apoderado 
de Benito Ríos Castillo, con auxilio del Li- 
cenciado don Abraham Cabrera introdu- 
jo recurso de casación por, estimar que se 
cometió error de derecho en la calificación 
del delito al juzgar que se trata de falsi- 
ficación de documentos oficiales infrin- 
giéndose los Artículos que a continuación 
se expresan: 676 inciso 3o. del Código de 
Procedimientos Penales; IV, IX, del Decre- 
to Legislativo número 1928; 329 incisos 1o. 
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y 30., 297 inciso lo., 295 inciso 3o0., 209 y 
210 del Decreto Legislativo número 1672 
y 50. del Decreto Legislativo 1.740; y 194 
del Código Penal. 


CONSIDERANDO: Los artículos 329 y 
330 del Decreto Legislativo número 1672 
se refieren a la jurisdicción de las Autori- 
dades y Tribunales de Hacienda en el Ra- 
mo de Aduanas; y por consiguiente la in- 
fracción de los mencionados artículos 
constituirían un quebrantamiento de for- 
na; y el recurso interpuesto por ese mo- 
tivo sería admisible, siempre que se tra- 
tara de una ejecutoria pronunciada en jui- 
cio verbal o escrito, y además se hubiese 
cumplido con los requisitos que la ley de- 
termina para introducir esta clase de ca- 
saciones. La incompetencia de los Tribu- 
nales sentenciadores no ha sido promo- 
vida en el tiempo y forma que las leyes 
señalan, pues si bien es verdad que en los 
alegatos presentados por el defensor y por 
el mismo enjuiciado se alude a “esa cues- 
tión para lograr que se aplicara al reo una 
pena menor, también lo es, que tanto el 
Licenciado Amadeo Barrios Guzmán como 
Benito Ríos Castillo concluyeron sus res- 
pectivos memoriales, pidiendo el primero, 
que al dictarse sentencia en el proceso se 
absolviera a Ríos Castillo de los cargos 
que se le formularon por los delitos de 
amenazas, abandono de empleo y falsifica- 
ción de documentos oficiales, imponiéndo- 
le seis meses de arresto mayor por defrau- 
dación a la Hacienda Pública etc.; y el 
segundo, manifestó: que se tuvieran co- 
mo prueba los ochenta y cuatro documen- 
tos que presentó juntamente con su ale- 
gato, y la sentencia fuese revocada. Ade- 
más, el presente recurso sólo se interpuso 
por violación de ley. De lo expuesto se 
infiere la improcedencia de entrar al exa- 
men de los incisos primero y tercero del 
Artículo 329, y de los Artículos IV y IX del 
Decreto Legislativo número 1928. 


CONSIDERANDO: Dados los hechos que 
estima probados el Tribunal sentenciador, 
no se trata de los delitos de defraudación 
o contrabando, y en ese concepto carecen 
de aplicación los artículos 297 inciso pri- 
mero y 295 inciso tercero del Decreto Le- 
gislativo número 1672; lo mismo que los 
artículos 209 y 210 del Decreto ya mencio- 
nado, por referirse a la tramitación y re- 
visión de pólizas aduanales. 


CONSIDERANDO: Los artículos 50. del 
Decreto Legislativo número 1740 y 194 del 
Código Penal encierran varios incisos; el 
recurrente no cuidó de expresar a cuál de 
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todos se refería; y esta Corte Suprema ca- 
_ rece de facultades para escoger la dispo- 
sición legal que mejor le parezca con re- 
lación al recurso interpuesto, y proceder a 
su análisis. 


CONSIDERANDO: El inciso tercero del 
Artículo 676 del Código de Procedimien- 
tos Penales, determina uno de los siete 
casos que el Tribunal de casación debe 
examinar para inquirir si ha sido violada 
una ley en la sentencia definitiva; y por 
consiguiente las Salas de Apelaciones nun- 
ca pueden infringir dicha disposición le- 
gal. 


POR TANTO: La Corte Suprema de Jus- 
ticia, con fundamento en lo prescrito por 
los Artículos 690 del Código últimamente 
citado, y 233 del Decreto Legislativo nú- 
mero 1928, declara improcedente el recur- 
so interpuesto e impone a la parte que lo 
introdujo quince días de arresto,, conmu- 
tables en su totalidad, a razón de diez 
centavos de quetzal diarios. 


- Notifíquese y devuélvanse los anteceden- 
tes en la forma que corresponde, al Tri- 
bunal de su origen. 


3. M. Reina Andrade. — Federico O. Sa- 

lazar. — Carlos Castellanos R. — Alberto 
Argueta S. — José Serrano Muñoz. — Ante 
mí, Juan Fernández C., Secretario. 


CRIMINAL 


Corte Suprema de Justicia, Guatemala, 
veintiocho de mayo de mil novecientos 
treinta y cuatro. 

Visto por recurso de nión y con sus 
respectivos antecedentes, el fallo de Se- 
gunda Instancia proferido en la causa 
instruída contra el Subteniente de Infan- 
tería del Ejército, Edigio Equizábal Pan- 
taleón (a) Jolón, por el delito de homici- 
dio perpetrado en la persona de Juan de 
la Cruz López. 

El jueves nueve de noviembre del año 
de mil novecientos veintidós, a las doce 
horas y diez minutos, poco más o menos, 
entró a la fonda de Carlos Calderón, de la 
Cruz López a comprar la cuarta parte de 
una botella de aguardiente y se la tomó, 
- dirigiéndose en seguida a invitar a Pedro 
Colindres y a Egidio Equizábal para que le 
acompañaran a tomar un trago de licor; 
al principio ni Colindres ni Equizábal acep- 
taron dicha invitación, pero al fin Egidio 
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se fué del brazo de Juan; Equizábal y de 
la Cruz López salieron de la fonda, y en- 
tonces, el primero, le dió al segundo un 
puñetazo a consecuencia del cual de la 
Cruz López cayó de bruces; se levantó, y 
sacando un cuchillo atacó a Equizábal, 
quien desenfundando su revólver, comen- 
zó a retroceder apuntándole a Juan, y al 
llegar frente a su casa, hizo un disparo 
matando a de la Cruz López. : 

Al ofendido le fueron inferidas dos le- 
siones con arma de fuego: una entre los 
dedos índice y medio de la mano izquier- 
da, y otra sobre el lado derecho del cue- 
llo, la cual le causó la muerte casi ins- 
tantáneamente por haber interesado el 
proyectil, calibre treinta y ocho, la aorta. 

Las primeras diligencias las inició el 
Juez Municipal de Sanarate, con fecha 
nueve de noviembre de mil novecientos 
veintidós. 

El diez y ocho de noviembre de mil no- 
vecientos treinta y tres, se le tomó de- 
claración a Equizábal, quien negó su de- 
lincuencia. 

Proseguida la causa por todos sus trá- 
mites, el Tribunal Militar de Guatemala 
le puso fin declarando: que Egidio Equi- 
zábal es autor del delito de homicidio, he- 
cho delictuoso por el cual le impone diez 
años de prisión correccional inconmuta- 
bles que con abono del tiempo padecido 
deberá purgar en la Penitenciaría Cen- 
tral; que le suspende en el ejercicio de sus 
derechos políticos durante la condena; y 
que le obliga al pago de las responsabi- 
lidades civiles provenientes del delito y a 
la reposición del papel empleado en el pro- 
ceso. 

En segunda Instancia el Procurador pi- 
dió que se absolviera al reo, en virtud de 
haber obrado en legítima defensa de su 
persona al darle muerte a de la Cruz Ló- 
pez; o en caso contrario se le aplicaran 
los Decretos de Indulto números 849, 926 
y 963, toda vez que aquel ha observado 
buena conducta en la prisión. 

El señor Fiscal pidió la confirmatoria 
de la sentencia. 

Y la Sala Tercera de la Corte de Ape- 
laciones, el diez y siete de marzo del co- 
rriente año, dictó sentencia de acuerdo 
con lo dictaminado por el representante 
de la vindicta pública. 

Estima el Tribunal sentenciador: 1o0.— 
Que aun en el caso de que Egidio Equizábal 
no hubiera confesado el delito, está de- 
mostrada plenamente su culpabilidad con 
las declaraciones de Cayetano Calderón, 
Juan del Cid, Angela Marroquín, Pedro 
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Colindres y Antonio Arriola, testigos que 
no difieren en cuanto al tiempo, lugar y 
manera como se verificó el hecho y res- 
pecto a las personas que intervinieron al 
verificarse éste; 20. que la provocación del 
procesado al golpear a su víctima, en la 
forma que lo hizo, está de manifiesto; y a 
causa del golpe sufrido, el ofendido agre- 
dió con justa razón a su atacante; y por 
haberse verificado, el disparo que ocasio- 


nó la muerte a de la Cruz a dos varas : 


de distancia de la morada de Equizábal, 
éste pudo muy bien entrar a su casa pa- 
ra evitar el ataque, no siendo por consi- 
guiente un medio racional, en el presen- 
te caso, el empleo de un disparo de revól- 
ver para repeler o impedir la ofensa reci- 
bida; 30.—Que tampoco puede deducirse 
que las lesiones que exhibió Equizábal, se 
las haya inferido el ofendido, pues los tes- 
tigos de cargo, quienes dieron sus declara- 
ciones inmediatamente después de haber- 
se cometido el delito no aluden a los he- 
chos en que fundan sus acertos los testi- 
gos de descargo, mediando también las 
circunstancias que siguen: a) lo remoto 
del tiempo en que el suceso acaeció; b) 
que no se encontró el arma con la cual 
de la Cruz acometió al enjuiciado; y Cc) 
que los testigos que declararon en favor 
del reo no dieron razón de sus dichos; y 
40.—Que dadas las condiciones en que fue- 
ron recibidas las deposiciones de los tes- 
tigos de cargo deben apreciarse como 
persenciales, y que aún en el caso de es- 
timarse como absolutamente iguales las 
circunstancias de unos y otros testigos, 
siempre hacen fe los de cargo, por ser ma- 
yores en número, existiendo en conse- 
cuencia, además de la confesión del reo, 
prueba suficiente para infligirle la pena 
corespondiente, sin apreciar circunstan- 
cias que la modifiquen. 


El Procurador de la Sala Tercera de Ape- 
laciones introdujo contra este último pro- 
nunciamiento, el recurso de casación, ci- 
tando como infringidos los Artículos 20 
inciso 4o., 21 inciso lo. y 80 del Código 
Penal. : 


CONSIDERANDO: Para que exista legí- 
tima defensa es indispensable que concu- 
rran los tres requisitos que la ley determi- 
na, a saber: 1o.—Agresión ilegítima; 
20.—Necesidad racional del medio emplea- 
do para impedirla o repelerla y 30.—Falta 
de provocación suficiente por parte del que 
se defiende. En el presente caso ninguna 
de estas circunstancias se encuentra pro- 
bada de una manera plena, por que la 


7 EP 


declaración que tomó al enjuiciado y que 


obra a los folios cincuenta y tres y cin-. 


cuenta y cuatro del proceso carece de 
valor legal, pues aunque el señor Auditor 
de Guerra asegura en el encabezamiento 
de dicha diligencia haberse constituído 
asociado como corresponde en el Departa- 
mento Judicial de la Penitenciaría del 
Centro, la deposición de Equizábal sólo 
aparece subscrita por el Licenciado Ca- 
brera Martínez. Y según lo establecen los 
artículos 321 del Código de Procedimien- 
tos Penades y 244 del Código Militar Se- 
gunda Parte, la mencionada diligencia 
debe ser firmada por el Juez, el reo si su- 
piere hacerlo y el secretario. En el su- 


puesto que esa confesión fuese válida, 


sólo serviría para corroborar la delincuen- 
cia del enjuiciado, pues éste ningún de- 
talle expresa acerca del principio del ata- 
que, y la defensa que se invoca en el re- 
curso de casación, pues se limitó a decir 
que es cierto que le dió muerte a Juan 
de la Cruz después de haber tomado con 
este sujeto unos tragos en la fonda de 
Carlos Calderón, porque de la Cruz, des- 
de que salió le atacó con un cuchillo cau- 
sándole una herida en la articulación del 
dedo pulgar de la mano izquierda, otra 
en el brazo izquierdo y la última sobre 
la línea media del abdómen. Las decla- 
raciones de Abel Aguilar, Benigno Estra- 
da y Damián Duarte no deben de apre- 
ciarse, como medio justificativo de la ex- 
cepción propuesta por el defensor del reo: 
primero, porque fueron examinados cuan- 
do ya habían transcurrido once años de 
perpetrado el crimen, circunstancia que 
hace surgir en el ánimo judicial la duda 
acerca de la verosimilitud de ¡tales de- 
claraciones, y de que el enjuiciado haya 
procedido en la forma aseverada por su 
defensor, pues si aquél tenía la convic- 
ción de estar exento de responsabilidad 
criminal no hubiera huido tanto tiempo 
de la acción de la justicia ni negado re- 
petidas veces la comisión del hecho delic- 
tuoso; y segundo, por no estar probado 
que Aguilar, Estrada y Duarte, el día y 
a la hora de autos, se encontraran en Sa- 
narate, ya que el primero, es originario 
de Santa Rosita, el segundo de la capi- 
tal de la República, y el tercero de San 
José del Golfo, y todos son vecinos de es- 
ta ciudad (Guatemala) sin que ninguno 
de ellos al declarar haya expresado nada 
acerca de la circunstancia de que se tra- 
ta. Siendo de advertir, que los testigos de 
cargo tampoco mencionan a Duarte, Es- 
trada y Aguilar en sus respectivas decla- 
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- raciones. Y además, en la causa no exis- 
- ten datos acerca de la probidad, indepen- 
- dencia de su posición y antecedentes per- 
- sonales de dichos testigos, y ni siquiera 
- se hizo constar el oficio a que se dedican. 


y En consecuencia no fueron infringidos 
- los Artículos 20 inciso 4o. y 21 inciso 10. 
del Código Penal ni el 80 del mismo Cuer- 
po de Leyes, pues no existe razón jurídi- 
ca para disminuir la pena impuesta al en- 
juiciado, en la proporción fijada por la 
disposición legal que acaba de mencionar- 
se. 


POR TANTO: La Corte Suprema de Jus- 
ticia, con fundamento en lo estatuído por 
los Artos. 690 del Código de Procedimien- 
tos Penales y 233 del Decreto Legislativo 
número 1928 declara: improcelente el re- 
curso interpuesto, y que por ser el recu- 
rrente, el Licenciado don Eleázar Urme- 
neta como Procurador de la Sala Tercera 
de Apelaciones, no le impone la sanción 
que la ley señala en estos casos. 


Notifíquese y devuélvanse los autos co- 
mo corresponde al Tribunal de su ori- 
gen. 


J. M. Reina Andrade. — Federico O. Sa- 
lazar. — Carlos Castellanos R. — Alberto 
Argueta S. — José Serrano Muñoz. — Ante 
mí, Juan Fernández C., Secretario. 


CRIMINAL 


Corte Suprema de Justicia, Guatemala, 
primero de junio de mil novecientos trein- 
ta y cuatro. 


En casación, se examina la sentencia 
proferida por la Sala 3a. de la Corte de 
Apelaciones en el juicio que por el de- 
lito de amenazas condicionales, se instru- 
yera contra José Arroyo Palacios. 


- a Pl, ¿UR 


Angélica Mejía Bermúdez y José Arro- 
yo Palacios hicieron vida maridable por 
espacio de varios años, durante la cual el 
enjuiciado fotografió a su pareja cuan- 
do se encontraba desnuda y en posiciones 
indecorosas; Mejía Bermúdez separóse de 
Arroyo, lo que dió motivo a que éste escri- 
biera a Herlinda Bermúdez de Mejía, ma- 
dre de Angélica, dos cartas, manifestán- 

-dole en la primera que su hija tenía re- 


laciones amorosas con su propio padre 
Jacinto Mejía, y que si no reanudaba la 
vida marital que llevaran, entonces re- 
produciría las fotografías que se dejan 
apuntadas, para repartirlas entre los ami- 
gos que les fueran comunes, personas re- 


sidentes en la población del domicilio de * 


aquella, y que asimismo enviaría una co- 
lección a todo hombre que cortejara a su 
hija, pero que si a pesar de ésto, no se 
accedía a sus pretensiones, se lanzaría a 
la guerra, la cual terminaría con la exis- 
tencia de alguno de todos; en la segunda 
manifestaba su arrepentimiento en cuan- 
to a la primera carta, y que si llevaba el 
asunto a los tribunales, eso ya era cosa de 
ella. Estas cartas fueron reconocidas por 
el reo, quien durante el término probato- 
rio rindió algunas pruebas que no desvir- 
túan las amenazas proferidas, vr. gr. car- 
tas de carácter íntimo, y solicitó otras in- 
conducentes, tales como las de exigir a 
las acusadoras, la entrega de las fotogra- 
fías para que se adjuntaran al proceso. 
El Juez 50. de la. Instancia dictó senten- 
cia declarando al reo autor del delito de 
amenazas condicionales, por el que le im- 
ponía la pena de tres años cuatro meses 
de prisión, pero en virtud de considerar 
que existían dos circunstancias atenuan- 
tes y una agravante, se la disminuía en 
una tercera parte. 


A, 


La Sala jurisdicional, al conocer en ape- 
lación del fallo, lo confirmó, con las re- 
formas de que la pena impuesta era de 
tres años cuatro meses y no de dos años 
cuatro meses, veinte días, y que la conmu- 
ta se regulaba a quince centavos de quet- 
zal por día. 


Las bases en que descansa esta senten- 
cia son las siguientes: 


Que analizando en conjunto o en sus 
distintos pasajes el contenido de la car- 
ta dirigida por el procesado a Herlinda 
Bermúdez de Mejía, se comprendería en 
forma evidente la existencia de amenazas 
graves contra la vida de cualquiera de 
los tres miembros de su familia, toda vez 
que dicho documento, revelaba de mane- 
ra concreta y precisa el firme propósito 
de vengarse ya en la persona de la desti- 
nataria, en la de su hija Angélica o en la 


de “su esposo Ignacio Mejía; carta que - 


por estar reconocida judicialmente, for- 
maba plena prueba; 
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Que habiéndose proferido las amenazas 
por escrito, hubiera sido el caso de au- 
mentar la pena señalada en el Arto. 569 
del C. P., si no existiera la circunstancia 
atenuante de la confesión del indiciado, 


sin la cual procedería su absolución; 


Que el cuerpo del delito, no sólo lo cons- 
tituía la carta en que se amanazaba sino 
también en la que daba satisfacciones a 
Herlinda de Mejía, y con el dicho de Ani- 
ta Bermúdez. 


E Y oia 


El reo, con auxilio, no del abogado que 
dirigiera la defensa don Emilio Beltrane- 
na, sino con el de igual título don Félix 
Estrada Orantes, introdujo el 'presente 
recurso, denunciando como violados los 
artículos 369 y 370 del Cód. Penal. 


Previa tramitación legal y señalamien- 
to de día para la vista, es el caso de resol- 
ver lo que en derecho corresponda. 


CONSIDERANDO: que en el caso que se 
examina, el hecho que motivó estas dili- 
gencias, se encuentra claramente com- 
prendido dentro de lo preceptuado en el 
artículo 369 del Código Penal, pues las 
amenazas de poner fin a la existencia de 
alguno de los miembros de la familia Me- 
jía Bermúdez, llevan implícitamente la 
idea de cometer un delito, el de homici- 
dio, y en consecuencia no pudo ser infrin- 
gido por la Sala sentenciadora, sino al 
contrario, rectamente aplicado, y en tal 
virtud tampoco pudo violar el artículo 370 
de igual cuerpo de leyes, que solamente es 
aplicable cuando el hecho o hechos con 
que se amenazan, no son constitutivos de 
delitos. 


POR, TANTO: El Tribunal de Casación, 
con apoyo en los artículos 690 Prs. Pns. y 
20. Dto. 1740, DESESTIMA el recurso en 
examen e impone al recurrente dos me- 
ses de prisión simple, conmutables en su 
totalidad a razón de tres quetzales dia- 
rios. 


Notifíquese y con certificación de lo re- 
suelto, devuélvanse los antecedentes a 
donde corresponde. 


J. M. Reina Andrade. — Federico O. Sa- 
lazar. — Carlos Castellanos R. — Alberto 
Argueta S. — José Serano Muñoz. — Ante 
mí, Juan Fernández C., Secretario. 


CRIMINAL 


Corte Suprema de Justicia, Guatemala, 
diez de julio de mil novecientos treinta y 
cuatro. 

VISTOS Y CONSIDERANDO: que la sen- 
tencia de esta Corte, fecha primero del co- 
rriente, proferida en el proceso que por 
el delito de amenazas se siguió contra Jo- 
sé Arroyo Palacios, declara con claridad 
que se desestima el recurso de casación 
introducido por el reo, y, en consecuencia, 
no hay términos obscuros, ambiguos ni 
contradictorios; que además, no hubo 


otro punto controvertido en juicio ni se 


omitió ninguna declaración que debiera 
haberse hecho; 


POR TANTO: este Tribunal, con apoyo 
en los Artos. 648 y 649 de Prs. Pns., decla- 
ra sin lugar la articulación propuesta. 

Notifíquese y devuélyanse los antece- 
dentes. 


Reina Andrade. — Salazar. — Castella- 
nos R. — Argueta S. — Serrano Muñoz. — 
Juan Fernández C., Secretario. 


CRIMINAL 


Corte Suprema de Justicia, Guatemala, 
cuatro de junio de mil novecientos trein- 
ta y cuatro. 

Para resolverlos se tienen a la vista los 
cuatro recursos extraordinarios de casa- 
ción de que se harán mención más ade- 
lante, a los cuales dió origen la sentencia 
ejecutoria que profirió la Sala la. de la 
Corte de Apelaciones el veintiocho de fe- 
brero del año en curso en los procesos acu=- 
mulados que por varias estafas fueron se- 
guidos contra Fernando J. Hererías, Fran- 
cisco Zamora y Zamora y las demás per- 
sonas que serán citadas en el curso de es- 
te fallo. 

El primer recurso fué propuesto por el 
procesado Fernándo J. Herrerías con au- 
xilio del Abogado Alejandro Arenales. En 
él se indica que el Tribunal sentenciador 
violó los Artículos 65, 192 C. P., 568, 581, 
586, 587, 589, 595, 596, 597 y 601 P. P. Do- 
ce días después de presentado el memo- 
rial, el recurrente persentó otro en el que 
hace constar de manera expresa que, por 
un error de copia se consignó como infrin- 
gido el Artículo 192 del Código Penal, el 
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- Cual no tenía ninguna atingencia con el 


caso, en vez de los Artículos 407 y 408 del 
mismo cuerpo legal; y, que, en consecuen- 
cia, señalaba como violados los citados en 
último término y no el 192 ya aludido. 

- El enjuiciado Francisco Zamora y Za- 
mora, con auxilio del Abogado J. Arca- 
dio Chévez, introdujo su recurso extraor- 
dinario de casación fundado en que la Sa- 
la la. de la Corte de Apelaciones, al re- 
solver en lo que a él respecta, violó los 
Artículos: 21 inciso 100., 29, 30, 65, 66, 67 
69, 76, 77, 86, 407 inciso 50. C. P., 568, 573, 
581 inciso 20.; 583, 589, 595, 596, 597, 603, 
609, 614 y 201 P. P. 

El Abogado Sarbelio Herrera patrocinó 
al inodado Antonio Narváez Quiróz en la 
interposición del recurso extraordinario 
que este señor introdujo, basado en que 
el Tribunal de segundo grado al fallar en 
su contra quebrantó los Artículos 65, 68, 
86, 11 C. P., 568, 570, 571, 572, 581 incisos 


lo. y 80., 583 inciso 20., 586 inciso 3o., 


587, 589, 595, 596, 597 y 601 P. P. 

Y finalmente el Abogado José Barillas 
Fajardo, en concepto de representante le- 
gal de su hermano J. Toribio de los mis- 
mos apellidos, también recurrió contra la 
resolución de la Sala la. de Apelaciones, 
estimando que dicho Tribunal violó los 
Artículos lo., 11, 12 C. P., 511, 512, incisos 
lo. y 11, 805 P. P. y 80. Dto. Leg. 1728. 

Las personas que resultaron inodadas 
en los diferentes procesos que por esta- 
fas cometidas contra la “Confederación 
del Canadá” se iniciaron, son las que si- 
guen: Fernando J. Herrerías Escobar, 
Francisco Zamora y Zamora, Antonio Nar- 
váez Quiróz, Amparo Palacios, Héctor Na- 
varrete Vélez, Licenciado Ramiro Fonse- 
ca Palomo, Pedro Alvarez Centeno, Doctor 
Cecilio Gaitán Archila, José Miguel Arrio- 
la Cabrera, Armando Celada Corzo, Doc- 
tor Carlos Padilla y Padilla, Javier Do- 
mínguez Moreno, José Gordillo Arana, J. 
Rubén Zamora Flores y Enrique Gálvez 
Fuentes. Todos estos señores, excepto los 
tres citados en primer término, fueron ab- 
sueltos del cargo que se les formulara, por 
falta de prueba. Asímismo se vieron en- 
rolados en el proceso el Licenciado Con- 
rado Tercero Castro y Víctor Claudio Avi- 
la Puente, a quienes se enjuició por el de- 
lito de falsificación de documentos; mas, 

- también fueron absueltos, por estar exen- 
tos de responsabilidad criminal. Y, por 


- aparecer sindicación directa contra Tori- 
- bio Barillas Fajardo, Pedro Valladares, Ju- 
lio Amaya y Consuelo Palacios, en algunas 

de las estafas de que se tratará más ade- 
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lante, se ordenaron las capturas de dichos 
individuos, y, por no haber sido logradas 
aún, el procedimiento ha quedado abierto 
para continuarlo al ser habidos. 


Por lo que se deja relacionado, cabe ha- 
cer la advertencia de que en este fallo so- 
lamente serán considerados los cuatro re- 
cursos extraordinarios de casación inter- 
puestos por las personas antes citadas. 


Los hechos delictivos originantes de las 
actuaciones que se tienen a la vista, son 
los que siguen: 


e A 


El nueve de marzo de mil novecientos 
treinta y dos se inició el proceso en el 
Juzgado 20. de Paz, en virtud de la de- 
nuncia que hiciera Héctor Navarrete Vé- 
lez, quien manifestó: que tenía ya dos años 
de trabajar como agente colocador de pó- 
lizas de seguros sobre la vida en la “Con- 
federación del Canadá”, compañía a la 
que fué introducido por el inspector de 
agentes Francisco Zamora y Zamora. Por 
tal motivo, este señor lo hizo buscar al 
individuo Pedro Alvarez en la casa núme- 
ro ocho de la Calle Real del Rastro de es- 
ta Ciudad, con el propósito de que lo ase- 
gurara por la suma de CINCO MIL QUET- 
ZALES; encargo que le hizo, diciéndole 
que por tener enemistad con el citado Al- 
varez lo enviaba a él. Luego que la per- 
sona aludida aceptó las condiciones de la 
Compañía, comenzó a tramitar la solici- 
tud respectiva, para lo que con fecha do- 
ce de febrero de mil novecientos treinta y 
uno llevó al repetido Avarez a la clínica 
del doctor Antonio G. Valdeavellano pa- 
ra que este facultativo hiciera el reco- 
nocimiento del caso. Como el resultado 
del examen fuera favorable, Alvarez firmó 
la solicitud correspondiente y le entregó a 
Navarrete DIEZ QUETZALES a cuenta de 
su primera prima. Concluída la tramita- 
ción, fué enviada al Canadá, la que por 
hallarla de conformidad la Compañía ase- 
guradora e ir refrendada con la firma del 
Gerente Herrerías Escobar, extendió la 
póliza original número 380905, por valor de 
CINCO MIL DOLARES, documento que re- 
cibió Pedro Alvarez el catorce de marzo de 
mil novecientos treinta y uno ,según apa- 
rece en el documento signado por este 
señor, que figura en las actuaciones. Na- 
varrete recibió la comisión que le corres- 
pondía por ese negocio y, cuando pasado 
algún tiempo preguntó a Zamora y Zamo- 
ra por Alvarez, el inspector le refirió que 
ya había fallecido y que el seguro se le 


¿a 


pagó, previos los trámites del caso, al be- 
neficiario Miguel Alvarez; todo lo que cre- 
yó, desde luego, que, en las oficinas vió 
la esquela participadora de la muerte del 
repetido Pedro Alvarez, la que estaba con 
fecha del mes de julio de mil novecientos 
treinta y uno. 


Continúa diciendo Navarrete que, a fi- 
nes de ese año vió en el Puerto de San Jo- 
sé, con bastante “sorpresa de su parte, al 
asegurado Pedro Alvarez en perfecto es- 
tado de salud; y, cuando trató de hablar 
con él, no le fué posible, por haberlo evi- 
tado tal sujeto. Por ello, al volver a es- 
ta ciudad le contó lo ocurrido a Zamora 
y Zamora; y, por la turbación que seme- 
jante noticia le causó a este señor, así co- 
mo por lo que le dijo, coligió que se tra- 
taba de un fraude en el que obraban de 
acuerdo el gerente Herrerías Escobar y el 
inspector Zamora y Zamora. Más tarde es- 
te último le hizo ver los propósitos de He- 
rreías sobre que se ausentara del país con 
dirección a El Salvador, por su cuenta. Y, 
como tuviera noticias de que el gerente 
Mlegaría a la casa del inspector aludido a 
proporcionarle dinero para el viaje, quiso 
sorprender esa escena por medio de unas 
fotografías, pero éstas se velaron; acto que 
provocó un incidente con Herrerías, sin 
consecuencias mayores por la inmediata 
intervención de los habitantes de la in- 
dicada casa. Y, así continuó dando más 
detalles acerca de lo anormal que obser- 
vó en el gerente y en el inspector de agen- 
tes en algunos negocios fraudulentos per- 
judiciales a los intereses de la “Confede- 
ración del Canadá”. 


Al ser investigado por la autoridad ju- 
dicial el hecho concreto denunciado por 
Navarrete Vélez, o sea el caso de Pedro Al- 
varez, investigación que sirvió de base al 
juicio criminal que se tiene a la vista, que- 
dó constatado en los autos lo que sigue: 


a) Pedro Alvarez Centeno fué sorpren- 
dido por Francisco Zamora y Zamora 
cuando fué a buscarlo el primero para so- 
licitarle trabajo a principios del año de 
mil novecientos treinta y uno, con propo- 
nerle que se asegurara en la Confedera- 
ción del Canadá; oferta que rehusó al 
principio pero, que después aceptó contra- 
riando los consejos de su padre Miguel Al- 
varez, quien le advirtió no hacerlo, cuan- 
do le pidió su parecer. Fué así como en 
febrero de ese año lo buscó Navarrete y 
firmó la solicitud. Después de ésto ya no 
supo más ni recibió documento alguno y, 
en cambio asegura Alvarez que Zamora y 
Zamora le quitó la cantidad de DIEZ 
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QUETZALES. Este hecho lo declararon 
así los señores Alvarez cuando se les in- 
dagó, lo confirma lo dicho por Navarre- 
te y lo expuesto por Zamora y Zamora, 
quien se defiende inculpando o Herrerías, 
ya que sostiene que en todo obraba ins- 
tigado por éste, a quien tenía que obede- 
cer por temor a la justicia, desde el mo- 
mento en que estaba ya comprometido en 
otros fraudes y lo amenazaba con de- 
nunciarlo si no lo obedecía. Herrerías nie- 
ga tal especie. 


b) Ccmo la documentación que se en- 
vió a las oficinas principales de la Con- 
federación del Canadá se hallaban de en- 
tero acuerdo con las reglas de tal compa- 
ñía y, además la refrendaba la firma del 
gerente en esta Ciudad, se extendió la pó- 
liza original por CINCO MIL DOLARES, 
de que antes se ha hecho mención y. se re- 
mitió a la sucursal de que era gerente He- 
rrerías Escobar. En ella se instituía como 
beneficiario de Pedro Alvarez a su padre 
Miguel del mismo apellido. Todo ello cons- 
ta en los documentos que figuran en los 
autos. 


c) En el mes de julio de mil novecien- 
tos treinta y uno se hizo aparecer muerto 
en esta Ciudad al asegurado Pedro Alva- 
rez a consecuencia de fiebre perniciosa. 
Así consta en la partida de defunción ex- 
tendida por el Depositario del Registro 
Civil el catorce de julio del año indicado. 
Según dicho documento, el parte de la 
muerte lo dió Miguel Alvarez, en concep- 
to de padre del difunto, especificando que 
el médico asistente lo fué el Doctor A. 
Figueroa G. 


El mismo Miguel Alvarez y los herma- 
nos y demás familia del supuesto falleci- 
do participaron el infausto suceso, a la 
vez que invitaban para la conducción del 
cadáver al Cementerio General, por me- 
dio de las esquelas fechadas el nueve de 
julio de mil novecientos treinta y uno, que 
fueron impresas en la Tipografía El San- 
tuario, por orden de la Funeraria Ayala. 


d) Miguel Alvarez afirma que no inter- 
vino para nada en la supuesta muerte de 
su hijo Pedro del mismo apellido, puesto 
que de ello tuvo noticia hasta que lo cap- 
turaron. En cambio Antonio Narváez, 
chófer de Francisco Zamora y Zamora, 
sostiene que fué este sujeto quien le dió la 
documentación necesaria para ir al Regis- 
tro Civil e inscribir la defunción de Pe- 
dro Alvarez. No dice si en ese acto tomó 
el nombre de Miguel Alvarez, como reza 
la certificación obrante en autos; mas, es 
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de suponerse que así lo hizo, desde luego 
que el padre del supuesto muerto asevera 
que estaba ignorante de todo. 

e) Una vez inscrita la defunción, Zamo- 
ra y Zamora y Narváez pasaron a la Fu- 
neraria de Nicolás Ayala a comprar el 
ataúd necesario, así como para ordenar la 
facción de las esquelas correspondientes y 
alquilar los candelabros; en una palabra, 
todo lo indispensable para el velorio del 
presunto fallecido. Para las esquelas to 
maron el nombre de Miguel Alvarez. Es- 
te extremo lo confirman los dichos de Aya- 
la, Narváez y Zamora y Zamora; siempre 
sosteniendo este último que al obrar en 
esa forma sólo cumplía órdenes del ge- 
rente Hererías Escobar. 


f) Los habitantes de la casa número 


_ hoventa y nueve de la Segunda Avenida 
Sur de esta ciudad—que según las esque- 


las era la mortuoria—afirman que hace ya 
un plazo como de diez años que no se 
registra ninguna defunción en dicha vi- 
vienda; y mucho menos el nueve de julio 
de mil novecientos treinta y uno. La mis- 
ma afirmación hacen algunos vecinos de 
la residencia indicada. 

g) Pedro Alyarez dijo que no recibió 
ningún documento de los que firmó sin 
leerlos, por habérselos presentado Zamo- 
ra y Zamora; y mucho menos la póliza 
original del seguro, la que no sabía que 
existiera. El inspector Zamora y Zamora 
sostiene que la póliza correspondiente al 
citado Alvarez quedó en poder de Herte- 
rías. 

h) El doce de julio de mil novecientos 
treinta y uno, o sean tres días después de 
enterrado el presunto muerto, aparece Mi- 
guel Alvarez firmando la solicitud para 
que le fuera pagado el seguro de CINCO 
MIL DOLARES que había suscrito su hijo 
Pedro del mismo apellido, reclamación que 
hacía como padre y como beneficiario del 
asegurado. También con esa misma fecha 
firmó el formulario número uno, que lleva 
por título “DECLARACION DEL RECLA- 
MANTE”. En la misma fecha firmaron los 
señores Doctor Arturo Figueroa, Juan Es- 
paña, Nicolás Ayala Flores y Francisco Za- 
mora y Zamora, respectivamente, los for- 
mularios siguientes: “DECLARACION DEL 
MEDICO DE CABECERA”, “DECLARA- 
CION DE UN AMIGO”, “DECLARACION 
DEL AGENTE DE INHUMACIONES” y 
“DECLARACION RESERVADA DEL AGEN- 
TE”. 

Las firmas de los cuatro primeros docu- 
mentos mencionados, aparecen legalizadas 
por el Notario J. Juan Alvarez. Este facul- 


tativo hizo tales auténticas por una com- 
placencia con su amigo y compañero, el 
Licenciado Conrado Tercero, quien le su- 
plicó lo hiciera así por estar él inhabili- 
tado esos días, y, sin conocer a las perso- 
nas que le llevó en ese acto Zamora y Za- 
mora. El Notario Tercero confiesa ser cier- 
to lo afirmado por el Cartulario Alvarez, 
aseverando además que, su colega indica- 
do ni siquiera cobró los honorarios corres- 
pondientes a las auténticas, los que le ce- 
dió a él, por conocer la mala situación en 
que se hallaba. 


La documentación arreglada ya en la 
forma que se deja descrita, fué enviada 
por el gerente Hererías Escobar a las ofi- 
cinas principales de la “Confederación del 
Canadá” para los efectos consiguientes. 
Esta Institución la halló en debida regla, 
desde luego que se trata de documentos 
auténticos conforme a las leyes de Guate- 
mala, pues ignoraba que en ellos, o más 
bien dicho en los distintos documentos se 
había supuesto la intervención de perso- 
nas apócrifas, excepto la de Nicolás Aya- 


la Flores, quien sin embargo asegura que. 


no estuvo presente el Notario Alvarez, 
cuando legalizó su firma; la que le fué re- 
cogida por Zamora y Zamora, en el mo- 
mento de venderle la caja mortuoria, do- 
cumento que estaba en blanco. 


En vista de todo ello fué que la Confe- 
deración del Canadá libró el cheque nú- 
mero 452535, a cargo de THE ANGLO- 
SOUTH AMERICAN BANK LIMITED, a 
favor de Miguel Alvarez, padre del falle- 
cido Pedro del mismo apellido, por la su- 
ma de CINCO MIL DOLARES. Este che- 
que fué endosado por Herrerías y Francis- 
co Zamora y Zamora; y conforme a él se 
le hizo el pago al repetido Miguel Alvarez; 
quien asevera no haber recibido cantidad 
alguna y estar ignorante completamente 
de ese asunto. Zamora y Zamora afirma 
que al ser pagado el cheque en cuestión, 
le entregó los CINCO MIL DOLARES a He- 
rrerías, lo que niega este señor. 

i) En virtud de la denuncia que hicie- 
ra Navarrete a la Autoridad Judicial y de 
las diligencias practicadas al efecto, se or- 
denó la exhumación del supuesto cadáver 
de Pedro Alvarez; y, al practicarse esta 
diligencia en el Cementerio General, se 
encontró en la sepultura respectiva un 
ataúd que sólo contenía trozos de madera, 
virutas, y aserrín envuelto en trapos. Que- 
dó, pues, constatado que no hubo cadáver 
alguno y por ende descubierto el freude 
que se le hizo a la Confederación del Ca- 
nadá en el caso de Pedro Alvarez. y 


A 


234 GACETA DE LOS TRIBUNALES 


j) El hecho denunciado por Navarrete, 
sobre que Herrerías Escobar estuvo en la 
casa de Zamara y Zamora con el propósito 
de darle dinero, lo declara, además del 
repetido Navarrete, el testigo Alberto Cas- 
tillo; persona que se halla conforme con 
respecto al incidente habido a consecuen- 
cia de las fotografías aludidas y, en la en- 
trega de varios billetes de banco que le 
hiciera Herrerías al citado Zamora y Za- 
mora, sujeto que depone en el mismo sen- 
tido. Por otra parte, el gerente Herrerías 
Escobar confirma que sí estuvo en la vi- 
vienda referida; pero no con el fin de 
entregarle dinero a Zamora y Zamora pa- 
ra que se ausentara del país, sino de fa- 
cilitarle la suma que éste le pidiera en ca- 
lidad de préstamo. Niega que él haya en- 
viado a Navarrete a buscar a Zamora y 
Zamora al punto en donde se refugiaba, 
con el propósito de conminarlo para que 
saliera de Guatemala durante algún tiem- 
po. El testigo Jorge Herrera acompañó 
a Herrerías a la morada de Zamora y Za- 
mora, mas no entró. 


El hecho aludido ocurrió cuando ya se 
había iniciado una investigación extraju- 
dicial con respeto a los sucesos que son 
objeto de este proceso. A raíz de la visí- 
ta indicada, salió del país Zamora y Za- 
mora, quien fué capturado a los pocos días 
en la ciudad de Puntarenas, Costa Rica, en 
virtud de las órdenes libradas por la au- 
toridad competente que entró al conoci- 
miento del asunto. Zamora y Zamora al 
ser indagado con relación a ese hecho, ma- 
nifestó ser cierto lo afirmado por Nava- 
rrete y el testigo Castillo. 


PS. a 


El nueve de marzo de mil novecientos 
treinta y dos declaró Ventura Eduardo Ya- 
quián, ante la autoridad judicial: que, el 
veintidós de octubre de mil novecientos 
treinta y uno le solicitaron Amparo Pa- 
lacios y Antonio Narváez una pieza de la 
casa número cincuenta y tres de la vein- 
te calle poniente de esta ciudad para ve- 
lar un difunto que sería llevado de un día 
a otro; a lo que accedió en vista de que 
tales personas ya habían habitado antes 
su repetida casa. El veinticuatro de ese 
mes le pagaron CIENTO CINCUENTA PE- 
SOS como alquiler del cuarto y, como a las 
veinte horas y media, llevaron el cadáver 
con el fin indicado. 

Investigado este hecho, resultó lo si- 
guiente: 

a) Amparo Palacios y su concubino An- 
tonio Narváez, confesaron que, Zamora y 


S 
Zamora los comprometió a buscar el sitio 
de referencia para el velorio de Pablo Gar- 
cía, y, para los gastos consiguientes en- 
tregó a la Palacios la suma de DIEZ 
QUETZALES. En la fecha indicada se tu- 
vo un ataúd conteniendo maderas y tie- 
rra, en la casa de que se ha hecho méri- 
to, y se hizo el aparato de que realmente 
se tenía en velación al supuesto cadáver de 
Pablo García, féretro que fué llevado en 
un caruaje por Zamora y Zamora y otras 
personas, entre las que se hallaba un hom- 
bre ya entrado en años, de origen salvado- 
reño o nicaragúense, quien se hacía pasar 
como padre del fallecido y, además llevó 
los documentos necesarios para el entie- 
rro. En la caja no había ningún cadáver. 
Y, a las diez horas del día siguiente salió 
el cortejo fúnebre en un carro de prime- 
ra, con dirección al Cementerio General, 
en donde se le dió sepultura. 


b) A las once horas del veinticuatro de 
octubre de mil novecientos treinta y uno, 
Francisco Zamora y Zamora le entregó a 
Narváez unos papeles para que fuera al 
Registro Civil a inscribir la defunción de 
Pablo García; y, con la boleta que le die- 
ron «en dicha oficina fué con Zamora y 
Zamora a la funeraria de Flores Ayala a 
comprar la caja y demás enseres necesa- 
rios para el entierro, sufragando todos los 
gastos Zamora y Zamora. En ese acto le 
fué recogida a Fiores Ayala la firma que 
puso en el documento en blanco que para 
el efecto llevaba el repetido Zamora y Za- 
mora. 


Según el dicho del propietario de la fu- 
neraria indicada, con todo lo necesario pa- 
ra el entierro, le entregó a Narváez cin- 
cuenta esquelas participando la defunción 
de Pablo García, por todo lo que le pagó 
al contado la suma de NOVECIENTOS 
TREINTA PESOS BILLETES. Y, como a las 
dieciocho horas volvió Nafváez para lleyar- 
se en un carruaje la caja, los candeleros y 
las candelas para la velación del cadáver. 


Zamora y. Zamora está conforme en to- 
do lo manifestado por la Palacios, Nar- 
váez y Ayala Flores; pero siempre indi- 
cando que obraba con instruccines de He- 
rrerías Escobar. 


En vista de las diligencias practicadas 
con motivo de ese caso, con todas las for- 
malidades de ley se llevó a cabo en el Ce- 
menterio General la exhumación de Pablo 
García; y, en el ataúd respectivo no se 
encontró cadáver alguno, sino simplemen- 
te adobes, tierra y trapos, según lo cons- 
tató el juez comisionado para ese efecto, 


id 
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c) Francisco Zamora y Zamora confiesa: 
que, Herrerías Escobar le entregó ya lleno 
el formulario para el aseguro de Pablo 
García por la suma de QUINCE MIL DO- 
LARES y, posteriormente, otro por DIEZ 
MIL DOLARES, documentos que él se li- 
mitó a firmarlos como agente. Luego, por 
orden del repetido Herreías llevó a un des- 
conocido a la clínica del doctor Antonio G. 
Valdeavellano, para que, haciéndose pasar 
como Pablo García lo reconociera este fa- 
cultativo. Una vez firmado el formulario 


respectivo, lo pasó al doctor Eduardo Li- 


zarralde, quien también lo signó, en vista 
de que ya lo había autorizado con su firma 
el doctor Valdeavellano. Ambos médicos 
están conformes en lo manifestado por 
Zamora y Zamora y, además aseguran que 
por conocer perfectamente al citado agen- 
te de la Confederación del Canadá, ellos 
no tenían reparo alguno en reconocer a las 
personas que éste les llevaba con tal ob- 
jeto, desde luego que esa era su misión 
con respecto a la compañía aseguradora. 


d) Arreglada la documentación que se 
deja mencionada en el punto anterior, so- 
licitud que también refrendó con su fir- 
ma el gerente Herrerías, fué remitida por 
este a las oficinas principales de la “Con- 
federación del Canadá”. Esta Institución, 
en vista de ella, emitió las pólizas núme- 
ros 58155 y 388269, respectivamente por las 
sumas de QUINCE MIL y DIEZ MIL DO- 
LARES. De la primera consta que la be- 
neficiaria era Cornelia García, madre 
del asegurado, y de la segunda el socio del 
mismo, José de igual apellido, quien a la 
vez era su tío. Según los recibos que apa- 
recen firmados por Pablo García, ambas 
pólizas originales las recibió este señor el 
veintidós de septiembre de mil novecien- 
tos treinta y uno. 


e) La partida de defunción que obra en 
los autos hace constar que Pablo García 
falleció en esta ciudad a las cuatro horas 
del día veinticuatro de octubre de mil no- 
vecientos treinta y uno, (treinta y dos días 
después de que recibió las pólizas origina- 
les) a consecuencia de erisipela, según in- 
forme del doctor José A. Bernard. El par- 
te de la defunción lo dió al Registro Civil 
Antonio Narváez. 

Con este documento, los beneficiarios 
presentaron su reclamo a la “Confedera- 
ción del Canadá”, para lo que firmaron los 
formularios que llevan por título “DECLA- 
RACION DEL RECLAMANTE”, la señora 
Cornelia García el veintisiete de octubre 
de mil novecientos treinta y uno, y José del 
mismo apellido al día siguiente. El for- 
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mulario número dos llamado “DECLARA- 
CION DEL MEDICO DE CABECERA”, apa- 
rece firmado el veintisiete de octubre por 
el doctor José A. Bernard; el titulado “DE- 
CLARACION DE UN AMIGO” en igual fe- 
cha lo signó Manuel Estrada; el corres- 
pondiente a la “DECLARACION DEL 
AGENTE DE INHUMACIONES”, aparece 
autorizado con la firma de Nicolás Ayala 
Flores el mismo día veintisiete de octu- 
bre; y el número cinco o sea, la “DECLA- 
RACION RESERVADA DEL AGENTE” la 
firmó Francisco Zamora y Zamora, tam- 
bién el veintisiete de octubre del mismo 
año. 

Las firmas que cubren los cuatro prime- 
ros formularios, fueron autenticadas por 
el Notario Encarnación Mazariegos L. por 
complacer a su jefe, el licenciado Ramiro 
Fonseca Palomo, a quien se los llevó ya 
listos con tal fin Francisco Zamora y Za- 
mora, como lo confiesa este sujeto, aseve- 
rando siempre que lo hizo así por orden de 
Herrerías. El Cartulario Fonseca, también 
está conforme en que le suplicó al Licen- 
ciado Mazariegos L., que hiciera esas au- 
ténticas, por ser él Magistrado del Tribu- 
nal de lo Contencioso Administrativo. La 
firma de José García puesta en el formu- 
lario número uno correspondiente a él, la 
autenticó el Notario Conrado Tercero. 


Todas estas firmas, con excepción de la 
de Nicolás Ayala Flores son apócrifas: 
siendo falsificada la que corresponde al 
doctor José A. Bernard, falsificación que 
también se hizo de su sello, como se esta- 
bleció de una manera perfecta en los au- 
tos. En consecuencia los notarios legali- 
zantes fueron sorprendidos por Francisco 
Zamora y Zamora, desde luego que auten- 
ticaron firmas de personas que no estu- 
vieron presentes en ese acto; hecho que 
confiesa el citado Zamora y Zamora, pero 
siempre inculpando de ello a Herrerías. Y 


f) Lista la documentación a que se hace 
referencia en el punto anterior, fué envia- 
da por la gerencia de la sucursal estable- 
cida en esta ciudad a las oficinas princi- 
pales de “La Confederación del Canadá”. 
La Institución aludida, después de estu- 
diarla como corresponde la encontró con- 
forme; y por ello, fueron librados los che- 
ques números 452549 y 452547 por las su- 
mas de QUINCE MIL y DIEZ MIL DOLA- 
RES, a favor de Cornelia García y de José 
del mismo apellido, respectivamente, co- 
mo beneficiarios del asegurado Pablo Gar- 
cía y, a cargo de THE ANGLO SOUTH 
AMERICAN BANK LIMITED. Los dos che- 
ques mencionados fueron endosados por 
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Herrerías y Zamora y Zamora y, pagados al 


último; quien entregó el dinero a Herrerías, 


según lo manifiesta en su declaración in- 
dagatoria. 


Fernando J. Herrerías Escobar niega to- 


do lo aseverado por Francisco Zamora y 
Zamora. 


En esa forma se consumó la estafa de 
que fué víctima la “Confederación del Ca- 
nadá”, en lo tocante al caso de Pablo Gar- 
cía. 


— 1I — 


En virtud de lo declarado por los seño- 
res Eduardo Arturo Lawson y Ramiro Gu- 
tiérrez comenzó la investigación corres- 
pondiente al caso de José M. Arriola en 
el Juzgado 20. de Paz de esta ciudad, el 
veintitrés de marzo de mil novecientos 
treinta y dos. 


En dicha investigación judicial quedó 
constatado lo que sigue: 

a) El veintinueve de octubre de mil no- 
vecientos treinta y uno, como entre las 
diecisiete y las dieciocho horas, llegaron 
Navarrete y Zamora y Zamora a la fune- 
raria de Ramiro Gutiérrez a encargarle un 
servicio consistente en una caja de pino, 
un carro fúnebre de primera, sencillo, cua- 
tro candeleros y cincuenta esquelas para 
el entierro de José M. Arriola C., siendo la 
casa mortuoria la número treinta y dos de 
la diecinueve calle poniente de esta ciu- 
dad. Ninguno de los solicitantes firmó el 
pedido, porque fué pagado al contado. Al 
preguntarles él, o sea Gutiérrez el sitio 
donde estaba el muerto para mandar los 
útiles comprados, le contestaron que no lo 
hiciera así, pues ellos mandarían a reco- 
gerlos; como en efecto llegó un individuo 
media hora más tarde a llevárselos en un 
carruaje. Navarrete Vélez dijo que real- 
mente acompañó a Zamora y Zamora en 


la fecha indicada; pero que fué este suje-. 


to quien solicitó todo el servicio a Gutié- 
rrez. Zamora y Zamora, también asiente 
en ello, pero disculpándose en que proce- 
día de orden de Herrerías. Asímismo ma- 
nifestó que Antonio Narváez era el encar- 
gado de simular los entierros, para lo que 
recibía de Herrerías en cada caso, la suma 
de CIENTO TREINTA QUETZALES. 


Narváez, en este suceso manifiesta que 
su única intervención fué la de conseguir 
la pieza en que se iba a verificar el velo- 
rio de Arriola; y que tenía idea de que es- 
ta vez, fué Julio Amaya quien dió el parte 
respectivo al Registro Civil por recomen- 
dación de Zamora y Zamora. 


Según la esquela que obra en los autos, 
el entierro de José M. Arriola C., se efec- 
tuó en el Cementerio General a las diez 
horas del día treinta de octubre de mil no- 
vecientos treinta y uno, saliendo el corte- 
jo fúnebre de la casa mortuoria, ubicada 
en la diecinueve calle Poniente de esta 
ciudad y marcada con el número treinta 
y dos. 

En vista de lo actuado en ese proceso, 
se ordenó la exhumación del supuesto ca- 
dáver, diligencia que practicó el Juez co- 
misionado para ese efecto, una vez locali- 
zada la sepultura en que, en el registro 
del Cementerio General aparecía enterra- 
do. El resultado fué como el de los casos 
anteriores, pues, el ataúd extraído, sólo 
contenía adobes y brines. . 

La partida de defunción respectiva, reza 
que, José M. Arriola C. murió a las cator- 
ce horas del'día veintinueve de octubre 
de mil novecientos treinta y uno en la ca- 
sa número treinta y dos de la diecinueve 
calle poniente de esta ciudad, a conse- 
cuencia de peritonites por abceso, según 
informe del doctor José María Duarte. El 
mismo documento especifica que el parte 
lo dió al Registro Civil, Julio Amaya. 

b) Enrique Forno fué el agente que in- 
tervino para asegurar a José M. Arriola 
Cabrera, agente que, al ser indagado ma- 
nifestó: que Francisco Zamora y Zamora 
lo sorprendió llevándolo a su propia ofi- 
cina con el fin de que firmara el formu- 
lario correspondiente al seguro que solici- 
taba Arriola Cabrera, documento que ya 
tenía escrito y con la firma de este suje- 
to. Para decidirlo a ello, el repetido Za- 


mora y Zamora le aseveró que lo hacía * 


para ayudarlo en vista de su mala situa- 
ción económica, desde luego que con ese 
negocio recibiría la primera comisión y, 
que él, era quien había asegurado al ci- 
tado Arriola Cabrera. Así fué como firmó 
el formulario respectivo, en presencia de 
Berta Juárez, persona que confirma lo ex- 
puesto por el agente. Luego Zamora y Za- 
mora lo comprometió a firmar un recibo 
en el que hacía constar que recibió su co- 
misión, lo que no era cierto; pero, pasa- 
dos dog meses, lo llamó Herrerías a su des- 
pacho para indicarle que Arriola Cabrera 
ya tenía pagado el total de la primera 
prima y, en ese acto le canceló lo que le 
correspondía, quitándole un anticipo de 
CINCUENTA QUETZALES que le hiciera 
muy bondadosamente cuando entró como 
agente de la Confederación del Canadá, 
recalcándole con marcada insistencia que 
era un favor especial que le hacía, ya que 


e + 
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a y ningún agente le anticipaba cantidad 

- alguna. Cuando Zamora y Zamora le con- 

16 el fallecimiento del asegurado, acudió 
a la gerencia a reclamar la comisión que 
le correspondía por el segundo semestre; 
mas, Herrerías le respondió que ya esta- 
ba pagado todo el seguro a la beneficiaria 
y que no se le descontó ninguna suma, 
porque era prohibido. Y, por último, al 
hablar con los señores Wilson y Lawson 
acerca de la comisión que pe le debía, ta- 


les personas le manifestaron que se tra- 
taba de un fraude hecho a la Compañía. 


La solicitud aludida fué firmada el on- 
ce de mayo de mil novecientos treinta y 
uno, la primera parte, por Forno y Arrio- 
la Cabrera, y el cuestionario correspon- 
+ diente al agente, por el citado Forno y por 

el gerente Herrerías; y la segunda parte 

por el doctor Eduardo Lizarralde, médico 
que practicó el reconocimiento del asegu- 
rado, y por éste también. 

El Doctor Lizarralde, como en los ca- 
sos anteriores, examinó al individuo que le 
presentó para es fin el agente Zamora y 
Zamora, dándole el nombre de José M. 
Arriola Cabrera; con lo que está confor- 
me el repetido Zamora y Zamora. 

Llenado el expediente respectivo con re 
lación al seguro solicitado por José M. 
Arriola Cabrera, fué enviado por la ge- 
rencia de esta Ciudad a las oficinas prin- 
cipales de la “Confederación del Canadá”, 
Compañía que en vista de él emitió la pó- 
liza original número 388731, por valor de 
QUINCE MIL DOLARES, siendo beneficia- 
ria Ramona Pérez, madre del asegurado; 
y la remitió a sus oficinas establecidas en 

- esta Ciudad, de la que era gerente Herre- 
rías. 

. Francisco Zamora 'y Zamora, confiesa 
ser cierto lo aseverado por el agente For- 
no. agregando que en este caso también 
fué un instrumento de Herrerías Escobar; 
todo lo que niega este último. 

Cc) El cuatro de noviembre de mil nove- 
cientos treinta y uno, o sea a los seis días 
del fallecimiento de José M. Arriola Ca- 
brera, presentó su reclamación la benefi- 
ciaria Ramona Pérez a la sucursal de la 
Confederación del Canadá, establecida en 
esta Ciudad. Con ese fin fueron llena- 
dos los cinco formularios que son de ri- 
gor para tales casos, por las personas si- 
guientes: Ramona Pérez, nombre supues- 
to, pues no existe ninguna que así se lla- 
me; el doctor José María Duarte como 
médico de cabecera, a quien en forma bas- 
tante burda se le falsificó su sello y fir- 
ma, como se justificó de una manera ple- 
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na en los autos; por Horacio Cerna, co- 
mo amigo. Este nombre también es su- 
puesto por no existir ningún individuo 
que lo lleve; por Ramiro Gutiérrez, due- 
ño de la Funeraria de su nombre, a quien 
Zamora y Zamora le pidió una firma en 
blanco en el momento de comprarle la ca- 
ja para el entierro, como se justifició en 
los autos también; y el agente Zamora y 
Zamora firmó el último formulario, o sea 
la “DECLARACION RESERVADA DEL 
AGENTE”. 


El Notario Conrado Tercero, también es- 
ta vez fué sorprendido por Francisco Za- 
mora y Zamora para lograr que autenti- 
cara las firmas referidas en el párrafo an- 
terior; lo que hizo este Cartulario dando 
fé de conocer a personas que no existían 
y que no firmaron en su presencia. Ello 
consta en autos por la confesión de Za- 
mora y Zamora, quien siempre se disculpa 
indicando que cumplía instrucciones de 
Herrerías. 


Todos estos formularios, así como los 
otros documentos necesarios, los envió la 
oficina que representaba en esta ciudad 
Fernando J. Herrerías, a las principales de 
la “Confederación del Canadá”. La indi- 
cada Institución en vista de ellas, extendió 
el cheque número 452550 por QUINCE MIL 
DOLARES a cargo del THE ANGLO SOUTH 
AMERICAN BANK LIMITED y a favof de 
la beneficiaria Ramona Pérez. Este che- 
que fué endosado por Herrerías y pagado 
a Zamora y Zamora a su presentación, 
quien según asevera le entregó el dinero a 
Fernando J. Herrerías Escobar. Este sos- 
tiene que no es cierto, pues le fué pagado 
a la beneficiaria. Y 

d) José Miguel Arriola Cabrera fué pues- 
to a disposición de la autoridad judicial 
por la Dirección de Policía el ocho de 
abril de mil novecientos treinta y dos y, 
al ser indagado expuso: que en ocasión 
de que trabajaba como caporal en el Hos- 
pital Militar tuvo oportunidad de tratar a 
Francisco Zamora y Zamora, quien con al- 
guna frecuencia llegaba a colocar pólizas, 
entendiéndose con el secretario, practican- 
tes y algunas veces con el doctor Padilla 
y Padilla. Zamora y Zamora estuvo ins- 
tándolo para que se asegurara, invitación 
que él declinaba siempre por carecer de 
fondos para pagar las primas crecidas que 
cobraban, no obstante que Zamora y Za- 
mora quería convencerlo diciéndole que él 
pondría el dinero, y así no le costaría na- 
da el seguro. Al fin, como en el mes de 
agosto de mil novecientos treinta y uno y 
en vista de la insistencia de Zamora y 
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Zamora le firmó un formulario en blanco 
para solicitar el seguro, así como tam- 
bién un papel en que se daba por recibido 
de una póliza, documento que también no 
tenía nada escrito, sino sólo lo impreso. 
Pasado algún tiempo se encontró con el 
repetido Zamora y Zamora en la calle y le 
refirió que no había dado ningún resul- 


tado su solicitud y, por consiguiente, que - 


no había nada de lo dicho. Después de 
ésto volvió a su pueblo en donde fué cap- 
turado, sin que él tuviera noticia alguna 
de lo que hicieran con las firmas en blan- 
co que prestó. Asegura que no conoce a 
Ramona Pérez ni sabe quién es, y mucho 
menos que haya recibido documento de 
ninguna clase, ni dinero por prestarse a 
la farsa de su muerte, pues repite que tu- 
vo conocimiento de ello hasta que lo tra- 
jeron a esta capital. Y finalmente dice 
que a Herrerías lo conoció hasta en la Pe- 
nitenciaría Central. 

Zamora y Zamora sigue inculpando a 
Herrerías en todo lo tocante al caso de 
Arriola Cabrera, al admitir su responsa- 
bilidad en ese asunto. 

Lo relacionado pone de manifiesto la 
manera de cómo se estafó a 1a “Confede- 
ración del Canadá” la cantidad de QUIN- 
CE MIL DOLARES en lo referente al ca- 
so de José M. Arriola Cabrera. 


e a 


El treinta de Marzo de mil novecientos 
treinta y dos, Arturo Eduardo Lawson, su- 
perintendente de la “Confederación del 
Canadá” en esta República, dió parte al 
Juez 20. de Paz de la comisión de otra es- 
tafa en lo relacionado al caso de Juan Ló- 
pez. io 

Al ser desarrollado el proceso consi- 
guiente, se puso de manifiesto lo que a 
continuación se consigna: 

a) El veintinueve de septiembre de mil 
novecientos treinta, Juan López firmó una 
solicitud de seguro a la “Confederación 
del Canadá”, por la suma de DIEZ MIL 
DOLARES, designando como beneficiaria 
a su señora madre, Magdalena del mismo 
apellido. 
del agente Zamora y Zamora y del geren- 
te general en Guatemala, Fernando J. He- 
rrerías Escobar. 

El reconocimiento médico lo hizo el Dr. 
Eduardo Lizarralde en igual fecha a soli- 
citud del agente Zamora y Zamora, quien 
para ese efecto llevó al asegurado. : 

b) Francisco Zamora y Zamora confesó: 
que Fernando J. Herrerías le dió la solici- 
tud escrita y firmada ya por Juan López, 
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-dividuo para que lo llevara a donde el doc- 


Esta solicitud tiene las firmas. 


para que él también la signara en cali- 
dad de agente, lo que hizo en virtud de 
que hasta en esa época se estaba inician- 
do en su empleo. Al día siguiente de 'és- 
to, Herrerías Escobar le presentó a un in- 


tor, diciéndole que se llamaba Juan López, 
a lo que accedió, porque tratándose del 
gerente no abrigaba desconfianza alguna. 
Pasado un tiempo, regresó de El Canadá la 
póliza original número 373898 por DIEZ 
MIL DOLARES, en la que se designaba co- 
mo beneficiaria a Magdalena López, ma- 
dre del asegurado Juan del mismo apelli-- 
do; póliza que el gerente Herrerías puso 
en vigor inmediatamente. : 

El doctor Lizarralde, confirmó lo expues- 
to por Zamora y Zamora, con respecto al 
individuo que le llevó para su reconoci- 
miento, diciéndole que se llamaba Juan 
López. 

Herrerias y Escobar, en cambio niega lo 
aseverado por el agente Zamora y Zamo- 
ra. 

c) Con motivo del asalto que se le hizo 
a la Casa Presidencial por las fuerzas al 
mando del general Manuel Orellana en la 
tarde del dieciséis de diciembre de mil no- 
vecientos treinta, en la refriega consi- 
guiente, fueron heridos el Capitán Adán 
de León, Subteniente Felipe Orellana, Ca- 
bo Gabriel Paz, soldados Inés Alonzo, Eve- 
rardo Castellanos, Diego Sís, Rosendo Ma- 
quín, Francisco Escobar y Fidel E. Zeceña, 
quienes esa misma tarde ingresaron al 
Hospital Militar de orden de sus jefes res- 
pectivos. De todos ellos, solamente falle- 
ció en el Establecimiento indicado el sol- 
dado Everardo Castellanos a consecuencia 
de peritonitis por las heridas penetrantes 
del abdómen, que sufrió, suceso acaecido 
el veintidós de diciembre del mismo año. 

d) La inspección ocular que se practicó 
en el libro de registro de enfermos del 
Hospital Militar, puso en evidencia: que 


“en el folio trecientos cuarenta y tres apa- 


rece sobre el primer renglón y entre líneas 
el nombre de Juan López, servicio C. Fe- 
cha de entrada, 16 Dic. Fecha de salida, 
22-12-30, resultado: grave, diagnóstico: 
herida por arma de fuego, grado: parti- 
cular, cuerpo: Guardia de Honor. 

La partida transcrita parece que fué 
asentada sobre la que corresponde al in- 
egreso del Capitán Cecilio Morales, quien 
fué remitido por la Comandancia de Ar- 
mas el quince de diciembre, y la de Juan 
López se halla puesta con fecha dieciséis 
del mismo diciembre. Sigue indicando el 
acta de la inspección ocular que, al bus- 
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| A en las paletas de movimiento de en- 

ermos en los archivos respectivos, no apa- 
recieron las correspondientes a Juan Ló- 
sed: siendo de notarse que la partida del 
repetido López fué intercalada con poste- 
rioridad maliciosamente. 


El Coronel M. Evaristo Orozco C., en 
concepto de Jefe de la' Guardia de Honor 
certificó el veintiséis de diciembre de mil 
novecientos treinta que, con motivo de la 
refriega del dieciséis de ese mismo mes y 
año fué herido en la Plaza de Armas, Juan 
López; y, que de orden de ese Cuerpo 
se le remitió al Hospital Militar en igual 
fecha. Francisco Zamora y Zamora con- 
fiesa que, por mandato de Herreías Esco- 
bar fué a la Guardia de Honor a recoger 
la firma del Coronel Orozco C., en el pa- 
pel que ya le dió escrito el Gerente Herre- 
rías para ese efecto. También dice que, 
a continuación se dirigió al Hospital Mi- 
litar con el fin de recibir del Secretario 
de dicho Establecimiento, Mayor Armando 
Celada C., la constancia en que certifica 
el ingreso del repetido López remitido por 
la Guardia de Honor, y su fallecimiento a 
causa de peritonitis causada por herida 
penetrante del abdómen. Estos documen- 
tos figura en los autos. 

e) En el juicio criminal se halla esta- 
blecido de manera plena que, el único he- 
rido que murió de los ingresados el dieci- 
séis de diciembre de mil novecientos trein- 
ta, fué el soldado Everardo Castellanos, 
quien presentaba lesiones penetrantes del 
abdómen y perforaciones que fueron su- 
turadas' el mismo día de su ingreso. El 
fallecimiento fué debido a la peritonitis 
que se le sobrevino, el veintidós del mis- 
mo mes. 

Í) No existe prueba plena del ingreso 
del repetido Juan López al Hospital Mili- 
tar, no obstante la partida alterada en 
el libro de registro de entradas que se lle- 
va en dicho Establecimiento, en la que 
aparece intercalado el nombre de la in- 
dicada persona; y, pese también, a los do- 
cumentos extendidos por el Mayor Celada 
C. y el coronel Orozco C.; quienes para el 

. efecto de extenderlos, fueron sorprendidos 

- por Zamora y Zamora, ejecutor de órde- 
nes de Herrerías, según manifiesta. Por 
ese motivo, se les enjuició a los dos cer- 
tificantes. 

g) El doctor Rafael Leal, asímismo fué 
sorprendido para certificar la causa del 
fallecimiento de Juan López; lo que hizo 
en la creencia de que así se llamaba el 

— soldado Everardo Castellanos que fuera 
operado seis días antes en el propio Hos- 


Ci 
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pital, de donde es médico y cirujano; y 
por la circunstancia además, de que al 
Operar a dicho soldado no sabía su nom- 
bre, el cual, como era natural constaba 
en los registros respectivos que son a car- 
go del Secretario. Por esa razón firmó el 
certificado haciendo constar la causa del 
fallecimiento del individuo operado por 
él. 

h) Obtenido el atestado anterior, llegó 
Antonio Narváez al Registro Civil, con el 
fin de asentar la partida de defunción de 
Juan López, lo que en efecto hizo. 

Asímismo existe constancia auténtica 
en los autos de que el veintitrés de di- 
ciembre de mil novecientos treinta, el Hos- 
pital Militar solicitó al Servicio Fúnebre 
una sepultura gratis en el suelo para en- 
terrar el cadáver de Juan López, fallecido 
en dicho Establecimiento a consecuencia 
de peritonitis, sepultura que fué concedi- 
da. 

En la_misma fecha veintitrés de diciem- 
bre hicieron circular esquelas, por las que 
la madre y demás parientes de Juan Ló- 
pez participaban su fallecimiento y, a la 
vez invitaban para el entierro, el día si- 
guiente a las nueve horas. 


i) Sin embargo de lo expuesto en los 
puntos anteriores, consta en autos de un 
modo fehaciente que, en el Cementerio Ge- 
neral no se efectuó el enterramiento de 
Juan Lópz, ni en la fecha indicada ni en 
las próximas, así como también que, el 
cadáver no fué sacado de la Ciudad con 
dirección a otra población de la Repú- 
blica, ni del exterior. Además, ya se di- 
jo que, fuera del asiento alterado en el 
libro de registro de enfermos que se lleva 
en el Hospital Militar, no consta en nin- 
guno de los otros el ingreso, muerte y sa- 
lida del cadáver del citado López. sino 
tan sólo el del soldado Castellanos que fué 
el único muerto de los heridos entrados 
el dieciséis de diciembre del año aludido. 

j) Obtenida la partida de defunción de 
Juan López, se dió comienzo a las gestio- 
nes necesarias para alcanzar el pago de 
la póliza que se deja mencionada; para 
lo que, la madre del supuesto fallecido, 
Magdalena López—mujer que no existe, 
como se halla justificado en autos—firmó 
el formulario número uno. Para el nú- 
mero dos, o sea el correspondiente a la 
Declaración del Médico de Cabecera, se 
sorprendió de nuevo al doctor Rafael Leal 
h., quien puso su firma en la creencia de 
que se trataba del soldado que operara 
dias antes en el Hospital Militar. El for- 
mulado siguiente, “Declaración de un ami- 
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go”, lo signó Rodolfo Membreño—nombre 
supuesto también—como en casos anterio- 
res. La “Declaración del agente de Inhu- 
maciones” la autorizó Nicolás Ayala Flores 
con su firma, la cual le fué solicitada por 
Zamora y Zamora y Narváez, quienes una 
vez más lo sorprendieron para ello. Y, el 
último formulario lo firmó Francisco Za- 
mora y Zamora. Este individuo volvió a 
sorprender al Notario Conrado Tercero, 
para el efecto de las auténticas, pues le- 
galizó las firmas de los autorizantes de 
los documentos aludidos, sin tenerlos pre- 
sentes; como lo confiesa el repetido Za- 
mora y Zamora. 


 Arreglada la documentación necesaria 
para el pago del seguro, fué enviada por 
las oficinas de la Confederación del Ca- 
nadá de esta ciudad, a las principales. Y, 
como la Institución indicada las hallara 
buenas, libró el cheque del caso, por la 
suma de DIEZ MIL DOLARES, a cargo del 
Anglo South American Bank Limited y a 
favor de Magdalena López, madre del ase- 
gurado, Juan del mismo apellido. Este 
documento, como los otros similares, fué 
endosado por el gerente Herrerías y paga- 
do a Francisco Zamora y Zamora, quien 
dice le entregó el dinero cobrado, al repe- 
tido Herrerías. Y 


k) Lograda la captura de Juan Heliodo- 
ro López Reyes, quedó puesta en evidencia 
la absoluta inculpabilidad de este señor en 
el hecho de que se ha venido tratando en 
este punto; y, asimismo, se demostró que, 
tanto el asegurado Juan López, como la 
beneficiaria Magdalena del mismo apelli- 
do y, Rodolfo Membreño son nombres su- 
puestos por los culpables de la estafa de 
DIEZ MIL DOLARES, de que fué víctima 
la Confederación del Canadá en este caso. 


o 


Para la estaía de DIEZ MIL DOLARES 
que se le hizo a la “Confederación del 
Canadá” con la supuesta muerte de Javier 
Domínguez Moreno, los culpables emplea- 
ron exactamente el mismo procedimiento 
que en los anteriores, los cuales se dejan 
relatados. 

Es decir: Zamora y Zamora comenzó por 
ganarse la confianza y luego la amistad 
del citado Javier Domínguez Moreno, in- 
dividuo que reside en una casita de su 
propiedad ubicada en la segunda avenida 
de Chinautla de esta ciudad y marcada con 
el número ocho. Cuando creyó llegado el 
momento oportuno le propuso que tomara 
un seguro de vida en la compañia de que 


él era agente. Domínguez Moreno, en vis- 
ta de sus escasas posibilidades, desde el 
principio declinó la proposición que le hi- 

ciera el repetido Zamora y Zamora; mas, 
al fin se vió compelido a acceder, por la 
mucha insistencia que para ello puso el 
agente asegurador, tanto más que le hizo 
ver que no tendría que pagar absoluta- 
mente cantidad alguna, puesto que Zamo- 
ra y Zamora sufragaria todos los gastos. 


Asi fué como con fecha veintiuno de 
abril de mil novecientos treinta y uno, el 
citado Javier Domínguez Moreno firmó la 
solicitud correspondiente que le fuera en- 
viada por Zamora y Zamora con el agente 
José Gordillo, que es quien autoriza jun- 
to con el gerente Herrerías el indicado 
formulario. Luego arreglado el expedien- 
te, en el que iba también el formulario que 
llenó el Doctor Eduardo Lizarralde al re- 
conocer a Domínguez Moreno a solicitud 
del agente Gordillo, quien para el efecto, 
la gerencia lo remitió a las oficinas prin- 
cipales de la compañía, la que en vista de 
él emitió la póliza original número 384515 
por la suma de DIEZ MIL DOLARES. En. 
dicho documento se instituía como bene- 
ficiaria a la esposa del asegurado, Con- 
cepción de Domínguez Moreno. Del recibo 
de esta póliza aparece una constancia sin | 
fecha firmada por Javier Domínguez en 
esta ciudad. Mas, según declaración de 
este señor, él jamás la recibió, ni volvió 
a saber si estaba asegurado o no. 


Finalmente el veintisiete de junio de mil 
novecientos treinta y uno llegó Manuel 
Rangel al Registro Civil a dar parte de que 
Javier Domínguez Moreno había fallecido 
el día anterior a las quince horas en la 
casa número cuarenta y seis de la Calle 
Real de La Libertad, a consecuencia de 
congestión pulmonar, como lo certificaba 
el doctor Manuel Téliez. Está probado en 
los autos de una manera completa que no 
existe ningún doctor de ese nombre en la 
República, y por consiguiente que tanto 
el sello como la firma correspondiente a 
él son falsificados. A este respecto, hay 
que hacer notar la insistente acusación 
que Zamora y Zamora ha mantenido con- 
tra Herrerías Escobar acerca de que este 
último mandaba a fabricar sellos de mé- 
dicos y abogados para utilizarlos en los 
casos que fueran necesarios, lo que hacía 
por medio de Antonio Narváez. Este su- 
jeto confiesa que en varias ocasiones fué 
a ordenar la facción de algunos sellos, pe- 
ro mandado por Zamora y Zamora. Herre- 
rías Escobar ha rechazado todas las acu- 
saciones del ex-inspector general de agen- 


| 


tes de la “Confederación del Canadá”, o 
lo que es lo mismo, el tantas veces citado 


- Zamora y Zamora. 


ds. 


Manuel Rangel fué enviado al Registro 
Civil por su patrón Nicolás Ayala Flores, 
quien de buena fé mandó a su empleado 
a dar ese aviso, porque a su vez fué sor- 
prendido por Francisco Zamora y Zamo- 
ra y Antonio Narváez al llegar a encargar- 
le todo lo necesario para el entierro de 
Javier Domínguez Moreno, incluso las es- 
quelas respectivas, para lo cual le dieron 
los datos necesarios y le mostraron la 
constancia del supuesto doctor Téllez. El 
pago de todo el servicio lo hizo al contado 
Zamora y Zamora, y como en casos ante- 
riores no permitió que fuera enviado por 
su funeraria a la casa mortuoria, sino 
más tarde mandó por todo ello a Narváez, 
quien se llevó la caja y demás enseres en 
un automóvil. 


Según la esquela mortuoria obrante en 
autos y una gacetilla de “El Imparcial”, 
correspondiente al veintisiete de junio de 
mil novecientos treinta y uno, el er.tierro 
de Javier Domínguez Moreno se efectuó a 
las diez horas del día últimamente citado 
en el Cementerio General. Mas, es el ca- 
so que al ser exhumado el supuesto cadá- 
ver, la autoridad judicial encontró, que 
dentro de la caja sólo habían unos leños 
de encino envueltos en brines. 


Verificado el entierro, los culpables en 
la misma fecha en que se efectuó, suplan- 
taron la firma de Concepción viuda de Do- 
mínguez Moreno en la hoja del formula- 
rio número uno, por la que hacía su re- 
clamación a la “Confederación del Cana- 
dá” para que le fuera pagado el seguro de 
DIEZ MIL DOLARES. Los formularios nú- 
meros dos, tres, cuatro y cinco, fueron fir- 
mados, respectivamente, por el supuesto 
Doctor Manuel Téllez, Pablo Portocarrero, 
nombre supuesto también, Nicolás Ayala 
Flores, quien fué sorprendido por Zamo- 
ra y Zamora y Narváez en el momento de 
comprarle lo necesario para el entierro, y 
por el gerente Fernando J. Herrerías. 

Para la legalización de las cuatro pri- 
meras firmas, otra vez más, Zamora y Za- 
mora sorprendió al Notario Conrado Ter- 
cero, quien dió fé de que los signatarios 
de estos documentos firmaron en su pre- 
sencia, lo que desde luego no es exacto, 
por las razones indicadas antes. Hay que 
hacer notar también que todo el expedien- 
te de reclamación, en el que figura di- 
rectamente Fernando J. Herrerías como 
signatario del formulario número cinco 
fué hecho el mismo día del entierro del 
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supuesto cadáver, o sea el veintisiete de 
junio de mil novecientos treinta y uno, se- 
gún aparece en las auténticas autoriza- 
das por el Notario Tercero. 

Hecho todo esto y agregados los otros 
documentos indispensables, la gerencia en 
esta República envió el expediente de re- 
clamación completo, a las oficinas princi- 
pales de “La Confederación del Canadá”; 
y, así fué como vino la orden de pago en 
el cheque número 452531 a cargo del An- 
glo South American Bank Limited, por la 
suma de DIEZ MIL DOLARES y, a favor 
de Concepción de Domínguez Moreno, co- 
mo beneficiaria de su esposo Javier de los 
mismos apellidos; con lo que, desde luego, 
quedó consumada esta otra estafa. 


Además de lo manifestado en este pro- 
ceso, lo cual se encuentra evidenciado con 
los documentos obrantes en él; con las 
confesiones de Zamora y Zamora, Narváez, 
Domínguez Moreno, Flores Ayala, y lo de- 
clarado por las demás personas que en él 
se mencionan, incluso la señora de Do- 
mínguez Moreno y, menos Herrerías y Es- 
cobar, quien niega todas las imputaciones 
que le hace Zamora y Zamora, se encuen 
tran probados, de manera plena, los pun- 
tos siguientes: 


a) Que Herrerías y Escobar fué a bus- 
car a Su casa a Javier Domínguez Moreno 
con el fin de preguntarle quién tenía la 
póliza original del seguro de que se ha 
hecho referencia, cuando ya La Confede- 
ración del Canadá, por medio del superin- 
tendente Lawson iniciaba algunas averi- 
guaciones relacionadas con los fraudes de 
que había sido víctima. Según confesión 
del propio Herrerías Escobar, y declaracio- 
nes del agente José Gordillo, Enrique Ruiz 
y de los esposos Domínguez Moreno. 


b) Que al enterarse Herrerías en esa 
ocasión de que Zamora y Zamora había 
hipotecado una casa de Javier Domínguez 
por la suma de seiscientos dólares, y de 
que este señor debía los intereses consi- 
guientes, y que, además no pagó él ningu- 
na cantidad como prima del seguro que 
solicitara, se comprometió a mandarle di- 
nero para que satisfaciera los réditos de 
la suma recibida por Zamora y Zamora 
con garantía del inmueble del propio Do- 
mínguez; lo que en efecto hizo, remitién- 
dole treinta y seis dólares con Enrique 
Ruiz, empleado secundario de La Confe- 
deración del Canadá. Este extremo lo nie- 
ga Herrerías, pero lo justifican los dichos 
del citado Ruiz y de Abelino Cóbar Cas- 
tellanos, quien juntamente con la esposa 


AAA CA 
y A 


242 GACETA DE LOS TRIBUNALES 


de Domínguez Moreno presenciaron la en- 
trega del dinero y oyeron que era remitido 
por Herrerías. 

c) Que Eduardo Aparicio R., como comi- 
sionista, y a solicitud de Héctor Navarrete 
—quien a su vez dice que fué enviado por 
Zamora y Zamora—consiguió la cantidad 
de seiscientos dólares garantizados con 
una hipoteca de la casa del repetido Do- 
mínguez Moreno. Este extremo está pro- 
bado con los dichos de Aparicio Rivera, 
Navarrete, la señorita Concepción Cóbar, 
Augusto Torres y el Notario Guillermo 
Vides autorizante de la escritura respec- 
tiva. Mas, con relación a que Domínguez 
Moreno le haya entregado la repetida su- 
ma a Zamora y Zamora, sólo existe lo ma- 
nifestado por los esposos Domínguez Mo- 
reno y una tarjeta por la que Zamora y 
Zamora le suplica al tantas veces citado 
Domínguez Moreno entregarle el dinero 
a Héctor Navarrete; todo lo que niegan 
Zamora y Zamora y Navarrete. Y 


d) Que en la casa habitada en esa épo- 
ca por Consuelo Palacios, cuñada de An- 
tonio Narváez, se efectuó el supuesto ve- 
lorio del cadáver de Javier Domínguez 
Moreno. 

_En este caso como en los anteriores y 
subsiguientes, obra la rorrespondencia: 
cruzada entre Herrerías y la casa matriz 
de “La Confederación del Canadá” con 
motivo de los siniestros habidos. 


El veinticinco de julio de mil novecien- 
tos treinta, Francisco Zamora y Zamora 
respaldó con su firma la solicitud de se- 
guro de vida por OCHO MIL DOLARES 
que aparece hecha por Ruperto Cárca- 
mo, la cual autorizó también con su fir- 
ma el gerente Fernando J. Herrerías, se- 
eún confesión del repetido Zamora y Za- 
mora, quien asegura haberlo hecho de 
orden del gerente Herrerías. También por 
mandato de este señor—según dice Zamo- 
ra y Zamora—llevó a un individuo para 
que lo reconociera el Doctor Fernando 
González Vassaux, lo que hizo este facul- 
tativo. 

La solicitud original junto con los do- 
cumentos del caso la remitió la gerencia 
de la “Confederación del Canadá” a la 
casa matriz, la que, en vista de ella emi- 
tió la póliza original número 370273, de 
la que se dá por recibido en esta ciudad 
Ruperto Cárcamo, según constancia fe- 
chada el primero de octubre de mil nove- 
cientos treinta, que obra en los autos. En 


la póliza aludida se instituía como bene- 


ficiaria del asegurado a la señora Apolo- A 


nia Cárcamo, como madre de Ruperto del 
mismo apellido, personas inexistentes. 


Al supuesto Ruperto Cárcamo, se le hi- 
ZO aparecer como muerto en el Hospital * 


Militar a consecuencia de pneumonía, se- 
gún lo certificó el doctor Carlos Padilla y 


Padilla, Director de dicha Institución. Mas, 


en el curso del juicio criminal, se demos- 
tró de un modo completo que, en la cer- 
tificación aludida se falsificó la firma del 
mencionado facultativo. 


Zamora y Zamora asevera: que de or- 
den de Herrerías fué al Hospital Militar a 
recoger de manos del doctor Padilla y Pa- 
dilla la certificación aludida anteriormen- 
te. El mismo sujeto, sigue aseverando 
que, dicho doctor extendía certificaciones 
apócrifas de personas que ni habían exis- 
tido y menos fallecido: que vendía cadá- 
veres del Hospital Militar a Herrerías, pa- 
ra que este señor pudiera cobrar las póli- 
zas fraudulentas; todo lo que aseguraba, 
porque en una ocasión entregó en las pro- 
pias manos del doctor Padilla y Padilla la 
suma de UN MIL DOLARES, como precio 
de un cadáver proporcionado por el re- 
petido profesional en su calidad de Direc- 
tor del Hospital, el cual emplearon para 
estafar a la Confederación del Canadá. 
Mas, no obstante las diligencias practica- 
das en el proceso, no llegáron a ponerse 
en evidencia estos cargos, los cuales negó 
enfáticamente el doctor Carlos Padilla y 
Padilla. 

También el repetido Zamora y Zamora 
acusa al licenciado Ramiro Fonseca, con 
bastante vehemencia, de estar de acuerdo 
con Herrerías para cometer los delitos in- 
vestigados, y, hasta llegó a puntualizar ca- 
sos en que este facultativo tuvo alguna par- 
ticipación como consejero del ex-gerente 
Herrerías; todo lo que el abogado en cues- 
tión negó. Tampoco estos cargos fueron 
establecidos, a pesar de todo lo actuado 
con ese fin. 

La certificación falsa de la muerte del 
supuesto Cárcamo, sirvió para que otro 
apócrifo, a quien se hizo llamar Juan Cár- 
camo acudiera al Registro Civil a dar par- 
te de la defunción, asiento que se hizo con 
fecha veinte de noviembre de mil nove- 
cientos treinta. En seguida, Zamora y Za- 
mora acompañado de Antonio Narváez 
fueron a la funeraria de Nicolás Ayala 
Flores a encargar lo necesario para el en- 
tierro, y, como en los casos anteriores, Za- 
mora y Zamora pagó al contado el valor * 
de la caja, de las esquelas y demás útiles, 
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todo lo que, más tarde, se llevó Narváez en 
un automóvil. También Zamora y Zamora 
obtuvo la firma de Ayala Flores, en el for- 
mulario en blanco que le presentó para 
ese efecto que, en su oportunidad habría 
de servir para cobrar el valor del seguro. 

Según la esquela mortuoria que obra en 
los autos, el entierro de Cárcamo se veri- 
ficó en el Cementerio General a las dieci- 
séis horas del veinticinco de noviembre 
de mil novecientos treinta, saliendo el cor- 
tejo fúnebre de una casa sin número de 
la veintitrés calle Poniente del Cantón Ba- 
rrios de esta ciudad. 

Cuando este delito fué denunciado por 
la Dirección General de Policía y por el su- 
perintendente de la Confederación del Ca- 
nadá y, después de practicarse algunas di- 
ligencias, se ordenó la exhumación del su- 
puesto cadáver y, al hacerse esto—con to- 
das las formalidades necesarias—sólo se 
hallaron trozos de madera y trapos dentro 
de una caja de pino en la sepultura co- 
rrespondiente. Lo relativo a la caja coin- 
cide con lo expuesto por Zamora y Zamo- 
ra sobre que, para el, enterramiento se 
empleó una de las fabricadas en el Hos- 
pital Militar, pues la que se obtuvo donde 
Ayala Flores se la regaló Herrerías a Nar- 
váez para que la vendiera; lo que niegan 
estos sujetos. 

Cuatro días después del entierro, pre- 
pararon el expediente de rigor para obte- 
ner el pago del seguro. Para ese efecto, 
se supuso la firma de Apolonia Cárcamo 
en el formulario número uno, se falsificó 
la firma del doctor Padilla y Padilla en el 
número dos, el tercero lo signó Andrés 
Sotomayor, apócrifo también; para el nú- 
mero cuatro ya se tenía lista la firma de 
Nicolás Ayala Flores, y, el número cinco 
lo firmó Fernando J. Herrerías. En el mis- 
mo día, o sea el veinticuatro de noviembre 
de mil novecientos treinta, el notario Con- 
rado Tercero autenticó las firmas puestas 
en los cuatro primeros formularios, dando 
fé de que en su presencia las pusieron las 
personas signatarias, siendo así que, dos 
son apócrifas, una falsificada y que, Aya- 
la Flores no firmó ante el notario, sino en 
su taller. 

Con el expediente arreglado en esa for- 
ma, y enviado por la gerencia a la casa 
matriz de la Confederación del Canadá, 
esta última no tuvo reparo alguno en or- 
denar el pago del seguro a la beneficiaria; 
fué así como expidió el cheque número 
121143 por valor de OCHO MIL DOLARES 
pagaderos a la señora Apolonia Cárcamo, 
madre supuesta del falecido Ruperto del 
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mismo apellido, asímismo apócrifo. Sin 
embargo aparece firmado por esta seño- 
ra y endosado por Herrerías. El cheque 
aludido lo pagó el Anglo South American 
Banc Limited a Zamora y Zamora en la 
misma fecha en que llegó a Guatemala, 
o sea el quince de diciembre de mil no- 
vecientos treinta. Zamora y Zamora ase- 
gura que el dinero se lo entregó a Herre- 
rías, lo que niega este señor. 

Todo lo que se deja relacionado en lo 
que respecta a este caso, se encuentra jus- 
tificado en los autos, con los documentos 
obrantes en él, con lo confesado por Za- 
mora y Zamora, Narváez, Ayala Flores y 
manifestado por las demás personas Cci- 
tadas en el proceso. 


— VIl — 


Con el caso de Guadalupe Hererra, que 
fué denunciado por Zamora y Zamora y 
el superintendente Lawson al Juez 20. de 
Paz el trece de mayo de mil novecientos 
"reinta y dos, se consumó otra estafa de 
DIEZ MIL DOLARES a la “Confederación 
del Canadá”. 

Para ese efecto los culpables emplearon 
exactamente el mismo sistema de los ca- 
sos anteriores. Es decir, Francisco Zamo- 
ra y Zamora firmó como agente el formu- 
lario en el que Guadalupe Herrera soli- 
citaba un seguro de DIEZ MIL DOLARES 
a la “Confederación del Canadá”, desig- 
nando como beneficiario para el caso de 
muerte a su padre Bernardo Sosa. Esta 
solicitud que fué hecha el veintidós de no- 
viembre de mil novecientos treinta, está 
respaldada con la firma del gerente He- 
rrerías. El médico a quien esta vez le lle- 
vó Zamora y Zamora a un individuo pa- 
ra que lo reconociera haciéndolo pasar por 
Guadalupe Herrera, fué el doctor J. Hum- 
berto Lemus. 

En este caso, al llegar la solicitud a To- 
ronto, junto con el expediente necesario, 
fué devuelto al gerente Herrerías para. que 
se ampliara el informe del doctor Lemus, . 
pues en la “Confederación del Canadá” se 
le halló deficiente. Herrerías propuso a 
sus superiores que el nuevo reconocimien- 
to lo efectuara el doctor Lizarralde en vis- 
ta de que Lemus estaba ausente de la 
ciudad. Llenado ese requisito, la Confe- 
deración del (Canadá extendió la póliza 
original número 379541 por DIEZ MIL DO- 
LARES, la cual parece que iba a ser en- 
tregada a alguien el veintiuno de enero 
de mil novecientos treinta y uno, pues el 
recibo extendido en esa fecha no lo cubre 
ninguna firma. 
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El cinco de marzo de mil novecientos 
treinta y uno compareció Antonio Nar- 
váez a dar parte de la defunción de Gua- 
dalupe Herrera al Registro Civil, ampara- 
do en un informe apócrifo del doctor Sa- 
muel Téllez, quien certificaba que la muer- 
te era debida a disentería amebiana, y 
que el fallecimiento tuvo lugar a las seis 
horas en la casa número diecinueve de 
la Tercera Avenida Sur del Cantón Ba- 
rrios de esta ciudad. 

Una vez obtenida la certificación corres- 
pondiente, Zamora y Zamora y Narváez 
pasaron a la Funeraria de Ayala Flores a 
encargar lo necesario para el entierro, in- 
cluso las cincuenta esquelas que acostum- 
braban y, como lo tenían por norma, Nar- 
váez pasó a recoger todo ésto en un au- 
tomóvil con el fin de trasladarlo a la su- 
puesta casa mortuoria. 


Según la esquela que obra en los autos, 
el enterramiento de Guedalupe Herrera, 
se efectuó en el Cementerio General a las 
diez horas del seis de marzo de mil no- 
vecientos treinta y uno; lo que resultó ser 
otra farsa, pues al ser desenterrado el su- 
puesto cadáver, de orden de la autoridad 
competente, fueron hallados trozos de ma- 
dera y trapos en el ataúd correspondien- 
te. 

Al día siguiente del entierro—siete de 
marzo—hace su reclamación el supuesto 
beneficiario, Bernardo Sosa, quien firmó 
el formulario número uno. El número dos, 
el apócrifo Doctor Samuel Téllez, el si- 
guiente Napoleón Vásquez, también su- 
puesto. La firma del formulario número 
cuatro se la recogieron a Nicolás Ayala 
Flores en el momento de comprarle la ca- 
ja, como tenían costumbre de hacerlo. Y, 
el formulario número cinco, “Declaración 
reservada del agente”, lo signó Fernando 
J. Herrerías. Y, finalmente, el Notario 
Conrado Tercero, vuelve a dar fé de que 
las firmas puestas en los cuatro primeros 
formularios, son auténticas, porque los 
signatarios lo hicieron en su presencia, lo 
que es inexacto. 


Fué así como, una vez más, sorprendie- 
ron a la Confederación del Canadá, quien 
en vista del expediente completo que re- 
mitió Herrerías, junto con la correspon- 
dencia del caso, extendió el cheque nú- 
mero 452508, a cargo de The Anglo South 
American Bank Limited por DIEZ MIL 
DOLARES pagaderos a Bernardo Sosa, pa- 
dre del asegurado; documento que fué pre- 
sentado al Banco indicado con las firmas 
del supuesto Sosa, de Herrerías y de Za- 


mora y Zamora y fué pagado al último, 
quien entregó el dinero a Herrerías, según 
afirmación del citado Zamora y Zamora. 

La prueba de la culpabilidad de los res- 
ponsables en el caso de Guadalupe Herre- 
ra, así como de que este último es nom- 
bre supuesto, consiste en toda la docu- 
mentación obrante en la octava pieza del 
proceso y, en la confesión de Zamora y 
Zamora y en lo manifestado por Narváez 
y las otras personas que declararon en es- 
te asunto. 


En el procedimiento de que se ha ve- 
nido haciendo referencia, se vió enrolado 
J. Rubén Zamora, por el hecho de haber 
informado que conocía a Guadalupe He- 
rrera, por haber sido administrador de su 
finca “La Chácara” durante un plazo de 
diez años; informe que dió en la creencia 
de que se trataba de este sujeto, pues ig- 
noraba que se hubiera supuesto el men- 
cionado nombre y apellido en la póliza de 
seguro de vida que extendió la Confede- 
ración del Canadá. Mas, en el curso del 
juicio criminal se patentizó la inocencia 
del citado J. Rubén Zamora, porque se pu- 
so de manifiesto en los autos la forma 
fraudulenta empleada por los culpables 
para consumar la estafa de que se hizo 
víctima a la Confederación del Canadá. 


— VIII — 


El veintiuno de junio de mil novecientos 
treinta y dos, el apoderado de la Confe- 
deración del Canadá, Fred. Walter Wilson 
puso en conocimiento del Juez 60. Depar- 
tamental que, al hacer un registro en los 
archivos de la indicada oficina, fueron 
halladas dos solicitudes de seguro de vida 
hechas por José Angel Morales y Julio Mo- 
lina, respectivamente, por las cantidades 
de DIEZ MIL Y DE VEINTE MIL DOLA- 
RES; justificándose más adelante que con 
esto se trataba de estafar a la Compañía 
que representaba, porque los presuntos 
asegurados, así como los beneficiarios eran 
apócrifos, y las pólizas originales que ex- 
tendió la Confederación del Canadá y que 
aparecen entregadas a los respectivos in- 
teresados el catorce y el diez y siete de 
noviembre de mil novecientos treinta y 
uno, se hallaron en poder de Zamora y 
Zamora, en vez de tenerlas, como era na- 
tural, los propios asegurados. 


El proceso a que se sujetó la tramita- 
ción de las indicadas solicitudes de segu- 
ro de vida, fué exactamente el mismo se- 
guido en los casos anteriores; o lo que es 
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lo mismo: los supuestos asegurados apa- 


“recen examinados por los doctores Eduar- 


do Lizarralde y Antonio G. Valdeavella- 
no, para lo que el agente Zamora y Za- 
mora les presentó con ese fin a dos indi- 
viduos, a quienes hizo pasar como los so- 
licitantes. Los formularios respectivos, 
están firmados por los supuestos asegura- 
dos y respaldados por Zamora y Zamora y 
Herrerías, quienes asimismo los suscribie- 
ron como agente y gerente de la compa- 
ñía aseguradora. 


Francisco Zamora y Zamora, acepta su 
culpabilidad, pero siempre defendiéndose 
con que procedía por mandato de Fernan- 
do J. Herrerías Escobar. Asegura que las 
pólizas de referencia se las entregó el ge- 
rente para que las guardara en su casa, 
pues temía que fueran halladas por los 
jefes superiores que practicaban investi- 
gaciones relacionadas con los casos de es- 
tafa ya mencionados antes. Dice además 
Zamora y Zamora que, las pólizas aludidas 
se las confió su esposa a Héctor Navarre- 
te, quien a su vez se las dió al superin- 
tendente Lawson; hecho que confirma el 
repetido Navarrete. En cambio Herrerías 
Escobar, niega todo ésto. 


E 


Samuel Valladares Sánchez tuvo su do- 
micilio en el año de mil novecientos trein- 
ta y uno, en la finca “La Floresta”, ubi- 
cada en “Obero”, jurisdicción municipal de 
Masagua del Departamento de Escuintla. 
Dicho señor adolecía de tuberculosis pul- 
monar y, en los comienzos del mes de sep- 
tiembre de ese año, se hallaba ya en el 
tercer período de la enfermedad, acen- 
tuándose su gravedad el doce de tal mes, 
hasta el extremo de perder el conocimien- 
to. Debido a tal motivo, que ya era pú- 
blico en las fincas vecinas, llegaron a “La 
Floresta” en la noche del trece, Pedro y 
Sebastián Valladares, padre y hermano 
del enfermo, respectivamente, J. Toribio y 
Samuel Barillas Fajardo y otras personas 
más. Las indicadas personas solicitaron 
del doliente que hiciera su testamento, lo 
que, era materialmente imposible, pues 
como ya se dijo, estaba privado del cono- 
cimiento. El catorce de ese mes falleció 
Samuel Valladares Sánchez, y el quince, 
a las ocho horas se le sepultó en el cemen- 
terio de “Obero”. 


Cuatro meses antes de que falleciera 
dicho señor Valladares Sánchez, o sea el 
veinte de mayo de mil novecientos trein- 
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ta y uno, Francisco Zamora y Zamora 
presentó a la Compañía una solicitud de 
seguro de vida por la cantidad de QUIN- 
CE MIL DOLARES hecha a nombre del 
repetido Valladares Sánchez. En ella se 
estipulaba: que sería beneficiario Pedro 
Valladares, padre del solicitante: que és- 
te era soltero y no tenía hijos: y que na- 
ció el veinte de agosto de mil ochocien- 
tos noventa y uno, teniendo en la época 
de la solicitud cuarenta años. Dicho do- 
cumento, en el que también se hace cons- 
tar que el asegurado residía en la casa 
número cuarenta del Callejón del Admi- 
nistrador de esta ciudad, está amparado 
asimismo con las firmas de Francisco Za- 
mora y Zamora y de Fernando J. Herre- 
rías Escobar. En los autos consta: que 
Samuel Valladares, si bien no era casado, 
sí procreó tres hijos con Fidelia Fajardo, 
con quien vivió maridablemente más de 
ocho años: que en el mes de mayo de mil 
novecientos trenta y uno, no estuvo en es- 
ta ciudad, pues se hallaba enfermo de tu- 
berculosis pulmonar en la población en 
donde murió. La prima que se tuvo que 
pagar por el seguro fué de NOVECIENTOS 
SETENTA Y NUEVE DOLARES CINCUEN- 
TA CENTAVOS, la que no se hizo efectiva 
en esos días sino hasta el mes de septiem- 
bre, con dineros proporcionados por J. To- 
ribio Barillas Fajardo, suma que fué a re- 
coger Zamora y Zamora de Alfredo Dem- 
by, como se halla probado en autos. 

El expediente debidamente arreglado, 
lo remitió a Toronto el gerente Herrerías; 
y en vista de él la Confederación del Ca- 


_nadá extendió la póliza original número 


387075 por QUINCE MIL DOLARES, la cual 
fué recibida en esta ciudad el diez de sep- 
tiembre de mil novecientos treinta y uno 
por Samuel Valladares, según aparece del 
documento firmado por este señor, que 
obra en las actuaciones. Sin embargo, 
consta en el juicio criminal que en la fe- 
cha indicada, Valladares se hallaba gra- 
vemente enfermo de tuberculosis pulmo- 
nar en la finca “La Floresta” del Depar- 
tamento de Escuintla. 

Para que pudiera ser admitida la soli- 
citud de seguro, Zamora y Zamora, hizo 
que el Doctor Lizarralde reconociera a Se- 
bastián Valladares, haciéndolo pasar por 
su hermano Samuel del mismo apellido. 

Documentos auténticos y declaraciones 
de personas vecinas de “La Floresta”, de- 
muestran que Samuel Valladares falleció 
en la noche del catorce de septiembre de 
mil novecientos treinta y uno y que su ca- 
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dáver fué respultado el quince del mismo 
mes; siendo la causa de su muerte la tu- 
berculosis de que se ha venido tratando. 
Mas, la partida de defunción presentada 
para reclamar el pago del seguro, reza: 
que Samuel Valladares Sánchez falleció 
de fiebre palúdica el veintitrés de septiem- 
bre de mil novecientos treinta y uno en 
la finca “Lo Floresta”. En la partida ori- 
ginal aparece que el repetido Valladares 
Sánchez murió de fiebre palúdica el ca- 
torce de septiembre. Como se ve, existe 
diferencia entre lo consignado en el asien- 
to que se hizo en el Registro de Defun- 
ciones, y lo que dice la copia certificada 
que se presentó para hacer el reclamo a 
la Confederación del Canadá. Al ser en- 
juiciado criminalmente el empleado que 
autorizó la certificación aludida, se excu- 
só diciendo que, para extenderla fué sor- 
prendido por J. Toribio Barillas Fajardo, 
quien se ofreció bondadosamente para co- 
piarla; y, debido a la confianza que tenía 
en él, firmó la copia, sin darse cuenta de 
los datos que había alterado. 


En concepto de apoderado del beneficia- 
rio Pedro Valladares, se presentó J. Tori- 
bio Barilas Fajardo el veintiuno de octu- 
bre de mil novecientos treinta y uno a la 
Confederación del Canadá para hacer el 
reclamo de pago, en nombre de su poder- 
dante. Para ese efecto firmó el formula- 
rio del caso. El formulario número dos, 
fué firmado por el Doctor Cecilio Gaitán 
,en el Puerto de San José, siendo sorpren- 
dido para ello por Barillas Fajardo, como 
lo declara este facultativo, quien, por otra 
parte, demostró su inculpabilidad en el cur- 
so del juicio. La firma autorizante del for- 
mulario número tres se la solicitó Pedro 
Valladares al señor Aquiles Dell'Acqua, en 
su finca ubicada en jurisdicción de “Obe- 
ro”. El mismo Valladares y Barillas Fajar- 
do, hicieron que Salvador Donis firmara el 
formulario número cuatro en la población 
de Masagua. El notario Alberto C. Camey 
da fé de que los señores doctor Gaitán, 
Dell'Acqua y Donis M., hicieron en su pre- 
sencia sus respectivas declaraciones; sin 
embargo, los declarantes aludidos afirman 
enfáticamente que, cuando ellos pusieron 
sus firmas en los documentos menciona- 
dos no había ningún notario presente. 
El mismo cartulario Camey, hace constar 
que Barillas Fajardo, asímismo declaró 
ante él. Y por último el formulario nú- 
mero cinco, lo autorizó con su firma el 


agente Francisco Zamora y Zamora. Arre-. 


glado así el expediente, el gerente Herre- 


rías lo remitió a la casa matriz en Toron- 
to, para los efectos del pago. Mas, esta 
vez, la Confederación del. Canadá halló 
ciertas anomalías -en la documentación 
enviada, suficientes para no hacer el pa- 
go que solicitaba el reclamante, hasta que 
no se pusieran en claro las irregularida- 
des apuntadas. Esto dió margen para que 
se cruzaran cartas entre el gerente de es- 
ta Ciudad y las oficinas principales, anun- 
ciando que el abogado José Barillas Fa- 
jardo amenazaba a la Compañía con un 
litigio para el caso de que se negara a cu- 
brir el valor del seguro; y aconsejando a 
la vez la conveniencia de nombrar un abo- 
gado para la defensa de la Compañía. 

Obra también en los autos una escritura 
pública, por la que el beneficiario Pedro 
Valladares renuncia expresamente a toda 
reclamación, por tener la firme creencia 
de que su hijo Samuel Valladares nunca 
se aseguró en la Confederación del Cana- 
dá ni en ninguna otra compañía; hacien- 
do constar además, que era ajeno todo es- 
te asunto a su conocimiento. 

Herrerías y Zamora y Zamora sostienen 
que son inocentes en el negocio de que se 
viene tratando. : 

Y, por no haberse logrado la captura 
de Barillas Fajardo, ni de Sebastián Va- 
lladares, se dejó abierto el procedimiento 
para continuarlo al ser logrados; y sola- 
mente se juzgó y condenó por tentativa 
de estafa a los enjuiciados Herrerías y 
Zamora y Zamora. 


CA 


Antonio Gándara Durán solicitó en el 
mes de noviembre de mil novecientos 
treinta y uno a la Confederación del Ca- 
nadá, un seguro de vida por la suma de 
SIETE MIL DOLARES; solicitud que tra- 
mitó el agente Francisco Zamora y Za- 
mora. Este señor, después de los trámi- 
tes del caso, le extendió a Gándara Du- 
rán un recibo por ochenta dólares setenta 
y ocho centavos como abono de la primera 
prima. Cuando la Compañía le notificó 
al citado Gándara Durán que su solicitud 
había sido enviada al Canadá, y al mismo 
tiempo se le acusaba recibo del abono que 
hiciera, al día siguiente, o sea el dos de 
diciembre de mil novecientos treinta y 
uno, escribió al gerente Herrerías que la 
cantidad que él pagó a Zamora y Zamora 
fué la. de DOSCIENTOS CINCUENTA Y 
NUEVE DOLARES Y TREINTA Y CINCO 
CENTAVOS, como importe de su primera 
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prima; y que, además, tenía en su poder 
el recibo que por dicha suma le diera el 
agente aludido, pues el de ochenta dóla- 
res setenta y ocho centavos, no se lo en- 
tregó a él. 

La carta de Gándara Durán dió már- 
gen para que Herrerías lo llamara con el 
fin de proponerle que pusiera otra comu- 
nicación, indicando que realmente, la su- 
ma que le entregó a Zamora y Zamora, 
era la mencionada de ochenta dólares 
y setenta y ocho centavos; y el resto en 
láminas nuevas de zinc, para ser vendidas 
al entregarle su póliza. 

Cuando fué notificado Gándara Durán 
del rechazo de su solicitud que hiciera la 
oficina principal y que le sería reembol- 
sado el depósito de ochenta dólares seten- 
ta y ocho centavos, contestó diciendo que 
no admitía de ninguna manera esa can- 
tidad y que exigía se le devolvieran los 
DOSCIENTOS CINCUENTA Y NUEVE DO- 
LARES Y TREINTA Y CINCO CENTAVOS 
que había entregado a Zamora y Zamora, 
en efectivo. 

La confesión espontánea prestada por 
Zamora y Zamora con relación a este 
asunto, establece: que él recibió de Gán- 
dara Durán el pago total de la primera 
prima, o sea la cantidad de DOSCIENTOS 
CINCUENTA Y NUEVE DOLARES TREIN- 
TA Y CINCO CENTAVOS, por lo que ex- 
tendió a dicha persona un recibo en su 
carácter de agente de la Confederación 
del Canadá. Asegura además, que no to- 
mó para sí, ni un solo centavo, no obstan- 
te que tenía derecho a su comisión; y, que 
la suma aludida se la entregó en su tota- 
lidad al gerente Herrerías, que era a quien 
se le daba el dinero y no directamente a 
la caja. Y, que más tarde, le hizo saber 
Herrerías que Gándara Durán accedió a 
firmar una carta en la cual manifestaba 
que sólo entregó OCHENTA DOLARES Y 
SETENTA Y OCHO CENTAVOS y el resto 
en láminas; condescendencia que cumplió 
el repetido Gándara Durán. 

Herrerías Escobar niega todo lo ma- 
nifestado por los señores Zamora y Zamo- 
ra y Gándara Durán; y, explica que el di- 
nero que ingresa a la oficina es entrega- 
do directamente a la caja por los agentes 
y, los documentos al empleado encargado 
de empacarlos para ser remitidos a To- 
ronto. 


E 


Una vez formado el juicio criminal, al 
que sirvieron de base todos los procesos 
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acumulados que se han dejado relatados, 
se abrió a pruebas por el término legal. 


Durante la dilación probatoria, la par- 
te acusadora rindió las siguientes: 

Estado de cuentas de Fernando J. He- 
rrerías, con la “Oklahoma City Mill £z Ele- 
vator Company”; y 

Otro estado de cuentas con la “Sport 
Petrolium Company de California”. 

El recurrente Fernando J. Herrerías rin- 
dió las que siguen: 

a) Declaraciones de los señores E. Leigh 
Simons Matías, Fernández Antón, Apolo 
Mazariegos, Gustavo Aguilar Cortés, 
Hames Henry Winter, Alfonso Saravia, 
Emilio Dubois y Angel Amado Weber. Con 
los testimonios de estas personas, trataba 
de justificar su inocencia. La acusación 
repreguntó a' los testigos Weber y Dubois. 

b) Una inspección ocular en los archi- 
vos de la Confederación del Canadá; y 

c) Ampliación de sus declaraciones in- 
dagatorias. Con todo ello, también trataba 
de poner en evidencia su inculpabilidad. 

El recurrente Francisco Zamora y Za- 
mora, adujo las siguientes: 

a) Certificación de la partida de naci- 
miento de Enrique Gálvez Prado, hijo le- 
gítimo de Enrique Gálvez y de Angélica 
Prado; 

b) Contrato celebrado entre Zamora y 
Zamora y la Confederación del Canadá; 

c) Certificación de la partida de naci- 
miento de Pablo García: 

d) Informe detallado de la cuenta de 
Zamora y Zamora en la Confederación del 
Canadá; 

e) Informe de la cuenta de Fernando 
J., Herrerías en The Anglo South American 
Bank; y 

f) Informe y cheques presentados por 
la Confederación del Canadá; 

g) Declaraciones del gerente Marc Bun- 
nell, licenciado Manuel Zeceña Beteta, 
Efraín Castañeda y Oscar A. Sandoval, 
doctor Arturo Zeceña y señores Joaquín 
Madrid, Fernando Fernández, Enriqueta 
de Díaz Collier, y Ramón Morataya; 

h) Reconocimiento de unos documen- 
tos, hecho por Fernando J. Herrerías y Ja- 
vier Domínguez Moreno; 

i) Declaración de John W. Moylan; y 

j) Una inspección ocular practicada en 
las cuentas de Fernando J. Herrerías, lle- 
vadas en el Banco Central. 


Con todos los medios justificativos indi- 
cados, el procesado Zamora y Zamora tra- 
taba establecer su inocencia en los dis- 
tintos cargos que se le hacen, 
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El recurrente Antonio Narváez, tan solo 


propuso como pruebas de su parte, las de- 
_ claraciones de Fernando J. Herrerías y de 
Francisco Zamora y Zamora. 


El apoderado de J. Toribio Barillas Fa- 
jardo, pendiente de captura, introdujo, 
para demostrar la inocencia de su repre- 
sentado, las pruebas que a continuación 
se indican: 


a) Declaraciones de Manuel Ignacio de 
la Cerda, José Andreu y Anselmo Martí- 
nez; y 

b) Repreguntas al enjuiciado Víctor 
Claudio Avila Puente, quien, como encar- 
gado del Registro Civil, extendió la par- 
tida de defunción de Samuel Valladares 
Sánchez. j 

Llegada la época de conclusión del jui- 
cio criminal, los defensores de los cuatro 
recurrentes, alegaron en la forma siguien- 
te: 

La defensa de Herrerías, se concretó a 
sostener la tesis de que, en todo lo actua- 
do no existía prueba alguna para poder 
condenar al citado sujeto; pues, más bien, 
todo ello, destruía por su base los indicios 
en que pudo fundarse la prisión preventi- 
ca del repetido Herrerías. 

El defensor de Francisco Zamora y Za- 
mora sostiene: que en el caso sub-júdice 
no existe la estafa múltiple por la que se 
ha juzgado a su defenso, sino el delito 
de estafa continuada. Para ello argumen- 
ta a base de tratadistas extranjeros y del 
Artículo 407 de nuestro Código Penal. Así- 
mismo, trata de poner en evidencia que, 
la responsabilidad del citado Zamora y 
Zamora, es la de un cómplice y no la de 
co-autor. En consecuencia, concluye pi- 
diendo que se le castigue con veinte meses 
de prisión correctiva, disminuída por dos 
circunstancias atenuantes, a saber: su 
confesión espontánea: y la de haberse pre- 
sentado espontáneamente a la autoridad 
a confesar su delito, cuando pudo fugar- 
se y, obtener por ello su impunidad. 

La defensa de Antonio Narváez, se con- 
trae a querer demostrar que, este señor es 
enteramente inocente, porque no hay prue- 
ba de ninguna clase que establezca lo con- 
trario. Por tal causa pide su absolución 
ilimitada. 

Y, finalmente, el defensor del enjuicia- 
do J. Toribio Barillas Fajardo, asienta la 
teoría de que, el procedimiento, en cuan- 
to a este señor se refiere, debe ser sobre- 
seíido definitivamente, por no haber indicio 
alguno de su delincuencia, desde luego 
que falta la base legal de lo actuado; es 
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decir: que no existe delito alguno por el 
que pueda deducírsele responsabilidad. 


Agregados al juicio criminal todos los 
documentos que presentó la Confederación 
del Canadá, por haber sido pedidos por el 
Juez a-quo, así como los que éste solicitó 
directamente a diferentes oficinas; y, 
practicadas las diligencias acordadas, el 
Tribunal de primera Instancia dictó su 
fallo con fecha dos de abril de mil nove- 
cientos treinta y tres, en el que declara: 
que Fernando J. Herrerías y Francisco Za- 
mora y Zamora son responsables como au- 
tores de las múltiples estafas consuma- 
das y de las dos tentativas del mismo de- 
lito, por lo que les impone a cada uno de 
ellos la pena de quince años de prisión co- 
rreccional inconmutable: que Antonio Nar- 
váez Quiroz es responsable como cómplice 
en los delitos de estafa consumada rela- 
cionados con los casos de Pablo García, 
Guadalupe Herrera y Juan López; por lo 
que le impone tres años cuatro meses de 
prisión corectiva por cada una de las tres 
estafas aludidas, y, lo absuelve en lo que 
respecta a los otros casos: que Amparo 
Palacios es también responsable como 
cómplice en lo referente al caso de Pablo 
García. Por ello le impone tres años cua- 
tro meses de prisión correccional. A Nar- 
váez Quiroz y a la Palacios, les permite 
conmutar hasta las dos terceras partes 
de la condena, a razón de diez centavos 
diarios. Por falta de prueba, absuelve del 
cargo a los enjuiciados: Héctor Navarrete 
Vélez, licenciado Ramiro Fonseca Palomo, 
doctor Cecilio Gaitán Archila, Pedro Alya- 
rez Centeno, José Miguel Arriola Cabrera, 
Armando Celada Corzo, doctor Carlos Pa- 
dilla y Padilla, Javier Domínguez Moreno, 
José Gordillo Arana, J. Rubén Zamora 
Flores, Einrique Gálvez Fuentes, y a Fer- 
nando J. Herrerías en el caso de Antonio 
Gándara y Durán. Por estar exentos de 
responsabilidad criminal, absuelve al li- 
cenciado Conrado Tercero Castro y Víc- 
tor Claudio Avila Puente, del cargo que 
se les formulara por el delito de falsifica- 
ción de documentos públicos. Deja abier- 
to el procedimiento contra J. Toribio Ba- 
rillas Fajardo, Pedro Valladares, Julio 
Amaya y Consuelo Palacios. A los enjui- 
ciados Herrerías Escobar y Zamora y Za- 
mora los deja afectos al pago o reposición 
del papel empleado en el proceso; además 
del correspondiente al de las responsabi- 
lidades civiles, a que también fueron con- 
denados Narváez Quiroz y la Palacios. Y, 
por último, hace las otras declaraciones 
correspondientes en derecho, 
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En la segunda Instancia del juicio, los 
defensores de los recurrentes, sostuvieron 
la misma tesis que en el primer grado del 
procedimiento criminal, al presentar sus 
alegatos respectivos. La defensa de He- 
rrerías se pronunció por la teoría del de- 
lito continuado, a la vez que, con sus ar- 
gumentaciones trató de destruir las pre- 
sunciones humanas en las que el Juez 
a-quo, se basó para condenarlo. 

La defensa oficial, también se inclinó a 
creer en la existencia del delito continua- 
do y, por ende, a pedir la modificación del 
fallo de primer grado. 

El Ministerio Fiscal, sostiene que en el 
caso sub-júdice, no puede haber delito 
continuado sino varias estafas continua- 
das y tentativas; por lo que pide la con- 
firmatoria del fallo aludido. 

Al tramitarse la Segunda Instancia, la 
defensa de Herrerías Escobar| propuso 
pruebas documental y testifical, con el fin 
de justificar que, la coincidencia apreciada 
por el Juez a-quo en su fallo sobre las 
circunstancias de que en los bancos apa- 
recieran cantidades abonadas a la cuenta 
del citado Herrerías Escobar, precisamente 
en las fechas en que fueran pagados los 
cheques que Zamora y Zamora llevaba pa- 
ra su cobro al Anglo South American Bank 
Limited o en fechas próximas, era debida 
2 que varias personas le hacían pagos al 
enjuiciado Herrerías Escobar por negocios 
particulares de él en esos días. 


— XIII — 


El veintiocho de febrero del año en cur- 
so, la Sala Primera de la Corte de Apela- 
ciones profirió la sentencia ejecutoria que 
dió márgen a los cuatro recursos que se 
examinan. En ella se concreta a confir- 
mar la resolución de Primera Instancia, 
con la única reforma de que absuelve del 
cargo que se le formuló por complicidad 
en el delito de estafa a la señora Amparo 
Palacios. 

La Sala sentenciadora sustenta la mis- 
ma tesis que el Juez a-quo; es decir, que 
no existe delito continuado de estafa sino 
varios hechos consumados y dos tentati- 
vas. Por cada uno de estos hechos deben 
de responder Herrerías Escobar y Zamora 
y Zamora, como co-autores: que Narváez 
es cómplice en tres de las estafas hechas a 
la Confederación del Canadá; y que, por 
el indicio racional que de todo lo actua- 
do se desprende contra J. Toribio Bari- 
llas Fajardo, debe quedar abierto el pro- 
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cedimiento para proseguirlo al ser logra- 
da su captura, así como las de Pedre Va- 
lladares, Julio Amaya y Consuelo Palacios, 
personas estas tres últimas que también 
aparecen sindicadas. 


La condena de Narváez Quiroz está ba- 
sada en su espontánea confesión, en las 
certificaciones del Registro Civil que obran 
en los autos, y además en la semi-plena 
prueba que se desprende de lo declarado 
por Nicolás Ayala Flores; la de Francisco 
Zamora y Zamora, en su confesión y, las 
deposiciones de varias personas idóneas; 
y, la de Fernando J. Herrerías, en las pre- 
sunciones humanas que a continuación se 
indican: 

a) “Que siendo Herrerías Escobar alto 
empleado de la Compañía de Seguros de 
Vida “La Confederación del Canadá”, fué 
negligente en el desempeño de sus obli- 
gaciones al dejar de tomar Jas precaucio- 
nes y medidas necesarias para evitar los 
fraudes que con tanta frecuencia estaban 
ocurriendo, pues por poco avisado que se 
le suponga, no es creíble aceptar que no 
hubiera tratado de investigar la verdad de 
los siniestros, dada la frecuencia con que 
estos hechos se sucedían, el corto espa- 
cio de tiempo entre la suscripción de las 
pólizas y la muerte de los asegurados, las 
crecidas sumas de los seguros y las faci- 
lidades que prestó para el cobro de los 
mismos, hasta el extremo de firmar los 
cheques para que fueran pagados sin obs- 
táculo y entregarlos al propio Zamora y 
Zamora y no a los beneficiarios como era 
su deber, y tanto más es punible su ne- 
eligencia cuanto que la propia casa ma- 
triz le llamó la atención sobre el caso de 
Pablo García y, mandó a seguir una in- 
vestigación por medio de sus altos emplea- 
dos sobre los hechos que aquella casa pre- 
sumía dolosos, a pesar de los informes que 
Herrerías Escobar les había suministrado 
sobre la bondad de las pólizas y la vera- 
cidad de los siniestros, pues aún cuando 
la defensa alega que estos informes se da- 
ban en vista de documentos autenticados, 
Herrerías Escobar no hizo esta adverten- 
cia y en tales casos sus informes fueran 
inútiles toda vez que estos mismos docu- 
mentos se remitirían originales a la casa 
matriz donde son examinados por exper- 
tos”. 

b) “El haber afirmado y suscrito los 
formularios respectivos en los casos de 
Ruperto, Cárcamo, Guadalupe Herrera y 
Javier Domínguez Moreno en los que ha- 
ce constar que conocía a las personas ase- 
guradas y que eran las mismas que ha- 
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bían fallecido, así como sobre sus costum- 
bres y ocupaciones, rentas y el haberlos 
tratado personalmente; y respecto a Pa- 
blo García, Pedro Alvarez, Samuel Valla- 
dares y José Miguel Arriola Cabrera, hace 
las afirmaciones contenidas en el “Cues- 
tionario que contestará el agente” donde 
constan parecidas preguntas, y no es creí- 
ble que un empleado del rango del señor 
Herrerías Escobar afirmara y suscribiera 
tales declaraciones, sino hubiera estado de 
acuerdo con Zamora y Zamora para co- 
meter los hechos delictuosos que se averi- 
guan, sin hacer la salvedad a que se re- 
fiere la nota que está al pie del citado for- 
mulario y que dice: “Las declaraciones 
arriba hechas se considerarán como si fue- 
ran garantizadas, separada e independien- 
temente por cada Agente que firme este 
formulario, a menos que se indique de 
otro modo”. 


Cc) “El haber llegado Herrerías Escobar 
a la casa de Zamora y Zamora a propor- 
cionarle dinero la víspera de la fuga de 
éste, lo que está establecido con la con- 
fesión del reo y los dichos de Zamora, 


Castillo, Navarrete y Jorge Herrera, hecho 


que hace presumir el interés de Herrerías 
Escobar en que Zamora y Zamora se au- 
sentara del país, con el propósito de im- 
pedir que hablara con los empleados de la 
Compañía “La Confederación del Cana- 
dá”, enviados a investigar los hechos frau- 
dulentos que indudablemente Herrerías 
Escobar estaba interesado en ocultar, pues 


de otra manera no sería creíble que dada. 


la diferencia de gerarquía en sus em- 
pleos, Zamora y Zamora se hubiera atre- 
vido a llamar con insistencia y por telé- 
fono a Herrerías Escobar para prestarle 
dinero, máxime que éste estaba con su es- 
posa en casa de un amigo almorzando, 
sienáo lo natural y lógico que Zamora y 
Zamora hubiera ocurrido al lugar donde 
estaba su jefe, hechos que corroboran las 
declaraciones de Zamora y Zamora y Na- 
varrete respecto al interés de Herrerías 
Escobar para que Zamora y Zamora se 
fuera del país. 


ad) “Las varias pruebas semi-plenas que 
contra Herrerías Escobar aparecen con los 
dichos de los testigos don Enrique Forno 
en lo referente a la póliza de Arriola Ca- 
brera en donde hace constar la interven- 
ción personal de Herrerías Escobar, quien 
pagó a Forno la comisión que le corres- 
pondía por haber firmado esa póliza, di- 
ciéndole que Arriola Cabrera había ya pa- 
gado y que cuando supo Forno que Arrio- 


la Cabrera había muerto, le reclamó el pa- 
go de la segunda prima contestándole He- 
rrerías Escobar que ya había pagado a la 
beneficiaria Ramona Pérez; las declara- 
ciones de Concepción de Domínguez y Fer- 
mín Borrayo, quienes hacen relación al 
dinero que envió Hererías Escobar para 
pagar a Javier Domínguez Moreno, los in- 
tereses de la hipoteca que pesaba sobre la 
casa de éste, hipoteca que Domínguez 
constituyó para pagar la póliza de la pri- 
ma fraudulenta, cantidad que no hubiera 
proporcionado Herrerías Escobar sino hu- 
biera tenido connivencia en el fraude y 
la declaración de Antonio Gándara Durán, 
en que aparece que Herrerías Escobar in- 
tervino a favor de Zamora y Zamora con 
objeto de que dirigiera una carta falsean- 
do los hechos de haber entregado como 
pago de la prima de la póliza que había 
tomado, una parte en lámina, lo que no 
era cierto, pues Gándara Durán había pa- 
gado el total de la prima en efectivo, lo 
que demuestra que entre Zamora y Zamo- 
ra y Herrerías Escobar existían relaciones 
incorrectas con el objeto de engañar a la 
Compañía “La Confederación del Cana- 
dá”. La frase que en este párrafo se ha 
dejado subrayada, debe entenderse en el 
sentido de que la Sala sentenciadora qui- 
so decir: “para pagar la prima de la pó- 
liza fraudulenta”. Y 


e) “El hecho de aparecer en las dife- 
rentes fechas en que fueron pagados los 
seguros fradulentos, fuertes abonos en las 
cuentas que Herrerías Escobar tenía en los 
Bancos, abonos, que a pesar de lo expues- 
to por el defensor no pudo establecer su 
lícita procedencia y los cuales especifica 
el Juez en su fallo. 


— XIV — 


En virtud de los cuatro recursos de ca- 
sación que se han dejado reseñados al 
principio, los cuatro recurrentes han ale- 
gado en forma bastante extensa, soste- 
niendo las mismas tesis que en los tribu- 
nales de Instancia; es decir: la teoría del 
delito continuado: la falta de prueba pa- 
ra condenarlos, ya directa o bien indirec- 
ta: que Zamora y Zamora no es co-autor 
sino cómplice; y, por parte de Bariilas Fa- 
jardo, que el procedimiento debió sobre- 
seerse en cuanto a él. 


Efectuada la vista con las formalidades 
de Ley en la audiencia señalada para el 
efecto, cuyo resultado se detalla en el acta 
obrante en los autos, es el caso de resol- 
ver lo procedente en derecho. 


Por ese motivo el Tribunal de Casación, 
CONSIDERA: 
1 OS 


Que la prueba indirecta de presuncio- 
nes, por su propia naturaleza, queda a la 
libre apreciación de los jueces de Instan- 
cia, quienes por consiguiente, son los lla- 
mados a unir todos los indicios para lle- 
gar a una conclusión definitiva. En ese 
concepto, al Tribunal de Casación no le 
es dable entrar al conocimiento de los fa- 
llos ejecutorios que se hallen a base del 
indicado medio justificativo, salvo que los 
hechos que les sirven de apoyo a las pre- 
sunciones apreciadas, no descansen en una 
base que se encuentre debidamente pro- 
bada en el juicio criminal, lo que no ocu- 
rre en lo que respecta al procesado Fer- 
nando J. Herrerías. 


En efecto: la primera de las presuncio- 
nes apreciada por la Sala sentenciadora, o 
sea la marcada con la letra A, la cual se 
copió literalmente en el punto XIII, está 
basada en una serie de hechos que se ha- 
Man demostrados en el juicio criminal, de 
una manera completa; pues, los mismos 
documentos de la Confederación del Ca- 
nadá obrantes en los autos, establecen: 
que Herrerías Escobar desempeñaba el 
cargo de gerente de la indicada Compañía 
en esta república. Su negligencia en el 
desempeño de sus funciones y, las pocas 
o ningunas precauciones que tomara en 
defensa de los intereses sociales que se le 
confiaran, que era lo indicado en vista de 
que los siniestros ocurrían con mucha fre- 
cuencia en los últimos meses del año de 
mil novecientos treinta y en los años sub- 
siguientes, también la ponen en evidencia 
los expedientes formados con motivo de 
cada reclamación de pago. La sola lectu- 
ra de ellos era bastante para llamar la 
atención de cualquier persona que los es- 
tudiara con respecto a las coincidencias 
raras de que en la mayoría de los casos 
que se han estudiado en este proceso, las 
personas aseguradas residieran en dis- 
tintos rumbos de la ciudad y general- 
mente, iban a morir en la zona com- 
prendida en el Cantón Barrios: que el 
mismo día del entierro o dos o tres 
más, se presentaran los beneficiarios 
cobrando el seguro correspondiente: que 
en varios siniestros apareciera dando 
parte de la defunción al Registro Civil un 
mismo individuo, como lo era Antonio Nar- 
váez Quiroz; que entre la época de la emi- 
sión de la póliza y la muerte del asegura- 
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do mediara muy poco tiempo; y que ge- 
neralmente los asegurados por sumas cre- 
cidas eran personas de escasos recursos 
pecuniarios, hecho que pudo constatar en 
persona Herrerías Escobar en el caso de 
Domínguez Moreno, pues al llegar a casa 
de éste, pudo ver que estaba al frente de 
un negocio de cantina establecido en las 
afueras de la ciudad, como lo es la Ave- 
nida de Chinautla. Todas estas circuns- 
tancias son suficientes para poner en evi- 
dencia que el Gerente Herrerías Escobar 
descuidaba en forma sospechosa las altas 
funciones que le confiara la Confederación 
del Canadá. A lo relacionado hay que agre- 
gar que, dicho individuo no tomaba nin- 
guna precaución para entregar las canti- 
dades que cobraban los beneficiarios, pues 
siempre se concretó a entregar los cheques 
a Zamora y Zamora, como lo sostiene He- 
rrerías Escobar y el propio Zamora y Za- 
mora. Luego, pues, en los autos están evi- 
denciados los hechos de que la Sala la. 
de Apelaciones deduce que Fernando J. He- 
rrerías fué negligente en alto grado al des- 
empeñar la gerencia de la Confederación 
del Canadá en esta República. 


La segunda de las presunciones copia- 
das literalmente, asímismo se halla demos- 
trada su base en los autos; ya que en ellos 
aparecen los formularios que suscribió el 
Gerente Herrerías Escobar en los casos de 
Ruperto Cárcamo, Guadalupe Herrera y 
Javier Domínguez Moreno. 

En dichos documentos, por el hecho de 
haber firmado sin reserva alguna, afirma 
que conocía las costumbres y ocupaciones 
y rentas de las personas aseguradas, a 
quienes trató personalmente, y que eran 
las mismas que habían fallecido; situacio- 
nes parecidas en que.se encuentra el cita- 
do Gerente con relación a los casos de 
Pablo García, Pedro Alvarez, Samuel Va- 
lladares y José Miguel Arriola, en los que 
firmó el “CUESTIONARIO QUE CONTES- 
TARA EL AGENTE”. 


Y, como en todos estos casos aparece 
comprometido de un modo directo el Ins- 
pector de Agentes, Francisco Zamora y Za- 
mora, y, además se demostró plenamente 
la falsedad de los siniestros cuya veraci- 
dad falsearon también los notarios que 
intervenían para legalizar los expedientes 
de reclamación, es lógica y factible la con- 
clusión a que llega la Sala sentenciadora, 
sobre que Herrerías Escobar estaba en 
connivencia con Zamora y Zamora. 

El interés que tenía Herrerías Escobar 
para que Zamora y Zamora se ausentara 
del país, impidiendo así que hablara con 
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los altos empleados que la Confederación 
del Canadá enviara a investigar los he- 
chos fraudulentos que el citado Gerente 
deseaba permanecieran ocultos, es la pre- 
sunción que asienta la Sala la. de la Cor- 
te de Apelaciones en tercer lugar, o sea 
la marcada con la letra C. 

Dicha premisa, de igual manera descan- 
sa en un hecho que aparece justificado; 
a saber: que Herrerías Escobar llegó a la 
casa de Zamora y Zamora en vísperas 
de que éste saliera del país, a proporcio- 
narle dinero; como lo confiesa el propio 
Herrerías Escobar y lo declaran Héctor Na- 
varrete Vélez y Alberto Castillo. Jorge He- 
rrera también asevera que, el citado He- 
rrerías fué a dicha residencia, si bien no 
supo a qué. El ex-Gerente de la Confede- 
ración del Canadá sostiene que la canti- 
dad que le diera a Zamora y Zamora, fué 
en calidad de préstamo, lo que no es creí- 
ble, según el criterio de la Sala sentencia- 
dora, porque dada la condición de Zamora 
y Zamora con respecto a Herrerías Esco- 
bar, no es presumible que el primero lla- 
mara con tanta insistencia a su jefe para 
prestarle dinero, tanto más que en ese 
momento el ex-Gerente no se encontraba 
en su casa, sino almorzando en la de Jor- 
ge Herrera. Fuera de que el modo de pen- 
sar del Tribunal sentenciador es muy fac- 
tible, Herrerías Escobar, no demostró lo 
contrario. Y, a esto hay que agregar, que, 
en los autos está constatado que al día si- 
guiente de la entrevista indicada salió Za- 
mora y Zamora de la República y pocos 
días después fue capturado en Puntarenas 
de la jurisdicción de Costa Rica. 

En varias pruebas semi-plenas que cons- 
tan en el juicio criminal, descansa la pre- 
sunción marcada con la letra D., por me- 
dio de la que la Sala la. de la Corte de 
Apelaciones asienta la premisa de que, 
Fernando J. Herrerías estaba en conni- 
vencia con Zamora y Zamora, ya que se 
le veía interesado en apañar los malos 
manejos de éste en los casos de Arriola 
Cabrera, Domínguez Moreno y Antonio 
Gándara Durán. En efecto: el ex-Agente 
Enrique Forno declara acerca de la inter- 
vención personal de Herrerías Escobar pa- 
ra pagarle la comisión que le correspondía 
por haber firmado la solicitud de Arriola 
Cabrera, que, para ese efecto le entrega- 
ra Zamora y Zamora. Las declaraciones de 
Concepción de Domínguez, Fermín Borra- 
yo, y Enrique Ruiz dernestran que Herre- 
rías Escobar envió con el último de ellos a 
Javier Domínguez Moreno, dinero para 


que pagara los intereses del crédito hipo- 
tecario que contrajo para satisfacerle a 
Zamora y Zamora el valor de la primera 
prima. Y, Antonio Gándara Durán sos- 
tiene que Herrerías Escobar intervino con 
él directamente para que escribiera una 
carta a la Confederación del Canadá, in- 
dicando que no había pagado el valor 
total de la primera prima del seguro de 
vida que solicitara por medio de Zamora y 
Zamora, sino sólo una parte en efectivo y 
la otra en láminas; lo que no era cierto, 
puesto que el agente Zamora y Zamora re- 
cibió completo, en efectivo, el valor de la 
indicada prima. Elio, pues, pone de ma- 
nifiesto el interés de Herrerías Escobar 
para cubrir actos fraudulentos de Zamo- 
ra y Zamora. 

Y finalmente, la presunción marcada 
con la letra E., está basada en los hechos 
probados que figuran en los documentos 
demostrativos de que Herrerías Escobar 
hacía depósitos de dinero, de alguna con- 
sideración en los Bancos de esta Ciudad 
en fechas que coincidían con los pagos de 
los seguros fraudulentos. Bien es verdad 
que en el curso de la Segunda Instancia 
el procesado Herrerías Escobar quiso de- 
mostrar que precisamente en esas fechas 
algunas personas le entregaron dinero 
procedente de negocios particulares que 
tuviera con ellos; pero las sumas de dine- 
ro que recibió el ex-Gerente de la Confe- 
deración del Canadá, no coinciden, algu- 
nas de ellas, con las depositadas, así como 
se notan diferencias en las fechas. 


Todo lo que se deja relacionado es evi- 
denciante de que, las presunciones en que 
se funda la Sala la. de la Corte de Ape- 
laciones para llegar a sustentar que el ci- 
tado ex-Gerente Herrerías Escobar es res- 
ponsable como autor de los delitos consu- 
mados y tentativas de los mismos que se 
juzgan, están fundadas en hechos que 
aparecen probados en el juicio criminal; 
prueba indirecta que resulta completa, por 
ser lógicas y concordantes entre sí las pre- 
misas que la constituyen. 

Lo considerado con respecto a las pre- 
sunciones pone de manifiesto que la Sala 
la. de la Corte de Apelaciones no pudo 
cometer ninguna violación de los Artícu- 
los 587, 589, 595, 596, 597 y 601 P. P. 

Solamente en el caso de que, en todo 
lo actuado no aparecieran establecidos los 
delitos que han sido objeto de la pesquisa 
judicial; y en el de que no hubiera prue- 
ba de la culpabilidad del enjuiciado Herre- 
rías Escobar, podía haber violado la Sala 
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sentenciadora el Artículo 568 P. P., al con- 
denar, sin que se llenaran esas condicio- 
nes, al procesado de que se viene hacien- 
do mérito. Mas, en el juicio criminal, no 
sólo se halla evidenciada la culpabilidad 
del repetido Herrerías Escobar—como ya se 
dijo—sino también los hechos punibles por 
los que se le castiga, están preestableci- 
dos. En ese concepto, es claro, que no exis- 
te la infracción de Ley apuntada por el 
recurrente, con relación al Artículo que 
se deja citado en este párrafo. 


Nueve son los incisos que componen el 
Artículo 581 del Código de Procedimientos 
Penales. Cada uno de ellos encierra si- 
tuaciones diferentes con relación a la ido- 
neidad de los testigos. El recurrente se- 
ñala como violada toda la disposición le- 
gal de que se ha hecho mérito, sin espe- 
cificar ninguna fracción del Artículo alu- 
dido. Y, como no es posible que la Sala 
sentenciadora haya quebrantado a la vez 
las distintas doctrinas contenidas en el 
Artículo 581 P. P.,—ya citado—a este Tri- 
bunal no le es dable entrar a considerar 
si realmente hubo violación o nó de dicha 
Ley. 

Las declaraciones de los testigos que 
apreció la Sala sentenciadora para basar 
las premisas que sirvieron de fundamento 
a la prueba indirecta demostrativa de la 
culpabilidad de Herrerías Escobar, reunen 
todas las condiciones que señala el Artícu- 
lo 586 P. P. para la admisión del medio 
justificativo de testigos. En ese caso, el 
Tribunal de segundo grado, tampoco le- 
sionó la doctrina de la disposición legal 
apuntada. 


Al castigar la Sala la. de la Corte de 
Apelaciones a Fernando J. Herrerías Es- 
cobar con la pena de QUINCE AÑOS de 
prisión corectiva, lo hizo de entero acuer- 
do con lo preceptuado en el Artículo 83 del 
Código Penal, pues para ello tomó como 
base que, no se trata de un solo delito, 
sino de varios de estafa y dos tentativas 
del mismo hecho punible y, que la pena 
correspondiente al mayor es la de cinco 
años de prisión correccional. En esa vir- 
tud le aplicó esta última, pero triplicada, 
como lo previene el aludido Artículo 83. 


No puede estimarse que en el caso sub- 
júdice exista el delito continuado de esta- 
fa, como han pretendido las defensas de 
los procesados; desde luego que, no fué una 
sola la resolución que tomaron los enjui- 
ciados para estafar a la Confederación del 
Canadá, apropiándose ilícitamente de los 
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valores que representaban los seguros de 
vida que simularon en los distintos casos 
que se pusieron de manifiesto durante el 
curso del juicio criminal, sino fueron tan- 
tas ellas, cuantos hechos delictuosos co- 
metieron. Analizando cada caso, se ve— 
con toda claridad—que si bien es cierto 
que hay pluralidad de acciones y unidad 
de ley violada, sin embargo, no hay uni- 
dad de determinación, por que fueron di- 
ferentes las cantidades estafadas y, para 
llegar a esa finalidad, los delincuentes, es 
indudable que planearon por separado ca- 
da delito; es decir, primero se propusieron 
apropiarse del seguro de vida tomado si- 
muladamente a nombre de Pedro Alvarez, 
y así sucesivamente para cada uno de los 
casos subsiguientes. Es incuestionable que 
al tomar una resolución de esas, estudia- 
ban la forma de cometer el hecho punible, 
con todas las probabilidades de un éxito 
seguro. Así es como se procuraba, en pri- 
mer término la obtención de una póliza 
a nombre de una persona engañada de an- 
temano por los culpables, o bien ficticia, 
como ocurrió en varios de los casos que se 
dejan reseñados. Luego, venía la serie de 
falsedades preparatorias para llegar a la 
apropiación de la cantidad estafada. Una 
vez conseguido esto, estudiaban y prepa- 
raban otro caso semejante para llegar a la 
misma finalidad., Es evidente, pues, que 
en el caso sub-júdice se trata de estafas 
múltiples, por lo que al castigar los tribu- 
nales de Instancia a los enjuiciados en 
la forma en que lo hicieron, la Sala sen- 
tenciadora no violó la doctrina conteni- 
da en el Artículo 65 del Código Penal, des- 
de luego que aplicó la pena consignada en 
el Artículo 83 del mismo cuerpo legal, sin 
modificación alguna. 


El recurrente Herrerías Escobar señaló 
también como vialado por la Sala la. de 
la Corte de Apelaciones el Artículo 192 del 
Código Penal, lo que hizo en el momento 
de introducir el recurso; pero, doce días 
después de ello, en un nuevo memorial que 
presentara rectificó, diciendo que por un 
error se había consignado tal ley en vez de 
los Artículos 407 y 408 del Código Penal. 
Mas, es el caso que la rectificación apun- 
tada fué hecha fuera de tiempo y, por esa 
causa no puede tomarse en consideración. 
En esa virtud procede entrar al análisis 
del aludido Artículo 192. Y, como esta úl- 
tima disposición legal no existe en nues- 
tra legislación por haber sido sustituida 
por el Artículo 50. del Decreto Legislativo 
1740, es indudable que la Sala sentencia- 
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dora de ningún modo pudo haber violado 
la Ley de que se viene haciendo referen- 
cia. 
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La culpabilidad de Francisco Zamora y 
Zamora, como co-autor de los hechos pu- 
nibles que han sido objeto del presente 
proceso, la basan los tribunales de Instan- 
cia en la prueba directa constituída por 
su propia confesión y en declaraciones de 
testigos, así como en los documentos 
obrantes en los autos. En ese caso, la Sa- 
la la. de la Corte de Apelaciones no in- 
fringió ninguno de los Artículos 587, 589, 
595, 596 y 597 P. P., los cuales se refieren 
al medio justificativo de presunciones, 
desde luego que no tuvo para qué valerse 
de ellas, por estar patentizada la delin- 
cuencia del cilado Zamora y Zamora con 
la prueba directa que se deja menciona- 
da. 

Por las mismas razones consignadas al 
entrar a considerar el Artículo 568 P. P., 
que señaló como infringido el recurrente 
Herrerías Escobar, puede asegurarse que 
dicha Ley tampoco la violó el Tribunal de 
segundo grado en lo referente al proce- 
sado Zamora y Zamora. 

Las deposiciones de los declarantes en 
que apoya su resolución la Sala la. de la 
Corte de Apelaciones, en la cual condena 
al recurrente Zamora y Zamora por re- 
putarlo culpable, reunen las cuatro con- 
diciones que requiere el Artículo 573 P. 
P., para que las declaraciones de dos o 
más testigos idóneos, constituyan prueba 
plena. Por tal motivo el indicado Tribu- 
nal tampoco quebrantó la Ley que se deja 
aludida. 

Entre los deponentes cuyos dichos tomó 
en cuenta el Tribunal sentenciador, figu- 
ran los de Héctor Navarrete Vélez, Ramiro 
Gutiérrez y Nicodás Ayala Flores. Los 
testimonios de estos señores, de ninguna 
manera pueden tacharse de parciales por 
el simple hecho de que se hayan visto en- 
rolados en el procedimiento criminal, des- 
de luego que por tal circunstancia no se les 
puede reputar como co-reos, cómplices o 
encubridores del delito, ya que en los au- 
tos quedó demostrada su inculpabilidad. 
Pero, aún prescindiendo de lo aseverado 
por los tres declarantes, siempre existe la 
prueba plena que constituyen los testimo- 
nios de los doctores Antonio G. Valdeave- 
llano y Eduardo Lizarralde, así como los 
documentos que corren agregados al juicio 
criminal. Y más todavía, lo aseverado por 


Navarrete Vélez, Gutiérrez y Ayala Flores, 
podría aceptarse de acuerdo con el crite-” 
rio informado por el Artículo 600 P. P., 
por no ser de falsedad la tacha, siempre 
en la suposición de que existiera. Lo dicho 
es más que suficiente para poner en evi- 
dencia que, la Sala la. de la Corte de Ape- 
laciones, no infringió el inciso 20. del Ar- 
tículo 581 P. P., que fué señalado como vio- 
lado en el recurso. 

Como el Artículo 583 P. P., está consti- 
tuído de dos incisos que encierran situa- 
ciones diferentes y, el recurrente no es- 
pecificó cuál de esas fracciones estimaba 
que había sido violada por el Tribunal sen- 
tenciador, a esta Corte no le es posible 
determinar si realmente hubo violación o 
no de la indicada ley; caso en el que tam- 
bién se halla con relación al Artículo 614 
P. P., ya que el análisis de la doctirna 
contenida en él, queda al libre criterio de 
los jueces de Instancia. : 

Los documentos públicos y auténticos 
que figuran en los autos, son suficientes 
para completar la prueba militante con- 
tra Zamora y Zamora, desde luego que po- 
nen de manifiesto la serie de falsedades 
cometidas por los culpables para conse- 
guir el fin que se proponían; razón por la 
que no pudo ser infringido el Artículo 603 
PRE 


La confesión prestada por el enjuiciado 
Zamora y Zamora, si bien puede reputar- 
se como espontánea, no constituye la úni- 
ca prueba de su delincuencia, por existir, 
como ya se dijo, otros medios legales que 
la ponen en evidencia. Al apreciarla la 
Cámara sentenciadora, no quebrantó el 
Artículo 609 P. P., desde el momento en 
que reune todas las condiciones que la in- 
dicada Ley requiere para su validez en 
juicio; así como también el inciso 100. del 
Artículo 21 C. P. y, como una consecuen- 
cia de ello, los números 76 y “7 del mismo 
cuerpo legal, porque la indicada confesión 
no es generadora de la circunstancia ate- 
nuante que invocó la defensa y, por en- 
de, no es el caso de aumentar ni de re- 
bajar la pena correspondiente a los deli- 
tos consumados y tentativas de que es res- 
ponsable el recurrente Zamora y Zamo- 


Ta: 


El juicio criminal que se tiene a la vis- 
ta, es demostrativo de que Francisco Za- 
mora y Zamora cooperó y tomó participa- 
ción muy directa en los distintos hechos 
punibles que son objeto de la pesquisa ju- 
dicial. De suerte, pues, que su responsa- 
bilidad está bien definida como autor y 


AS 


j 


quetzales lo estafado. 


AAN 


en ese concepto debe ser penado y no en 
calidad de cómplice de Herrerías Escobar, 
como pretende la defensa. Al estimarlo 
así el Tribunal de alzada no ocasionó le- 
sión alguna a las doctrinas contenidas en 
los Artículos 29, 30, 66, 67 y 69 C. P., ci- 
tados como violados por Zamora y Zamora 
y su abogado. 

En la consideración que se hizo en tor- 
no del Artículo 65 C. P. que señaló como 
infringido Herrerías Escobar, se dijo por 
qué razón la Sala no quebrantó esa Ley, 
que también menciona Zamora y Zamora 
en su recurso. Una consecuencia de ello 
es la de que, el mismo Tribunal tampoco 
haya cometido ningún error de derecho al 
no aplicar lo dispuesto en el Artículo 86 
del citado cuerpo legal, desde luego que, 
como ya se dijo, se tratá de varios deli- 
tos de estafa y dos tentativas del mismo 
que deben ser penados de acuerdo con lo 
establecido en el Artículo 83 C. P., toman- 
do como base la pena asignada a la ma- 
yor de las omisiones punibles apuntadas, 
que es la de cinco años. de prisión correc- 
cional, como lo estatuye el inciso 50. del 
Artículo 407 C. P., por exceder de un mil 
Luego, en ese ca- 
so, la Sala la. de la Corte de Apelaciones, 
asimismo, no quebrantó en lo referente al 
procesado Zamora y Zamora, ni el Artícu- 
lo 65, ni los números 86 y 407 inciso 5o., 
todos del Código Penal. 


Finalmente, el tantas veces citado Fran- 
cisco Zamora y Zamora asevera que la Sa- 
la sentenciadora infringió el Artículo 201 
de Pros. Penales, por la circunstancia de 
que, no obstante haber presentado una 
certificación justificante de que fue auxi- 
liado por el Juez 3o. Departamental para 
litigar como pobre, sin embargo, en el fa- 
llo ejecutorio no se le exoneró de reponer 


_el papel empleado en el proceso al del 


sello correspondiente. Mas, es el caso que, 
de acuerdo con lo estatuído en el Artículo 
676 P. P., no existe la violación de Ley 
apuntada por el recurrente, desde luego 
que la situación a que alude Zamora y Za- 
mora no se halla comprendida en ningu- 
na de las tasadas como causas de infrac- 
ción de ley para los efectos del recurso 
extraordinario de casación por tal moti- 
vo, en el repetido Artículo 676 P. P. 


— MI — 


También el procesado Antonio Narváez 
Quirnz manifiesta que la Sala la. de la 
Corte de Apelaciones violó los Artículos 
587, 589, 595, 596, 597 y 601 P. P. al con- 
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denarlo a él por su responsabilidad como 
cómplice en los tres hechos punibles en 
que aparece complicado; lo que es inexac- 
to, desde luego que, el Tribunal aludido 
apreció la prueba directa y completa, que 
constituyen: la confesión libre del enjui- 
ciado; los documentos auténticos en que 
figura dando parte al Registrador Civil de 
las defunciones de Juan López, Guadalupe 
Herrera y Pablo García; y, en los dichos 
repetidos de Ayala Flores. No habiendo, 
pues, utilizado el Tribunal de alzada la 
prueba indirecta de indicios, es indudable 
que no infringió ninguna de las seis leyes 
aludidas en este párrafo. 


Exactamente las mismas consideracio- 
nes que se hicieron al analizar los Artícu- 
los 568, 586 P. P., 65 y 86 del Código Pe- 
nal, que citaron los otros recurrentes an- 
teriores, corresponde hacer para demostrar 
que, en lo referente a Narváez Quiroz, 
tampoco fueron quebrantadas tales leyes 
por el Tribunal de segundo grado; cosa 
que de igual manera no acontece con la 
doctrina consignada en el Artículo 68 C. P.. 
desde el momento en que, evidentemente 
se halla establecido en los autos que, el 
delito cometido por los culpables en cada 
caso que planeaban era el de estafa; es 
decir, el mismo que se proponían llevar 
a cabo y, por ende, no consumaban uno 
distinto al que tenían in mente ejecutar. 
Y, como Narváez Quiroz asienta que el 
mismo Tribunal infringió el Artículo 11 C. 
P., corresponde declarar expresamente que 
no existe tal violación; porque, las omisio- 
nes voluntarias de leyes penales cometi- 
das por los delincuentes están de mani- 
fiesto en el juicio criminal y, por lo tanto, 
los delitos que se juzgan, se encuentran 
bien definidos. 


Los medios probatorios que consideró la 
Sala sentenciadora para llegar al conven- 
cimiento pleno de la responsabilidad de 
Antonio Narváez Quiroz como cómplice en 
tres de las estafas consumadas por He- 
rrerías Escobar y Zamora y Zamora, se en- 
cuentran comprendidos entre los señala- 
dos por el Artículo 570 P. P., de suerte, 
pues, que tales medios son legales. La 
confesión judicial prestada por Narváez 
Quiroz con todas las formalidades reque- 
ridas para su validez en juicio, produce 
una prueba plena de su culpabilidad; co- 
mo también la forman las partidas de de- 
función, en las que aparece el recurren- 
te dando parte de muertes que no habían 
ocurrido. En ese caso, la unión de ambos 
modos de justificación, es incuestionable 
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que producen la plena prueba que define 
el Artículo 571 P. P.; ya que la única con- 
secuencia que de ello se desprende, es la 
de delincuencia del repetido Narváez. Es 
verdad que en lo que atañe a Narváez 
Quiroz no figura más que una semi-plena 
prueba derivada de las declaraciones del 
testigo Ayala Flores; pero también es cier- 
to que ese principio de prueba sirve, úni- 
camente, para reforzar la justificación 
completa que se deja mencionada; de don- 
de se deriva que el dicho del repetido Aya- 
la Flores no se ha tomado aisladamente, 
ni tampoco se ha pretendido formar sólo 
con él, la demostración de responsabilidad 
del enjuiciado. Todo ello es suficiente pa- 
ra poner en evidencia que la Sala senten- 
ciadora no violó, ni el Artículo 572, ni los 
números 570 y 571 P. P., que señaló como 
infringidos el recurrente. , 


Los incisos lo. y 80. del Artículo 581 y 
la fracción 2a. del Artículo 583. P. P., con- 
sidera también violados por la Sala sen- 
tenciadora, Narváez Quiroz. La única de- 
claración de testigos que apreció el indi- 
cado Tribunal contra el recurrente, es la 
de Nicolás Ayala Flores; y ésto, en la for- 
ma. en que ya se dijo anteriormente. Y, 
como en el juicio criminal no se ha de- 
mostrado que exista la enemistad grave 
que define el inciso 1o., entre el declaran- 
te y el procesado, así como tampoco que 
el primero tenga interés directo o indi- 
recto en el pleito, y menos que haya sido 
condenado por falso testimonio, está fue- 
ra de toda duda que la indicada Cámara 
de Justicia no infringió ninguna de las 
tres leyes citadas al principio de este pá- 
rrafo; tanto más que el dicho de Ayala 
Flores, aún en el caso de que se hubieran 
establecido las tachas a que se refiere el 
recurrente, siempre se hubiera apreciado 
como una presunción, de acuerdo con lo 
establecido en el Artículo 600 P. P.; ya 
pesar de todo ésto, el testimonio de tal 
persona es sólo un agregado a la prueba 
plena ya existente. 


E yr AI 


Al resolver los tribunales de Instancia 
que el procedimiento quedaba abierto con- 
tra J. Toribio Barillas Fajardo y las otras 
personas que se han dejado mencionadas, 
lo hicieron precisamente en vista de las 
sindicaciones ya directas o indirectas que 
en el juicio criminal aparecen contra ellos. 
por haber tenido alguna participación en 
los distintos delitos que se investigan, 


En el caso particular de Barilas Fajar- 
, E 4 
do, cuyo apoderado especial introdujo el 
recurso de casación que se examina, hay 
motivos más que suficientes para procu= 
rar su captura, con el fin de que responda 
por los cargos que le aparecen en la ten- 
tativa de estafa que se cometió en lo re- 
ferente al seguro fraudulento que se tomó 
en nombre de Samuel Valladares; y si és- 
tos se desvanecieran hasta el grado de 
poner de manifiesto su inocencia, para 
que se le rehabilite por medio de la sen- 
tencia absolutoria que .corresponde. 


La tentativa de estafa es un hecho cons- 
titutivo de delito; o más bien dicho, es una 
omisión legal voluntaria penada por la 
ley; de donde se desprende que al tratar 
de perseguir los tribunales de Instancia al 
presunto culpable—para lo cual dejaron 
aiberto el procedimiento—la Sala la. de 
la Corte de Apelaciones no violó los Ar- 
ticulos 1o., 11 y 12 del Código Penal, que 
señala como quebrantados el recurrente. 


En el caso de Samuel Valladares, el he- 
cho punible resulta comprobado en el jui- 
cio crimnial, de una manera completa. Por 
tal razón el sobreseimiento que pretende 
la defensa del repetido Barillas Fajardo, 
no es procedente, desde luego que no se 
ha patentizado la inocencia de este señor, 
en todo lo actuado hasta ahora. . Luego 
al no declararlo la Sala sentenciadora, y 
por consiguiente decretar la suspensión 
del juicio en lo que respecta al defendido 
del Licenciado José Barillas Fajardo, no 
violó el Artículo 511, los incisos lo. y 11 
del Artículo 512 P. P., así como el 80. del 
Decreto Legislativo 1728; toda vez que, por 
lo que se deja dicho, el procedimiento de- 
be concluir por sentencia firme y no en la 
forma pretendida. Y, como una conse- 
cuencia de todo ello tampoco aparece vio- 
lado el Artículo 805 P. P. 


a 
Por todo lo que se deja considerado, con 
base en las leyes citadas y en lo que dis- 
ponen los Artículos 686 y 690 P. P., 
EL TRIBUNAL DE CASACION, 
Resuelve: 
lo.—Desestimar los cuatro recursos ex- 


traordinarios de que se han venido ha- 
ciendo mérito; y e 


F 
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20.—Imponer a cada uno de los recu- 
¡«rrentes, quince días de arresto conmuta- 
bles a razón de diez centavos diarios. 


Notifíquese y devuélvanse los autos al 
Tribunal de su origen en la forma que co- 
rresponde. 


J. M. Reina Andrade. — Federico O. Sa- 
lazar. — Carlos Castellanos R. — Alberto 
Argueta S. — José Serrano Muñoz. — Ante 
mí, Juan Fernández C., Secretario. 


CRIMINAL 


Corte Suprema de Justicia, Guatemala, 
siete de Junio de mil novecientos treinta 
y cuatro. 

En casación, se examina la sentencia 
proferida por la Sala 6a. de la Corte de 
Apelaciones, en la causa que por el delito 
de hurto, se instruyera contra Rosendo de 
León Rodas y Bonifacio Rodas de León. 


de 


David Ovando vió que con uno de los 
casimires que le fueron hurtados, vestía 
Rosendo de León, quien al indagársele afir- 
mó haberlo comprado a Bonifacio Rodas, 
al que también comprara otros cortes Mi- 
guel Gramajo, lo que confirmó éste; ha- 
vido Bonifacio Rodas, negó haber realiza- 
do los hechos que se le atribuían, y ya en 
el término probatorio trató de establecer 
que el día y hora de autos se encontraba 
en el teatro Roma de Quezaltenango. El 
Juez de la. Instancia de Totonicapán, dic- 
só sentencia absolviendo del cargo a Ro- 
sendo de León y a Bonifacio Rodas. 


E 


La Sala jurisdiccional al conocer en con- 
sulta, aprobó el fallo en cuanto a la ab- 
solución de Rosendo de León, con la en- 
mienda de que no era por no haberse 
probado la propiedad y preexistencia de 
los objetos, sino por falta de prueba; la 
improbó en lo demás, declarando que Bo- 
nifacio Rodas era autor del delito de hur- 
to, imponiéndole seis meses de arresto ma- 
yor, inconmutables; la adicionó en el sen- 
tido de que dejaba abierto el procedimien- 
to contra algunos testigos y la persona que 
los propuso, para establecer si habían in- 
urrido en falso testimonio. 
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El fallo de Segundo Grado se basa en 
las siguientes consideraciones: 


Que no era cierto lo afirmado por el 
Juzgado de la. Instancia de que no se ha- 
bía establecido legalmente la propiedad y 
preexistencia de los objetos cuerpo del de- 
lito, pues en ese caso no habría base pa- 
ra el procedimiento como lo indicaba 
aquel Tribunal, porque con las declaracio- 
nes de Rufino Chavarría, Federico de 
León R. y Pedro Juárez, se había probado 
la posibilidad del denunciante David Ovan- 
do de poseer los casimires que le fueron 
hurtados y además con lo establecido en 
autos de haber aparecido un vestido con- 
feccionado con uno de tales casimires, el 
cual fué- presentado por Javier de León, 
padre de Rosendo del mismo apellido. 


Que estaba plenamente probada la cul- 
pabilidad de Bonifacio Rodas de León, co- 
mo autor del delito de hurto, con las pre- 
sunciones que se derivaban de los hechos 
siguientes: a) haber manifestado dicho 
reo en su primera declaración indagato- 
ria que no recordaba si en la fecha de 
autos se encontraba en San Cristóbal To- 
tonicapán o en Quezaltenango y después 
en la misma declaración, que sí se encon- 
traba en San Cristóbal Totonicapán, sin 
precisar exactamente en donde, y que se 
encontraba huyendo para evitar “lillos” 
porque sabía de la orden de captura lií- 
brada en su contra; b) haber manifesta- 
do en su careo con Rosendo de León que 
en la fecha de autos se había ido a ver 
una película al teatro Roma de Quezalte- 
nango, proponiendo el testimonio de va- 
rias personas, de las cuales dos afirmaron 
que era falsa que hubieran estado con él, 
así como lo expuesto por el representante 
del teatro “Roma” de que no hubo función 
la tarde y noche de autos; y c) haber dic- 
taminado los expertos que las letras con- 
tenidas en lo escrito por el reo y en el 
papel que se dice envió a Miguel Gramajo 
eran escritas por la misma persona; pre- 
sunciones que estimaba graves, precisas y 
concord%4ntes, por lo cual lo condenaba 
imponiéndole con fundamento en el ava- 
lúo practicado, la pena de seis meses que 
se deja relacionada. 

Que aunque hubo suficiente mérito pa- 
ra decretar la prisión de Rosendo de León, 
no había prueba plena para condenarlo, 
pues en su contra sólo existía el dicho 
de Miguel Gramajo. 

Que existiendo mérito suficiente para ins- 
truir averiguación con respecto a si Ma- 
nuel Valdés, Félix García, Luis Hernán- 
dez, Ramiro López y Marcos Mazariegos, 
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y la persona que los propuso, habían incu- 
rrido en falso testimonio, debía certificar- 
se lo conducente. 


A y y Aa 


Bonifacio Rodas de León, con auxilio del 
Abogado José Dionisio Palacios, introdujo 
recurso de casación, denunciando como in- 
fringidos los artículos 259, 281, 568, 572, 
581, 586 inciso 50., 729 y 731 Prs. Pns. Lle- 
nados los trámites de ley y señalándose 
día para la vista, es el caso de resolver 
lo que en derecho corresponde. 


CONSIDERANDO: que en la causa que 
se tiene a la vista con motivo del recurso 
de casación, está plenamente comprobada 
la base del procedimiento criminal incoa- 
do contra Bonifacio Rodas de León por el 
delito de hurto, por cuya razón el Tribunal 
sentenciador no violó lo dispuesto por el 
artículo 259 de Prs. Pns. Tampoco infrin- 
gió el 281 del Código citado, por existir 
prueba testimonial de que el acusador don 
David Ovando L. sí es persona acomodada 
y por consiguiente capaz de hallarse po- 
seyendo los cortes de casimir y etaminas 
que dijo le fueron hurtadas el primero 
de marzo del año pasado. Estando plena- 
mente establecidos los hechos de los cua- 
les la Sala sentenciadora hizo derivar las 
presunciones humanas que enumera en 
su fallo, siendo a su vez éstas graves, pre- 
cisas y concordantes como la.ley lo re- 
quiere, y correspondiendo a los Jueces de 
Instancia su apreciación jurídica, el tri- 
bunal de segundo grado no pudo violar lo 
precepíuado en el artículo 568 de Prs. Pns., 
por estar bien comprobados los dos extre- 
mos que dicho artículo requiere. Como 
la Sala profirió su sentencia condenato- 
ria en virtud de la existencia de prueba 
indirecta, no infringió los artículos 572, 
584 y 586 inciso bo. de Prs. Pns. que se 
refieren a la prueba directa, y a la ma- 
nera de apreciarla; fuera de que la prue- 
ba de descargo que dice el recurrente que 
no tomó la Sala, nada valen ante*el hecho 
establecido de que no había función en el 
Teatro Roma el primero de marzo del año 
pasado. El artículo 729 de Prs. Pns. en 
lugar de violarse, se aplicó rectamente 
pues se trata de una sentencia condena- 
toria y el 731 del mismo 'cuerpo de leyes, 
no pudo infringirse, por excluirlo el 729, 
toda vez que se trata de una sentencia 
condenatoria y no absolutoria del cargo. 


POR TANTO: La Corte Suprema de Jus- 
ticia, de acuerdo con lo que establecen los 
artículos 673, 674, 676, 684, 686 y 690 Prs. 


Pns.; 22 Dto. 1728, DESESTIMA el recur- 
so de casación interpuesto, e impone al 
recurrente la pena adicional de quince 
días de prisión simple, conmutables a ra- 
zón de cincuenta centavos de quetzal dia- 
rios. 

Notifíquese y como corresponde, devuél- 
vanse los antecedentes al tribunal de su 
origen. 


J. M. Reina Andrade. — Federico O. Sa- 


lazar. — Carlos Castellanos R. — Alberto 
Argueta S. — José Serrano Muñoz. — Ante 
mí, Juan Fernández C., Secretario. 


CRIMINAL 


Corte Suprema de Justicia, Guatemala, 
siete de junio de mil novecientos treinta 
y cuatro. 

En casación, se examina la sentencia 
proferida por la Sala la. de la Corte de 
Apelaciones, en el proceso que por el deli- 
to de estafa, se instruyera contra Maxi- 
miliano Avila Lemus. 


e E 


A varias personas servidas por la empre- 
sa Agua de las Minas, se presentó un su- 
jeto, afirmando ser empleado de aquélla 
e indicándoles la urgencia de que se hi- 
cieran diversos trabajos para que el agua 
continuara cayéndoles, estafándoles por es- 
te medio pequeñas cantidades de dinero. El 
Juez 60. de la. Instancia, con apoyo en 
las investigaciones seguidas, testimonio de 
Francisco Rodríguez, haber sido emplea- 
do Avila Lemus de la empresa menciona- 
da, efectos que le fueron recogidos, y otras 
consideraciones más, dictó sentencia de- 
clarando a Maximiliano Avila autor de es- 
tafa, imponiéndole seis meses de arresto, 
conmutables en su totalidad, a razón de 
veinticinco centavos de qugtzal diarios. 


MOE, Ios 


La Sala jurisdiccional confirmó el fallo 
apelado, basándose para ello, en la siguien- 
te consideración: - 

“Que de los hechos comprobados se des- 
prendía que el autor de las estafas, era el 
enjuiciado Maximiliano Avila; hechos que 
el Juez detallaba en sus apreciaciones, los 
que estaban debidamente calificados para 
establecer la presunción de culpabilidad 
del acusado. 


SS PAT 
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El reo, auxiliado por el abogado Valen- 
tín Dávila Barrios, introdujo el presente 
recurso, denunciando como violados los 
artículos 568, 573, 587, 594, 595, 596, 597 
y 601 Prs. Pns. 

Previa tramitación legal y señalamien- 
to de día para la vista, es el caso de re- 
solyver lo que en derecho proceda. 

CONSIDERANDO: que hay plena prue- 
ba de la existencia del delito y de que el 
procesado lo cometió, en consecuencia la 
Sala sentenciadora no pudo infringir el 
artículo 568 Prs. Pns. 

CONSIDERANDO: que el fallo que se 
examina está basado en prueba indirec- 
ta, y en tal virtud el Tribunal de Segundo 
Grado no pudo violar el artículo 573 Prs. 
Pns. que contiene preceptos relativos al va- 
lor jurídico de la prueba testimonial. 


CONSIDERANDO: que toda vez que se 
encuentran debidamente establecidos los 
hechos de los cuales se deriban las pre- 
sunciones humanas, y siendo éstas graves, 
precisas y concordantes, es indudable que 
la Sala la. tampoco pudo infringir la doc- 
trina contenida en los artículos 587, 594, 
595, 596, 597 y 601 P. P. por corresponder 
a los jueces de instancia su apreciación. 


POR TANTO: El Tribunal de Casación, 
con apoyo en los artículos 686 y 690 Prs. 
Pns. y 20. Dto. Leg. 1740, DESESTIMA el 
recurso interpuesto e impone al recurren- 
te la pena de quince días de prisión sim- 
ple, conmutables a razón de veinticinco 
centavos de quetzal diarios. Notifíquese y 
en la forma que corresponde, devuélvanse 
los antecedentes. 


J. M. Reina Andrade. — Federico O. Sa- 
lazar. — Carlos Castellanos R. — Alberto 
Argueta S. — Ante mí, Juan Fernández C., 
Secretario. 


CRIMINAL 


Corte Suprema de Justicia, Guatemala, 
catorce de junio de mil novecientos trein- 
ta y cuatro. 

Visto por recurso extraordinario de ca- 
sación y con sus respectivos antecedentes, 
el fallo de 2a. Instancia pronunciado en 
la causa instruída contra Marcelo Pocón 
Hernández por los delitos de violación y 
estupro, perpetrados en la persona de Gra- 
ciela Manzo Coloma. 
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Mercedes Coloma de Manzo, esposa de 
José Manzo Búcaro, al advertir que su 
hija Gabina Graciela, de catorce años de 
edad, estaba en cinta, procuró inquirir 
quién era la persona que había abusado 
torpemente de ella; y por medio de ame- 
nazas logró que Graciela le refiriera lo 
que sigue: que Pocón Hernández, sujeto 
que vive en una casa contigua a la que 
habitan ellos (Manzo, la Coloma y la me- 
nor) cuando había llegado a extraer agua 
de un pozo, le agarró por detrás e intro- 
duciéndole en la boca un pañuelo, la des- 
floró, dándole.a entender que la mataría 
si se quejaba. 

El padre de la ofendida presentó su 
querella ante el Juez Municipal de San Pe- 
dro Sacatepéquez con fecha dieciséis de 
Abril del año retropróximo. 

Al ser interrogado Pocón Hernández 
manifestó: que hacía cinco meses, poco 
más o menos, cultivaba relaciones amo- 
rosas con la hija de Manzo, y se había 
visto obligado a desflorarla y saciar sus 
deseos lividinosos, porque fueron muchas 
las insinuaciones que le hizo Graciela en 
ese sentido, y prosiguieron con sus rela- 
ciones sexuales todas las noches, pues ella 
llegaba a buscarle penetrando por la cer- 
ca de su casa. 

El Juez 4o. de la. Instancia del Depar- 


«tamento de Guatemala, para mejor fallar, 


dispuso la práctica de un careo entre Mar- 
celo Pocón Hernández y Graciela Manzo; 
y que se examinara a Higinio Pocón, Ma- 
nuel de Jesús Pocón, José Coronado Po- 
cón, Gregorio Bit y Gregorio Pocón, de 
conformidad con los interrogatorios pre- 
sentados por el acusador. Al llevarse a ca- 
bo el mencionado careo no se logró que la 
ofendida y Pocón se pusieran de acuerdo. 
Tomada declaración a Manuel de Jesús y 
Gregorio Pocón y Gregorio Bit respondie- 
ron en sentido afirmativo a las preguntas 
que les fueron dirigidas para probar los 
hechos que a continuación se expresan: 
a) que al iniciarse la causa contra Mar- 
celo Pocón, dicho sujeto les encargó que 
se abocaran con el acusador para que con- 
sintiera en suspender el procedimiento, 
manifestándole que él (Marcelo) le pro- 
metía casarse con su hija Graciela; b) 
que esa comisión la cumplieron llegando 
a la casa de Manzo; y c) que los mismos 
testigos estaban de acuerdo con todo lo 
que Marcelo les había dicho. 

El funcionario méncionado anteriormen- 
te, dictó sentencia absolviendo a Pocón 
Hernández del cargo que se le había for- 
mulado por el delito de violación. 
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En segunda Instancia, tanto el Procura- 
dor como el Fiscal, pidieron la confirma- 
toria del fallo apelado. 

Y la Sala 2a. de la Corte de Apelaciones, 
el veinticuatro de marzo del corriente año, 
al resolver en definitiva, lo hizo de acuer- 
do con los pedimentos que acaban de 
mencionarse. 

José Manzo, auxiliado por el Licenciado 
don S. Herrera, introdujo el recurso ex- 
traordinario dé casación por quebranta- 
miento de forma y violación de ley; fun- 
dándose con relación a lo primero, en los 
artículos 661 y 677 incisos lo. y 20. del Có- 
digo de Procedimientos Penales; y con 
respecto a lo 20., denuncia como infringi- 
dos los artículos 5, 11, 12, 22 incisos 50. y 
11o., 27, 29, 43, 65, 66, 76, 77, 324 y 326 
del Código Penal; 4, 252, 259, 323, 570 in- 
cisos 20., 4o., 50. y 60., 570, 571, 587, 589, 
607, 609, 729, 735 inciso 30. y 665 del Có- 
digo de Procedimientos Penales. 


CONSIDERANDO: Si bien es verdad, que 
al substanciarse la segunda Instancia se 
incurrió en un lapsus cálami, variando el 
orden de los traslados, también lo es, que 
el juicio fué fenecido con intervención del 
acusador. : 


La prueba a que alude Manzo Búcaro 
fué pedida para mejor fallar, y dada la 
índole de esta clase de resoluciones, las 
partes no tienen que intervenir en las mis- 
mas; y los Jueces y Tribunales pueden or- 
denar que se practique cualquiera diligen- 
cia. De lo expreso se deduce que no hay 
quebrantamiento de forma. 


CONSIDERANDO: Es cierto que Gabina 
Graciela Manzo Coloma imputa a Marce- 
lo Pocón Hernández los hechos punibles 
que dieron origen a su encausamiento; 
pero no se justificó de una manera plena, 
la fuerza e intimidación que para yacer 
con ella usara el procesado, quien confie- 
sa haber tenido con frecuencia accesos 
carnales con Gabina Graciela, aseguran- 
do que el coito lo efectuaba con anuencia 
de su novia y antigua amiga y vecina, y 
por las reiteradas insinuaciones que ésta 
le hacía. Y en ese concepto, el Tribunal 
sentenciador no infringió los Artos. 11, 324 
y 326 del Código Penal ni el 259 de Proce- 
dimientos Penales. 


CONSIDERANDO: Cuando el recurren- 
te cita artículos que contienen varios in- 
cisos, al Tribunal de Casación no le es 
dable escoger y analizar la disposición legal 
que mejor le parezca con relación al re- 
curso interpuesto, toda vez que no está 


facultado para ello; razón por la cual no 


se entra, en el presente caso, al examen 
de los artículos 27 y 29 del Código Penal 
y 570 de P. P. Tampoco se analiza el 43 
dei primer cuerpo de leyes que acaba de 
citarse, por haber sido reformado. E 


CONSIDERANDO: Los artículos 5, 12, 22 
incisos 5 y 11; 65, 66, 76 y 77 del Código 
Penal; 4o., 323, 570 incisos 20., 40., 50. y 60., 
571, 252, 587, 589, 607, 609, 729, 735 inciso 
3o. y 665 del Código de Procedimientos 
Penales carecen de aplicación en el caso 
sub-júdice, pues el primero, establece que 
los delitos o faltas comprendidas en el Co- 
digo Penal se perseguirán de oficio. El 
consentimiento o perdón del ofendido, no 
extingue ni modifica la acción penal; y 
que se exceptúan de las disposiciones an- 
teriores y sólo podrán perseguirse a ins- 
tancias de parte, o en virtud de denuncia 
del agraviado, los delitos respecto de los 
que se ordene así expresamente en el Có- 
digo mencionado con anterioridad; el se- 
gundo, estatuye que: el que cometiere un 
delito será responsable de él, incurriendo 
en la pena que la ley señala, aunque el 
mal recaiga sobre persona distinta de 
aquella a quien se proponía ofender o el 
mal causado fuere distinto del que se pro- 
ponía ejecutar; el tercero se refiere a que 
son circunstancias agravantes: la preme- 
ditación conocida (fracción 5a.) y ejecu- 
tar el delito por medio de fractura o esca- 
lamiento de lugar cerrado (fracción 11) 
el cuarto establece que los jueces no pue- 
den alterar las penas, sino en los térmi- 
nos y casos que las leyes prescriben; el 
quinto, preceptúa que a los autores de un 
delito o falta se impondrá la pena que 
para el delito o falta que hubieren come- 
tido se hallare señalado por la ley; el sex- 
to y séptimo determinan respectivamen- 
te las reglas a seguir, cuando no haya cir- 
cunstancias de atenuación ni agravación; 
y el aumento y reducción de la pena, en 
el caso de que sólo hubiere agravantes O 
atenuantes; el octavo establece el objeto 
del procedimiento criminal; el noveno, es- 
tatuye a que a pesar de la confesión, el 
Juez deberá practicar todas aquellas dili- 
gencias que contribuyan a aumentar la 
convicción de que el procesado es el de- 
lincuente, así como las que conduzcan a 
la comprobación del cuerpo del delito; el 
décimo enumera los medios de prueba: 
presunciones (fracción 2a.) inspección 
ocular (fracción 4a.) juicio pericial (frac- 
ción 5a.) confesión (fracción 6a.); el un- 
décimo y décimo tercero definen respec- 


1 


/ 


tivamente, lo que es prueba plena, y, que 
son presunciones humanas y legales, el 
duodécimo estatuye lo que el Juez debe 
hacer cuando el delito haya dejado vesti- 
gios o pruebas materiales de su perpetra- 
ción; el décimo cuarto determina cuando 
hay presunción humana, el décimo quin- 
to y décimo sexto se refieren respectiva- 
mente, al valor jurídico de la inspección 
practicada por el Juez y a la confesión ju- 
dicial; el décimo séptimo expresa cuando 
procede dictar sentencia condenatoria; el 
décimo octavo, inciso tercero, estatuye que 
si la sentencia fuere declaratoria se fija- 
rá la pena aplicable a cada uno de los pro- 
cesados; y el décimo noveno prescribe que 
podrá ser interrogado un testigo en Se- 
gunda Instancia, si en la Primera se hu- 
biere omitido tomarle declaración por in- 
convenientes ajenos a la parte interesada. 


POR TANTO: La Corte Suprema de Jus- 
ticia, con fundamento en lo prescrito por 
los Artos. 690 del C. P. P. y 233 del Dec. 
Leg. No. 1928, declara improcedente el re- 
curso interpuesto e impone a la parte que 
lo introdujo, quince días de arresto con- 
mutables a razón de diez centavos de quet- 
zal por cada día. 


Notifíquense y devuélvanse los autos. 


J. M. Reina Andrade. — Federico O. Sa- 
lazar. — Carlos Castellanos R. — Alberto 
Argueta S. — José Serrano Muñoz. — Ante 
mí, Juan Fernández C., Secretario. 


pr 


CRIMINAL 


> 


Corte Suprema de Justicia, Guatemala, 
catorce de junio de mil novecientos treinta 
y cuatro. 

Por recurso extraordinario de casación 
se examina la sentencia ejecutoria que 
profirió la Sala 2a. de la Corte de Apela- 
ciones, el cuatro de abril del año en cur- 


- so en el proceso instruido a Manuel Solís 


Coloma por el delito de incendio cometi- 
do por imprudencia temeraria. El recurso 
fué patrocinado por el Abogado Rodrigo 
Anzueto; y en él se citan como violados 
los Artículos 419 inciso lo. 423 inciso 2o. 
y 434 del Código Penal. 

La resolución de la. Instancia, fue pro- 
ferida el dieciocho de octubre de mil no- 
vecientos treinta y tres, y en ella se de- 
clara que, Manuel Solís Coloma es respon- 


í 
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sable como autor del delito de incendio 
cometido por imprudencia temeraria; por 
lo que le impone tres años de prisión co- 
rrectiva conmutables hasta en sus dos 
terceras partes a razón de quince centavos 
de quetzal diarios, y que con abono del 
tiempo padecido deberá purgar en la Pe- 
nitenciaría Central. Y finalmente hace las 
otras declaraciones pertinentes, el Juez 4o. 
Departamental. 


La sentencia ejecutoria originante del 
recurso que se examina, confirma en to- 
das sus partes la de primer grado. 

En los antecedentes que se tienen a la 
vista aparece de manifiesto lo que sigue: 

José María Chamalé, vecino del muni- 
cipio de San Raymundo, habitaba con su 
mujer, Marcelina Cojón, un rancho edifi- 
cado en el terreno de Manuel Solís, ubi- 
cado en el Llano Virgen del pueblo in- 
dicado. 

El catorce de octubre de mil novecien- 
tos treinta, en ocasión de que Chamalé y 
su mujer se hallaban ausentes de su casa, 
trabajando en lugares distantes, llegó a la 
habitación indicada Manuel Solís, llevan- 
do consigo una carga de carbón todavía 
con fuego, y la colocó sobre otras que 
guardaba en el rancho que servía de vi- 
vienda a los indígenas Chamalé y la Co- 
jón; y después de ello se retiró Solís ce- 
rrando de nuevo la puerta. 


El carbón ardiendo aún, hizo que se in- 
cendiara el otro, y así fué como tomó fue- 
go toda la casa pajiza hasta destruirse por 
completo, destrucción que también acabó 
con todo lo que los habitantes de dicho 
rancho guardaban en él. 

En acta que se levantó el quince de oc- 
tubre ante los oficios del Alcalde Primero 
Municipal de San Raymundo, Solís reco- 
noció su falta y se comprometió en ese 
acto a pagarle a la Cojón el valor de to- 
dos los objetos que en el acta mencionada 
se detallan, así como a reconstruir la vi- 
vienda, por su cuenta. 


Al ser capturado Manuel Solís Coloma 
el veintiocho de febrero de mil novecien- 
tos treinta y tres, se le indagó; diligencia 
en la que comenzó negando la acusación, 
aseverando que en la fecha de autos se ha- 
llaba en lugar diferente. Sostenía además 
que el rancho era de su propiedad, pues 
sólo se lo había dejado a Chamalé para 
que lo habitara, con la condición de guar- 
dar en él, el carbón del declarante. De- 
cía también que el incendio fué debido pro- 
bablemente al fuego que allí mantenía la 
Cojón para sus usos culinarios. Pero al 


E 
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final de dicha diligencia reconoció el con- 
tenido del acta que se levantó en el Juz- 
gado Municipal de San Raymundo al día 
siguiente del siniestro; reconocimiento 
que asímismo hizo de su firma. 

Por otra parte los testigos Lorenzo, Jo- 
sefa y Lorenza Cotzajay, están conformes 
en sus dichos, al aseverar que un poco an- 
tes de las once horas del catorce de oc- 
tubre de mil novecientos treinta vieron 
entrar a Solís Coloma, llevando consigo una 
carga de carbón ardiendo, que fué a colo- 
car encima del que guardaba en dicho ran- 
cho, con lo que se produjo el incendio. 

El acusado, al pretender probar su ino- 
cencia, propuso los testimonios de Bernar- 


do Coloma Parelo, Ricardo Estrada Solís: 


y Alberto Orellana Estrada. Mas, es el ca- 
so que ninguno de estos tres declarantes 
presenció el hecho, tan sólo se concretan 
a conjeturar acerca del probable origen del 
incendio, estimando que fué debido al fue- 
go que en el rancho mantenía la Cojón. 
Todos los objetos detallados en el acta 
de quince de octubre de que se ha venido 
haciendo referencia, fueron valorados en 
la suma de CIENTO SESENTA Y SIETE 
QUETZALES, TREINTA Y CINCO CEN- 


'TAVOS Y MEDIO. 


En esos datos se funda la resolución 
originante del recurso. 

Y como la vista se efectuó en la fecha 
señalada para el efecto, es el caso de re- 
solver lo que proceda en derecho. 

CONSIDERANDO: Que por el hecho de 
que, en el juicio criminal aparezca justi- 


_ficado que el daño causado al acusador 


Chamalé con el incendio que destruyó por 
completo su vivienda, así como todos los 
bienes muebles que en ella poseía, siniestro 
debido a la imprudencia del acusado, exce- 
da de la cantidad de CIEN QUETZALES, no 
puede estimarse que la Sala 2a. de la Cor- 
te de Apelaciones cometió un error de de- 


recho al no imponer al culpable, la pena” 


consignada en el inciso 20. del Artículo 
423 C. P., como asevera el recurrente. 

El Tribunal sentenciador para el efecto 
de penar al enjuiciado por la infracción 
legal de que es responsable, relacionó el 
inciso lo. del Artículo 419 con la fracción 
primera del Artículo 434 C. P., relación a 
la que sirvió de base la doctrina conteni- 
da en el Artículo 435 del mismo cuerpo 
legal; con lo que desde luego, no violó 
ninguna de las leyes citadas en primer 
término. En efecto: la vivienda de Cha- 
malé se hallaba en lugar despoblado, co- 
mo se desprende del acta de la inspección 


ocular que se practicó en el lugar del su- 
ceso, pues según ella, sólo se encuentran 
en ese lugar tres ranchos más, pero a re- 
gular distancia unos de los otros. Luego 
el caso se halla comprendido en el inciso 
lo. del Artículo 419 ya aludido. Ahora bien, 
como se trata en dicha ley de hechos pu- 
nibles castigados cón ocho años de pri- 
sión correctiva, está fuera de toda duda 
que es un delito grave, al tenor de lo que - 
dispone el Artículo 435, también ya cita- 
do. En tal virtud, la Cámara sentencia- 
dora hizo recta aplicación del Artículo 434 
del Código Penal, ley de la que el recu- 
rrente señala como violadas las fracciones 
primera y última; porque en el juicio cri- 
minal aparece evidenciado que, Manuel 
Solís Coloma, por su imprudencia teme- 
raria, debe responder por un hecho que, 
si mediare malicia, sería constitutivo de 
un delito grave. z 

Todo lo que se deja considerado, es más 
que suficiente para demostrar que la Sa- 
la 2a. de la Corte de Apelaciones no in- 
fringió ninguna de las leyes señaladas co- 
mo violadas en el recurso que se resuelve. 


POR TANTO: El Tribunal de Casación, 
con apoyo en las leyes que deja citadas 
y, en lo que disponen los Artículos 686 y 
690 P. P.. DESESTIMA el recurso de que 
se ha hecho mérito, e impone al recurren- 
te quince días de arresto conmutables a 
razón de diez centavos diarios. 

Notifíquese y devuélvanse los autos. 


J. M. Reina Andrade. — Federico O. Sa- 
lazar. — Carlos Castellanos R. — Alberto 
Argueta S. — José Serrano Muñoz. — Ante 
mí, Juan Fernández C., Secretario. 
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Corte Suprema de Justicia, Guatemala, 
catorce de junio de mil novecientos trein- 
ta y cuatro. 

Para resolverlo se tiene a la vista el re- 
curso extraordinario de casación que in- 
trodujo Ramón Morales López, a quien se 
procesa por el delito de homicidio. Dicho 
recurso está basado en la creencia que 
tiene el recurrente sobre que la Sala la. 
de la Corte de Apelaciones violó la doc- 
trina contenida en el inciso 4o. del Artícu- 
lo 20 del Código Penal, al dictar el fallo 
ejecutorio de que más adelante se trata- 
rá; y fue patrocinado por el Procurador 
de la Sala 2a. de la Corte de Apelaciones. 
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Los antecedentes del recurso indicado, 
son los que siguen: 

Ramón Morales (a) “El Diablo”, de ofi- 
cio zapatero, tenía establecido su domi- 
cilio en el mes de diciembre del año de mil 
novecientos treinta y tres, en la pobla- 
ción de San Benito del Departamento del 
Petén. En la casa en donde habitaba 
existía su pequeño taller y, para ese efec- 
to, como a dos varas de la puerta de ca- 
lle colocó su mesa de trabajo, en la cual 
tenía los útiles necesarios, incluso las cu- 
chilas indispensables a todo zapatero. Ra- 
món Morales López es un hombre impe- 


dido de la pierna derecha que lo imposi-. 


bilita para moverse libremente. 


Como entre las diez y las once horas 
del veintinueve de diciembre ya citado, se 
oyeron dos detonaciones de revólver en el 
taller antes aludido; por lo que presto 
se constituyó el Juez de Paz, asociado co- 
mo corresponde, en el lugar de referencia. 
En la calle, y como a dos varas del fren- 
te de la puerta, la autoridad judicial en- 
contró botado en el suelo a Ignacio Linga, 
quien presentaba dos heridas causadas 
con arma de fuego; individuo que estaba 
imposibilitado para hablar. En el interior 
del taller, la misma autoridad también 
halló botado en el piso a Ramón Morales 
López, con varias heridas causadas con 
arma blanca, presentando además lesiones 
leves en las manos. 


De la declaración indagatoria del citado 
Morales López se saca en claro; que a la 
hora de autos, en ocasión de que estaba 
sentado ocupado en su trabajo frente a la 
mesa de que antes se habló, y en momen- 
tos en que salía del taller Marto Franco, 
llegó Ignacio Linga—persona con la que 
tenía antecedentes enojosos de familia— 
y empezó a insultarlo. En el calor de la 
ira, Linga le dió un bofetón que lo hizo 
. Caer al suelo, postura en la que presto lo 
atacó, indudablemente con una de las 
cuchillas que tenía sobre su mesa, con el 
propósito de causarle la muerte y valién- 
dose de que no podía levantarse por estar 
baldado de la pierna derecha. En esa si- 
tuación angustiosa para él, trató de de- 
fenderse con los pies, pero sólo consiguió 
que su agresor le diera fuertes puntapies 
en la caja toráxica y le infiriera las lesio- 
nes de que adolecía, mas, al rodar por el 
suelo con las extremidades inferiores, por 
casualidad hizo que cayera la mesa indi- 
cada y con el movimiento se abrió la ga- 
veta y saltó su revólver, arma que al estar 
- 2 su alcance tomó y con ella en defensa 
de su vida, disparó sobre su atacante, quien 
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al sentirse herido salió a la calle y fué a 
caer frente a la puerta, lugar de donde lo 
levantó la autoridad. : 


Las declaraciones del Jefe Político De- 
partamental, del Cirujano Militar, del Al- 
calde y Secretario Municipal y de Tomás 
Franco, ponen de manifiesto que en la pie- 
za en donde se hallaba el taller de Mora- 
les López se encontraron manchas de san- 
gre en distintos lugares del piso; y que ade- 
más, tanto la mesa de trabajo como los 
otros objetos existentes, se hallaban tira- 
dos en el suelo en completo desorden, in- 
dicándose con ello que acababa de luchar- 
se en dicho taller. También el Jefe Po- 
lítico y el Cirujano Militar informaron que 
Morales López, tenía lesiones producidas 
con arma cortante en las manos y en la 
pierda izquierda, fuera de los golpes con- 
tusos de que antes se ha hecho mención. 


Linga fué traído en avión al Hospital 
General de esta ciudad por encontrarse 
sumamente grave, establecimiento en 
donde después de hechas las primeras cu- 
raciones fué interrogado por el Juez 60. 
Departamental. En dicho acto Linga ex- 
puso: que en la fecha de autos, al pasar 
frente al taller de su cuñado Morales Ló- 
pez, éste lo llamó en tono amenazante, por 
lo que se paró frente a la puerta, tan sólo 
para recibir tres disparos que le hizo Mo- 
rales López, a consecuencia de los cuales 
cayó en la calle, de donde lo levantó la 
autoridad. Más adelante, al negar que en- 
tró al taller, y que le ocasionara heridas 
y puntapiés al repetido Morales López, sin 
embargo asienta que le dió una bofetada a 
este sujeto, después que se levantara del 
suelo en donde cayó a consecuencia de los 
primeros disparos que le infiriera su cu- 
ñado Morales López. Además manifiesta 
que con el mencionado individuo ya tenía 
antecedentes de enemistad derivados de re- 
laciones de familia, a consecuencia de ha- 
berlo abandonado la hermana del interro- 
gado por el mal trato que le daba. Y, que 
en cierta ocasión fué prevenido por Fran- 
cisco Morataya de que Morales López tra- 
taba de ultimarlo, lo que ocurrió un mes 
antes del suceso que se investiga. 

El citado Francisco Morataya asevera 
que en cierta ocasión que llegó a la casa 
de Morales López a mediados del año an- 
terior, este señor le dijo que Linga se le 
había escapado varias veces, pero tenía 
que “fregarlo”. Dijo además que el niño 
Carlos Gutiérrez oyó tal especie. Mas, tal 
afirmación—que fué negada por Morales 
López—no se justificó en ninguna forma 
durante el curso del juicio criminal, 
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En los autos quedó establecido con los 
dichos del Jefe Político y del Cirujano Mi- 
litar del Departamento, que del interior 
del taller de Morales López para el lugar 
en donde fue encontrado Linga había un 
reguero de sangre, además de la que exis- 
tía dentro de la casa. Consta asimismo en 
el juicio criminal, de una manera autén- 
tica, que Ramón Morales López es una 
persona inválida, incapaz de poderse de- 
fender con sus propias fuerzas en el caso 
de ser agredido: que es un sujeto de bue- 
nos antecedentes, que nunca ha sido pro- 
cesado por delito alguno; y que Ignacio 
Linga estuvo enjuiciado por el delito de 
asesinato cumpliendo condena en la Pe- 
nitenciaría Central. 


En vista del informe médico emitido por 
el Cirujano del Hospital General, con fe- 
cha catorce de febrero de este año, en el 
que se detallaban las lesiones sufridas por 
Linga, se especificaba además el tiempo en 
que curarían dichas heridas, dictó su sen- 
tencia el Juez Departamental del Petén el 
veintitrés del mismo febrero. En dicho fa- 
llo el Juez de primer grado estima que 
en los autos aparecen perfectamente ca- 
racterizados los tres elementos necesarios 
para establecer la legítima defensa; y, por 
esa causa absuelve a Morales López del 
cargo que se le formulara por el delito de 
lesiones, por estar exento de responsabi- 


lidad. 


El tres de marzo del año en curso fa- 
lleció Ignacio Linga en el Hospital Gene- 
ral de esta ciudad de síncope bulbar post- 
anestésico, como una consecuencia indi- 
recta de las lesiones que sufriera. Como 
las actuaciones se hallaban en la Sala la. 
de la Corte de Apelaciones, Tribunal al que 
fueron elevadas en consulta, del fallo de 
la. Instancia el veintisiete de febrero an- 
terior, pidió dicha Cámara de Justicia el 
certificado de defunción corespondiente y 
el informe de la autopsia practicada al 
cadáver y, con esos datos, el siete de abril 
de este año dictó la sentencia ejecutoria 
que sirve de base al recurso que se exami- 
na. El Tribunal de alzada estima que en 
el caso sub-júdice no existe la prueba con- 
creta y expresa de cada uno de los re- 
quisitos que son indispensables para la 
exención de responsabilidad criminal: que 
no puede presumirse legítimamente su 
existencia, porque es necesario que aparez- 
ca establecido de manera plena, de parte 
de quién se originó la agresión. Y además 
aparece constancia en los autos, que tan- 
to el acusado como el occiso se acometie- 
ron voluntaria y recíprocamente. En vis- 


ta de tal consideración y de que se halla 
constatada la muerte de Ignacio Linga, 
resuelve, declarando que Ramón Morales 
López (a) “El Diablo” es responsable como 
autor del delito de homicidio perpetrado 
en la persona de Ignacio Linga, por lo que 
le impone diez años de prisión correccio- 
nal inconmutables, rebajados en sus dos 
treceras partes por las circunstancias ate- 
nuantes que señalan los incisos primero y 
décimo del artículo 21 gel Código Penal. 

Hace las declaraciones correspondientes 
en derecho. Y finalmente seobresee las 
diligencias en lo que respecta a Ignacio 


.Linga, por haber fallecido. 


Y, como la vista se efectuó en la fecha 
señalada para el efecto, el Tribunal de 
Casación, 


CONSIDERA: Que desde el momento en 
que la única prueba del hecho que se pes- 
quisa es la confesión calificada que, libre- 
mente prestó Ramón Morales López y, to- 
da vez que en el juicio criminal existen 
constancias en pro de la calificación que 
hiciera el acusado, debe aceptarse su di- 
cho en la parte que le es favorable. 


Dice él que es impedido y que tiene bal- 
dada la pierna derecha. Tal exrtemo lo 
demuestra de una manera completa el jui- 
cio pericial que se siguió con ese fin, el 
cual además, pone de manifiesto que, el 
citado Morales López está incapacitado, 
por tal motivo de defenderse con sus pro- 
pias fuerzas en el caso de ser agredido, 
siendo por otra parte su semblante; de- 
macrado, anémico y raquítico. 

La misma confesión establece que, el 
procesado fue derrivado al suelo de un bo- 
fetón que le propino Ignacio Linea, cuan- 
do se hallaba sentado trabajando frente a 
la mesa en donde tenía todos sus enseres 
necesarios. Linga, no obstante que negó 
haber entrado al taller, aseveró que sí le 
dió un bofetón al repetido Morales López. 


Continúa asegurando el enjuiciado, que 
al verlo caído Linga en el suelo, tomó una 
cuchilla de zapatero que estaba sobre la 
mesa y con ella empezó a agredirlo, has- 
ta causarle las lesiones que presentaba, así 
como los golpes contusos que le ocasionó 
con los pies en el instante en que trataba 
de defenderse rodando y resbalándose por 
el piso, a la vez que procuraba defenderse 
con las extremidades inferiores, lucha que 
fué causa de que se derribaran los mue- 
bles y objetos existentes en el cuarto, has- 
ta quedar en completo desorden. Tanto el 
Jefe Político Departamental, como el Ci- 
rujano Militar, quienes acudieron al tea- 
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tro del suceso junto con la Autoridad Ju- 
dicial que intervino desde el primer mo- 
mento, declaran que, el desarreglo en que 
se hallaba el taller de Morales López era 
completo, pues todos los objetos que ha- 
bían en él, estaban botados; que además 
se veían manchas de sangre y señales de 
lucha en el piso. Y por otra parte deponen 
acerca del estado en que se hallaba el 
procesado, y dan fé de lo que dijo en ese 
instante a la autoridad que lo interrogó. 


Fuera de todo esto, hay constancias au- 
ténticas en las actuaciones, demostrativas 
de que el enjuiciado es de limpios antece- 
dentes, no habiendo sido procesado nunca 
por ninguna falta; y que el occiso ya ha- 
bía sido condenado por el delito de asesi- 
nato. 


Todo lo que se deja considerado, es in- 
dudable que pone de manifiesto que, en 
el caso sub-júdice hubo agresión ilegítima 
por parte de Ignacio Linga; y por ende, 
que faltó provocación suficiente de Ra- 
món Morales López, quien sólo trató de de- 
fenderse. 


El juicio pericial a que antes se ha he- 
cho alusión y lo confesado por Morales 
López acerca de que al verse en situación 
tan angustiosa, pues nadie oía sus gritos 
por medio de los cuales pedía auxilio y, 
además Linga no dejaba de atacarlo con 
el cuchillo, es demostrativo todo eso, de 
que hubo necesidad racional del medio que 
empleó el enjuiciado para impedir o repe- 
ler el ataque que se le hacía; tanto más 
que, del informe emitido por el Cirujano 
Departamental del Petén que reconoció a 
Linga desde el primer momento, se des- 
prende que una de las lesiones que sufrió 
Con arma de fuego, o sea la del brazo, iba 
dirigida de abajo hacia arriba, lo que es 
corroborante de lo afirmado por Morales 
López sobre que el primer disparo lo hizo 
cuando estaba caído en el suelo, obligando 
con ello a que Linga corriera hacia la ca- 
lle, instante en que disparó por segunda 
vez, por temor a que regresara. 


Lo considerado es suficiente para demos- 
trar que la Sala Primera de la Corte de 
Apelaciones cometió un error de derecho 
al no aplicar como corresponde ,la doctri- 
na contenida en el inciso 40. del Artículo 
20 del Código Penal, ley que citó como 

violada el recurrente. 


Por tal motivo es procedente la admi- 
sión del recurso, para resolver lo proceden- 
te en derecho, : 
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POR; TANTO: El Tribunal de Casación, 
con apoyo en la ley que deja citada y en 
lo que disponen los Artículos 686 y 687 P. 
P. CASA Y ANULA la ejecutoria recurri- 
da y resolviendo en lo principal declara: 
que Ramón Morales López queda absuel- 
to del cargo de homicidio, por estar exen- 
to de responsabilidad criminal. 


Notifíquese y devuélvanse los autos. 


J. M. Reina Andrade. — Federico O. Sa- 
lazar. — Carlos Castellanos R. — Alberto 
Argueta S. — José Serrano Muñoz. — Ante 
mí, Juan Fernández C., Secretario. 


CRIMINAL 


Corte Suprema de Justicia, Guatemala, 
dieciocho de junio de mil novecientos 
treinta y cuatro. 


Vista por recurso extraordinario de ca- 
sación y con sus respectivos antecedentes, 
la resolución proferida por la Sala Prime- 
ra de la Corte de Apelaciones, el cinco de 
abril retropróximo, en que confirma el au- 
to de sobreseimiento definitivo que dictó 
el Juez Sexto de Primera Instancia del De- 
partamento de Guatemala, en el proceso 
instruído contra Ricardo Echeverría He- 
rrera por el delito de estafa. Tanto la re- 
solución de primera como de segunda Ins- 
tancia, se fundan en haberse hecho paten- 
te la inocencia del enjuiciado con la do- 
cumentación que obra en la causa. 


El acusador Octavio Ortega Orozco, con 
auxilio del Licenciado don Francisco M. 
Rodas introdujo contra este último pro- 
nunciamiento el recurso que hoy se exa- 
mina, por quebrantamiento de forma, pues 
estima que el sobreseimiento es prema- 
turo, en virtud de que estando el juicio 
aún en sumario mo podía rendir todas 
las pruebas pertinentes al caso, y lógico 
era que el proceso se abriera a prueba pues- 
to que se había constituído formal acusa- 
dor de Echeverría Herrera y denunció co- 
mo infringidos los Artículos 512, 516, 517, 
534, 566, 567 y 60. del Código de Procedi- 
mientos Penales; 80. y 14 del Decreto Le- 
gislativo número .1728. 


El señor Ortega Orozco se presentó por 
escrito ante el Juez Primero de Paz con 
fecha veintinueve de mayo del año próxi- 
mo pasado, manifestando, entre otras co- 
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sas, lo que sigue: que don Ricardo Miguel 
Echeverría Herrera le había vendido al se- 
ñor Rodolfo García Marroquín un terreno 
como de treinta cabalerías de extensión, 
poco más o menos, situado en Camotán, 
jurisdicción departamental de Chiquimu- 
la, denominado “Cerro Gacho”, e inscrito 
en el Primer Registro de la Propiedad In- 
mueble bajo el número mil seiscientos no- 
venta y tres, al folio doscientos diez y seis 
del Libro veintidós de Chiquimula. A con- 
tinuación García Marroquín le hipotecó a 
Echeverría Herrera el terreno que acaba 
de mencionarse en ocho mil pesos oro ame- 
ricano, y el último de dichos señores le ce- 
dió ese crédito a doña Adela Orantes de 
Brolo, quien a su vez lo cedió al compa- 
reciente. Como García Marroquín no le 
pagó los intereses respectivos, trató de lo- 
calizar la propiedad en garantía, y enton- 
ces pudo cerciorarse de que el terreno “Ce- 
rro Gacho” no existe en territorio guate- 
malteco, y sí hay uno con este nombre 
que pertenece a Jacinto Alvarez Villares y 
forma parte de la finca “Veguitas”. A la 
señora Orantes de Brolo, tampoco le fué 
posible averiguar los límites del referido in- 
mueble; y al reclamarle a Echeverría He- 
rrera, el cumplimiento de la obligación, 
Eusebio Soto, agente de don Ricardo, le 
propuso (a Ortega Orozco), la cesión, ne- 
gocio que aceptó, habiéndose obligado 
Echeverría Herrera a responder por la in- 
solvencia de García Marroquín, constitu- 
yendo fianza hipotecaria a su favor (de 
Ortega) sobre la finca urbana de su pro- 
piedad ubicada a inmediaciones de San- 
ta Clara; y sobre un sitio en el Guarda 
Viejo; que presentaba las escrituras públi- 
cas de los contratos relacionados, en don- 
de constan los hechos delictuosos, y la cer- 
tificación expedida por la Jefatura Polí- 
tica de Guatemala que demuestra la in- 
existencia del terreno tantas veces men- 
cionado; y que los culpables habían caído 
bajo la sanción de los Artículos 406, 411 
y 413 del Código Penal. 


Iniciada la correspondiente averiguación 
en el Juzgado Primero de Paz y agregados 
a las diligencias los documentos que las 
partes presentaron, fué continuada la 
pesquisa por el Juez Sexto de Primera Ins- 
tancia, funcionario que le puso fin en la 
forma ya expresada anteriormente, reso- 
lución, que como ya se dijo, confirmó la 
Sala jurisdiccional. 


CONSIDERANDO: El quebrantamiento 
de forma que invoca el acusador es impro- 
cedente, por que no se encuentra 'com- 


—- 


prendido en ninguno de los casos que enu- 
mera el Artículo 677 del Código de Proce- 
dimientos Penales. 

CONSIDERANDO: Que el terreno “Ce- 
rro Cacho” existe, se justificó con el títu- 
lo que le fué expedido al Licenciado don 
José A. Medina por el Presidente de la Re- 
pública en aquella época, Licenciado don 
Manuel Estrada Cabrera, con fecha vein- 
tiocho de noviembre de mil ochecientos 
noventa y ocho (1898) Además, obran en 
el proceso: a) el informe emitido por el 
Alcalde Primero Municipal de “La Unión”, 
donde consta que en dicho municipio se 
encuentra el mencionado terreno y es con- 
siderado como anexo de la finca “Vegui- 
tas”; y b) los testimonios de escrituras pú- 
blicas que contienen los contratos relacio- 
nados anteriormente; y el de mutuo con 
hipoteca, qu el antiguo dueño de Cerro 
Gacho celebró con el representante del 
Banco de Guatemala; la carta de pago que 
se refiere a la deuda contraída por el Li- 
cenciado Medina; y las cancelaciones hi- 
potecarias otorgadas por el apoderado de 
Gerardo Echeverría Aguilar y don Ricar- 
do de los mismos apellidos. 


Del contenido de los documentos que 
acaban de mencionarse no se deduce la 
culpabilidad de Echeverría Herrera, pues 
no está probado que los contratos sean si- 
mulados y se otorgaran con el propósito 
de perjudicar a un tercero. Tampoco se 
justificó que Echeverría Herrera usando 
de algún engaño defraudara o causase 
perjuicios a Ortega Orozco, y nada prue- 
ban sobre este particular, las declaracio- 
nes de Eusebio Soto y J. Antonio Zelaya 
Meléndez, quienes manifestaron lo que si- 
gue: el primero, relata lo consignado en 
los contratos celebrados entre Echeverría 
Herera y García Marroquín, y los que efec- 
tuaron don Ricardo Echeverría Herrera y 
doña Adela de Brolo, y, la señora de Bro- 
lo con Octavio Ortega Orozco; además, 
asegura Soto, que le propuso el negocio a 
don Octavio, y es cierto que Echeverría 
Herrera varias veces llamó a Ortega para 
darle en pago de los ocho mil dólares, la 
finca “El Administrador”, y, sólo faltaban 
las medidas del inmueble para efectuar el 
traspaso respectivo. - Y el segundo testigo, 
únicamente declara acerca del último de 
los hechos expuestos por Eusebio Soto. 


En consecuencia, la Sala. sentenciadora . 


no violó el Artículo 80. del Decreto Legisla- 
tivo número 1728. 

CONSIDERANDO: No se entra al análi- 
sis del Artículo 512 del Código de Procedi- 


a 


mientos Penales, por que contiene varios 
incisos y el recurrente no cuidó de expre- 
sar cuál estimaba infringido. . 


CONSIDERANDO: Los Artículos 516, 
517, 534, 566, 567 y 60. del Código que 
acaba de citarse; y 14 del Decreto Legis- 
lativo 1728, carecen de aplicación, toda 
vez que el primero, contiene la definición 
de juicio plenario; el segundo, estatuye que 
elevada la causa a plenario podrá darse 


testimonio de lo actuado a costa del que lo 


solicite; y a las partes directamente inte- 
resadas o cuando sea necesario hacer uso 


de la causa o de alguno de sus pasajes. 


para agregarla a otro proceso, si se trata 
de causas en que lo prohiba la decencia; 
el tercero prescribe que el acusador debe- 
rá formalizar por escrito su acusación, en 
el plenario, dentro del plazo que señala el 
Artículo 518; el cuarto, preceptúa que es- 
tá obligado, a probar el que afirma. Y lo 
está el que niega, cuando su negación es 
contra una presunción legal o envuelve la 
afirmación expresa de un hecho; el quin- 
to y sexto, fueron reformados, respectiva- 
mente, por los Artículos XXVI y VIII del 
Decreto Legislativo número 1928; y el sép- 
timo, establece la división del término pro- 
batorio; la duración del ordinario, y del 
extraordinario; y los casos en que éstos 
pueden concederse. 


POR TANTO: La Corte Suprema de Jus- 
ticia, con fundamento en lo estatuido por 
el Artículo 690 del Código de Procedimien- 
tos Penales, declara improcedente el recur- 
so interpuesto e impone a la parte que lo 
introdujo quince días de arresto, conmu- 
tables en su totalidad, a razón de diez 
centavos de quetzal diarios. 

Notifíquese y con certificación de lo re- 
suelto, devuélvanse los autos al Tribunal 
de su origen. 


J. M. Reina Andrade. — Federico O. Sa- 
lazar. — Carlos Castellanos R. — Alberto 


Argueta S. — José Serrano Muñoz. — Ante : 


mi, Juan Fernández C., Secretario. 


CRIMINAL 


Corte Suprema de Justicia, Guatemala, 
diez y nueve de Junio de mil novecientos 
treinta y cuatro. 

En casación, se examina la sentencia 
proferida por la Sala 5a. de la Corte de 
Apelaciones, en la causa que por el delito 
de infanticidio frustrado, se 
contra Dionicia Ortiz Sánchez. 


instruyera 
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En una hondonada de dos metros de 
profundidad, fué encontrada en San Agus- 
tín Acasaguastlán, una niña recién na- 
cida, completamente desnuda y con una 
pequeña hemorragia bucal; de las investi- 
gaciones seguidas se sospechó que la ma- 
dre fuese Dionicia Ortiz Sánchez, quien 
negando al principio, confesó ante el Juez 
de Paz, que era su hija, la cual había pro- 
creado con su cuñado Cipriano Hernández 
Nájera; que al darle a luz la había aban- 
donado por el asco y miedo que le provo- 
cara el verla, y con el fin de que murie- 
se y así no llegara a conocimiento de su 
padre, pues su madre, Eulalia Ortiz y su 
amante Cipriano Hernández, estaban de 
acuerdo en que la criatura no apareciera; 
ampliada su declaración ante el Juez de 
Instancia de Zacapa, no ratificó la ante- 
rior y sostuvo: que al sentarse a defecar 
había dado a luz, cayendo la criatura al 
suelo, en donde la dejara para ir a traer 
unas tijeras con qué cortarle el cordón um- 
bilical, pero que durante ese lapso de tiem- 
po Emilia Ortiz encontrando a la recién 
nacida, refirióselo a su madre y ésta a otra 
señora, llegando a ser pronto del conoci- 
miento de la autoridad. El Juez de la. 
Instancia de Zacapa dictó sentencia de- 
clarando que Dionicia Ortiz era autora de 
abandono de niños, imponiéndole por tal 
infracción la pena de tres años de prisión, 
conmutable hasta en sus dos terceras par- 
tes a razón de diez centavos de quetzal 
por día. 


ul Th 


En apelación del fallo, conoció la Sala 
jurisdiccional, confirmándolo con la refor- 
ma de que el delito cometido por Dionicia 
Ortiz, era el de infanticidio frustrado, por 
el cual le imponía dos años de prisión co- 
rreccional. 

Se basa el fallo de segunda instancia, 
en las consideraciones siguientes: 

Estudio acerca de los elementos que ju- 
rídicamente constituyen el delito frustra- 
do de infanticidio; 

Análisis de la prueba rendida a favor de 
la sindicada y apreciación de los hechos 
que aparecen probados en autos, deducien- 
do de ellos que la procesada se había he- 
cho acreedora a la sanción penal que la 
ley determina,; ; 

Que el delito de infanticidio consuma- 
do se castigaba con tres años de prisión, y 
que siendo la encausada Ortiz Sánchez 
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autora del delito de infanticidio frustra- 
do, debía imponérsele dos años de prisión 
correcional, o sea los dos tercios de la pena 
asignada al delito consumado; 


Que la circunstancia alegada por el Fis- 
cal, relativa a que Dionicia Ortiz había 
procurado con celo reparar el mal causa- 
do, o impedir sus ulteriores consecuencias, 
no se encontraba establecida en autos pa- 
ra estimarla como atenuante a su favor. 


— MI — 


La reo con auxilio del Abogado Alberto 
Paz y Paz, introdujo el presente recurso 
por quebrantamiento del procedimiento y 
por violación de ley; citando para fundar 
el quebrantamiento el artículo 499 Prs. 
Pns. y por violación, los siguientes: 30., 
40., 259, 566, 568, 571, 731, 573, 586 incisos 
20. y 40.; 608 y 609 P. P.; 11, 298 Código 
Penal y 119 de la Ley Constitutiva del Po- 
der Judicial. 


Previa tramitación legal y señalamien- 
to de día para la vista, es el caso de re- 
solver lo que en derecho proceda. 


a 


El Tribunal de casación estima, que la 
Sala sentenciadora obró jurídicamente al 
aplicar a la reo la pena de dos años de 
prisión correcional como autora del deli- 
to de infanticidio frustrado, es decir, apli- 
có exactamente al hecho cometido, el pre- 
cepto legal o fórmula adoptada por el le- 
gislador y que encierran los artículos 298, 
69, 27 y 16 del Código Penal en su defini- 
ción correspondiente. 


Todos los testigos espontáneamente unos 
y requeridos otros, expusieron ante el Juez. 
la noticia que poseían acerca del hecho in- 


vestigado y por consiguiente, se comprobó 


la finalidad que la ley persigue con dicha 
prueba. Con respecto al modo de compro- 
bación de los hechos por medio de peri- 
tos, ha adquirido ya en el derecho moder- 
no toda su importancia, pero siempre se 
halla dominado por la idea esencial de que 
si bien los peritos formaban una aprecia- 
ción, los jueces no se encuentran nunca 
ligados por ella y son libres, atendiendo 
a sus convicciones, de adoptar o no el dic- 
tamen del perito (entendiéndose que la 
apreciación libre del dictamen pericial no 
es una facultad sin garantía). 


Del estudio de la pieza de instrucción, 
se deduce claramente, que lo alegado por 
la defensa no concuerda con ella por ser 
distinta la relación de los hechos, las cir- 
cunstancias que lo rodearon y los motivos 
determinantes. 


Lo alegado en las instancias y en el re- 
curso de casación, de que los hechos atri- 
buídos a la procesada no integran el de- 
lito de infanticidio frustrado, mucho me- 
nos demostrar la intención que se dice tu- 
vo de abandonar a su hija para que se 
muriera, no es verdad. Basta analizar el 
delito en su aspecto externo (frustración) 
y tenemos que éste se verifica cuando se 
realizan subjetivamente todos los actos ne- 
cesarios, esto es, cuando concurren todos 
los elementos que se requieren para que 
el agente produzca el hecho en la nor- 
malidad de los casos, y no se produce por 
una causa ajena a su voluntad; este ca- 
mino fué recorrido por Dionicia Ortiz Sán- 
chez y no puede torcerse con la versión 
inaceptable de que dejó abandonada a su 
hija para ir a traer unas tijeras y unos 
pañales, pues dada la distancia del lugar 
donde se verificó el parto, al rancho en 
donde vivía, debió dar voces o pedir auxi- 
lio y no dejarla abandonada para no cum- 
plir las obligaciones que la naturaleza y 
la ley le imponían desde aquel momento. 


La ignorancia del estado de embarazo 
que dice la procesada y que sostiene la de- 
fensa, no es de la importancia que se le 
ha querido dar, toda vez que el delito 
de infanticidio por omisión, se comete 
cuando hay incumplimiento en la ejecu- 
ción de una orden positiva de la ley, la 


que consistía en haber recogido a la hija 


y llevársela a su rancho para prestarle los 
cuidados indispensables, pero en caso de 
no poder andar, pudo dar voces como ya 
se dijo, para que se le prestara el auxilio 
necesario. El doctor Mora en su obra de 
Medicina Legal, habla de la ignorancia del 
estado de embarazo y determina las con- 
diciones en las que sí es posible un parto 
por sorpresa, en una mujer normal, de in- 
teligencia mediana y en la que las reglas 
hayan desaparecido desde el principio o 
padezca de anomalías mentales. Circuns- 
tancias médico legales que no fueron pro- 
badas; fuera de que Dionicia Ortiz Sán- 
chez no es la ignorante que se afirma, bas- 
ta leer sus diferentes declaraciones en las 
que trató de demostrar que no era culpa- 
ble, así como de que su acción no era 
extraña, pues lo hacían a diario la gente 
ladina; también hay que estar a lo afir- 


id a id 


Por 


nt: 
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mado por la madre de la acusada, que ma- 
nifiesta que no ignoraba el estado de em- 
barazo de su hija, y que ésta había dicho 
al principio de la investigación, que la 
hija hallada no era de ella, pues era muy 
honrada y que estaba como Dios lo man- 
daba. 
CONSIDERANDO: Que la prueba en ma- 
teria criminal, es aquella que sirve para 
proporcionar al Juez la convicción de la 
realidad y certeza de los hechos denuncia- 
dos; en la causa que se estudia en virtud 
del recurso de casación, consta que Dio- 
nicia Ortiz Sánchez, el día ónce de agos- 
to de mil novecientos treinta y tres tuvo 
una hija a quien dejó abandonada en el 
campo y no obstante sus reiteradas ne- 
gativas de que ella fuera la madre de di- 
cha niña, se comprobó de una manera di- 
recta que sí era de ella, habiendo confe- 
sado después, que dispuso abandonarla en 
el lugar donde nació, con el objeto de que 
se muriera y se la comieran los animales, 
pues quería que nada se supiera, dada la 
circunstancia especial, de que el padre de 
la hija recién nacida era el marido de su 
hermana. Artos. 568 y 570 Prs. Pns. 


CONSIDERANDO: que la Sala senten- 
ciadora al confirmar la sentencia proferi- 
da por el Juez de la. Instancia de Zacapa, 
con la reforma de que el delito cometido 
por Dionisia Ortiz Sánchez era de infan- 
ticidio frustrado y no de abandono de ni- 
ños como lo había calificado el Juez, no 
infringió lo dispuesto en el artículo 499 
de Prs. Pns., por estar facultada de con- 
formidad con el artículo 735 de Prs. Pns 
en su inciso 3o., de hacer la calificación 
de los hechos, e imponer a los autores de 
ellos la pena que la ley señala, y por con- 
siguiente no se quebrantó el procedimien- 
to por no haber tomado a la reo su con- 
fesión con cargos por el delito de infan- 
ticidio frustrado como alega la recurren- 
te. 


CONSIDERANDO: que estando plena- 
mente establecida la culpabilidad de Dio- 
nicia Ortiz Sánchez como autora del de- 
lito de infanticidio frustrado, el Tribunal 
sentenciador, no violó los artículos 11 y 
298 del Código Penal, así como tampoco 
los artículos 259, 568, 571, 573, de Prs. Pns. 
Mucho menos pudo infringirse el artículo 
586 del mismo código en su inciso 20., que 
preceptúa que para apreciar el mérito de 
la declaración de un testigo, el tribunal 
considerará las circunstancias que el mis- 


, . 
mo artículo especifica. El artículo 609 de 
Prs. Pns. que se refiere a la confesión y 
que ésta hará plena prueba en juicio, por 
consiguiente no se infringió por el tribu- 
nal sentenciador, toda vez que su fallo lo 
fundó en la prueba directa existente en 
autos y no en confesión alguna. El 608 
tampoco se infringió ya que se refiere a 
la fé del juicio pericial y que su califica- 
ción corresponde al tribunal sentenciador 
según las circunstancias. 


Como la sentencia que correspondía dic- 
tar a los tribunales era condenatoria, el 
artículo 731 de Prs. Pns. no tenía ningu- 
na aplicación, por referirse dicha ley al 
caso de que la sentencia sea absolutoria 
del cargo, siendo esta la razón por la cual 
no se infringió dicho artículo, por no exis- 
tir ninguna nulidad en la causa, así co- 
mo por ser en la sentencia en donde se 
hace la calificación de los hechos y no co- 
mo alega la recurrente que debe hacerse 
en el acto de tomarse confesión con car- 
gos, el artículo 119 de la Ley Constituti- 
va del Poder Judicial no se violó. Los ar- 
tículos 2 y 4 de Prs. Pns. tampoco se in- 
fringieron, pues tratan: por su orden que 
no están comprendidos en el artículo an- 
terior las faltas cuyo conocimiento compe- 
te a las autoridades del orden administra- 
tivo y que se castigan por la vía discipli- 
naria; y que el procedimiento criminal 
tiene por objeto la averiguación de un de- 
lito o falta; el descubrimiento y convic- 
ción del que lo cometió, y la imposición en 
su caso, de la pena merecida. El primero 
por no tener ninguna aplicación y el se- 
gundo, por haber sido aplicado rectamen- 
te. 


POR TANTO: La Corte Suprema de Jus- 
ticia, de acuerdo con la ley citada y lo es- 
tablecido en los artículos 673, 674, 676, 
684, 686 y 690 Prs. Pns.; 22 Dto. 1728, 732 
y 7135 Prs. Pns. DESESTIMA el recurso 
de casación interpuesto y le impone a la 
recurrente la pena adicional de quince días 
de prisión simple, conmutables a razón de 
diez centavos de quetzal por día. 


Notifíquese y con certificación de lo re- 
suelto, devuélvanse los antecedentes a 
dónde corresponde. 


J. M. Reina Andrade. — Federico O. Sa- 
lazar. — Carlos Castellanos R. — Alberto 
Argueta S. — José Serrano Muñoz. — Ante 
mi, Juan Fernández C., Secretario. 
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CRIMINAL 


Corte Suprema de Justicia, Guatemala, 
diecinueve de junio de mil novecientos 
treinta y cuatro. 


Visto por recurso extraordinario de ca- 
sación y con sus respectivos antecedentes, 
el fallo de segunda Instancia pronunciado 
en la causa instruida contra Francisco 
Cuevas Buezo por el delito de hurto. 


Don Guillermo Sinibaldi Z. con fecha 
veintitrés de septiembre de mil novecien- 
tos veintisiete, se presentó por escrito ante 
el Juez de Paz de Morales acusando a 
Francisco Cuevas y Pablo Petión y a las 
demás personas que resultaron culpables 
del robo de madera perpetrado en su te- 
rreno “El Centinela”, compuesto de nueve 
caballerías y diez y ocho manzanas, ins- 
crito bajo el número cincuenta y siete, fo- 
lio noventa y ocho, Libro Primero de Iza- 
bal. En ese predio, dice el señor Sinibal- 
di tenía más de cuatrocientos árboles de 
caoba, según lo acreditaba con el docu- 
mento marcado con la letra B., que acom- 
pañaba a su memorial juntamente con el 
testimonio de la escritura pública otor- 
gada por doña Felisa Alva viuda de Cha- 
cón, a su favor, el ocho de julio del año 
de mil novecientos veinte, ante el Nota- 
rio don Eleazar Urmeneta. Tamb'én ma- 
nifestó el acusador lo que sigue: que por 
carta recibida de don Federico Aquino se 
había enterado que en su terreno sólo le 
quedaban cincuenta árboles delgados, ha- 
biendo sido cortados los demás por Cuevas 
y Petión, quienes de una manera audaz se 
apoderaron de la madera, vendiéndola 
después a una Compañía exportadora. Pre- 
sentaba el documento señalado con la le- 
tra C., para justificar que en su terreno 


únicamente existía el número de árboles. 


que acaba de mencionarse y para probar 
one dichos señores eran los autores del he- 
cho delictuoso pedía el examen de Juan E. 
Toledo, Francisco Tillit y Carlos García. 


Iniciadas las primeras diligencias en el 


Juzgado de Paz de Morales, prosiguió el 


proceso el Juez de Primera Instancia de 
Izabal, dándole fin con la sentencia de fe- 
cha veintiséis de febrero del corriente año 
en que declara: 1lo.——Absuelto a Francisco 
B. Cuevas, del cargo que le fué formula- 
do por el delito de hurto, por no estar ple- 
namente comprobada su responsabilidad 
criminal; 20.—Que se cancele la fianza 
prestada para la excarcelación del enjui- 


ciado, tan pronto como el fallo obtenga la 
aprobación del Tribunal Superior; y 30.— 
Que deja a salvo los derechos del señor Si- 
nibaldi de conformidad con lo dispuesto 
en el último Considerando de la sentencia. 


En segunda Instancia don Antonio Lei- 
va, como apoderado de don Guillermo Si- 
nibaldi alegó entre otras cosas lo que si- 
gue: que el Juez sentenciador no tuvo pre- 
sente la inspección ocular practicada por 
el Juez de Paz de Morales con fecha pri- 
mero de noviembre de mil novecientos 
veintisiete. Diligencia que hace plena 
prueba en cuanto a que el terreno en que 
Cuevas cortó la madera de caoba pertene- 
ce al señor Sinibaldi, toda vez que no se 
trata de operaciones que necesiten cono- 
cimientos técnicos, como sería la medida 
del terreno “El Centinela”, sino de una 
operación mecánica, cual es la de localizar 
el mismo terreno en vista de los mojones, 
del título de propiedad del señor Sinibal- 
di Z. y del mapa que indica la distribu- 
ción que en aquella época se hizo en lo- 
tes de los terrenos de Morales y Quebra- 
das. Que la inspección judicial está refor- 
zada con las deposiciones de Pablo García, 
Guadalupe Méndez, Cecilio Castellón y 
Manuel Vallecillos, quienes declaran de 
conformidad con el interrogatorio que 
obra al folio ciento treinta y cinco de la 
cuarta pieza de autos y no incurrieron en 
contradiciones al ser repreguntados. La 
diligencia que para mejor fallar y a últi- 
ma hora ordenó el Juez de Primera Ins- 
tancia, no dió resultado, pues los linderos, 
después de siete años de cometido el de- 
lito y de seis de haberse practicado la pri- 
mera inspección ocular ya habían desapa- 
recido a causa del crecimiento tan rápido 
de la vejetación en aquellas costas. Que 
no era la primera vez que Cuevas se intro- 
ducía a terrenos que no le pertenecían, a 
cortar madera de caoba. Al folio ciento 
cuarenta y siete de la cuarta pieza de la 
causa figura un documento en que consta 
que el enjuiciado pagó a don Tomás Palma 
a razón de veinticuatro pesos oro cada 
tronco de árbol de caoba que sin su con- 
sentimiento cortá Cuevas en terrenos de 
Palma. El personero del señor Sinibaldi 
concluyó pidiendo que la sentencia se re- 
vocara imponiendo al acusado “las penas 
que tanto en lo criminal como en lo civil 
fueran procedentes, y para mejor fallar se 
ordenara al Juez del Departamento de Iza- 
bal que se procediera a valorar la made- 
ra hurtada, por los expertos que habían 
sido ya nombrados, toda vez que esta di- 


X 


- “El Centinela” y “La Francia”. 


ligencia fué pedida en tiempo y los inte- 
resados no tenían la culpa de que no se 
hubiese llevado a cabo. 


El Procurador pidió la confirmatoria del 
fallo de primera Instancia por estimar que 
no hay base para pronunciar una senten- 
cia condenatoria en virtud de no haber 
podido establecerse si la madera que Cue- 
vas exportó en el año de mil novecientos 
veintisiete fué cortada en la finca “El Cen- 
tinela” del señor Sinibaldi Z. o en “La 
Francia” del señor Herman W. Carrol, con 
quien el procesado tuvo negocios, según 
se deduce del documento que obra al folio 
seis de la tercera pieza de autos. 


Del mismo parecer que el Procurador, 
es el señor Fiscal, quien se funda para ello 
en lo que sigue: lo contenido en los tes- 
timoniales de Juan M. Toledo, Francisco 
Tillet, Carlos y Pablo García, Guadalupe 
Méndez, Cecilio Castellón y Manuel Va- 
Mecillos quedó trunco y sin fundamento 
desde que está demostrado con la inspec- 
ción ocular practicada por disposición del 
Juez de la causa después de los escritos 
de conclusiones, la inexistencia de mojo- 
nes que permitan la identificación de los 
fundos. cuya naturaleza es montañosa y 


“sin señales visibles de su línea divisoria. 


Los testigos nombrados acreditan, que 
Francisco Cuevas efectuó cortes de made- 
rta en la finca “El Centinela”, de propie- 
dad de don Guillermo Sinibaldi, que co- 
linda con la propiedad del señor Herman 
Carroll; pero sus dichos no pueden ser to- 
mados en consideración—aparte de su es- 
tilo vago y las diversas formas de contra- 
dicción en que incurren—porque ha que- 
dado establecida la dificultad de distinguir 
una finca de la otra, dificultad que ha 
sido insuperable para los técnicos y con 
mucha mayor razón para los profanos tes- 
tigos. El procesado afirma que cortó los 
árboles en terrenos de Mr. Herman Carroll, 
con quien celebró un contrato sobre la 
materia, circunstancia que ha sido con- 
firmada por dicho señor mediante su pro- 
pio testimonio y los documentos acompa- 
fñados al juicio. Para establecer lo con- 
trario sería indispensable el deslinde y la 
identificación precisa del lugar exacto en 
que se consumó la tala del bosque, y, no 
fué posible llenar tal requisito por la mis- 
ma naturaleza de los terrenos contiguos, 
Dada la 
topografía de aquellos lugares pudo ser 
posible que el enjuiciado por dificultad ma- 
terial de identificación cortara algunos ár- 
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boles en propiedad de Sinibaldi; árboles 
cuyo número y condiciones permanece ig- 
norado con exactitud, siendo difícil asig- 
narles su precio exacto. Pero aun supo- 
niendo que así hubiera sucedido, faltaría 
la certidumbre de que el procesado obró 
con dolo, cuya concurrencia caracteriza el 
delito y es base de la punición legal. Cue- 
vas debidamente facultado para el efet- 
to cortaba árboles en el terreno “La Fran- 
cia”, propiedad de Carrol. “La Francia” 
colinda con “El Centinela”, sin señales apa- 
rentes de limitación y en consecuencia, 
cualquier corte que se hubiera llevado a 
cabo en pertenencias de Sinibaldi habría 
sido fortuita, pero sin ánimo o propósito 
demostrado de conculcar el derecho ajeno. 
Y que la acción del acusador es materia 
de los Tribunales del orden civil, faltando 
a los Tribunales del orden criminal la ba- 
se necesaria para declarar delictuosos los 
hechos que pudieran haber acontecido sin 
ánimo ni voluntad dolosa. 


Don Guillermo Sinibaldi Z. alegó tam- 
bién, haciendo suyos los argumentos invo- 
cados por su apoderado señor Antonio Lei- 
va. 


La Sala Quinta de la Corte de Apelacio- 
nes, el nueve de Abril retropróximo, con- 
firmó la sentencia apelada. Considera el 
Tribunal de segunda Instancia, que se de- 
mostró la comisión del delito con diferen- 
tes pruebas, pero no la culpabilidad de 
Francisco Cuevas, ya que de lo testigos 
vropuestos por el acusador, solamente Juan 
Toledo declara con claridad y firmeza ha- 
ber visto a los peones de Cuevas cortan- 
do madera en terrenos de Sinibaldi, y aun 
al propio patrón ayudando en las faenas 
de acarreo y embarque, lo que daría moti- 
vo para absolverlo únicamente de la Ins- 
tancia si la cuantía de lo hurtado no im- 
pusiera la absolución ilimitada. De los 
otros testigos, Francisco Tillet, afirma que 
Cuevas le ofreció en venta treinta trozas 
de madera que se encontraban en “Crieke 
Maepacas”, lugar situado en el terreno “El 
Centinela”, por la suma de ciento veinti- 
cinco dólares, lo que implica una grave 
presunción contra Cuevas; y por último 
Carlos García, se limita a manifestar que 
vió las huellas del tractor dentro de las 
monterías de Sinibaldi y unas trozas en 
“Laeuna del Tigre”. Esa semiplena prue- 
ba esta grave presunción, fueron des- 
virtuadas con lo establecido categórica- 
mente por los que, con el título de pro- 


piedad del señor Sinibaldi a la vista, tu- 


y > 
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vieron que declarar que les era imposible 
encontrar los mojones que separan los te- 
rrenos “El Centinela” y “La Francia”, per- 
tenecientes a Sinibaldi y a Carroll, respec- 
tivamente. 

Don Guillermo Sinibaldi Zelada, con 
auxilio del Abogado don Pedro Antonio Ibá- 
ñez ante esta Corte Suprema y don Anto- 
nio Leiva, como apoderado del señor Si- 
nibaldi Zelada en memorial dirigido al 
Juez de Primera Instancia de Izabal in- 
trodujeron contra este último pronuncia- 
miento, el recurso de casación. Con poste- 
rioridad, el señor don Guilermo Sinibaldi 
Zelada se presentó auxiliado por el licen- 
ciado Ibáñez manifestando: que tenía no- 
ticias de que su apoderado señor Leiva 
había interpuesto el mismo recurso de ca- 
sación ante el Juez de la causa. En caso 
de que tal noticia fuese cierta, y con el 
fin de que la Corte Suprema tramitara y 
resolviera sobre el recurso que ya había 
introducido, por medio del escrito que nue- 
vamente presentaba hacía suyos los con- 
ceptos que contuviera el memorial del se- 
ñor Leiva que tendiesen a la interposición 
del recurso, tanto en lo que se refiriera al 
quebrantamiento de forma, como a la vio- 
lación de leyes positivas. En- el recurso 
que introdujo el señor Sinibaldi Z. expre- 
sa: que lo interpone por quebrantamiento 
de forma, porque en el fallo respectivo, no 
se hace la relación exacta de los hechos 
investigados y probados como lo estable- 
cen los Artículos 233 del Decreto Legisla- 
tivo número 1.928, 730, 731, 735 inciso 30 
y 729 del Código de Procedimientos Pena- 
les; por violación de ley, principalmente 
en lo que respecta a los Artículos 11 y 390 
incisos 1o. y 30. del Código Penal Común; 
lo., 30., 40., 373, 566, 567, 568, 569, 570, 571, 
primera parte, 572, 573, 574, 589, 595, 596, 
597, 600, 601 602, inciso 70., 603, 605, 607, 
609, 610 y 613 del Código de Procedimien- 
tos Penales; 119 y 233 del Decreto Legis- 
lativo número 1928; y apoyado en lo que 
estatuyen los Artículos 675, 676 inciso 30., 
677 incisos 30. y 40., 729, 731 y 735 inciso 30. 
del Código de Procedimientos Penales. 


El señor Leiva, con el carácter que ya 
se dijo, introdujo el recurso por quebran- 
tamiento de forma fundándose en que fué 
infringido el Artículo 373 del Código de 
Procedimientos Penales en virtud de que 
las cosas hurtadas se valoraron sin noti- 
cia del actor, privándole del derecho de 
recusar al experto, conforme lo dispone 
el Artículo 374 del mismo Código. Anoma- 
lía que pidió fuera enmendada en prime- 


ra y segunda Instancia; y por infracción 
de ley a causa de haber sido violados los 
Artículos 570, 571, 573, 574, 602, 603 y 607 
del Código de Procedimientos Penales. 


CONSIDERANDO: La Sala sentenciado- 
ra estima que no existe prueba plena pa- 
ra fundar un fallo condenatorio contra 
el enjuiciado; no habiendo en consecuen- 
cia, según su criterio, hechos probados en 
los autos; y en ese concepto el quebran- 
tamiento de forma que invoca el recu- 
rrente no se encuentra comprendido en el 
inciso 3o. del Artículo 677 del Código de 
Procedimientos Penales. 


CONSIDERANDO: Acerca de que en el 
fallo recurrido no se haya hecho la rela- 
ción exacta de los hechos investigados es 
una circunstancia que tampoco contituye 
quebrantamiento de forma, por que no 
está enumerada, entre los casos que seña- 
la la disposición legal citada anteriormen- 
te. Ni podría apreciarse como una viola- 
ción de ley, pues no la consigna como tal, 
el Artículo 676 del Código de Procedi- 
mientos Penales; y si efectivamente exis- 
tiese, sería subsanada rectificándose en 
la sentencia que profiriera esta Corte Su- 
prema las inexactitudes en que hubiese 
incurrido el Tribunal de segunda Instan- 
cia al relacionar los hechos. 


CONSIDERIANDO: Ni el recurrente ni su 
apoderado determinan en sus escritos de 
introducción del recurso cuáles son los 
puntos de la acusación que dejó de resol- 
ver la Sala sentenciadora; y por consi- 
guiente no le es dable al Tribunal de Ca- 
sación entrar al examen de cuestiones que 
ambos recurrentes omitieron consignar en 
aquellos memoriales. 


CONSIDERANDO: El quebrantamiento 
de forma que invoca el mandatario judi- 
cial del señor Sinibaldi Zelada, y que ha- 
ce consistir en que las cosas materia del 
delito fueron valoradas, sin noticia de la 
parte acusadora, es otro de.los casos que 
tampoco señala el Artículo 677 del Códi- 
go de Procedimientos Penales; y en ese 
concepto también carece de fundamento 
legal el recurso que se introdujo. 


CONSIDERANDO: Con el testimonio de 
Pablo García y Guadalupe Menéndez se 
establecieron los hechos que siguen: a) 
que en el año de mil novecientos veinti- 
séis Francisco B. Cuevas y Pablo G. Pe- 
tión cortaron toda la madera de caoba 
que existía en el terreno “El Centinela”; 
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b) que el corte de esta madera lo hicie- 
ron Cuevas y Petión con quince o veinte 
hombres del puerto de Livingston; c) que 
Cuevas vivía en el campamento que cons- 
truyó a orillas del “Cricke Machacas”; d) 
que ese campamento lo construyó Cuevas 
en el centro del terreno “El Centinela”; 
e) que aun existen y se pueden ver los 
vestigios de ese campamento; f) que Cue- 
vas con sus, mozos sacaron toda la cao- 
ba cortada, por el “Cricke Machacas” y 
por el río Motagua ,para embarcarla en 
la estación de Cayuga; g) que todavía 
existen los canales construídos por Cue- 
vas para sácar la madera a Cayuga; h) 
que Cuevas también sacó madera por el 
río Motagua; i) que tanto la madera que 
sacó Cuevas por el “Cricke Machacas”, 
como la que llevaba por el Motagua fué 
arrastrada por los tractores que tenía di- 
cho señor; j) que en aquella época no ha- 
bía más cortadores de caoba en toda la ju- 
risdicción de Morales que Cuevas y Pe- 
tión. 


Con las declaraciones de Cecilio Caste- 
llón y Manuel Vallecillos fueron probados 
los hechos que a continuación se expre- 
san: 1o.—Que en el mes de noviembre de 
mil novecientos veintisiete, el Juez de Paz 
de Morales nombró a los señores que aca- 
ban de mencionarse para que, como ex- 
pertos, contaran los árboles de caoba cor- 
tados por Cuevas en el terreno “El Centi- 
nela”; 20.—Que los árboles cortados fue- 
ron doscientos treinta y siete; 30.—Que 
no hubo ninguna dificultad para contar 
los troncos de los árboles cortados porque 
los desmontes habían sido efectuados re- 
cientemente por Cuevas para arrastrar 
con tractores las trozas. 

Otras personas declararon en la forma 
que sigue: 


Juan M. Toledo afirma que como ein- 
co veces y en diferentes fechas vió a los 
empleados de Cuevas y Petión cortar ma- 
dera de caoba en el terreno de Sinibaldi; 
esta madera la echaban al Motagua, era 
depositada en Cayuga y luego la transpor- 


«taban a Barrios por medio del ferrocarril; 


y también le consta que las personas ya 
mencionadas embarcaban la referida ma- 
dera en Cayuga con destino a Barrios. 


Francisco Tilli asegura haber visto co- 
mo treinta trozas de caoba en un lugar de 
“El Centinela” denominado “Cricke Ma- 
chacas”; y que Cuevas le propuso en ven- 
ta esa madera. 


Carlos García declara haber visto en 
“Laguna del Tigre” diez trozas de caoba, 
poco más o menos. 

Con la inspección ocular practicada por 
el Juez de Paz de Morales asociado de 
expertos, quedó establecida la tala lleva- 
da a cabo en el terreno tantas veces men- 
cionado. 


Con el testimonio de la escritura pú- 
blica que presentó el señor Sinibaldi Ze- 
lada, ha justificado ser el dueño del in- 
mueble de donde fué extraída la madera. 

Francisco Cuevas manifestó, entre otras 
cosas, que lefectivamente, sacó maderas! 
por el río Motagua y las condujo a Ba- 
rrios, pero asegura que estas maderas las 
cortó en tierras de Mr. Herman Carroll y 
de “La Unión Frutera”; y no sabe si por 
equivocación ¡y por la (circunstancia de 
que no existen mojones que separen los 
terrenos, haya penetrado al de don Gui- 
llermo Sinibaldi y cortado maderas; que 
les corresponden a él y a Petión la póliza 
número ciento cincuenta y cuatro y está 
expedida a nombre de don Pablo porque 
dicho señor es su apoderado, y nunca ha 
trabajado en sociedad con Petión ni la 
madera pertenece a don Pablo, sino a él 
(Cuevas). Cuevas no justificó que las 
maderas le pertenecieran y que las hu- 
biese extraído de los lugares que men- 
ciona en su declaración indagatoria. Por 
otra parte, Petión no ha desvirtiuado en 
ninguna forma la sindicación que en su 
contra hacen García y Meléndez ni pro- 
bó, como lo afirma, que la madera la hu- 
biera sacado de los terrenos de Mr. Carroll, 
ni que fuese la misma que embarcó am- 
parada con la póliza número ciento cin- 
cuenta y cuatro. 


De lo que acaba de ser relacionado se 
infiere la culpabilidad de Cuevas en el 
hecho delictuoso que se le imputa. Y al 
estimar lo contrario la Sala sentenciado- 
ra infringió el inciso 1o. del Artículo 390 
del Código Penal. 


POR TANTO: La Corte Suprema de Jus- 
ticia, con fundamento en lo estatuído por 
los Artículos 27, 33, 44, 63, 66, 67, 76, 94, 392 
inciso 30. del Código Penal; 259, 373, 603, 
€07, 608, 687, 729, 735, 736 de Procedimien- 
tos Penales; 20. del Decreto Legislativo 
número 1.740; y 232 y 233 del Decreto Le- 
gislativo número 1928, declara: que es im- 
procedente el recurso interpuesto por que- 
quebrantamiento de forma, y que ha lu- 
gar a él por la infracción de ley y. en con- 
secuencia. casa y anula la ejecutoria recu- 
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rrida, y, resuelve; 10.—Que Francisco Cue- 
vas Buezo es autor del delito de hurto; 
por este hecho delictuoso y tomando en 
cuenta, el valor que se le dió a la madera, 
materia del acto punible, le impone. dos 
años de prisión correccional inconmuta- 
bles, que con abono del tiempo padeci- 
do extinguirá en la Penitenciaría Cen- 
tral; le condena al pago de las responsa- 
bilidades civiles provenientes del delito y 
a la reposición del papel empleado en la 
causa al del sello respectivo y 20.—Deja 
abierto el procedimiento contra Pablo G. 
Petión. 

Notifíquese y en la forma que corres- 
ponde, devuélvanse los autos al Tribunal 
de su origen. 

J. M. Reina Andrade. — Federico O. Sa- 
lazar. — Carlos Castellanos R. — Alberto 
Argueta S. — José Serrano Muñoz. — Ante 
mí, Juan Fernández C., Secretario. 


CRIMINAL 


Corte Suprema de Justicia, Guatemala, 
veitiuno de junio de mil novecientos trein- 
ta y cuatro. 


El Abogado Juan J. Pellecer auxilió al 
enjuiciado José Bernabé Méndez Guzmán 
en el recurso extraordinario de casación, 
que ahora se examina y que introdujo este 
último, contra la sentencia ejecutoria que 
dictó la Sala 2a. de la Corte de Apelacio- 
nes el veinte de Marzo del año en curso, 
en el proceso que se instruye al recurren- 
te por el delito de homicidio. El recurso 
indicado se funda en violación de ley ex- 
presa y, para ese efecto fueron señalados 
los Artículos 11, 17, 18, 20 inciso Y9o., 21 
incisos 3o0., 70. y 100., 65, 66, 68, 78, 79, 80, 
€; 1. 6, 068, .a11, alo. 009 IMECISO LO YA0DO 
ineiso 50., P. P., 89 y 90 C. de la R. 

Los antecedentes del recurso que se exa- 
mina ponen de manifiesto lo que sigue: 

El veinte de noviembre de mil novecien- 
tos treinta, como a las once horas y me- 
dia se encontraba Alberto Contreras sen- 
tado en la puerta de su casa en compa- 
ñía de su hijo de once años, Juan de su 
apellido, ocupado en arreglar un azadón. 
La vivienda de Contreras estaba ubicada 
en un lugar despoblado de la aldea “Los 
Pajales”, municipio de Acatenango, del De- 
partamento de Chimaltenango. También 
se hallaba circunvalada por un cerco de 
ciprés y, a poca dsitancia, como a veinte 
varas vivía el indígena José García con 


su familia, y una cuerda más al Sur, el 
natural Julián Martínez. De suerte, pues, 
que los únicos moradores de ese paraje, 
eran las personas que se dejan mencio- 
nadas. 

José Bernabé Méndez Guzmán era cu- 
ñado del occiso Alberto Contreras; y en 
la fecha y hora de autos, según declara- 
ción de este último, corroborada por el 
menor Juan Contreras, llegó montado el 
referido Méndez Guzmán y, apeándose de 
su cabalgadura le dijo a su víctima que 
quería reñir con él y, de una vez, sin que 
mediara explicación alguna lo atacó con 
su daga ocasionándole siete lesiones en 
diferentes partes del cuerpo hasta dejar- 
lo exánime en el suelo. Cometido el de- 
lito, Méndez Guzmán huyó siempre mon- 
tado, con dirección a Calderas. Pocas ho- 
ras después falleció Contreras a conse- 
cuencia de la hemorragia que se le sobre- 
vino, según lo demuestra el informe de la 
autopsia practicada al cadáver. 


José Bernabé Méndez Guzmán estuvo' 
evadiendo la acción de la justicia, hasta 
el primero de septiembre de mil novecien- 
tos treinta y tres, fecha en que la poli- 
cía nacional logró su captura en la ciu- 
dad de Antigua Guatemala. Al ser inda- 
gado, ni afirmó ni negó en forma cate- 
górica haber cometido el delito; pues sim- 
plemente se concretó a decir que, en la 
fecha de autos llegó ebrio a casa de su 
cuñado y, por tal razón no se dió cuenta 
de cómo fué golpeado y herido, sino has- 
ta que volvió en sí en el patio—en donde 
estaba botado—por lo que, temeroso de que 
llegara su padre montó en su caballo y sa- 
lió huyendo. Afirma que sólo a Contre- 
ras vió en ese lugar, porque no había nin- 
guna otra persona, por ser hora en que 
todos se ocupaban en sus trabajos agrí- 
colas. Al final de su declaración indaga- 
toria manifiesta Méndez Guzmán enfáti- 
camente, que sí fué él quien dió muerte 
a Contreras por los disgustos que media- 
ban entre ambos, a causa de haber ultra- 
jado a su padre, Santos Guzmán. 


Fuera de la confesión del acusado, apa- 
recen en los autos: el dicho de Juan Gu- 
tiérrez, quien el veinte de noviembre de 
mil novecientos treinta vió pasar a Mén- 
dez Guzmán con dirección a la casa de 
Contreras, antes de que se cometiera el 
delito; lo que también fué presenciado por 
José Coc Alonzo. José García Yax y Pe- 
trona Yax Puac afirman que al oír a Con- 
treras llamar en voz alta a García Yax, 


g 
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acudieron a la casa de su patrón y lo en- 
contraron ya herido y, al mismo tiempo 
vieron salir a Méndez Guzmán precipita- 
damente con una daga ensangrentada en 
las manos, la cual fué a lavar a la vivien- 
da de su padre Santos Guzmán, lavado 
que se hizo también de las manos y en 
seguida montó en su bestia y huyó con 
dirección a Calderas. 

Con esos datos, el Juez Departamental 
de Chimaltenango dictó la sentencia de 
ocho de diciembre de mil novecientos 
treinta y tres, en la que declara que José 
Bernabé Méndez Guzmán, es responsable 
como autor del delito de homicidio come- 
tido en la persona de quien fué Alberto 
Contreras, por lo que le impone la pe- 
na de diez años de prisión correctiva con 
el carácter de inconmutable que, con abo- 


no del tiempo padecido deberá purgar en 


la Penitenciaría Central. Además, hace 
las otras declaraciones pertinentes en de- 
recho. 


El veinte de marzo del año en curso, la 
Sala 2a. de la Corte de Apelaciones dictó 
el fallo ejecutorio que dió origen al re- 
curso que se examina; resolución en la que 
confirma la de la. Instancia, modificándo- 
la en el sentido que la condena se agra- 
va en una tercera parte por militar con- 
tra el acusado las circunstancias agravan- 
tes: de ser el ofendido cuñado del ofen- 


- Sor; y que el hecho delictuoso se cometió 


en la propia casa de Alberto Contreras. 

Por haberse efectuado la vista en la au- 
diencia señalada para el efecto, es el caso 
de resolver lo que proceda en derecho. 


CONSIDERANDO: Que en el caso sub- 
júdice, la Sala 2a. de la Corte de Apela- 
laciones basó la condena que le impuso a 
Méndez Guzmán al reputarlo responsable 
como autor del delito de homicidio que se 
pesquisa, en la confesión libre y espontá- 
nea que, con todas las formalidades lega- 
les para su validez en juicio, prestó el en- 
juiciado; prueba que reforzó con los dichos 
de los testigos que se dejan mencionados. 
De suerte, pues, que existe la plena prue- 
ba que define el Artículo 571 P. P., desde 
luego que de la confesión indicada se des- 
prende con toda claridad la culpa del con- 
fesante. 

Los testigos García Yax y Yax Puac, así 
como los testimoniantes Juan Gutiérrez y 
José Coc Alonzo, establecen de manera 
plena: los dos primeros que Méndez Guz- 
mán salía precipitadamente de la casa del 


+ occiso con una daga ensangrentada en las 
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manos; y los últimos, que al acusado lo 
vieron dirigirse a la vivienda del ofendido, 
momentos antes del crimen. Como los di- 
chos de estas personas son uniformes y 
contestes, constituyen, con relación a esos 
hechos, la justificación plena a que alu- 
de el Artículo 571 ya citado. 

En esa virtud, es indudable que el Tri- 
bunal de 2a. Instancia, no violó, ni el ar- 
tículo referido antes, ni los números 568, 
573, 583 inciso 1o. y 586 inciso 5o0., todos 
del Código de Procedimientos Penales. 

Como en el juicio criminal que se tie- 


ne a la vista, ha sido sujetado el procedi- 


miento a las normas establecidas en el 
Código Procesivo Penal, es indudable que 
tampoco existe la violación del Artículo 60. 
de dicho Cuerpo Legal; que invoca el recu- 
rrente. 

Los Artículos 17 y 18 C. P., no tienen 
ninguna relación con el caso que se juz- 
ga, desde luego que no se trata de una ten- 
tativa, sino del delito consumado de ho- 
micidio. De ello se infiere que la Cámara 
de 2a. Instancia, no sólo no quebrantó las 
leyes indicadas, sino tampoco el Artículo 
11 del Código Penal. 

No hay en los autos prueba alguna de- 
mostrativa de que el acusado obró a im- 
pulsos de una violencia física o moral irre- 
sistible e insuperable; por lo que tampoco 
aparece quebrantada la doctrina consig- 
nada en el inciso 9o. del Artículo 20 C. P. 
Y como una consecuencia de ello, el inci- 
so 7o. del Artículo 21 del mismo Código, 
porque no están de manifiesto los estímu- 
los poderosos que son de rigor para produ- 
cir arrebato u obsecación. 

No demostró el delincuente que no te- 
nía intención de causar un mal de tanta 
gravedad como el que produjo. En ese ca- 
so, el Tribunal sentenciador asímismo no 
lesionó la doctrina del inciso 3o. del Ar- 
tículo 21 C. P.; lo que tampoco hizo con 
el inciso 100. del mismo Artículo, toda vez 
que, la confesión espontánea del enjuicia- 


do no es la única prueba de su delincuen- 


cia, porque prescindiendo de ella, se le po- 
dría condenar a base de presunciones hu- 
manas completas. : 

Desde luego que no hay ni una sola cir- 
cunstancia atenuante que favorezca al en- 
juiciado, es indudable que la Sala 2a. de 
Apelaciones no violó los Artículos 78, 79, 
80 y 66 C. P. 

La Cámara sentenciadora no violó los 
Artículos 65 y 68 del Código Penal; porque 
la pena de diez años de prisión correccio- 
nal la aumentó en una tercera parte, por 
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estar de manifiesto en lós autos la exis- 
tencia de la circunstancia agravante que 
define el inciso 18 del Artículo 22 del 
Cuerpo Legal que se deja citado; y porque 


- tampoco hay demostración en el juicio cri- 


minal de que se haya cometido un delito 
distinto del que se propuso el culpable, 
para poder hacer aplicación de las reglas 
a que se refiere el Artículo 68 aludido ya. 

En la secuela del juicio criminal que se 
tiene a la vista, han sido observadas rigu- 


- rosamente las formalidades requeridas por 


el Código de Procedimientos Penales para 
la tramitación de esa clase de asuntos. En 
consecuencia, salta a la vista que la Sala 
2a. de Apelaciones, no pudo, en manera al- 
guns quebrantar los Artículos 89 y 90 de 
la Constitución de la República. 

POR TANTO: El Tribunal de Casación, 
con apoyo en las leyes que deja citadas 
y en lo que disponen'los Artículos 686 y 
690 P. P., DESESTIMA EL RECURSO de 
que se ha hecho mérito, e impone al re- 
currente quince días de arresto conmuta- 
bles a razón de diez centavos de quetzal 
diarios. 

Notifíquese y devuélvanse los autos. 


J. M. Reina Andrade. — Federico O. Sa- 
lazar. — Carlos Castellanos R. — Alberto 
Argueta S. — José Serrano Muñoz. — Ante 
mí, Juan Fernández C., Secretario. 


CRIMINAL 


Corte Suprema de Justicia, Guatemala, 
veintiuno de junio de mil novecientos 
treinta y cuatro. 

Vista por recurso de casación la senten- 
cia proferida por la Sala 4a. de Apelacio- 
nes, el diez y nueve de abril del año en 
curso, en la cual confirma la que profi- 
riera el Juez de la. Instancia del Departa- 
mento de San Marcos en la causa instruí- 
da contra César Pac Rojas por el delito 
Fiscal en materia de tabaco con las modi- 
ficaciones siguientes: que se le aumentaba 
la pena a Rojas en una tercera parte por 
la circunstancia agravante de haber in- 
troducido el papel, cuerpo del delito, ocul- 
tándolo entre unos bultos de pescado y 
confundiéndolo con esta mercancía, que 
aforó y pagó la póliza respectiva, sin ha- 
cer mención del papel que importaba, es 
decir, empleando astucia; le permite con- 
mutar la totalidad de la pena impuesta 
de un año de arresto mayor aumentada 
en una tercera parte, a razón de dos quet- 


zales por día, exonerándolo de reponer el 
papel empleado en dicho proceso. 

En la causa aparece lo siguiente: que 
el veinticuatro de marzo del año en tur- 
so, el Juez de Paz de Ayutla en virtud del 
parte que le diera el Comandante de la 
Policía de Hacienda, David R. "Hidalgo, 
abrió procedimiento contra César Pac Ro- 
jaz, por haberle encontrado en el interior 
de los bultos de pescado que introdujo de 
la República Mexicana, cinco mil cuatro- 
cientos cuarenta y un pliegos dobles de 
papel amarillo para hacer cigarros. En 
igual forma declararon los agentes de la 
policía de Hacienda Mariano Rustrián y 
Domingo Pérez. Según informe del Admi- 
nistrador y Vista de la Aduana de Ayutla, 
el pescado introducido pagó su aforo co- 
rrespondiente. Indagado César Pac Rojas 
dijo haber traído el papel de Tapachula 
sin pensar que fuera delito, pero que si era 
verdad que traía el papel en el interior 
de los bultos del pescado. Los expertos die- 
ron el valor de cincuenta y cuatro quet- 
Zales al papel introducido y al pescado, de 
cincuenta y cinco quetzales. 

Al serle notificada al reo la ejecutoria 
de la Sala 4a., introdujo dos recursos de ca- 
sación, uno auxiliado por el Procurador de 
la Sala 4a. de la Corte de Apelaciones, Li- 
cenciado Luis Gerardo Barrios, y en el 
que se citan como violados los artículos si- 
guientes: 23, 65 y 76 Código Penal; 14 Ley 
Constitutiva del Poder Judicial y 349 Có- 
digo de Aduanas. Dice en este recurso que 
hubo error de derecho en la calificación 
de la circunstancia agravante, pues el he- 
cho de haber ocultado el papel dentro de 
los bultos de pescado era de tal naturale- 
za inherente al delito, que sin su concu- 
rrencia no lo hubiera cometido; que el de- 
lito debía de calificarse conforme al artícu- 
lo 294 incisos 70.-y 3o. del Código de Adua- 
nas y que la pena no podía ser otra que 
la determinada por el artículo 295 inciso 
3o. del mismo Código, sin circunstancia al- 
guna agravante. En el otro recurso que 
auxilió el Licenciado R. Everardo Barrios 
citando como violados los artículos 20 in- 
ciso 4o., 21 inciso 20., 22 y 23 del Dto. 1466. 

En este recurso concluye diciendo que 
debe ser castigado de entera conformidad 
con la sentencia de primera instancia, que 
estaba dictada en justicia. 

CONSIDERANDO: Que el artículo 35 del 
Dto. 1466, establece que queda absoluta- 
mente prohibida la venta por particulares, 
de papel estancado ya sea de china, blan- 
co y amarillo, que no proceda de la Admi- 
nistración de la Renta del Tabaco, y que 


— 


los infractores incurrirán en los delitos de 
contrabando y defraudación, quedando su- 
jetos a las disposiciones del Título VI de 
esta Ley. El Título VI especifica los deli- 
tos y penas que sanciona la ley de tabacos, 
y estableciendo en el artículo 20 inciso 4o., 
que los que adquieran, vendan o tengan 
en su poder papel para cigarrillos sin el 
timbre fiscal, serán castigados con la pena 
de un año de arresto mayor, si el valor 
de lo defraudado excede de veinte quetza- 
les y no pasa de quinientos. En la causa 
instruída por el delito fiscal en materia 
de tabacos contra César Pac Rojas, está 
bien establecida su culpabilidad por prueba 
directa, siendo la pena que le corresponde 
de un año de arresto mayor, dado el ava- 
lúo de los expertos. De tal manera que 


“analizados los elementos constitutivos del 


delito fiscal ya relacionado, corresponde 
determinar si existen o nó circunstancias 
que lo modifiquen sin hacer cambiar su 
naturaleza. Sabido es en derecho penal 
que, para que un agravante sea imputable, 
es necesario querer el delito no solamente 
en sus elementos constitutivos, sino tam- 
bién en sus circunstancias agravantes. En 
el caso de autos, no es posible subdividir 
en dos partes la intención de Pac Rojas, al 
introducir de la República Mexicana cin- 
co mil cuatrocientos cuarenta y un plie- 
gos dobles de papel amarillo para hacer 
cigarrillos, en el interior de cuatro bultos 
de pescado que también introdujo de di- 
cha República, pagando en la Aduana de 
Ayutla el aforo correspondiente del pesca- 
do; es decir, la escondida del papel se hizo 
para cometer los delitos de contrabando y 
defraudación a que se hizo acreedor, sien- 
do por consiguiente la astucia de que ha- 
bla la Sala sentenciadora, inherente al de- 
lito, por lo que la apreciación indebida de 
tal circunstancia dá motivo al recurso de 
casación, artículo 676 inciso 50. Procedi- 
mientos Penales. 


POR TANTO: La Corte Suprema de Jus- 
ticia, de acuerdo con lo dispuesto en los 
artículos; 26 Dto. 1466, 27, 33, 44 y 58 Có- 
digo Penal, 676 inciso 50., 686, 687, 729, 732 
y 735 Procedimientos Penales, 22 Dto. 1728; 
2 Dto. 1366 y 2 Dto. 1740, CASA Y ANULA 
la ejecutoria respectiva y resolviendo so- 
bre lo principal, declara: que César Pac 
Rojas es autor de los delitos de contra- 
bando y defraudación en materia de ta- 
bacos, por lo que se le impone la pena de 
un año de arresto mayor, por no llegar el 
valor de lo defraudado a quinientos quet- 
zales, excediendo de veinte, obligándolo 
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además al pago de una multa equivalente 
a veinte veces el valor del impuesto defrau- 
dado; le permite conmutar la pena impues- 
ta en sus dos terceras partes a razón de 
diez centavos de quetzal por día; lo sus- 
pende en el ejercicio de sus derechos polí- 
ticos durante el tiempo de la condena, y 
lo exonera por último, de reponer el pa- 
pel empleado en la causa. : 

Notifíquese y con certificación de lo re- 
suelto, devuélvanse los antecedentes a don- 
de corresponde. 


J. M. Reina Andrade. — Federico O. Sa- 
lazar. — Carlos Castellanos R. — Alberto 
Argueta S. — José Serrano Muñoz. — Ante 
mí, Juan Fernández C., Secretario. 


CRIMINAL 


Corte Suprema de Justicia, Guatemala, 
veintiuno de junio de mil novecientos 
treinta y cuatro. Ñ 

Para resolverlo se tiene a la vista el re- 
curso extraordinario de casación que in- 
trodujo Alberto Zeceña, procesado por el 
delito de homicidio, contra la sentencia 
ejecutoria que dictó la Sala 5a. de la Cor- 
te de Apelaciones el trece de abril del pre- 
sente año. El recurso está patrocinado por 
el Abogado Baudilio Jordán; y en él se ase- 
vera que el Tribunal sentenciador violó 
los Artículos 573, 574, 575, 580 incisos 1o., 
20. y 30., 581 incisos 20. y 80., 582, 596, 597, 
600, 259, 568, 586, P. P., 12, 27, 33, 44 y 295 
cp E 

En el proceso que se inició el diecinueve 
de septiembre de mil novecientos treinta y 
tres por el Juez de Paz de San Diego, mu- 
nicipio del Departamento de Zacapa; jui- 
cio criminal que se tiene a la vista por ser 
antecedente del recurso que se estudia, 
consta lo que sigue: 

En el lugar llamado “El Ojo de Agua del 
Cobán”, perteneciente a la aldea “El Por- 
venir”, del término municipal antes indi- 
cado, tenís su domicilio Felipe Gómez, 
quien en unión de su familia, habitaba una 
casa contigua a las residencias de Rosen- 
do Gómez y de Andrés del mismo apellido. 

Como a las seis de la mañana del die- 
cinueve de septiembre ya indicado se le- 
vantó de la cama Felipe Gómez con el pro- 
pósito de ir al pueblo de San Diego y, cuan- 
do se disponía a salir—según declara—lle- 
garon a su casa Ambrosio Gómez y Alber- 
to Zeceña, quienes lo atacaron inopinada- 
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mente al salir él a la puerta de su vivien- 
da a ver para qué lo llamaban. Zeceña le 
hizo un disparo con revólver al citado Fe- 
lipe Gómez, cuyo proyectil penetró en el 
vientre como a tres pulgadas de la región 
umbilical y salió al lado del riñón izquier- 
do. Esta lesión, que interesó la vena ca- 
ba superior, el bazo e intestinos, fué la 
causante del fallecimiento del herido, el 
cual ocurrió el veintiuno del mismo mes, 
según lo establecen los documentos au- 
ténticos obrantes en los autos. Los ata- 
cantes, al cometer el delito huyeron, ha- 
biéndole dicho antes al ofendido que, de 
orden de Jesús Gómez llegaron a sacarlo 
con el propósito de darle muerte. Dijo 
además, Felipe Gómez—antes de su muer- 
te—que al verse herido gritó a José Loren- 
ZO y Andrés Gómez para que persiguieran 
Aa Zeceña y no lo dejaran huír, lo que hi- 
cieron éstos. 

La versión que del hecho hiciera el ofen- 
dido, la confirmó con su dicho su concu- 
bina Tomasa Pérez, quien junto con él ha- 
bitaba la misma casa. 


También José Lorenzo y Andrés Gómez 
están de acuerdo en que ellos procedie- 
ron a la captura de Alberto Zeceña cuan- 
do huía después de haber herido a Feli- 
pe Gómez y porque éste les suplicó que lo 
detuvieran. Ninguno de los dos declaran- 
tes indicados presenció el momento del dis- 
paro. Lorenzo asegura que, al oír la de- 
tonación se levantó de su cama y salió al 
patio de la casa de su tío Rosendo Gómez, 
desde donde presenció que, Felipe, ya he- 
rido, le tiraba de machetazos a Zeceña, a 
quien logró lesionar, y, que Ambrosio Gó- 
imez, le arrojó una piedra en la cabeza al 
citado Zeceña, con lo que le hizo caer al 
suelo y soltar el revólver, el cual recogió 
¡Ambrosio y se lo llevó. Andrés Gómez, 
también se ¡levantó al percibir el dis- 
paro y, al salir de su casa vió a Zeceña 
que-.corría y, como su hermano Felipe Gó- 
mez le advirtiera que le alcanzara porque 
lo había baleado, lo detuvo luchando con 
él, a quien logró sujetar con un lazo mien- 
tras lo capturaba el auxiliar. 


Tanto José Lorenzo, como Andrés Gó- 
mez, niegan enfáticamente haber herido 
a Zeceña, como éste asegura. Los dos tes- 
timoniantes están de acuerdo en que las 
lesiones que presentaba este último suje- 
to se las infirió con su machete Felipe Gó- 
mez, cuando se vió herido. Lorenzo fué 
presencial de ello y Andrés sólo lo presu- 
me, pues al salir de su casa, ya iba hu- 
yendo Zeceña. El occiso al prestar su de- 


“A a 


Y 


claración, negó haber atacado al repetido 
Zeceña. 

El informe médico legal establece que, 
Alberto Zeceña sufrió dos lesiones produ- 
cidas con arma cortante, una en el ante- 
brazo izquierdo y la otra sobre la rótula 
de la pierna derecha; siendo la primera 
grave y la segunda leve. Al ser interro- 
gado por la autoridad el repetido Zece- 
ña, aseveró: que a consecuencia de haber- 
se embriagado en la mañana de autos en 
unión de Felipe, Ambrosio y Andrés Gó- 
mez y de José Lorenzo en el lugar llama- 
do “El Ojo de Agua del Cobán”, se sobre- 
vino una dificultad originante de que los 
Gómez sacaron sus machetes y lo atacaron 
hasta ocasionarle las lesiones que presen- 
taba. Dice además que fué Andrés Gómez 
quien, por hacerle a él un disparo con 
revólver baleó a su hermano Felipe Gó- 
mez: y que no podía precisar quién de 
todos ellos le arrojó una piedra en la ca- 
beza, que lo hizo caer al suelo. Por úl- 
timo agregó que en el momento del su- 
ceso no había ninguna otra persona ex- 
traña que lo presenciara. Los aludidos An- 
drés Gómez y José Lorenzo negaron los 
cargos que les hace Zeceña, sobre que en- 
tre todos ellos lo agredieron a machetazos; 
y en cambio se reafirman en su dicho acer- 
ca de que el tantas veces citado Zeceña 
fué herido por Felipe Gómez, lo que hizo 
éste en defensa de su vida. 


Contra lo expuesto por el procesado Ze- 
ceña en el sentido de que no habían per- 
sonas ajenas que presenciaran el suceso, 
la defensa de tal imputado, ya dentro del 
juicio criminal, trató de establecer con los 
testigos Virgilio García, Nemesio Ramos 
y Faustino Ruano, quienes aseguran que se 
hallaban en el teatro del crimen que, de 
la casa de Felipe Gómez salió huyendo Al- 
berto Zeceña perseguido por Felipe Gómez, 
Andrés del mismo apellido v José Loren- 
zO, llevando el primero y el último un ma- 
chete en la mano y el segundo un revól- 
ver. Siguen declarando los testigos que, 
al darle alcance Felipe a Zeceña le in- 


firió un machetazo en el brazo izquierdo y. 


que, Andrés Gómez, al disparar un bala- 
zo dirigido al citado Alberto Zeceña, no 
hizo blanco en él, sino en el vientre de 
Felipe Gómez. Y finalmente declaran ta- 
les personas que Ambrosio Gómez fué 
quien arrojó la piedra a la cabeza de Ze- 
ceña. La defensa de los enjuiciados Jo- 
sé Lorenzo y Andrés Gómez repreguntó a 
los testimoniantes propuestos por Zeceña. 

También el defensor de José Lorenzo 
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ta de prueba. 


- y de Andrés Gómez, solicitó que fuera exa- 


minada Crisanta Lorenzo, citada desde las 


primeras diligencias por Lorenzo, testigo - 


que al ser interrogada, confirmó en todas 
sus partes el dicho del repetido José Lo- 
renzo, por haber presenciado el suceso des- 
de la puerta de su casa, vecina a la que 
habitaba Felipe Gómez. Y por último con 
los dichos de dos personas más se justifi- 
có la buena conducta y honradez de los 
procesados Gómez y Lorenzo, así como que 
el primero nunca ha tenido revólver. 

Los antecedentes que se dejan reseña- 
dos, sirvieron de base al fallo que dictó el 
Juez Departamental de Zacapa, el veinti- 
séis de febrero del año en curso; en el cual 
declara absueltos a los individuos Andrés 
Gómez y José Lorenzo del cargo que se les 
formuló por el delito de lesiones; y absuel- 
ve además de la Instancia a Alberto Ze- 
ceña, por el homicidio perpetrado en la 
persona de Felipe Gómez; todo por fal- 
Y asímismo deja abierto 
el procedimiento contra Andrés Gómez 
para discutir su responsabilidad en el de- 
lito de homicidio antes citado. 


- El trece de abril del año en curso dic- 
tó su fallo la Sala 5a. de la Corte de Ape- 
laciones, al conocer en consulta del pro- 
ferido en la. Instancia. Dicha resolución 
aprueba la del Juez a-quo en lo que res- 
pecta a la absolución de Andrés Gómez 
y de José Lorenzo; y la desaprueba en lc 
referente al individuo Alberto Zeceña, a 
quien le impone la pena de diez años de 
prisión correccional inconmutable, al de- 
clararlo responsable como autor del delito 
de homicidio cometido en la persona de 
quien fuera Felipe Gómez. Manda que la 
condena sea purgada en la” Penitenciaría 
Central, con abono del tiempo padecido. Y 
finalmente, hace las otras declaraciones 
pertinentes en derecho. 


Para llegar a la conclusión indicada. el 
Tribunal sentenciador se basa en los di- 
chos de Tomasa Pérez y de José Lorenzo, 
a quienes conceptúa testigos idóneos, por 
la circunstancia de que el delito que se 
juzga, fué perpetrado en la casa de ha- 
bitación del occiso, en las primeras horas 
de la mañana; y en las presunciones que 
siguen: la sindicación inmediata de Feli- 
pe Gómez contra su ofensor Alberto Ze- 
ceña; la confesión de éste sobre que en 
ese momento, o sea el del crimen, les exi- 
gió a Felipe y Andrés Gómez que le hi- 
cieran unos trabajos, para desquitar lo que 
le debían; asegurando además que a solici- 


tud de José Lorenzo y los señores Felipe, 
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Ambrosio y Andrés Gómez pasó a tomar 
licor con ellos en la mañana de autos, has- 
ta embriagarse; y que quienes lo captura- 
ron y lo amarraron, fueron los citados Gó- 
mez, y Lorenzo; lo aseverado por Andrés 
Gómez con respecto a que Zeceña huía he- 
rido y que su hermano Felipe le decía que 
lo detuviera, porque lo había baleado. Con- 
sidera además el Tribunal de 2a. Instan- 
cia que son ineficaces los dichos de los 
testigos de descargo que propuso la de- 
fensa de Zeceña, por ser incongruentes con 
lo establecido en autos. 


Contra la mencionada sentencia eje- 
cutoria, se introdujo el recurso extraordi- 
nario de casación, y por haberse efectuado 
la vista con las formalidades de ley, es el 
caso de resolver lo que proceda en dere- 
cho; por ello, el Tribunal de Casación, 


CONSIDERA: Que el recurrente hace a 
los testigos en que basó su resolución la 
Sala sentenciadora, las tachas que seña- 
lan los incisos 1lo., 20. y 3o. del Artículo 
580; e incisos 20. y 80. del 581 P. P.; mas, 
es el caso que por no ser ninguna de ellas 
la de falsedad, los dichos de los testimo- 
niantes indicados pueden apreciarse, al li- 
bre criterio de los jueces de Instancia, co- 
mo indicios o presunciones, según lo esta- 
blece de una manera clara y terminante 
el Artículo 600 P. P. Ello, es más que su- 
ficiente para poner de manifiesto que, al 
resolver en la forma en que lo hizo el Tri- 
bunal sentenciador no violó ninguna de las 
disposiciones legales citadas en este pá- 
rrafo. 

El quebrantamiento que del Artículo 582 
P. P., invoca también el recurrente, tam- 
poco existe en el caso sub-júdice, desde el 
momento en que se halla establecido en el 
juicio criminal que Alberto Zeceña hirió 
con arma de fuego a Felipe Gómez en el 


"interior de su casa, lugar en donde tam- 


bién el citado Gómez lesionó con arma 
blanca a su agresor Zeceña. En esa situa- 
ción, la ley aludida no priva del carácter 
de idoneidad a los declarantes Crisanta y 
José Lorenzo, quienes presenciaron desde 
la puerta de su vivienda cuando Felipe 
Gómez, ya lesionado, atacaba con su ma- 
chete a Alberto Zeceña, a quien le ocasio- 
nó las heridas que presentaba. Y aún en el 
supuesto de que los dichos de tales perso- 
nas no pudieran ser admitidos por la cir- 
cunstancia invocada por el recurrente, ya 
se dijo antes que pueden ser apreciadas 
con el criterio informado por el Artículo 
600 P. P. 

Las presunciones que consideró la Sala 


di EN 
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5a. de la Corte de Apelaciones, están basa- 
das en hechos debidamente probados en 
los autos, con la confesión del enjuiciado 
Zeceña. En tal virtud y toda vez que sí 
tienen base legal los indicados indicios, la 
Cámara de 2a. Instancia no pudo violar los 
Artículos 596 y 597 P. P. 

Lo que se ha manifestado anteriormente 
con relación a la prueba de testigos apre- 
ciada por la Sala 5a. de Apelaciones y las 
circunstancias de que, tal medio de justi- 
ficación reune las condiciones requeridas 
por el Artículo 573 P. P., así como las se- 
ñaladas por el 586 del mismo Cuerpo le- 
gal para la estimación del mérito de la 
deposición de un testigo, es demostrativo 
de que el Tribunal aludido, no sólo no vio- 
ló las dos leyes mencionadas, sino tam- 
bién el Artículo 574 P. P., desde el ins- 
tante en que los testigos están conformes, 
en un todo con la manera de cómo se co- 
metió el delito. 

Como no fué apreciada la sola declara- 
ción de un testigo idóneo, sino la de dos, 
es claro que tampoco hubo quebrantamien- 
to del Artículo 575 P. P. 

El delito que aparece preestablecido de 
una manera completa en los autos con re- 
lación a la persona de quien fué Felipe 
Gómez, es el de homicidio, ya que a con- 
secuencia de la lesión que le infirió el acu- 
sado al ofendido, falleció éste. Ello de- 
muestra que, al condenar la Sala 5a. de 
Apelaciones al enjuiciado por la infracción 
legal cometida, tampoco violó los Artículos 
12 y 295 C. P.; y, por ende los Artículos 
259 y 568 P. P. 

Está demostrado en el juicio criminal, 
que Alberto Zeceña es autor del delito de 
homicidio. En ese concepto debe respon- 
der también civilmente por las consecuen- 
cias de la infracción legal que cometió, así 


como ser castigado con diez años de pri-., 


sión correctiva;:lo que pone en evidencia 
que la Sala 5a. de Apelaciones no lesionó 
las doctrinas contenidas en los Artículos 
27, 33 y 44 del Código Penal. 


POR TANTO: El Tribunal de Casación, 
con apoyo en las leyes que deja citadas en 
lo que disponen los Artículos 686 y 690 P. 
P., DESESTIMA EL RECURSO de que se 
ha hecho mérito, e impone al recurrente 
quince días de arresto conmutables a ra- 
zón de diez centavos diarios. 

Notifíquese y devuélvanse los autos. 


J. M. Reina Andrade. — Federico O. Sa- 
lazar. — Carlos Castellanos R. — Alberto 


Argueta S. — José Serrano Muñoz. — Ante 


mí, Juan Fernández C., Secretario. 


CRIMINAL 


Corte Suprema de Justicia, Guatemala, 
veintiocho de junio de mil novecientos 
treinta y cuatro. 


Vista por recurso de casación la senten- 
cia proferida por la Sala la. de la Corte 
de Apelaciones, el diez y siete de Abril 
del año en curso, en la que se confirma la 
del Juez de la. Instancia de Sacatepéquez, 
en la causa instruída contra Rosalío Chi- 
vichón López por el delito de estafa. 

En la causa aparece que el veinte de 
mayo del año pasado se presentó ante el 
Jues de la. Instancia de Sacatepéquez Be- 
nita Chivichón, acusando a su hermano 
Rosalío de su apellido, por haber recibido 
a su nombre y autorizado por la querellan- 
te, quince mil pesos billetes de la antigua 
emisión, de doña Margarita Niederheit- 
mann en abril de mil novecientos trein- 
ta, resto del valor de un terreno que le 
vendió a dicha señora: que ese dinero le 
quedó a su hermano Rosalío, a quien le 
dió su hermano Salvador con fecha pos- 
terior en calidad de préstamo seis mil pe- 
sos; que su hermano Rosalío le fué entre- 
gando pequeñas cantidades, de quien re- 
cibió en esta forma la cantidad de tres 
mil pesos, habiéndole quedado en su po- 
der diez y siete mil pesos, no teniendo 
constancia algúna, por el hecho de que se 
trataba entre hermanos, siendo este mo- 
tivo suficiente para que su citado herma- 
no Rosalío se negara a devolverle el dine- 
ro, por lo que lo acusaba por el delito de 
estafa. 

El Juez de la causa, con fecha veintidós 
de febrero del año en curso, dictó senten- 
cia condenando a Rosalío Chivichón a su- 
frir la pena de dos años de prisión correc- 
cional, haciendo las demás declaraciones 
correspondientes en derecho, basándose 
para ello en las siguientes consideraciones: 

Que en autos está debidamente probado 
(declaraciones del Licenciado Julio Pelle- 
cer Córdova (f. 5), de Francisco Nieder- 
heitmann (fs. 8v y 74) e indagatoria del reo 
(f. 22) que son motivo de un contrato de 
compra venta celebrado entre doña Beni- 
ta Chivichón y doña Margarita Niederheit- 
mann, la primera concurrió acompañada 
de su hermano Rosalío de su apellido al 
bufete del Licenciado Julio Pellecer Córdo- 
va ubicado en aquella ciudad; que en este 
sitio y estando también presentes el No- 
tario y don Francisco Niederheitmann, hi- 
jo de la compradora, le fueron entregados 


PT 


a Benita Chivichón quince mil pesos bi- 
lletes de los antiguos bancos de emisión, 
como abono final a cuenta del menciona- 
do contrato; que en tal virtud la propie- 
dad y preexistencia de esa suma está de- 
mostrada en las actuaciones evidencián- 
dose que la repetida Benita Chivichón es 
la dueña exclusiva de ella; 


Que el reo Rosalío Chivichón confiesa 
(f. 22) en su indagatoria haber tomado 
el dinero de referencia y haber salido del 
bufete del Licenciado Pellecer Córdova, 
llevando consigo la expresada suma; que 
este hecho está asímismo corroborado por 
los dichos del testigo presencial e idóneo 
Francisco Niederheitmann (f. 8v. y 74) 
quien indica constarle de vista cuando Be- 
nita Chivichón entregó a su hermano Ro- 
salío de igual apellido el abono final de 
la negociación, diciéndole: “Tomá, contá- 
melos y guardámelos”; que si bien es cier- 
to que el reo en su confesión calificada 
diyvidua añade que ya en la calle él le 
entregó a su hermana el dinero, también 
lo es que este hecho perfectamente sepa- 
rable del que le perjudica, no fué proba- 
do en autos en forma alguna y que por 
el contrario las declaraciones rendidas por 
Salvador Chivichón (f. 4v.) Rafaela Chá- 
vez (í. 53), Francisco Salamá (f. 55v) y 
Trinidad Hernández (f. 71) constituyendo 
presunciones humanas, graves, precisas y 
- concordantes, que se armonizan entre sí 
para establecer que el repetido Rosalío 
Chivichón conservó en su poder aquella 
suma cuya devolución se niega a efectuar 
no obstante los requerimientos de la due- 
ña, suma que quedó reducida a catorce 
mil pesos billetes en virtud de un abono 
de quinientos pesos, hecho con posterio- 
ridad a la propietaria y de una donación 
por igual monto que ésta hizo a'su depo- 
sitario; 


Que incurren en el delito de estaía el 
que en perjuicio de otro se apropiare O 
distrajere dinero.... recibido en depósi- 
to.... o cualquier título que produzca 
obligación de entregarlo o devolverlo; que 
con el dictámen rendido por el experto 
don Francisco Romero V. se estableció que 
los catorce mil pesos billetes de los anti- 
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guos Bancos que fueron objeto de apro- 
piación indebida equivalen a doscientos 
treinta y tres centavos de quetzal, dato que 
debe tenerse presente en la graduación de 
la pena en el caso sub-júdice. 


La Sala sentenciadora después de ana- 
lizar las declaraciones de los testigos que 
propuso la parte acusadora y la declara- 
ción del propio reo, funda su fallo en el 
siguiente considerando: 

Que con la confesión del reo de haber 
recibido la cantidad reclamada por su her- 
mana Benita Chivichón López y las de- 
más declaraciones, está probado que reci- 
bió el dinero siendo calificada su confe- 
sión, no probó el hecho de haber devuelto 
la cantidad recibida. 


CONSIDERANDO: que el delito de esta- 
fa tiene como elementos esenciales: la de- 
fraudación que es el objeto del delito y el 
engaño, que es el procedimiento para su 
comisión, elementos que aparecen en la 
causa instruida contra Rosalío Chivichón, 
acusado por el delito de estafa a su her- 
mana Benita de igual apellido, fuera de 
estar demostrada también la existencia 
verdadera de la defraudación, la cual cau- 
só un perjuicio real y efectivo a la acusa- 
dora. En consecuencia, estando plenamen- 
te probado el delito:de estafa y de que Ro- 
salío Chivichón lo cometió, el Tribunal sen 
tenciador no violó las disposiciones lega- 
les contenidas en los artículos 568, 614 y 
729 de Prs. Pns., citados por el recurrente. 


POR TANTO: La Corte Suprema de Jus- 
ticia, de acuerdo con lo establecido en los 
artículos 673, 674, 676, 684, 686 y 690 Pro- 
cedimientos Penales, 22 Dto. 1728; DESES- 
TIMA el recurso de casación interpuesto, 
e impone al recurrente quince días “de 
arresto, conmutables a un quetzal diario. 


Notifíquese y con certificación, devuél- 
vanse los antecedentes a donde correspon- 
de. 


J. M. Reina Andrade. — Federico O. Sa- 
lazar. — Carlos Castellanos R. — Alberto 
Argueta S. — José Serrano Muñoz. — Ante 
mí, Juan Fernández C., Secrefario. 
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DEPARTAMENTO DE ESTADISTICA 


RESOLUCIONES DICTADAS POR LOS TRIBUNALES DE JUSTICIA DE LA REPUBLICA, 2 
DURANTE EL MES DE ABRIL DE 1934 EN 


RAMO CIVIL RAMO CRIMINAL 
$ $ 
TRIBUNALES ¿ 2134 2 $ IN CES do 
9 E RE % 3 Só % 
E < 2 E É z E S 
Corte Suprema de Justicia. 98 12 4 114 116 36 14 166 
CORTE DE APELACIONES 
Sala Primera ida 125 41 2 168 | 85 33 29 147 
Sala Segunda dl 99 28 10 137 | 144 58 64 | 266 
Sala Tercera ............ 66 19 5 90 | - 156 57 35 | - 248 
Sala CUaTta a ón 87 25 5 117 201 36 22 259 
Sala Quinta ............. 14 3 3 20.1) +: 101 32 81 | 214 
Sala Sexto ios 54 11 É 66 || 177 48 50 | 275 
JUZGADOS DE 1? INST. | 
DEPARTAMENTALES: 
| 
19 de Guatemala........ 479 | 405 30). Ma de AU 
22 de Guatemala........ 640 | 289 10 EA AN e 
32 de Guatemala........ 557 195 10 IA e A E ROA 
49: de Guada  I 1216 415 27 | 1658 
59 de Guatemala NA 561 413 32 | 1006 
69 de Guatemala NA 522 | 397 20 | 939 
A A nn 97 9 1 107 417 69 8 494 
ANA Verapaz, TS 5 29 1 35 344 iS 0 457 
Baja Verapaz ........... 146 51. 31 200 | 4041 112 12 | 528 
"Chimaltenango .......... 125 25 1 151 2% 174 16 | 907 
Chiquimula ..........0... 83 71 1 155 | 639 | 211 34 | 884| 
¡ISE E O 76 35 2 113 456 82 12 550 
Huehuetenango .......... 105 27 ll 133 || 418 | 162 35 615 
abalorios MANN 89 71 9| 169| 289 75 3 367 
AN a A e RS 10d 36 3 0 39 | 342 39 4 385 
TULA A 201 54 3| 258l| 741 | 257 22 | 1020 
Petén E Ed 18 8 1 27 || 292 32 3 327 
Quezaltenango 192 ....... 74 74 4 152 | “254 | 185 36 | 475 
Quezaltenango 22 ....... 135 55 2 192 144 da 24 340 
QUICHE SA 69 33 0 102 | 443 | 163 25 631 
Retalhuleu .............. 90 29 5| 194 | 517 | 1971. 181 662 
Sacatepéquez ............ 65 62 2 129 | 369 83 20 472 
San Marcos 2. A 88 32 0 120 | 415 188 24 627 
Santa Bosa 00 100 57 5 | 162 446 | 170 35 651 
SAMA O 57 4 3 64 | 490 61 18 569 
Suchitepéquez ........... 42 29 110 Pr E (A 134 lA 476 
Totonicapán 44 30 0 74 [| 404 | 175 21) 600| 
ZACADA AO OS 106 105 2 213 602 | 188 19 809 
Auditoría. de (Guerra a | 146 105 7 258 
[Penis A 
Tobales AS 4.070 | 1921 | 135 | 6.126 (12.899 | 4.602 781 | 18.282 | 


Total 
general 


Departamento de Estadística Judicial, Guatemala, 12 de Mayo de 1934. 
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> AAA A A 
RESOLUCIONES DICTADAS POR LOS TRIBUNALES DE JUSTICIA DE LA REPUBLICA, 
DURANTE EL MES DE MAYO DE 1934 


RAMO CIVIL | RAMO CRIMINAL ! 
, E | Total 
TRIBUNALES ? gls . z E 
PL ALA (01.0 JET MM 
) ll | 
Corte Suprema de Justicia. 105 15 AQ To | 221 791.211) 
CORTE DE APELACIONES | | | | 
: | | | 
Sala Primera ............ 131] 25|  6| 1682 | 16] 25| 19| 160] 
Sala Segunda ............ 109 30 6 145| 109 49 | 62| 220 
Sala Tercera ....... A 67 | 1d0|'* 7| 84 184 | 45| 55| 284| 
Sala Cuarta ............. 58) 181 —3|..79 | 297| 38/ 36|. 311 
Bala Quita. .....2 +0... 23 12 | 1| 36|| 120| 39 80| 239 
A E: B| 8| .1| 66| 116| 57| 43| 276] 
Auditoría de GUETTA .... ....ooomrrrrro tontos. a | 157| 118| 10| 285 l 
| 1 
JUZGADOS DE 1* INST. | | | 
DEPARTAMENTALES: | | | | | | 
19 de Guatemala........ 5 2 35] ol... aa ie: | ; 
E. - 29 de Guatemala........ m9 | 361 | 28 | 1168 |[...... CA O: e O 
É 39 de Guatemala........ | 477 | 206 10 693 l PRO AS A O 
49 de Guatemala........ (.:7...l..--... ree > Parana | 1157 | 414. 30 | -1601| 
59 de Guatemala........ ES PA 655 | 341 |  48| 1044 | 
: 6% de Guatemala........ Ll E a A Il 681 | 503 | 50| 1243 
AMÍtIÁN o oorcocininn o mel 151 4| 165 «“7| 63| 12|. 502] 
Alta Verapaz ............ o am| 551. 1| 88 | «23 | 161] 5| 588 
A OA 138 52  4| 194 | 371 | 101 | ,17| 489 
Chimaltenango .......... 134 |. 31 O| 165 || 732 | 199 | 16| -947| 
| CA ro ra 0 20» 168) 76| _5| 197 | 587 | 255| 43| 885| 
: ESCUM boa Sl 327 7| 102| 399 97 |  13| 509| 
Huehuetenango .......... 105 27 1| 133) 404 | 128 | -19|. 351| 
pde e 76 58 3 137| 310 72 | 5| 387| 
AT AA MA MEA? 20.| 1| 97| 440 |, 132| 15| 587 | 
GO APO ma el 3] 26. e 251 17 |. 739 | 
A pala arden DET, 2 o| 20| 242 25 3| 270 
Quezaltenango 19 ....... MES Oo 84 3| 183 || 377 | 168 | 33| 578 
Quezaltenango 22 ....... 168 | 109 1| 278 285| 253| 35| 528 
GUERE darlo Cin A 951.34  3| 1382 | 48| 108| 31; 587 
Retalhuleu .............. 17| 31 5; 153 | 613 | -63 15 | 721 
Sacatepéquez .......0..... 56 | 57 1| a 354 | 73| 10| 437| 
San Marcos ............. OTJo> 58 3 | 153 | 418 | 485| 39| 642| 
7 A 102 | 55| 1| 158| 481| 151 | 10| 59%2| 
DN A d+ 62 A RES EIA Ad + A 
7 Suchitepéquez ........... 172.93 23 Ol 56 388] 162 20 |. 570 | 
j Totonicapán ............- A a] 661 48) 210617211, Hi 
"ZAAPA -;. 20... ELIO | 108 59|  2| 169| 621 | 176 | 19| 816| 
Totales ....... Fago | 2.082 | 151 | 6.530 (13.374 | 4.833 | 851 [19.058 | 25.588 


Departamento de Estadística Judicial, Guatemala, 11 de Junio de 1934. 
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DEPARTAMENTO DE ESTADISTICA 


RESOLUCIONES DICTADAS POR LOS TRIBUNALES DE JUSTICIA DE LA REPUBLICA, 


DURANTE EL MES DE JUNIO DE 1934 


RAMO CIVIL 


RAMO CRIMINAL 


TRIBUNALES E 
3 
la 

Corte Suprema de Justicia. 112 
CORTE DE APELACIONES 
Sala Primera ..........0. 124 
Sala Segunda ............ 81 
Sala DErcera ie is 56 
Sala Cuarta ae 84 
Sala Quinta... ... 31 
Sala ¡Sexba a 48 
Auditoría de Guerra .... ....... 
JUZGADOS DE 1? INST. 
DEPARTAMENTALES: 
19 de Guatemala........ 553 
22 de Guatemala........ 189 
32 de Guatemala........ 425 
49 de Guatemala ........ liso... 
De de GUA AR 
62 de 'Guatemala........ lo...... 
AAA 120 
AMARME a 22 
Baja Verapaz iconos. 99 
Chimaltenango .......... 105 
CA EA 53 
ESCUMTA aa 46 
Huehuetenango .......... 113 
O A 59 
JEAN id 42 
JULTADAS AS APT 29 
PE o E A 16 
Quezaltenango 1% ....... 87 
Quezaltenango 22 ....... 157 
QUICHO: Aute oe e Me ; 74 
Reca ON 87 
Sacatepéquez ............ 42 
San Marcos a 72 
SATA OS A 31 
Sida a RES 75 
Suchitepéquez ........... 37 
Totonicapán. ............. 45 
ARA O A SERIAS 92 
EJ PROBrESO ei 9 

TODQleS ae 3.815 


Autos 


.roono..s 


e... ... 


Oo*oOooNnNrooyoyway oo”? on€$q<,y-.onymaypye 


110 


8 (3 
E Á 

129 | 99 
181 | 134 
129 | 116 
79 | 147 
110 | 203 
47 | - 179 

61 || 187 
Apr 1521 
cs 
102 
CINTA 
de 917 
Eds 671 
de 798 
127 | 342 
98 | 304 
123 | 336 
145 | 632 
107 | 522 
68 | 376 
148 | 354 
97 | 290 

65 | 340 

73 | 328 

18 | 160 
182 | 204 
229 | 282 
104 | 351 
109 | 736 
86 | 273 
127 | 346 
96 | 403 

88 | 350 

63 | 278 

58 | 351 
161 | 374 

9 | 181 
5.769 |11.716 


g | 
3 | 2 
38 15 
69 53 
38 46 
-31 52 
37 36 
38 89 
48 37 
108 7 
305 50 
307 26 
483 y 34 
51 13 
164 13 
112 16 
227 21 
154 23 
34 14 
139 26 
78 33 
107 22 
209 12 
6 Hi 
142 27 
229 39 
89 28 
98 11 
58 6 
157 30 
111 15 
76 10 
162 13 
114 29 
205 25 
17 0 
4.261 872 


eo...» 
.oon. 


er... 


604 
198 


€QMAÁ_____ 


[16.849 


Departamento de Estadística Judicial, Guatemala, 11 de Julio de 1934. 
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Ponencias de los Magistrados de la Corte de Apelaciones, durante el mes de Abril de 1934 


Magistrado Licenciado 
Ricardo Ortíz S. 


[| Magistrado Licenciado 
tl Luis Barrutíia 


Magistrado Licenciado 
Rafael Ordóñez S. 


y SALA PRIMERA 


Se: 
Autos POCIÓN Total 
EIC CEVEES ras 15 0 15 || 
RAMO PENAL, ......... > 16 Jl 27 | 
Sumas........ 31 11 42 


Magistrado Licenciado 
Francisco Menéndez 


| Autos [¿Sen= | Total [| Autos | Se2= | Total 
19 1 | 20 7 1 8 
6 14 | 20 11 + 15 
25 15| 40 18 5 23 


Magistrado Licenciado 
Octavio Aguilar 


Magistrado Licenciado 
J. Lorenzo Hurtado P. 


SALA SEGUNDA 
Autos Es a Total || Autos Ay Total 
| | 3 
RAMO CIVIL ........... 16 3 19 10 3 13 
RAMO PENAL .......... 25 25 50 20 | 20 40 
DUI o ds 41 28 ñ9 30 ' 23 53 


¡Magistrado Licenciado 


Magistrado Licenciado 


Autos | Sen- 


tencias Total 

2 4 6 
13 19 32 
15 23 38 


Magistrado Licenciado 
Rosalío Reyes 


1 
SALA TERCERA a as 
Autos conália Total Autos dios Total | 
RAMO CIVIL ........... 9 AS Y 4 0 4 
RAMO PENAL .......... 151. ami Jal 20| 10 | 30 
Sumas........ pai 191 «al | 120| 3 


_. 4 
Autos ds Total 
| 7 2 9 
22 9 31 
| ape lead | 40 


El Magistrado Suplente, Licenciado Pedro Amézquita, fué ponente de 1 Sentencia, en el Ramo Civil. 


| Magistrado Licenciado 
| Eulogio González R. 


Miagistrado Licenciado 
Jesús Unda Murillo 


SALA CUARTA - 
| Autos |, Sen- 


tencias Total 
LA AN | 10 1 11 
RAMO PENAL .......... ed 6 17 


Sen- 


Autos LSnolnd Total 
6 2 8 
12 Y) 19 


| 


| ¡Magistrado Licenciado 


Abel V_- Montúfar 
Sen- 


Autos vericiad Total 
9 2 11 
13 9 22 


il OS peneiado 
SALA QUINTA fa o 2rEAS 
|| Autos tencias | Total 
| 
RAMO CIVIE ........... | 2 1 3 
RAMO PENAL .......... 19 22 411 
Sumas........ E 23 44 


| Magistrado Licenciado 
Daniel Arellano h. 


sen- | 


Autos EE 8 Total 
2 dl 3 
5 29 | 34 
7 30 |- 37| 


Magistrado licenciado 
Ramón Cadena 


Autos | 


| | senclas | Total 

| | 

A A pd 

NO 0 
61 aa 


|| Magistrado Licenciado || Magistrado Licenciado Magistrado Licenciado 
í INFrancisco E. Rodríguez | Augusto Linares L. | J. Leandro Rodas 
SALA SEXTA . AA A | Mons 1 añ 
| Autos tencias | Total || Autos al Total | Autos Palas Total 
ll pe | 
. ll | | | 
RAMO. CIVIL .......... E 1 0 | 11 8 | O | 8| 1 | 2 3 
RAMO PENAL .......... 23 20 | 43 9 13 | 22 | 16 | TEA! 33 
Sumas........ 24 UCA CU or IS QM ll 15 Melo: 1 107]! 38 
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Ponencias de los Magistrados de la Corte de Apelaciones, durante el mes de Mayo de 1934 


SALA PRIMERA 


en coros ose 


cono. ...o. 


GACETA DE LOS TRIBUNALES 


SALA SEGUNDA 


Magistrado Licenciado 
Francisco Menéndez 


Magistredo Licenciado 
Octavio Aguilar 


Magistrado Licenciado Magistrado Licenciado Magistrado Licenciado 
Ricardo Ortíz $. Luis Barrutia Rafael Ordóñez $. 
Sen= Al sen- sen- | 3 
Autos rorelas Total | Autos enblas Total Autos CHAS Total 
, l 
13 0 13 5 3 8 7 a 10 
17 8: 29 | 3 1 4 5 10 18 
30 8 38 8 4 12 12 13 28 


Magistrado Licenciado 
J. Lorenzo Hurtado P. 


Autos o Total || Autos OS Total 

RAMO CIVIL ............ 10 2 12 9 2 11 
¿RAMO PENAL ra 00 19 20 39 16 Di 37 
SUMAaS........ 29 22 51 251 23 48 


RAMO CIVIL 


coo ...o.o.o» 


Magistrado Licenciado 
Rafael Nuila 


Magistrado Licenciado 
Teodoro Díaz M. 


Sen- 


Autos nclaS Total 
11 2 13 
20 2114 
31 23 54 


Magistrado Licenciado 
Rosalío Reyes 


Sen- 


Autos AS Total 
6 ál 7 

13 26 39 

19 21 46 


sen- 


Autos NE CIAS Total | 
1 2 3 
16 28 de 
17 30 47 


Sen- 


Autos Po Total 
1 4 5 
14 10 24 

15 14 29. 


El Magistrado Suplente, Lic. Pedro Amézquita, fué pontnte en una sentencia en el Ramo Criminal; 
y los Señores Fiscales de las Salas 2a. y 32., Licenciados Miguel Alvarez Lobos y Pedro Contenti, fue- 
ron ponentes en 2 Autos en el Ramo Criminal y 1 en lo Civil, respectivamente. 


SALA CUARTA 


RAMO CIVIL 


.e.oonSs<roo.. 


Miagistrado Licenciado 
Eulogio González R. 


Magistrado Licenciado 
Jesús Unda Murilio 


¡Magistrado Licenciado 
Abzl V. Montúfar 


Miagistrado Licenciado 
J. Luis P. Vargas 


| Magistrado Licenciado 


Daniel Arellano h. 


Sen- Sen- | sen- | 
Autos a Total | Autos [,2* E Total [| Autos |< E Total 
6 1 vil 7 1 8 6 1 T 
9 8 17 14 14 28 15 14 29 
15 9 24 21 15 36 21 15 36 


| Magistrado Licenciado 


Ramón Cadena 


Sen- 


Autos AS Total 

DNAMO"CLIVTAA 6 0 6 
RAMO" PENAD a 15 22 37 
SUMAS 7 21 22 43 


El Señor Magistrado Suplente, 


Lic. Virgilio Alvarez, C., 


Magistrado Licenciado 
Francisco E. Rodríguez 


Sen 


Sen- 


Autos | tencias | Total | Autos | ¿Sen | Total 
: | | | 

4 | de 2 3 

15 DBA 0 O 

Aa IE > 

19 | 25 44 10 34 44 


fué ponente en 2 Autos 


Magistrado Licenciado 
Augusto Linares L. 


en el Ramo Criminal. 


Miagistrado Licenciado 
J. Leandro Rodas 


SALA SEXTA | - o > 
Autos [ias | Total [| Autos téncies| Total || Autos | tencias | Total 
| eN | 

RAMOFCIVIE Pd as 0 0 0 7 0 7 1 1 | 2 
RAmo. PENAL: Jrs 3 - 8 11 27 | 23 -50 20 14 34 
Sumas........ 8 31 ab. 3403 BY MAS 


El Señor Magistrado Suplente, Licenciado Pedro Santiago Valdéz, fué ponente en 2 Autos y 3 
sentencias, en el Ramo Criminal. 


Departamento de Estadística Judicial, Guatemala, 11 de Junio de 1934 
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E Ponencias de los Magistrados de la Corte de Apelaciones, durante el mes de Junio de 1934 


Magistrado Licenciado | Magistrado Licenciado Magistrado Licenciado 


SALA PRIMERA E pe — Eee Ordóñez 8. 
Autos alas Total Autos ti EN Total Autos Pri Total 
MN RAMO CIVES .0oo.icoo.. 21 dl 22 | 57016 A PA 716 
| RAMO PENAL ....... Ap 20 9. 29. 23 23 | 46 796, 21 47 
j Sumas........ 41 10.1 sil 39) 261 6 28 ea 
3 x-_ErE-=—— o 
¿ o Magistrado Licenciado | Magistrado Licenciado 
SALA SEGUNDA 0 ndez o BEA 2-1 o A P. 
E Autos En clas Total o | atar Total Autos EEUTES Total 
A % A 
¡ DO CIVIL rs. 25 1 26 10 0 10 9 3 12 
RAMO: PENAL .......... 14 18 32 17 14 | 31 8 14 22 
E Sumas........ 39 19 581: 27) 1| al 17 17 34 
y A II O O A 
Magistrado Licenciado ¡Magistrado Licenciado Magistrado Licenciado 
Rafael Nuila __ Teodoro Díaz M. Rosalío Reyes 
> [PENAS | Sen- Total Auto | Sen- | Total | Autos | Sen- | Total 
|tenclas cy a tencias ea | tencias E 
RAMO CIVIL............ 6 | 2 8 4 0 4 mi 59 11 
RAMO: PENAL: .........: 10 17 27 14 18 32 | 20 17 24 
A Sumas....... a de] dal sae 16 1 19 |, 35 
Magistrado Licenciado Miagistrado Licenciado ,| Magistrado Licenciado 
Eulogio González R. Jesús Unda Murillo Abel V. Montúfar 
E SALA CUARTA AE > PARE NRO "PERIOD, 
Autos o Total Autos tencias | Total Autos tencias | Total 
A A A A qe, e + A 
EE 
RAMO CIVIL ........... Í 10 o| 10 7 1 e 7 1 8 
RAMO PENAL .......... 13 8 211 12 14 26 12 14 26 
PRL AAA AAA a | 
Sumas........ | 23 8 31 19 15| 34 19 15| 34 
' || Magistrado Li iad | ¡Macsistrado Licenciado 
e road dl 
SALA QUINTA AA ES | WEST A | e 
Autos IS Total Autos |tencias | Tota | u S | tencias. ota 
RAMO CIVIL .......... 0 2 7 6 A IA ia 
RAMO'BENAD: ¿Ec ed | 21 19 40. 9 33 42 4 33 5 
Sumas........ a air 34 | 49 TÍ 33 | 40 


El Señor Magistrado Suplente, Licenciado Virgilio Alvarez Castro, dictó in el Ramo Criminal, 1 
Auto y 4 Sentencias y en el Ramo Civil, 1 Auto. 


| i i Il Magistrado Licenciado Magistrado Licenciado 
o rs Ñ Uato Dinars : L. | É . Leandro Rodas 
A | ' Sen- | | sen- | tos | 58b= | mota 
, ll OS tencias an [ato | tencias Total || Autos | encjas 
RAMO CIVIL ...... o 1 o] 0 00 
¡RAMO PENAL .......... 14 12 26 17 13 | 30 O 
Sumas........ loci) 13 | 29 281 14| sol 17] “12| 29 
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PODER JUDICIAL 


Presidente del Poder Judicial y de la Corte Suprema de Justicia: 
Licenciado don JOSE MARIA REINA ANDRADE. — Avenida La Reforma, “Vila Amalia”| 


CORTE SUPREMA DE JUSTICIA 


MAGISTRADO: 


Licenciado don. Federico Ojeda Salazar.—12 Avenida Norte No. 14. 


MAGISTRADO: Licenciado don Carlos Castellanos R.—6a. Calle Poniente número 33. 
MAGISTRADO: Licenciado don Alberto Argueta S.—6a. Avenida Norte No. 34. 
MAGISTRADO: Licenciado don José Serrano Muñoz.—la. Calle de Tívoli, chalet “Villa Emilia” 
SECRETARIO: Licenciado don Juan Fernández Córdova, 9a. Avenida Sur, No. 88. 

OFICIAL MAYOR: Br. don Héctor Fajardo Cadena.—2a. Avenida Norte, número 3. 


CORTE DE APELACIONES 


SALA, PRIMERA 
(Guatemala): 


Presidente: Licenciado don Ricardo Ortiz 
Sánchez.—4a. Av. Sur, No. 25. 

Magistrados Propietarios: Licenciado don 
Luis Barrutia, 7a. Av. Sur, No. 57. — Licen- 
ciado don Rafael Ordóñez Solís, 6a. Avenida 
Norte, No. 25. 

Magistrados Suplentes: Licenciado don M. 
Alfredo Gil.—5a. Calle Poniente, No. 38 . — Li- 
cenciado don Max Cifuentes Monzón.—2a. Av. 
Norte, No. 25. 

Fiscal: Licenciado don Julio César Martí- 
nez Perales.—C. R. de Ciudad Vieja, No. 50. 

Procurador: Licenciado don Manuel Zece- 
ña Beteta.—7a. Calle Oriente, No. 15. 

Secretario: Licenciado don Francisco Ren- 
dón C.,—4a. Av. Norte, No. 16. 


SALA SEGUNDA 
(Guatemala); 


Presidente: Licenciado don Francisco Me- 
néndez B.—11 Calle Oriente, No. 28. 

Magistrados Propietarios: Licenciado don 
Octavio Aguilar.—S8a. Avenida Norte final, No. 
2. — Licenciado don J. Lorenzo Hurtado P.— 
11 Avenida Sur, No. 24. 

Magistrados Suplentes: Licenciado don Jo- 
sé Antonio Méndez.—T7a. Avenida Sur, No. 98.— 
Licenciado don José Lara, 11 Calle Oriente, nú- 
mero 30. 

Fiscal: Licenciado don Miguel Alvarez L. 
8a. Av. Sur, No. 74. 

Procurador: Licenciado don Héctor Cruz 
F.—6a2. Avenida Sur, prol., No. 9. 

Secretario: Licenciado don Alfredo Valle 
Calvo.—Avenida Central, No. 46. 


SALA TERCERA 
(Guatemala) : 


Presidente: Licenciado don Rafael Nuila. 
—22. Av. Sur, No. 34. 

Magistrados Propietarios: Licenciado don 
Rosalío Reyes.—3a. Avenida Norte, No. 29.— 


Licenciado don 'Teodoro Díaz ¡Medrano.—18 
Calle Oriente, No. 21. 
Magistrados Suplentes: Licenciado don Ra- 
fael Ubico Estrada.—10a. C. O. No. 5. 
Fiscal: Licenciado don Pedro Contenti.— 
3a. Avenida Norte, No. 12. 


Procurador: Licenciado don Eleazar Ur-- 


meneta.—la. Calle Poniente, No. 13. 
Secretario: Licenciado don José Palemón 
Chávez.—13 Avenida Sur, No. 12. 


SALA CUARTA 
(Quezaltenango): 


Presidente: Licenciado don Eulogio Gon- 
zález R. 

Magistrados Propietarios: Licenciado don 
Jesús Unda Murillo. — Licenciado don Abel 
V. Montúfar. 

Magistrados Suplentes: Licenciado don J. 
Alfredo ¡Guzmán. — Licenciado don Pedro 
R. Morales. 

Fiscal: Licenciado don Oscar Zeceña. 

Procurador: Licenciado don Luis Gerardo 
Barrios. 

Secretario: señor don Héctor Madrid C. 


SALA QUINTA 
(Jalapa): 


Presidente: Licenciado don José Luis Var- 
elas Palencia. 

Magistrados Propietarios: Licenciado don 
Daniel Orellana h. — Licenciado don Ramón 
Cadena Gutiérrez. 

Magistrados Suplentes: Licenciado don 
Virgilio Alvarez Castro. — Licenciado don Lá- 
zaro Valdés Ruano. 

Fiscal: Licenciado don Francisco Barrios 
Solís. 

Procurador: Licenciado don Alfredo Enri- 
que Figueroa Palma. 

Secretario: Licenciado don Virgilio Alva- 
rez Castro. 
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SALA SEXTA 
(Totonicapán) : 


Presidente: Licenciado don: Francisco En- 
rique Rodríguez Gómez. 

Magistrados Propietarios: Licenciado don 
Augusto Linares Letona. — Licenciado gun 
José Leandro Rodas Guzmán. 


VOCALES 


CORTE SUPREMA DE JUSTICIA 


Propietarios: General de División J. Víc- 
tor Mejía.—3a. Calle de Tívoli, No. 51, y Ge- 
neral de División Enrique Haeussler, 5a. Ca- 
lle Poniente. 

Suplentes: General de División Enrique 
Arís, 3a. Calle de Tívoli, chalet “Elvira” y Ge- 
neral de División Ramón Alvarado S., 4a. 
Avenida Norte, No, 2. 


SALAS PRIMERA, SEGUNUDA Y 
TERCERA DE APELACIONES 


Propietarios: Coronel Julio H. Corzantes, 
Penitenciaría Central y General de Brigada 
Juan B. Alonzo, Fuerte de San José. 

Suplentes: Coronel Benedicto Contreras 
Fuerte de Matamores, y Coronel Sarbelio Cas- 
tillo, Guardia de Honor, 


r 


Magistrados Suplentes: Licenciado don Pe- 
dro Santiago Valdés. — Licenciado don Juan 
de Dios Castillo, 

Fiscal: Licenciado don Valentín Alvarez 
Pérez. 

Procurador: Licenciado don Francisco Del- 
gadillo Zamora. 

Secretario: señor don Aurelio Chacón Be- 
nítez. 


MILITARES 


SALA 4a. DE APELACIONES 


Propietarios: T. Coronel Manuel Santiago 
Mérida y T. Coronel Manuel de Paz Marro- 
quín. 


Suplentes: Coronel Rubén Méndez M. y 
T. Coronel Ernesto Díaz. 


SALA 5a. DE APELACIONES 


Propietarios: Coronel Cecilio Bonilla y Bo- 
nilla y T. Coronel Adrián Salazar Bonilla. 


Suplentes: Coronel Macabeo Pinto E. y 
Mayor Bernardo Gudiel Ruano. 


SALA 6a. DE APELACIONES 


Propietarios: General de Brigada Isaac 
Dardón M. y Capitán Ramón Rodríguez E. 

Suplentes: Coronel Luis Alfredo ¡Arango 
de León y Mayor Mateo Toscano López, 


JUECES DE PRIMERA INSTANCIA 


Juez 10. del departamento de Guatemala: 
Lic. don Carlos Girón Z. Avenida La Refor- 
ma. 

Juez 20. del departamento de Guatemala: 
Lic. don J. Joaquín Palma, Avenida La Re- 
forma. 

Juez 3o. del departamento de Guatemala: 
Lic. don Carlos Fernández C., Pasaje San 
Jorge No. 6. 

Juez 40. del departamento de Guatemala: 
Lic. don J. María Moscoso, 7a. Avenida Sur, 
prolongación, y Calle Lima, 

Juez 5o. del departamento de Guatemala: 
Lic. don R. Oscar Murga, Ya, Avenida Sur, 
No. 83. : 

Juez 60. del departamento de Guatemala: 
Lic. don Carlos A. Recinos, 7a. Calle Ponien- 

TEFSNO. 12, 

Juez Propietario del departamento de Ama- 
titlán: Lic. don Eugenio Nuila. 

Juez Suplente: Lic. don Edmundo López. 

Juez Propietario del departamento de Al- 
ta Verapaz: Lic. don Antonio Castañeda. 

Juez Suplente: Lic. don Arnoldo Reyes. 

Juez Propietario del departamento de Ba- 
ja Verapaz: Lic. don Haroldo Barillas. 

Juez Suplente: Lic. don Carlos Villela. 

Juez Propietario del departamento de Chi- 
maltenango: Lic. don V. Ramiro Flores. 


Juez Suplente: Lic. don Sarbelio Herre- 
ra. 

Juez Propietario del departamento de Chi- 
quimula: Lic. don J. Arturo Ruano Mejía. 

Juez Suplente: Lic. don Ernesto Vásquez. 

Juez Propietario del departamento de Es- 
cuintla: Lic. don Alfonso Cifuentes Soto, 

Juez Suplente: Lic. don Francisco Ren- 
dón C. 

Juez Propietario del departamento de El 
Progreso: Lic. don Alfonso Gálvez. 

Juez Suplente: Lic. don Eduardo Rivera h. 

Juez Propietario del departamento de Hue- 
huetenango: Lic. don Simón R. Oliva. 

Juez Suplente: Lic. don Alberto Herrera. 

Juez Propietario del departamento de Iza- 
bal: Lic. don Reginaldo Menéndez. 

Juez Suplente: Lic. don Adolfo Moreno. 

Juez Propietario del departamento de Ja- 
lapa: Lic. don Francisco Alonzo, 

Juez Suplente: Lic. don Juan Mayorga 
Franco. 

Juez Propietario del departamento de Ju- 
tiapa: Lic. don J. Fernando Juárez A. 

Juez Suplente: Lic. don Oscar Paiz. 

Juez lo. Propietario del departamento de 
Quezaltenango: Lic. don Gonzalo Menéndez 
de la Riva. 
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Juez Suplente: Lic. don Bernardino López 
Ruano. 


Juez 20. Propietario del departamento de 
Quezaltenango: Lic. don J. Juan Alvarez. 
. Juez Suplente: Lic. don Bernardino López 
Ruano. 

Juez Propietario del departamento del Qui- 
ché: Lic. don Víctor M. Cáceres. 

Juez Suplente: Lic. don Juan C. Alvarado. 

Juez Propietario del departamento de Re- 
talhuleu: Lic. don J. Vicente Rodríguez. 

Juez Suplente: Lic. don Homero Rivera. 

Juez Propietario del departamento de Sa- 
catepéquez: Lic. don Guillermo Herrera. 

Juez Suplente: Lic. don Guillermo Vides. 

Juez Propietario del departamento de San 
Marcos: Lic. don Hernán Morales Dardón. 


JUECES 
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Juez Suplente: Lic. don Jorge O 7 


- Juez Propietario del departamento de San- ' 
ta Rosa: Lic. don Oscar Quevedo. e 


Juez Suplente: Lic. don José Barillas * 


Juez Propietario del departamento de $ 
lolá: Lic. dom Abraham Bustamante. 


Juez Suplente: Lic. don Domingo E. Pala- 
cios. 6 
Juez Propietario del departamento de Su- E 
chitepéquez: Lic. don José 1. Cabrera. 


Juez Suplente: Lic. don Esteban Calvillo. 


Juez Propietario del departamento de To- 3 
tonicapán: Lic. don Alberto Herrarte. Mo 

Juez Suplente: Lic. don Carlos Klusmann. 

Juez Propietario del departamento de Za- 
capa: Lic. don Isauro Berganza. 

Juez Suplente: Lic. Baudilio Jordán. 


DE PAZ 


DEL DEPARTAMENTO DE GUATEMALA 


Francsico Perdomo, San Pedrito, «villa Paquita». 
Gilberto Zanabria, 5a. Avenida Norte No. 24, 
Mario Moncrieff, 10a. Avenida Norte No. 19. 
Guillermo Melgar, Avenida San José No. 16. 
Alberto Portillo, 12 Avenida Sur, No. 51. 

Basilio Ramírez, Ta. Avenida Norte, No. 81. 


Juez 10. Br. 
Juez 20. Br, 
Juez 30, Br. 
Juez 40. Br. 
Juez 50. Br. 
Juez 60. Sr. 
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